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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA
I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet.

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:14, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 46ª, ordinaria, 47ª, extraordinaria, y 48ª, ordinaria, en 30 y 31 de agosto del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero comunica que ha resuelto retirar de tramitación el proyecto de ley que restringe el consumo de tabaco en lugares públicos (boletín N° 7.692-11).



--Se toma conocimiento y queda retirado el proyecto.


Con el segundo retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “discusión inmediata”, en cuanto al proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03).



Con el tercero hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665 en las materias que indica (boletín N° 6.244-07).



Con el cuarto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, en relación con el proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



Con el penúltimo retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05).



3.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



4.- Proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04).



5.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



6.- Proyecto de ley que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (boletín N° 7.440-05).



7.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



8.- Proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



9.- Proyecto que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo (boletín Nº 7.449-11).



Con el último retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “simple”, en relación con los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (boletín N° 5.906-07).



2.- Proyecto que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (boletín N° 6.355-01).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



4.- Proyecto de ley que denomina Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos (boletín N° 7.023-24).



5.- Proyecto que modifica el DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, para incorporar la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de isapres, y homologar el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el DL N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



6.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (boletín N° 7.487-12).



7.- Proyecto de ley que establece las bases y procedimientos de fijación de tarifas de los servicios de gas en la Duodécima Región (boletín N° 7.239-08).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Eduardo Fuentes Belmar (boletín N° S 1.401-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Tres de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que aprobó los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, a objeto de establecer normas especiales para la representación en juicio de adultos mayores (boletín Nº 7.507-18) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residentes en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y Santiago, respectivamente (boletín N° 7.584-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010 (boletín N° 7.726-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre violencia escolar (boletín N° 7.123-04).



2.- Proyecto de ley relativo al uso del pabellón patrio (boletines N°s 7.273-06, 7.095-06 y 7.195-06, refundidos).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015; 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes; 206 del Código Civil, y 5° transitorio de la ley N° 19.585.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Del señor Ministro de Planificación:



Atiende un oficio, dirigido en nombre de los Senadores señores Prokurica, Frei (don Eduardo), Horvath, Larraín Peña y Orpis, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley sobre creación de un registro de perros de asistencia para personas con discapacidad.



Del señor Ministro de Salud:



Da respuesta a una solicitud, enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la dictación de los reglamentos de la ley N° 20.380, sobre Protección de Animales.



Del señor Ministro de Agricultura:



Contesta un oficio, enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre los recursos que el Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario tiene destinados en el presupuesto 2011 para la ejecución del Programa de Desarrollo Local PRODESAL.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Responde una petición, cursada en nombre de los Senadores señores Larraín Fernández, Horvath y Orpis, por la cual solicitan el envío de un proyecto de ley sobre fortalecimiento del Fondo de Protección Ambiental.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Atiende solicitud, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, relativa a necesidades en aeródromo de Puerto Williams.



Del señor Director Nacional de Aduanas:



Da respuesta a un oficio, remitido en nombre del Senador señor Quintana, en el que solicita información acerca de los ingresos fiscales que genera el paso fronterizo Pino Hachado, comuna de Lonquimay.



Del señor Alcalde de Bulnes:



Contesta un oficio, enviado en nombre del Senador señor Navarro, a través del cual pide información de pagos de renta de arrendamiento de inmueble en que funciona la Tercera Comisaría de esa comuna.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



Informe complementario de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Salud, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (boletín N° 4.398-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza construcción de bienes raíces destinados a microempresas y equipamiento social (boletín N° 6.531-14) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Chahuán, en primer trámite constitucional, que autoriza descuentos de remuneraciones destinadas a cooperativas (boletín N° 6.991-13) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Bianchi, Cantero, Escalona y Quintana, en primer trámite constitucional, que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación (boletín N° 7.856-04) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Quedan para tabla.
Mociones



De los Senadores señores Girardi, Lagos y Letelier, con la que inician un proyecto de reforma constitucional relativo a convocatoria a plebiscitos (boletín N° 7.905-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



De los Senadores señor Girardi, señora Alvear y señores Chahuán, Larraín Fernández y Letelier, con la que dan inicio a un proyecto de ley que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (boletín N° 7.906-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Senadores señores Girardi y Letelier, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que garantiza el derecho a la educación (boletín N° 7.907-04) (Véase en los Anexos, documento 12).



De los Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Espina, Larraín Fernández y Quintana, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre transparencia de instituciones educativas que reciban aportes del Estado (boletín Nº 7.913-04) (Véase en los Anexos, documento 13). 

--Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Senadores señores Girardi, Letelier y Pizarro, con la que dan inicio a un proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


De los Senadores señor Larraín Fernández, señora Rincón y señores Coloma y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley sobre prohibición de pesca de arrastre de fondo (boletín N° 7.909-03) (Véase en los Anexos, documento 15).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.
Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Gómez, con la que da inicio a un proyecto de ley relativo a información y cobro de cotizaciones previsionales adeudadas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el N° 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


Moción de los Senadores señores Escalona, Frei (don Eduardo) y Lagos, con la que inician un proyecto de ley que crea una agencia estatal encargada de administrar el crédito con garantía estatal.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero y en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
Comunicación



Resolución N° 2 del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.



--Pasa a la Comisión de Régimen Interior.
Solicitud de desarchivo



Del Senador señor Horvath, con la que requiere el desarchivo del proyecto de ley que prohíbe la adquisición de bienes raíces que excedan de extensión que indica, a la vez que declara de utilidad pública la franja de terreno que sirva para fines que señala (boletines N°s 2.952-12 y 2.895-12, refundidos).



--Se accede a lo solicitado y el proyecto vuelve al estado en que se encontraba al momento de archivarse.
Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Cantero, para ausentarse del territorio nacional entre los días 4 y 9 de septiembre del año en curso.



--Se acoge.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE VÍCTIMAS DE ACCIDENTE AÉREO EN ARCHIPIÉLAGO JUAN FERNÁNDEZ

El señor GIRARDI (Presidente).- A continuación, solicito a la Sala guardar un minuto de silencio en memoria de las víctimas del accidente aéreo ocurrido en el archipiélago Juan Fernández.



Ruego a Sus Señorías ponerse de pie.



--La Sala guarda un minuto de silencio. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Muchas gracias.

)-----------------(

El señor QUINTANA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

SOLICITUD DE RETIRO DE EXPRESIONES DE SENADOR SEÑOR ESPINA SOBRE INFORME DE PROYECTO RELATIVO A REQUISITOS DE FUNCIONAMIENTO DE UNIVERSIDADES NO ESTATALES CON RELACIÓN AL LUCRO

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en la sesión de Sala del día miércoles 31 de agosto pasado, y con ocasión de la segunda discusión general del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre requisitos de funcionamiento de universidades no estatales en relación con el lucro (“sociedades espejo”), el Senador Espina señaló lo siguiente:



“Al analizar el informe de este proyecto, no recuerdo, en los años que llevo en el Senado, haber visto un informe más incompleto y con más omisiones que el que está aquí. Se cita y se señala que comparecieron a las audiencias de la Comisión, entre otros, los rectores de las universidades chilenas, encabezados por don Víctor Pérez; de la federación de académicos, etcétera. No hay” -según el señor Senador- “una palabra de lo que ellos dijeron en este informe”.



Nuestro colega también indicó que “Hablaron sobre otros temas y se puso su nombre, y a mi juicio se puso indebidamente, porque ellos no han hecho referencia a lo que aquí se señala y eso me parece gravísimo (...) Me parece un procedimiento absolutamente irregular en la forma como se tramita un informe”.



Sobre el particular, y en mi calidad de Presidente de la Comisión de Educación, es mi deber precisar que en la página 2 del referido informe, luego de especificarse que el proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, se consigna literalmente lo siguiente: 



“Cabe hacer presente que a partir del mes de mayo de este año, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología realizó una serie de sesiones especiales con el objeto de conocer la opinión, inquietudes y planteamientos de los diversos actores sociales relacionados con la educación superior del país”, y que, “En ese contexto, la Comisión recibió en audiencia” a las personas e instituciones que ahí se señalan, con las que “se analizaron diferentes aspectos relativos al funcionamiento de la educación superior, en el marco de la reforma universitaria, y en especial, lo relativo a la definición que establece la Ley General de Educación en cuanto a que las instituciones que no tengan el carácter de estatales, deberán crearse conforme a los procedimientos establecidos en esta ley, y serán siempre corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro para los efectos de tener reconocimiento oficial”. Y se agrega que “Las opiniones vertidas por dichos personeros quedan a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión”.



Como puede observarse, las expresiones del Senador Espina son inadecuadas y no se ajustan a lo que se expone en el informe. En efecto, no hay referencia alguna o constancia de que las personas que se citan en la página 2 del informe hayan opinado o concurrido a alguna de las dos sesiones celebradas los días 9 y 10 de agosto pasado, que la Comisión destinó al estudio de este proyecto de ley, de artículo único, sino que lo hicieron a sesiones especiales que dicho órgano técnico celebró a partir de mayo con el objeto de analizar diversos temas relacionados con la educación universitaria.



Cabe hacer presente, señor Presidente, que esa referencia que se hizo en el informe, tal cual se dijera en la discusión general habida en la Comisión, tuvo por finalidad precisar que, si bien no se escuchó la opinión de especialistas respecto de esa iniciativa en concreto, el tema de la reforma universitaria y de la constitución de universidades no estatales como corporaciones sin fines de lucro sí fue analizado por ella en varias sesiones.



Por lo tanto, habría sido impropio reseñar sus opiniones, ya que las personas que se citan en la página 2 del informe no opinaron sobre el proyecto, toda vez que la Comisión estimó, conforme lo dispone el artículo 38 del Reglamento del Senado, que ello podría ocurrir durante su discusión particular.



Tal cual lo indiqué en la sesión del pasado 31 de agosto, la Comisión de Educación, en su actuar, y el informe que da cuenta de ello, tuvieron una tramitación absolutamente regular y apegada a lo que establece nuestro Reglamento, recogiendo, el último, lo ocurrido con ocasión de la discusión general del mencionado proyecto de ley.



Por lo anterior, señor Presidente, solicito que las expresiones del Senador Espina no sean consideradas en el Diario de Sesiones respectivo, toda vez que ellas son absolutamente improcedentes.



He dicho.

)------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, con respecto a la Cuenta, con sorpresa acabo de percatarme de que el Ministerio de Salud ha retirado de tramitación el proyecto de ley que restringe el consumo de tabaco en lugares públicos.



No deja de sorprenderme, porque hoy día la Comisión del ramo decidió iniciar su discusión, justamente por el gran consenso existente en su interior en cuanto a la necesidad de avanzar en una legislación que permita establecer ambientes libres de humo de tabaco y disminuir el consumo de cigarrillos, especialmente entre los menores. 



Como Presidente de la Comisión, quiero hacer saber a la Mesa nuestro malestar por el retiro de esta iniciativa -creo interpretar a todos los integrantes de aquella-, porque resultaría inexplicable si se ha ejercido algún tipo de presión sobre el Ministerio. Entiendo que, hoy por hoy, las tabacaleras están muy activas, y han solicitado con insistencia asistir a nuestras sesiones para dar su testimonio. 



Se trata de una conducta reiterada de la Cartera de Salud hacia el Congreso. El mejor ejemplo de ello es que, más allá de las diferencias legítimas que tengamos respecto de la cuestión de fondo, el Ministro del ramo no ha concurrido ni una sola vez a dar a conocer la opinión del Gobierno sobre el proyecto relativo al aborto terapéutico, que aprobamos en general. 



El desorden en el Ministerio de Salud es tremendo. De hecho, hay tres iniciativas en tramitación que regulan las farmacias: dos en la Cámara de Diputados (una en la Comisión de Economía y otra en la de Salud) y una tercera en el Senado. 



Entorpece bastante el buen trabajo de la Comisión la actitud errática, desordenada e irresponsable de dicha Cartera. 



En relación con la materia, pido al señor Presidente efectuar las consultas del caso, porque me parece gravísimo que, frente a las más de 15 mil muertes por consumo de tabaco al año, el Ministerio de Salud decida retirar un proyecto de ley que reviste carácter de urgente. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará oficio al señor Ministro de Salud. 



--Así se acuerda. 

)-----------(

El señor GIRARDI (Presidente).-
Tiene la palabra el Honorable señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ejecutivo para pedirle que patrocine la moción que presenté, declarada inadmisible, referente a la posibilidad de determinar un plazo para los cobros previsionales a objeto de que las AFP puedan actuar con rapidez e informar a quienes se adeudan sus cotizaciones. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Se procederá en la forma solicitada por Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- En segundo lugar, pido recabar la autorización de la Sala para votar inmediatamente después de la Cuenta el proyecto de acuerdo presentado por 25 Senadores respecto del establecimiento de universidades interculturales, con el objeto de que sea considerado por el Ministro de Educación en las diversas reuniones que sostendrá con los estudiantes. Después de tres sesiones, no ha sido posible pronunciarse al respecto. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, trataremos en primer lugar la mencionada iniciativa. 

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente. Después explicaré las razones. 

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay acuerdo

)-----------(

El señor GIRARDI (Presidente).-
 Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker. 

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, mañana el Senado efectuará una sesión para escuchar al Presidente del Banco Central, de 11 a 14. 



Como en la Comisión de Constitución tenemos un número impresionante de iniciativas legales, pido autorización para funcionar en paralelo con la Sala mañana, entre las 11 y las 12:30. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay inconveniente, se accederá a lo solicitado. 



Tiene la palabra el Honorable señor Frei. 

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, había pedido intervenir sobre otra materia. 



Sin embargo, en relación con la solicitud recién efectuada, debo señalar que el Directorio del Banco Central concurre una sola vez al año al Senado a entregar su cuenta, y hace una relación de las perspectivas para el siguiente. Además, el que mañana haya tres o cuatro Comisiones funcionando, no tiene sentido. 



Reitero que, según la ley del Banco Central, es la única ocasión en la que el Presidente del Instituto Emisor concurre al Senado a exponer primero sobre el balance de las políticas en curso y, luego, presenta las cifras que incidirán en el Presupuesto de la Nación, cuyo proyecto debe presentarse a más tardar el 30 de septiembre. 



Por otro lado, si se tratase del funcionamiento de una sola Comisión, podría ser, pero son varias, razón por la cual no habrá Senadores en la Sala.

El señor LARRAÍN.- Podría terminar antes de las 11. 

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay acuerdo respecto a la solicitud del Senador señor Patricio Walker. 

)----------(

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, hoy día en la Comisión de Hacienda revisamos dos proyectos importantes: el relativo a instrumentos derivados y el que se refiere a la subvención escolar preferencial. 



Se concordó con el Ejecutivo la presentación de una serie de indicaciones, por lo que solicitamos fijar un plazo para ello hasta el próximo lunes, a objeto de despachar el martes en la mañana ambas iniciativas y de que sean tratadas por la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Qué fecha sugiere, señor Senador?

El señor FREI (don Eduardo).- Hasta el lunes 12.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeción, se fijará como plazo para la formulación de dichas indicaciones hasta el lunes 12 del presente, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda. 



--Así se acuerda. 

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo exponer dos materias de tipo reglamentario. 



La primera se refiere a la declaración de inadmisibilidad del proyecto que crea una agencia estatal encargada de administrar el crédito con aval del Estado.



Al respecto, solicito oficiar al Ejecutivo pidiéndole su patrocinio. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente. 



--Así se acuerda. 
EXPLOTACIÓN ARTESANAL DE RECURSOS PESQUEROS EN REGIÓN DE LOS RÍOS

El señor ESCALONA.- En  cuanto al otro asunto, deseo dar a conocer que las organizaciones de la pesca artesanal de la Región de Los Lagos me han hecho saber por escrito que no fueron consultadas durante la tramitación del proyecto del epígrafe, ubicado en el primer lugar de la tabla de hoy. 



De acuerdo con el Reglamento del Senado,  al estar involucradas en forma directa con dicha iniciativa, debían necesariamente ser escuchadas. Por lo tanto, al no haber sido convocadas, no se está cumpliendo con lo establecido.



--(Manifestaciones en tribunas).


Señor Presidente, ruego llamar al orden a las personas que no están capacitadas para escuchar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido a las tribunas mantener silencio.

El señor ESCALONA.- En consecuencia, como en virtud de la disposición reglamentaria pertinente tuvo que haberse  oído a las organizaciones de la pesca artesanal de la Región de Los Lagos, estimo que la iniciativa tendría que volver a la Comisión. 

El señor GIRARDI (Presidente).- A no ser que el Honorable señor Escalona sostenga un punto de vista contrario, las Comisiones son soberanas para invitar, según el Reglamento. 

El señor BIANCHI.- No es condicionante.

El señor GIRARDI (Presidente).- A juicio de la Mesa, siempre es bueno invitar a las instituciones y a las personas relacionadas con la materia que se trata. Esa ha sido la práctica observada por todos los que hemos sido Presidentes de Comisión. 



Habría que recurrir a la voluntad de la Sala para que el proyecto en cuestión sea de nuevo analizado por la Comisión,  a fin de que todos puedan dar su opinión. 



Como dije, es bueno que la totalidad de los involucrados en un asunto pueda emitir su juicio. Y me consta que así lo ha hecho, por ejemplo, el Senador señor Novoa en la Comisión de Transportes. 



La cuestión debe ser resuelta por la Sala, por lo que solicitaré su parecer al respecto. 



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, respecto de esta moción, que establece la fórmula general de relación entre las distintas Regiones del país para acceder a zonas contiguas, debo señalar que, al momento de crearse por ley la Región de Los Ríos, se instauró una situación distinta a través de sus artículos 14 y 15 en el sentido de permitir el ingreso permanente de los pescadores artesanales de la Región de Los Lagos a la de Los Ríos, por el norte, y los de esta última a la de Aysén.



En tal sentido, la Comisión analizó la situación.



Evidentemente, lo que primero interesa es salvaguardar los recursos naturales y garantizar su sustentabilidad. En segundo lugar, permitir que los pescadores artesanales más cercanos -los que en definitiva residen en el lugar y cuidan los ecosistemas- sean quienes tengan el primer acceso -ese es el sentido general de la ley- y que, cuando los de Regiones distintas quieran acceder al recurso, se sometan a los procedimientos de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que se resuelven a través de los consejos zonales de pesca.



En consideración al tiempo en que se elaboró y votó el proyecto y la fecha actual, la Comisión también recibió a los pescadores artesanales de la Región de Los Lagos. Teníamos sus antecedentes y sabíamos que obviamente estimaban que llevarlos a la norma general era una suerte de desmedro. Pero la ley general es precisamente lo justo y lo que garantiza los dos principios que mencioné: la sustentabilidad de los recursos y el acceso equitativo de los pescadores artesanales a ellos.



Además, en el caso de la Región de Los Lagos se adoptó una posición especial, en el sentido de que las organizaciones locales con  áreas de manejo en la Región de Los Ríos las mantuviesen y, viceversa: que las organizaciones de esta última Región con áreas de manejo en la de Los Lagos, también las conservaran. O sea, hay un adecuado equilibrio.



Los pescadores artesanales de la Décima Región también señalaron que ellos mantienen contratos con algunas empresas a las que abastecen de recursos provenientes  de esta zona. Ese es el régimen que está funcionando hasta hoy. Y, obviamente, a través de procedimientos administrativos que debe coordinar la Subsecretaría de Pesca, tendrán que ver cómo funciona eso bajo el régimen de zonas contiguas, según el cual son los integrantes de la Región a la cual se accede quienes toman la decisión de otorgarlas o no. Finalmente, siempre terminan en una negociación con las organizaciones de la Región vecina.



Por lo tanto, no tiene sentido que la iniciativa vuelva a la Comisión, porque el informe comprende la situación completa.



A ello se añade que entre el Ministro de Economía y la Subsecretaría de Pesca hay un compromiso en orden a crear los nuevos consejos zonales de pesca. Y esa es la instancia en la cual la materia se resolverá de fondo, a fin de para evitar la pugna entre distintas Regiones vecinas, en muchas de las cuales hay más pescadores artesanales y buzos mariscadores que especies hidrobiológicas. Y eso también genera los desequilibrios mencionados, pero eso se resuelve con los dos principios que señalé.



Lo que debemos garantizar es recuperar los ecosistemas, las especies hidrobiológicas y, de acuerdo a la capacidad de renovarse periódicamente, generar las cuotas que corresponden.



El tema siempre es mayor. Pero para eso también hay un compromiso, que hemos de hacer cumplir, en cuanto a perfeccionar la institucionalidad pesquera y la referente a investigación científica. En tal sentido, la Comisión de Pesca, con un grupo de científicos muy importante que lidera don Víctor Ariel Gallardo, ha impulsado el trabajo de complementación de un censo pesquero con todos los ecosistemas del país, en los cuales hay miles de especies que todavía desconocemos, constituyendo un complemento del censo elaborado por la FAO a nivel mundial.



Por las razones expuestas, solicito que en su momento la Sala apruebe la iniciativa a que he hecho mención.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, tengo en mis manos -lo solicité, pues no se encontraba en el pupitre- el informe de la Comisión, donde no se consigna la información entregada por el Honorable señor Horvath en lo relativo a la participación de las organizaciones de pescadores artesanales de la Región de Los Lagos.



No están esos antecedentes en el informe. Las organizaciones de la pesca artesanal de la Décima Región no se sienten partícipes, en circunstancias de que la iniciativa los afecta de manera directa. No fueron escuchadas por la Comisión.



En consecuencia, pido que la Sala vote la solicitud que he formulado.



No quiero entrar en el debate en que ha incursionado el Honorable señor Horvath. Pero si el señor Senador menciona que el Ministerio de Economía está preparando un proyecto de ley para regular y absolver las materias pendientes, aparece enteramente razonable y coherente con lo que él señaló: que la Comisión de Pesca revise el proyecto y no se vote en este momento en la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Su Señoría solicita que se ponga en votación su solicitud?

El señor ESCALONA.- Sí, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, se procederá de acuerdo a lo solicitado. El Senador señor Escalona tiene derecho a demandar una resolución sobre el particular.



Pido no prolongar el debate sobre el asunto, porque los puntos están claros. No creo que el tema amerite más discusión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo en que el proyecto vuelva a Comisión votarán sí y los que estén en contra, no.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación la solicitud formulada por el Senador señor Escalona.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la solicitud para que el proyecto sobre explotación artesanal de recursos pesqueros en la Región de Los Ríos vuelva a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (19 votos en contra, 10 a favor y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Navarro, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma.


Se abstuvo el señor Orpis.


--(Aplausos en tribunas).

)---------------(

SOLICITUD DE RETIRO DE EXPRESIONES DE SENADOR SEÑOR ESPINA SOBRE INFORME DE PROYECTO RELATIVO A REQUISITOS DE FUNCIONAMIENTO DE UNIVERSIDADES NO ESTATALES CON RELACIÓN AL LUCRO

El señor GIRARDI (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, por no estar presente el Senador señor Espina, quiero hacerme cargo del planteamiento del Presidente de la Comisión de Educación, porque también yo manifesté mi inquietud respecto de la forma como ella había resuelto lo relativo al proyecto sobre sociedades espejo.



Se nos informó que la iniciativa había sido discutida por los rectores de las universidades. Y lo que quedó claro, luego de las explicaciones entregadas hoy por el Presidente de la Comisión, es que en realidad aquella estuvo discutiendo a nivel general diversos temas de educación. En cuanto al lucro en la educación superior -más que de manera específica sobre el punto- analizó la conveniencia de corregir lo actual a través de un proyecto puntual con las características que posee la iniciativa en trámite legislativo. Porque los informes deben dar cuenta de las opiniones existentes sobre un proyecto específico y no acerca de una idea general.



Entendemos que sobre esa iniciativa puntual no hubo una discusión concreta ni una consulta especial a nadie. Solo se debatió en la Comisión. Por cierto, eso se puede hacer.



Planteamos que el proyecto vuelva a Comisión porque queríamos recoger impresiones de los mismos rectores que habían analizado de manera general estos temas, pero no puntualmente una iniciativa tan precisa y concreta como la que se discutió en esa ocasión. 



En tal sentido, reparamos en que el informe no correspondía a lo que se nos informó.



A mi juicio -reitero-, esa no es una buena manera de proceder.



No quiero iniciar un conflicto sobre el particular, pero sí, expresar con claridad nuestra posición; más todavía, cuando somos partidarios -lo hemos dicho en repetidas oportunidades- de regular las sociedades relacionadas -por así decirlo- en términos generales, para asegurar que las universidades privadas no persigan fines de lucro y cumplan la ley.



Por lo tanto, con respecto al punto de fondo, en realidad no tenemos una diferencia. Pero sí creemos que el referido proyecto, por la forma como está redactado, causa mucho daño no solo a las universidades privadas, a las que inicialmente se pretende normar, sino también a cualquier otra.



Nuestra inquietud radica en que la materia requiere más discusión, lo que no se hizo en el primer informe.



Ese es el alcance de nuestras observaciones, más allá de expresiones de las que no puedo dar cuenta.



He dicho.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, deseo referirme a dos materias.



En primer lugar, pido que se recabe el asentimiento del Senado  para que la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos funcione paralelamente con la Sala, a partir de las 18.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



--Así se acuerda.

)----------(

El señor TUMA.- En segundo término, deseo referirme al proyecto relativo a la explotación artesanal de recursos pesqueros.



Este ha sido concebido con la finalidad de proteger el acceso al mar de los pescadores artesanales de la Región de Los Ríos, quienes, al crearse la nueva Región, han sido excepcionados del régimen general de administración regionalizada de dichos recursos. No obstante,...

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, Su Señoría. 



Todavía no entramos al Orden del Día.

El señor TUMA.- ¿No?

El señor GIRARDI (Presidente).- No.

El señor TUMA.- Pero intervenciones anteriores trataban sobre esa materia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Es que la Cuenta ha sido muy dialogada.



Señor Senador, me comprometo a darle la palabra en el primer lugar cuando iniciemos la discusión de esa iniciativa.

El señor TUMA.- Muchas gracias.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Ofrezco la palabra sobre la Cuenta.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, respecto a la petición del Presidente de la Comisión de Educación, Senador señor Quintana, para que se retiren de la Versión Oficial de la sesión ordinaria del miércoles pasado las expresiones del Honorable señor Espina, relativas al proyecto, en primer trámite constitucional, sobre requisitos de funcionamiento de universidades no estatales, en relación con el lucro (boletín N° 7.760-04), quiero señalar que no comparto el fundamento de tal solicitud.



Yo estuve presente durante todo ese debate en la Sala y escuché la relación del Senador señor Quintana. Y la verdad sea dicha, me quedé con la impresión de que los representantes de la CONFECH; del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, encabezado por el Rector de la Universidad de Chile, don Víctor Pérez; de la Federación Nacional de Académicos de las Universidades Estatales de Chile; de los centros de formación técnica e institutos profesionales, y los Rectores de las Universidades del Desarrollo, Alberto Hurtado, Finis Terrae, de los Andes y Andrés Bello habían sido escuchados en torno a esa iniciativa legal. 



El reclamo o alegato que formuló el Honorable colega se debe a que él también lo entendió así.



Ahora, luego de la explicación dada por el Presidente de la Comisión de Educación, me queda claro que dichos representantes no fueron oídos con relación al proyecto individualizado, sino que fueron invitados a sesiones especiales para tratar diversas materias de la reforma educacional.



Por lo tanto, considero enteramente válidas y pertinentes las expresiones vertidas por el Senador señor Espina, y no ameritan ser retiradas de la Versión Oficial.

El señor GIRARDI (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pienso que lo sucedido en la sesión pasada respecto al asunto mencionado fue un hecho no deseado y lamentable.



Yo no comparto el planteamiento del Senador Espina que cuestionó el informe de la Comisión de Educación. Sin haber realizado una lectura acabada de este, se insinuó un intento de defraudación de dicho órgano técnico, al indicarse que se había escuchado a los rectores con relación al proyecto.



Lo dijimos reiteradamente: se efectuó una amplia audiencia sobre los temas generales de educación, y oímos a los rectores innumerables veces.



Por eso el Presidente de la Comisión -lo apoyo plenamente- cuestionó los términos en que el Senador Espina se refirió al informe. 



Sostener que, en la tramitación de una materia tan sensible y que causa expectativa nacional, se quiere tergiversar el proceso de debate no fue lo más adecuado.



Siento que, con la discusión habida hoy en la Sala, se corrige aquello, más allá de si se retiran o no las expresiones en comento de la Versión Oficial.



Se debe tener el mayor cuidado al manifestar una opinión acerca del trabajo de una Comisión. En mi concepto, el Senador Espina cometió un error indeseado -así lo pienso, porque lo conozco- al referirse de esa forma a la labor del órgano técnico. Y espero que ello pueda ser subsanado.



Se lo hicimos presente en su oportunidad. 



En la Comisión de Educación no ha habido ni adulteración ni alteración ni tergiversación de ningún informe. Por el contrario, ella ha funcionado de manera muy estricta. Así ha actuado su Presidente, el Senador Quintana; a veces en contra de mi voluntad con relación a la premura para avanzar en los debates. Y, además, ha sido riguroso a la hora de elaborar los informes.



Yo también, en innumerables ocasiones, he pedido que mis opiniones queden expresamente recogidas en sus páginas, pues la historia de la ley es muy importante. Ello, porque el resultado de las votaciones no siempre refleja la naturaleza de la discusión, ni los puntos de vista de las mayorías y las minorías.



Luego de esta observación, señor Presidente, creo que podríamos dar por zanjado el asunto, en atención a que hay proyectos importantes que debatir. 



El problema de la educación seguirá siendo objeto de discusión durante septiembre, y espero que se realice de manera positiva, a fin de poder dar respuesta a las demandas estudiantiles. Y ojalá que el Gobierno cumpla con lo que se ha comprometido.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, con relación al debate que se ha suscitado sobre las afirmaciones del Senador Espina, quiero señalar que yo, sin ser miembro de la Comisión de Educación, he asistido a varias de sus sesiones. En ellas, durante tres meses, se escuchó a un sinnúmero de representantes de instituciones, quienes hicieron sus aportes en materia de educación. Y abordaron todos los temas (el lucro, la calidad, la necesidad de contar con una oferta pública adecuada). 



En consecuencia, sostener que se ha tratado de falsear o torcer un poco la realidad son palabras muy fuertes.



Asimismo, tal planteamiento me parece que, más que desacreditar al Presidente de la Comisión de Educación, cuestiona la labor de la Secretaría de dicho órgano. No creo que esa haya sido la intención del Senador Espina. Pero sería bueno que se aclarara a fin de seguir trabajando en adelante con las confianzas necesarias. Así, nadie quedará con la sensación de que se trató de hacer algo indebido o buscando ser económicos con los tiempos.



De todas maneras, lo relativo a educación permanecerá en nuestra agenda por lo menos durante los próximos dos meses, incluyendo la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos. Sin duda, abordaremos el ámbito presupuestario de dicho sector con especial relevancia.



En consecuencia, sugeriría que nos tranquilizáramos, que sosegáramos los ánimos y que no se hagan cuestionamientos en forma tan destemplada.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, solo quiero precisar que la sesión de la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos está citada hoy a las 19 y no a las 18.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Muy bien.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Senadora señora Rincón, ¿está pidiendo la palabra sobre la Cuenta?

La señora RINCÓN.- Sí, señor Presidente.

El señor BIANCHI.- ¡Todavía estamos en la Cuenta, señor Presidente!

El señor GIRARDI (Presidente).- Sí, Su Señoría.



Y aún falta dar a conocer los acuerdos de Comités; así que, paciencia.



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, sin perjuicio de lo planteado por distintos colegas, pienso que debemos tener una línea común en los argumentos. 



Hoy día se sostiene que hay que escuchar a gente que no ha opinado sobre esta materia, y resulta que ayer, en una sesión de las Comisiones de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y de Agricultura, unidas, donde se analizaba una importante iniciativa acerca de la biodiversidad, los Senadores de Gobierno pedían que se votara en general sin más trámite.



Debemos ponernos de acuerdo en este punto. Porque, para algunos, en ciertos asuntos no es importante oír a los interesados y, en otros, sí.



Pienso que eso no habla bien de nosotros.

El señor GIRARDI (Presidente).- Senador señor Espina, ¿pidió la palabra para referirse a la Cuenta?

El señor ESPINA.- Al asunto en discusión, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no sé si esto tiene que ver con la Cuenta. Me encontraba preparando unas materias que trataremos mañana en la Comisión de Economía. 



Entiendo que el Presidente de la Comisión de Educación aludió a las observaciones que formulé en la sesión anterior con relación al informe de ese órgano técnico recaído en el proyecto sobre requisitos de funcionamiento de universidades no estatales, en relación con el lucro (boletín N° 7.760-04).



Quiero ratificar todas y cada una de las palabras que expresé en esa ocasión.



Llevo nueve años en el Senado y no me había tocado nunca -¡nunca!- ver un informe en el cual se menciona que se invitó a diversas personas pero no se consigna qué dijeron sobre el contenido del proyecto, para que los Senadores podamos ilustrarnos al respecto.



Eso yo lo considero una situación irregular. No estoy calificando intenciones. 



Recuerdo que, con motivo de un proyecto de reforma constitucional -me parece- sobre pueblos originarios, la Comisión de Constitución -yo era su Presidente- efectuó un conjunto de audiencias, a las que asistieron representantes de 40 o más organizaciones. Sin embargo, en el informe que llegó al Hemiciclo no se registraban las opiniones de ninguno de ellos, aunque sí figuraban en un documento separado.



Pues bien, la Sala -si mal no recuerdo- procedió a suspender el debate de dicha iniciativa y a pedir que se incorporara en el informe el set con las intervenciones de los personeros de esas organizaciones. Ello,  porque el objeto de un informe es que se baste a sí mismo.



Y en el caso que nos ocupa, señor Presidente, el informe dice: “la Comisión recibió en audiencia a los representantes de la CONFECH, encabezados por el presidente de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica, señor Giorgio Jackson; del Consejo de Rectores de la Universidades Chilenas, encabezado por el rector de la Universidad de Chile, don Víctor Pérez; a la Federación Nacional de Académicos de la Universidades Estatales de Chile”, etcétera. Pero no aparecen las observaciones de ninguno de ellos sobre el proyecto. 



Aún más, entiendo que las personas aludidas se refirieron al tema de la educación en general, antes de que la iniciativa se pusiera en discusión, la que tuvo lugar -según me acota el Senador Hernán Larraín- los días 9 y 10 de agosto del año en curso.



¡No se trata de un problema de este proyecto en particular, sino de cómo efectuar el trabajo en forma prolija!



Me hubiese gustado que en dicho informe -como ocurre en todos- se incluyera la opinión de cada uno de los invitados, a fin de conocer exactamente su pensamiento. ¡Pero no sale nada de eso! 



Peor aún, ellos no fueron citados para hablar del proyecto en cuestión, sino para el análisis del tema educacional en varias aristas.



Señor Presidente, considero que ese no fue un trabajo prolijo. Estamos frente a una situación anormal con relación a la manera como se elaboran los informes.



Además, dada la importancia que reviste dicha iniciativa, era muy relevante saber si el Rector de la Universidad de Chile o el de la Católica está de acuerdo en que eventuales sociedades (con o sin fines de lucro) o fundaciones vinculadas con algún miembro de su junta directiva o con sus profesores desarrollen actividades como las que realiza el Hospital Clínico de la Universidad Católica -ejemplo en el país de cómo debe funcionar un recinto hospitalario- u otras organizaciones modelos relacionadas con dichas casas de estudio. 



¡Pero nada se dice de eso!



Entonces, nos hallamos ante un informe incompleto: se menciona a personas que supuestamente hablaron de una materia y no se consignan sus opiniones. 



Tengo pleno derecho, como Senador, a pedir que los informes se basten a sí mismos, o que se adjunte el legajo con los planteamientos de los invitados a la Comisión. 



Por lo tanto, con lo expresado he cumplido con mi deber. 



Y no me retracto de ninguna de mis palabras, porque no he ofendido a nadie ni he pretendido generar presunción de conductas. No me corresponde. No lo he hecho nunca. 



Pero insisto en que el informe en comento, por la forma en que se confeccionó, es absolutamente incompleto. 



Se debe tener presente que no todos los Senadores participan en una Comisión. ¿Qué sucedería si en un informe de la Comisión de Constitución, a propósito de un debate importante, se dijera: “Vamos a indicar los nombres de quienes intervinieron en la discusión, pero no consignaremos la opinión de cada cual”? ¡Cómo se supone que se enterarían de ello los señores Senadores!



En consecuencia, señor Presidente, deseo que se mantengan mis expresiones en la Versión Oficial, porque las he emitido en forma responsable y no contienen juicios de valor.



Reitero que los informes deben ser completos, como corresponde. Y el del proyecto aludido está incompleto y mal hecho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra -supongo que sobre el mismo tema- el Honorable señor Quintana.

El señor BIANCHI.- ¿Y va a seguir esta discusión?

El señor GIRARDI (Presidente).- Este es un Senado plural, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no voy a repetir todo el debate que se ha llevado a cabo sobre el asunto. De hecho, con la intervención del Senador Hernán Larraín, esto podría haberse despejado.



Luego de escuchar al colega Espina, debo manifestar que la información sobre los planteamientos que él señala está disponible para todos los miembros del Senado. 



Bastaba leer la página 2 del referido informe para darse cuenta de que hay que distinguir entre el debate de contexto acerca de la educación superior en general y la discusión sobre el contenido del proyecto en particular. 



¡Yo lo dije en la Sala en la sesión del 31 de agosto! Efectivamente, no se escuchó a más personas respecto de esta materia -no estamos obligados a hacerlo-, porque en la Comisión se señaló que se iba a oír a un sinnúmero de actores cuando se analizara la iniciativa sobre el lucro, en la que -dicho sea de paso- está contenido lo relativo a las llamadas “sociedades espejos”, y cuando se debatiera en particular el proyecto en comento.



Por lo tanto, señor Presidente, no sé si tiene sentido seguir con esta discusión.



El Senador Espina acaba de indicar que este es un informe absolutamente incompleto. Tales términos son aceptables. Yo tampoco le he faltado el respeto a nadie ni en mi primera intervención de hoy ni en esta. Lo que ocurre es que el colega, en su exposición del 31 de agosto pasado, manifestó que se trataba de un informe completamente irregular. 



Y eso sí es distinto. Se sienta un precedente complejo para la futura tramitación de los proyectos, por cuanto se instala la duda respecto del trabajo no solo de los miembros de la Comisión, sino también del equipo, de la Secretaría, lo que me parece del todo inadecuado.



Ese es el punto.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Retirar de la tabla de la presente sesión la iniciativa que instituye el 27 de septiembre de cada año como el “Día del Dirigente Sindical” (boletín N° 6.728-13), y colocarla en la de la sesión ordinaria de mañana, 7 de septiembre.



2.- Retirar de la tabla de esta sesión el proyecto de reforma constitucional sobre Defensoría Penal Pública (boletín N° 4.520-07).

V. ORDEN DEL DÍA

EXPLOTACIÓN ARTESANAL DE RECURSOS PESQUEROS EN REGIÓN DE LOS RÍOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Carlos Larraín y Prokurica, en primer trámite constitucional, en materia de explotación artesanal de recursos pesqueros en la Región de Los Ríos, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7575-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Larraín Peña y Prokurica):


En primer trámite, sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.


Informe de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 42ª, en 10 de agosto de 2011.


Discusión:



Sesión 44ª, en 16 de agosto de 2011 (queda aplazada la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La votación de esta iniciativa fue aplazada en sesión de 16 de agosto del año en curso, a solicitud del Comité Renovación Nacional.



Cabe recordar que su objetivo principal es derogar los artículos 14 y 15 de la ley que crea la Decimocuarta Región de Los Ríos y la provincia de Ranco, de manera de volver al régimen general en materia de zonas contiguas y regular, además, las áreas de manejo.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió la iniciativa en general y en particular por tratarse de aquellas de artículo único.



El texto que se somete a la consideración de la Sala se transcribe en el boletín comparado que Sus Señorías pueden observar en sus computadores



Finalmente, cabe precisar que el proyecto es de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación de los votos conformes de 19 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma, quien había quedado inscrito para hacer uso de la palabra.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, ¿es posible abrir la votación?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se ha solicitado abrir la votación.



Si le parece a la Sala, se procederá en tales términos.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, solo deseo hacer presente que este proyecto tiene por finalidad corregir un error que se cometió al establecerse la nueva división geográfica y crearse la Región de Los Ríos, pues cuando se analizó el régimen general de administración regionalizada de los recursos pesqueros no se tomó en cuenta la existencia de una nueva Región.



No obstante que en su momento discutiremos la Ley Larga de Pesca que estamos aguardando hace bastante tiempo -en Chile actuamos siempre a última hora- y esperamos que venza el plazo establecido en la legislación vigente, creemos que resulta imprescindible adelantar ese debate acerca de los recursos pesqueros, la biodiversidad y la necesidad de mantener el país al día en cuanto a la protección de aquellos.



No es admisible pensar que por el hecho de que se fijó la vigencia de la ley hasta el 31 de diciembre de 2012 el Senado y el Ejecutivo no pueden avanzar en la discusión sobre el particular, a fin de proteger nuestros recursos, permitir que la población asegure su fuente alimenticia y resguardar la actividad de los pescadores.



Yo tendré especial rigor en el debate que sostendremos en el futuro respecto de si el régimen que estamos aplicando ahora constituye o no el mejor instrumento, pues en mi opinión la legislación actual no lo es. Sin embargo, estamos corrigiendo un error y haciendo justicia por la vía de permitir que la Región de Los Ríos tenga su propio tratamiento tal como ocurre con las restantes Regiones del país.



Por ello, anuncio que seré muy riguroso a la hora de discutir las bases de un nuevo modelo de acceso a los recursos marinos, poniendo en el centro principios esenciales como son la naturaleza pública de las riquezas del mar, la necesidad de asegurar la sustentabilidad ambiental del medio marino, la seguridad alimentaria de nuestra población y la protección de la fuente laboral de los pescadores artesanales. 



En consecuencia, fundado en los principios de igualdad y equidad, voto favorablemente el proyecto.



He dicho. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero expresar mi preocupación por la forma como se ha tramitado el proyecto, porque al dividirse la Décima Región de Los Lagos desde su centro se incurrió en varios errores. El que remedia esta iniciativa no es el único ni tampoco es culpa de los pescadores que operaban en esa zona.



Sin embargo, ahora a través de este parche, se resuelve a mi juicio, parcial y equivocadamente, este problema y, de contrabando, los conflictos que se generaban con los pescadores de Aysén.



Me parece que la sustentabilidad no es razón suficiente, pues no media elemento alguno que incida a favor o en contra de ella. No obstante, sí incide en el acceso equitativo a los recursos y en el derecho constitucional referente a la libertad de trabajo.



Los pescadores de mi Región -la Décima- han contraído compromisos sobre la base de la normativa que les garantizaba acceso a determinados recursos con los cuales organizaban su vida. Pero ahora, de un día para otro, intempestivamente no van a poder ejercer...



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).- Excúseme, Su Señoría.



Yo, de verdad, creo que este proyecto será aprobado.



Sin embargo, no corresponde que las personas que se hallan en las tribunas interrumpan las opiniones legítimas vertidas por algunos Senadores, porque ellos también defienden a pescadores iguales a ustedes pero que laboran en otras Regiones.



Por eso les ruego guardar silencio.



Puede proseguir, señor Senador.

El señor KUSCHEL.- Me alegra, señor Presidente, que garantice mi derecho a intervenir, pero lamento que anticipe que la iniciativa será aprobada.



Por último, si el Ministerio de Economía y la Subsecretaría de Pesca adelantaron compromisos para compensar la actual situación, solicito que primero lleguen los proyectos respectivos para conocer de qué forma se retribuirá a los pescadores que quedarán sin la posibilidad de explotar estos recursos y después aprobar la iniciativa en debate.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, haré una breve reseña de la justificación remota de la presente iniciativa legal.



La ley Nº 20.174, que creó la Decimocuarta Región de Los Ríos y también la provincia de Ranco, estableció un tratamiento especial para los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la Décima Región de Los Lagos a la fecha de ser publicada, el cual consiste en permitir a los pescadores que se encuentran en dicha condición operar más allá de los límites de su propia Región, considerando como zona contigua al territorio de la Decimocuarta Región.



En la práctica, dicho tratamiento especial ha generado graves problemas a los pescadores artesanales de la Región de Los Ríos -que represento en el Senado-, quienes, a diferencia de lo que ocurre en la mayoría del país, se ven afectados en su actividad pesquera -legítima, trabajosa, esforzada- por determinados actores provenientes de la Décima Región de Los Lagos.



Atendido lo anterior y habiendo comprobado esa circunstancia en más de una oportunidad en el lugar mismo de los hechos a través de contactos con el mundo de los pescadores, entendemos que es deber del legislador contribuir a la paz social y asimismo -por qué no decirlo- a la regionalización. Entiendo que idéntico punto de vista suscribe el Senador señor Eduardo Frei, que también representa a la Región de Los Ríos.



Por eso, para contribuir al desarrollo armónico del país, estimamos necesario eliminar ese tratamiento diferenciado, con el objeto de radicar en las respectivas Regiones el ejercicio de las facultadas asociadas al Registro Pesquero Artesanal.



La iniciativa, en el fondo, busca igualar la situación de un grupo de pescadores de la Región de Los Lagos a la que rige para la gran mayoría de los pescadores artesanales del país. No es ni más ni menos que eso. No se trata de algo desopilantemente novedoso.



El martes 9 de agosto del año en curso -ya lo sabemos- la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura emitió un primer informe aprobando en general la iniciativa. Luego de sostener audiencias y recoger observaciones muy amplias con relación al mundo de la pesca, el Subsecretario de Pesca y en particular el Presidente Piñera se comprometieron a acentuar la regionalización y coordinar la relación típica, propia de las zonas contiguas.



Sabemos que la actividad pesquera representa un 1,2 por ciento del Producto Interno Bruto en Chile y que existen 81 mil pescadores artesanales en nuestro país.



Por ello, se trata de una actividad que necesita de alguna forma de protección legal para que al momento de pedir a los pescadores artesanales observar las reglas vigentes y ser institucionales, efectivamente existan reglas claras e instituciones acordes al caso. De otro modo, se les está exigiendo un imposible.



En consecuencia -y con esto concluyo-, estimo que la medida propuesta va en la dirección correcta, resguarda los derechos de extracción adquiridos respecto de los recursos bentónicos y, además, cautela la actividad económica de la Decimocuarta Región.



Por eso, voto favorablemente.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Tuvo que ausentarse.

El señor GIRARDI (Presidente).-  El Honorable señor Gómez tampoco se encuentra presente.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, voy a resaltar, una vez más, que este proyecto vuelve a la fórmula general que establece la Ley de Pesca. Por lo tanto, aquí no hay ninguna inequidad, ni se provoca daño a persona alguna, sino que solamente opera el sistema general.



Este último se aplica donde existen zonas contiguas -su declaración como tales se origina cuando una Región pretende entrar a otra-,  en las que se tiene que llegar a acuerdo a través del Consejo Zonal de Pesca respectivo. Y así se procede, además, porque los integrantes del Consejo que votan pertenecen a la Región a la cual se accede.



En segundo término, con este articulado nosotros logramos asegurar la sustentabilidad de los recursos y el acceso equitativo de los pescadores y buzos mariscadores a sus respectivas Regiones. En ese sentido, deseo ser muy claro: la gente que vive en el lugar, obviamente, es la que más lo cuida, porque le provee de una actividad que se sustenta en el tiempo. Y si hay un excedente, desde luego él se puede llegar a compartir a través de este mecanismo, pero no por una ley que lo establezca de forma permanente. Eso sería ir en contra de la sustentabilidad de los recursos y de la equidad de los pescadores, de los buzos mariscadores y de toda la cadena que viene detrás para agregarles valor.



También quisiera hacer presente a la Sala que el 17 de agosto pasado, con posterioridad a la aprobación del proyecto, la Comisión recibió en audiencia a los representantes de la pesca artesanal de la Región de Los Lagos; escuchó sus antecedentes y quedó claro que este texto no los desfavorece, por cuanto incluso los derechos que tienen adquiridos a través de las áreas de manejo -ejemplo: gente de la Región de Los Lagos en la Región de Los Ríos o viceversa- se les mantienen. Pero no se puede, con cargo a una ley de gobierno, de administración, generar un acceso permanente a recursos que no siempre están.



Por lo tanto, no es necesario que el proyecto vuelva a la Comisión, porque nosotros recibimos a los dirigentes y, con esos mismos antecedentes, les señalamos la conveniencia de despacharlo tal como está.



Por estas razones, señor Presidente, como lo planteamos antes, junto con lo anterior la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura está solicitando al Ejecutivo que se lleve adelante el censo de los ecosistemas pesqueros, trabajo que han coordinado la Universidad de Concepción y especialmente su científico el doctor Víctor Ariel Gallardo, para que se aporten los fondos correspondientes y logremos de verdad la recuperación de los recursos y ecosistemas de nuestro mar, de nuestro borde costero; la compatibilidad entre las distintas actividades y, también, la conservación, de modo que las cosas se pongan en su lugar. 



Y en esa línea trabaja este proyecto. No hay que aguardar que se formen nuevos Consejos Zonales de Pesca. No es preciso esperar el límite máximo de captura por armador, discutido en su fórmula con licitación o con características históricas y administrativas. Eso no tiene nada que ver. Se trata, simplemente, de aplicar la ley general, en forma justa, a cada una de las Regiones de Chile.



Gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tal como lo ha dicho el Senador Horvath, este proyecto de ley busca que los pescadores artesanales realicen sus faenas dentro de su respectiva Región. Y eso parece un principio tremendamente sano, que evita conflictos y, también, muchas veces, enfrentamientos entre ellos.



En el caso de mi Región, la de La Araucanía, contigua a la de Los Ríos, particularmente por la caleta Queule, que desarrolla una interesante actividad pesquera artesanal, nosotros tenemos una cuota de pesca asignada muy, muy pequeña. Y disponemos, también, de muy pocas embarcaciones de pesca artesanal inscritas. Y lo que me dicen los pescadores artesanales, sobre todo de Queule, es que vienen de la Región de Los Lagos, entran a las aguas de la Región de La Araucanía, especialmente las próximas a esa caleta, y les quitan su producto, su cuota, de suerte que las pocas embarcaciones autorizadas para pescar finalmente se ven impedidas de hacerlo.



Eso me parece profundamente injusto, señor Presidente. No es una práctica de lealtad. Y, como lo que hace el proyecto es sentar nuevamente la doctrina de que en cada Región deben actuar los pescadores artesanales que se encuentren debidamente inscritos allí, voto a favor, ya que -repito- esa me parece una doctrina sana, que se debe respetar. 



--(Aplausos en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, sin duda me pronunciaré a favor del proyecto. Los argumentos se han dado. Restituye la aplicación de la Ley General de Pesca y Acuicultura en el tratamiento de las zonas contiguas, la sustentabilidad de los recursos, etcétera.



Pero quisiera también referirme al tema más general. Cuando se discutió la creación de la Región de Los Ríos, se hizo ver, precisamente, que la Región de Los Lagos comenzaba en la comuna de Lanco y terminaba en la comuna de Chaitén. En otras palabras, se extendía por casi 800 kilómetros. Y por lo tanto, las zonas pesqueras, no solamente de pesca artesanal sino también mayor, prácticamente operaban en esos 800 kilómetros. Y en esa época el gran problema -todavía persiste- consistía en que la zona de Los Ríos era perforada permanentemente por la pesca de la Región del Biobío. Porque, como dice el Senador García, las pesquerías en la zona de La Araucanía son bastante pequeñas. De manera que persistentemente teníamos la presencia de perforaciones desde el Biobío, y, como digo, no solamente de pescadores artesanales, sino también de pesca mayor.



Después de que se creó la Región de Los Ríos, se hizo este planteamiento y esta ley, que, a mi juicio, hay que corregirla y adecuarla a la normativa general. Cuando se discutió la iniciativa que dio origen a la nueva Región se abordaron, entre otros, estos temas y se incluyó este error en la legislación. 



En consecuencia, estamos restituyendo una situación general, de justicia, y todos sabemos que los grandes conglomerados de pescadores artesanales y de pesca mayor se encuentran en la zona de Puerto Montt y también, en la del Biobío. Esas son las pesquerías que tradicionalmente perforan a las Regiones más pequeñas, como ocurre con la de Los Ríos.



Por eso, señor Presidente, me parece de toda justicia este proyecto y, lógicamente, pido a la Sala que lo apruebe. 



--(Aplausos en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que la ley que creó la Región de Los Ríos estableció un tratamiento especial para los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero de la Región de Los Lagos, ya que en esa oportunidad se les permitió pescar más allá de los límites de su Región, tanto hacia la de Los Ríos como hacia la de Aysén. 



Sin embargo, esa norma, que probablemente mantenía una situación existente, atentaba -y sigue atentando- en contra del principio general establecido en la Ley de Pesca, cual es que los pescadores artesanales tienen su zona de pesca dentro de su Región y les está prohibido desarrollar su labor en Regiones contiguas.



Esta iniciativa procura restablecer el principio general, esto es, que los pescadores artesanales tengan la exclusividad de la pesca de su Región. Y me parece que, por eso mismo, es un buen proyecto, que merece nuestro apoyo.



Cabe señalar que los pescadores artesanales, sobre todo en Regiones donde la pesca no es tan potente o desarrollada como en la del Biobío, en la de Valparaíso o en la de Los Lagos, donde hay una fuerza pesquera, artesanal y mayor muy poderosa, tienen la tendencia, precisamente por el tamaño de su Región, a sobrepasar los límites de esta y tomarse las Regiones contiguas.



Nosotros sufrimos aquello de manera permanente en el Maule con los pescadores artesanales del Biobío. En efecto, pese a tratarse de compañeros de jornada, de ruta, los de nuestra Región son invadidos constantemente por los provenientes de la Octava, con lo cual se rompen las reglas hoy día existentes.



Hemos intentado corregir tal situación. Lamentablemente, si bien el Senado nos apoyó, no tuvimos éxito para que el Congreso respaldara una norma que establecía en la pesca artesanal el uso obligatorio de GPS en las embarcaciones de más de 15 metros de eslora, con el propósito de hacer seguimientos y controlar tanto las naves artesanales como cualesquiera otras que se desplazan más allá de los límites en que les está permitida la extracción.



La referida disposición, por desgracia, quedó postergada para cuando se aprueben las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Y esperamos que ahí sí se concrete, pues no veo por qué, si se impone una obligación, no podamos consignar los mecanismos aptos para asegurar su cumplimiento. Porque el problema antes expuesto se está registrando hoy día en nuestra Región, y probablemente en muchas otras. Me consta que en la mía, sí; no tengo certeza sobre las demás. Pero sé que es así.



Por eso, todo lo que signifique proteger a los pescadores artesanales en aquello que la ley les ha reservado, como es la costa de su Región, merece nuestro pleno respaldo.



En virtud de las consideraciones expuestas, voy a apoyar este proyecto de ley, por cuanto lo único que hace es garantizarles a los pescadores artesanales de Los Ríos que la extracción en las costas de su Región quede reservada exclusivamente para ellos y evitar que los de otras Regiones invadan su zona preferente y les quiten, por lo tanto, la comida de su boca. Porque este es el efecto directo que tiene en esos trabajadores la norma existente en la actualidad para la Región de Los Ríos, y también para la Undécima.



Me sumo, pues, a los autores de esta iniciativa -los felicito por haberla presentado-, y anuncio mi voto favorable.



--(Aplausos en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, creo que una de las cosas que más debilitan el accionar de la política es argumentar racionalidad cuando existe irracionalidad.



Se ha señalado acá, como base conceptual sobre la que se sustenta este proyecto, el hecho de que daría racionalidad a la división político-administrativa aprobada hace poco tiempo.



Pero eso es lo irracional de la iniciativa, porque se trata de comunidades de pescadores artesanales que siempre han desarrollado su actividad en dicha área.



--(Manifestaciones en tribunas).


Si usted, señor Presidente, le pide a la gente que se pone nerviosa que mantenga la calma, se lo agradeceré.
El señor GIRARDI (Presidente).- Les ruego a los presentes en las tribunas guardar silencio. 



Aquí hay dos Senadores que hacen una heroica defensa de los trabajadores de su Región, como la hacen otros por los de la de ustedes.



Así que, por favor, les pido respetar a quienes estén interviniendo.

El señor ESCALONA.- Y yo, señor Presidente, le solicito que ni elogie ni descalifique mi intervención. Simplemente, que la respete.

El señor GIRARDI (Presidente).- Prosiga, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, acá ocurre que se pone de manifiesto otra irracionalidad: el sistema de reemplazos que hay en el Parlamento.



Porque no me cabe ninguna duda de que esta iniciativa, como aparece en el texto que se encuentra en el pupitre de cada uno de nosotros, procede de la firma del Honorable señor Carlos Larraín precisamente por su condición de Senador designado. Porque cualquier persona que hubiese sabido lo que ella iba a generar en la Región no la habría presentado.



Este proyecto atiza las diferencias en la Región, provoca enfrentamientos. Este proyecto va a abrir desgarros en la Región.



Adolece esta iniciativa de una muy profunda y gravísima debilidad: genera enfrentamiento entre pescadores artesanales; promueve la división entre personas de la misma condición, entre quienes hoy son pescadores de Los Lagos y aquellos que lo son de Los Ríos, que hasta hace poco pertenecían a una misma Región.



Por lo tanto, hay una irracionalidad muy de fondo en la presentación de este proyecto. 



Incluso -yo no tendría por qué decirlo, porque, siendo Senador de Oposición, podría lisa y llanamente no importarme la suerte de la actual Administración-, creo que para quien ostenta el liderazgo de uno de los partidos de Gobierno era profundamente desaconsejable formular esta iniciativa, ya que, en lugar de ayudar a la estabilidad democrática, a la paz social, a la tranquilidad entre las personas, al respeto y a la unidad de las diferentes organizaciones sociales y comunidades, genera las condiciones exactamente contrarias.



En efecto, no habrá en el futuro la misma relación entre quienes hasta ahora han trabajado de la mano formando parte de la calidad de pescadores artesanales: con este proyecto se abren entre ellos una brecha y una división profundas.



Yo siento que es responsabilidad del líder partidario de una fuerza que está en el Gobierno promover la paz social y no el odio y la irracionalidad.



Pero, lamentablemente, esta iniciativa constituye un golpe enorme para los pescadores artesanales de la Región de Los Lagos y sus comunidades, que se hallan conformadas por personas de recursos limitados, quienes no pertenecen por cierto -sería falso decir lo contrario- a los sectores más pobres de la población, sino que son gente de trabajo, emprendedores que han salido adelante desarrollando una actividad muy sacrificada. Para esas personas, que son una parte muy esencial de la economía de la Región de Los Lagos, este proyecto es una bofetada tremenda.



Pienso que no hay palabras -yo por lo menos no las tengo- para describir el sentimiento generado por el atropello y el abuso que a través de este proyecto se cometen contra los pescadores artesanales de la Región de Los Lagos.



Quiero decirles, estimados colegas, que lamento profundamente que ustedes no se den cuenta de la ofensa que están infligiendo a hombres que trabajan todos y cada uno de los días por dar sustento a su familia y a quienes laboran con ellos. 



Porque hiere profundamente a un sector de la economía y de la comunidad de la Región de Los Lagos y, tal vez de manera irreparable, perjudica a la paz social, reitero mi voto en contra de esta aberración.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, como el Senador Carlos Larraín fue aludido, no tengo ningún inconveniente en que hable antes que yo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Daré a conocer la lista de inscritos, para que nadie se ponga nervioso: Senadores señores Letelier, García-Huidobro y Bianchi.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, después del colega Carlos Larraín me correspondería intervenir a mí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hay un aspecto reglamentario: el Honorable señor Carlos Larraín ya hizo uso de los cinco minutos a que tenía derecho para fundamentar su voto.

El señor ESCALONA.- ¡Aquí todos tenemos los mismos derechos!

El señor GIRARDI (Presidente).- Por tanto, terminada la votación le concederé el tiempo que le corresponde para vindicarse.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en cuanto a la materia abordada por el proyecto que nos ocupa, no se trata de la comisión de un error.



La situación se discutió cuando se produjo la división de las Regiones en comento.



Ahora yo me voy a abstener, sobre la base de que en el norte se optó por una solución radicalmente distinta.



Me explico.



Cuando se creó la Región de Arica y Parinacota, se respetaron los derechos de pesca fundados en el territorio original.



Incluso más: dentro del sistema pesquero artesanal, los derechos en cuestión se transmiten; y se transmiten con los derechos (valga la redundancia) que el permiso de pesca otorga sobre el territorio original. Y el propio Parlamento legisló sobre la materia para respetar dicho territorio.



En la nueva Región se aplica el principio general (el de que las Regiones administren sus recursos pesqueros) tratándose de la inscripción de las nuevas embarcaciones.



Porque la pregunta que uno debería formularse es qué valor tienen los permisos de pesca.



En mi opinión, constituyen un derecho, aunque precario, aunque no sea de propiedad.



Allí había un territorio original, que le permitía al sector artesanal pescar en determinada zona. Sin embargo, por una decisión de autoridad -en este caso, legislativa- se le está cercenando un territorio donde ejerció su actividad por años. 



Aquella fue la solución por la que se optó en el norte. Y era la que conllevaba la creación de las dos nuevas Regiones.



En consecuencia, el problema en comento no obedece a un error. La situación fue largamente discutida cuando se establecieron ambas Regiones.



Por eso, no obstante ser tremendamente válido que las propias Regiones vayan administrando sus recursos pesqueros, surge la interrogante de si la normativa se aplica a los nuevos permisos o a los originales.



Tal es el punto central del debate, señor Presidente.



Yo acepto -insisto- el principio general de que las Regiones vayan administrando sus propios recursos pesqueros. Pero, desde mi punto de vista, la normativa planteada debe aplicarse a los nuevos permisos, no a los originales, que les permitirán a los pescadores artesanales desarrollar por muchos años su actividad en los lugares donde lo han hecho siempre.



En el norte no ha existido ningún tipo de conflicto, porque se ha respetado ese derecho; se ha respetado el permiso de pesca, que habilitaba para realizar labores extractivas en el territorio original de las dos Regiones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, las opiniones del Senador que me antecedió sirven de excelente introducción a las que voy a emitir.



La ley del embudo siempre es mala: lo ancho para unos y lo angosto para los otros.



¡Es lo que aquí se está proponiendo!



La Ley General de Pesca y Acuicultura, que ya tiene veinte años, necesita una reformulación profunda precisamente para reconsiderar el concepto de “derechos históricos”.



¿Qué es un derecho histórico?



Yo entiendo que nuestras visitas de hoy van a ser las primeras en aplaudir que se licite todo y que no van a pedir ningún derecho histórico. Porque hoy ellas y quien patrocinó este proyecto -y quiero subrayar esto último: quien patrocinó este proyecto- han querido borrar con el codo el principio del derecho histórico.



Por ende, mañana no vengan a pedir que los industriales con cuotas de pesca tengan derechos adquiridos. De lo contrario, aquí estaríamos con la ley del embudo.



Señor Presidente, quiero iniciar mi intervención propiamente tal diciendo que voy a hacer reserva de constitucionalidad en torno a este proyecto, pues me asiste la convicción de que, aunque no me gusta la Carta Fundamental y no me gusta la Ley General de Pesca y Acuicultura tal como se halla, aquí se están violentando los derechos históricos.



Independiente de que me agrade o no lo que pasa, la decisión de dividir las Regiones no tiene que ver con la industria de la pesca en nuestro país. ¡No nos engañemos! Y acá se quiere, ante un fenómeno que decía relación con una realidad de asentamientos humanos, de división administrativa y política del territorio terrestre del país, traspasar una presunta ventaja para algunos que tienen intereses económicos; legítimos, pero intereses al fin y al cabo.



Lo que nos ocurre con la Ley General de Pesca, señor Presidente, es que tras cada teoría que se levanta hay un interés que se defiende.



Porque la pesca es una ecuación de suma cero: los que ganan por un lado pierden por otro.



Y aquí se nos está proponiendo que les demos ventajas a algunos y les quitemos el derecho histórico a otros.



¿Es legítimo? ¡Claro que es legítimo!



¿Pero es justo?



Yo creo que cuando se habla de derechos históricos están en discusión pesquería, volumen, territorio. Son tres componentes de ellos. Y aquí se les quiere cercenar a unos el vinculado con el territorio.



Yo estimo que la cuestión surge cuando quienes tienen los derechos pueden venderlos -y los venden, y harto caros-, o cuando los pescadores artesanales realizan negocios con los industriales y los procesadores (los hay, y bastantes; harto más hacia el sur del país -a decir verdad [para que no se compliquen algunos colegas], no tan al sur- que hacia el norte o el centro).



Ahora, evidentemente, acá nos están pidiendo que en el Congreso resolvamos algo que los actores y el Ejecutivo han sido incapaces de solucionar. Porque el Gobierno de turno tiene la responsabilidad de enfrentar este fenómeno. Inclusive, el Ministro de Economía dijo ser partidario de que así fuese.



Aquí se necesita ver cómo negocian los actores para acceder a recursos que son escasos, entre otros motivos porque cada vez se hallan más sobreexplotados, pues nuestra institucionalidad pesquera, el Consejo Nacional y los Consejos Zonales de Pesca, como en ellos se encuentran los actores interesados en el negocio, sobrestima el esfuerzo pesquero que se puede realizar.



Señor Presidente, yo no puedo votar a favor, porque mañana los mismos que nos acompañan hoy desde las tribunas van a estar pidiendo que no se les quiten sus derechos históricos; los mismos que se hallan allí estarán preguntando por qué se va a licitar todo; los mismos que se encuentran en ese lugar nos hablarán de la ley del embudo.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).- Es la última advertencia que les hago a los presentes en las tribunas. Después deberé pedir su desalojo.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quizás con el colega García-Huidobro tenemos la ventaja de ser los únicos Senadores por una Región con más de 110 kilómetros de largo y a la que, por un abuso, por un daño que se le ha infligido, no tiene, no diré un puerto, sino ni siquiera un pinche muelle. Nosotros vemos la perforación que hacen los del norte y los del sur sobre su zona pesquera. Y sabemos que eso pasa en la Décima Región; en la Segunda Región, que es la más subdesarrollada, junto con la Sexta, en la industria pesquera.



No puedo votar en conciencia a favor de este proyecto. Hacerlo implicaría, a mi juicio, sacar recursos de un bolsillo para meterlos a otro, y no la aplicación de una política nacional.



Reitero mi reserva de constitucionalidad en torno a la iniciativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer término, me parece importante señalar que este proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. Y alrededor de él hubo poca discusión. Es decir, su contenido se consideró obvio luego del proceso de regionalización habido en el país.



Justamente, se trata de que no existan perforaciones; de que las Regiones sean respetadas; de que el mar de cada una de ellas sea para sus trabajadores y para quienes las habitan.



Respecto a la excepción, importa expresar que esta iniciativa, que espero que sea ley, respeta las áreas de manejo y los derechos adquiridos.



Entonces, difiero de la reserva de constitucionalidad hecha por el Senador Letelier, quien, por cierto, tiene pleno derecho a recurrir al Tribunal Constitucional.



De otro lado, me parece relevante manifestar que el Ejecutivo expresó su acuerdo con este proyecto, según el cual todas las Regiones deben sujetarse a las mismas normas; es decir, no debe haber disposiciones especiales para ninguna de ellas, sobre todo si, como en este caso, son contiguas y ha mediado la decisión del país, por intermedio del Congreso, de separarlas.



Por lo tanto, el proyecto, en tal sentido, se traducirá en que no proceda una excepción, como lo contempla la ley Nº 20.174. Sobre esa base, señor Presidente, estimo que se va por el camino correcto.



Valoro la iniciativa de los Senadores señores Larraín Peña y Prokurica en cuanto a que se respeta una situación y a que los pescadores artesanales, fundamentalmente, podrán hacer uso de sus derechos en la Región a la que pertenecen.



Voy a votar a favor.



--(Aplausos en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, juzgo que lo que pudiera no generar paz o tranquilidad es precisamente el no hacer justicia a la gente ligada en forma histórica con la pesca artesanal en la Región de Los Ríos.



Creo que lo que estamos haciendo hoy día es justamente dar garantías para que no se siga en permanentes enfrentamientos, en permanentes discusiones. Esto último sí que resulta absolutamente irracional, a mi juicio.



En consecuencia, aprobaré gustoso la normativa que hoy día nos convoca.



Pero me tienen preocupado cuestiones que van mucho más allá del legítimo texto en examen, que reitero que votaré a favor. Hago referencia a lo que va quedando de la pesquería artesanal; a lo que hace semanas observamos de parte del propio Ministro de Economía, cuando juntó a dos grupos: los industriales y los artesanales. Excluyó de la discusión a las Comisiones especializadas de la Cámara y del Senado y a una cantidad importantísima de pescadores artesanales de distintos lugares.



Eso me parece grave, señor Presidente. Porque, en el fondo, lo que se puede anticipar de otro proyecto que ni siquiera conocemos, de cuyo contenido se hallan enterados muy pocos y no los más, es que precisamente lo que se pretende es dar continuidad a lo que tenemos el día de hoy, en cuanto a las consultoras, a la pesca de investigación, a otorgar autorización por un tiempo más, y no entrar al debate sobre la Ley de Pesca, que vence el próximo año y que debiera dar garantías fundamentalmente a los pescadores artesanales, los que se encuentran en una situación realmente compleja.



He tenido hoy la oportunidad, al igual que en días anteriores, de sostener largas conversaciones con muchos actores, fundamentalmente de ese último sector. Entiendo que en iniciativas en trámite se pretende justamente garantizarle una mayor producción.



A mi juicio, lo que estamos haciendo ahora es reparar una situación injusta particularmente en relación con un área importante de nuestro país: la Región de Los Ríos. Respaldo la ley en proyecto, pero llamo a abocarnos pronto, no a renovar las autorizaciones al día de hoy, sino a discutir a fondo acerca del futuro en una materia económica tan importante como la pesquería en Chile.



Así que voto a favor, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, he tenido la posibilidad de conversar con los pescadores de la Decimocuarta Región; de escuchar largamente sus argumentos, que exhiben un principio de legitimidad, incluso de justicia.



Y he dicho -y reiterado- que se requiere una evaluación global de la Ley de Pesca, en especial con relación al límite máximo de captura. Porque seguimos en la línea de parcharla; de cautelar, en definitiva, todos los intereses legítimos, pero sin que nadie haga otro tanto con los intereses de los peces. Como estos no votan, resulta claro que el cuidado de la biomasa y de los recursos queda prácticamente supeditado a la disputa legítima, hoy día, entre los artesanales.



A propósito del proyecto, señor Presidente, ¿dónde está el Ejecutivo? ¿Dónde está el Subsecretario de Pesca? ¿Dónde está el Ministro de Economía, para el efecto de poder abordar una iniciativa que, sin duda, determina un elemento importante para los pescadores de la Decimocuarta Región, pero que, por cierto, lesiona los intereses de los correspondientes a la Décima?



Cuando no hay una autoridad que materialice el principio de autoridad estableciendo una regulación, entonces esta tienen que hacerla los pescadores.



Lamento profundamente que un proyecto de ley de esta naturaleza lleve al enfrentamiento en el sector artesanal. ¡He luchado por su unidad! Cuando introdujeron el límite máximo de captura en el año 2000 y lograron dividir a la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH), creando la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores Artesanales de Chile (CONFEPACH), consigné aquí que los industriales permanecían unidos en la Sociedad Nacional de Pesca (SONAPESCA). Cuentan con una sola organización, con un sindicato que los reúne. Y lo que se registra como resultado de la ley del límite máximo de captura son dos grandes instituciones artesanales, pero que se confrontan, que se contraponen.



Pienso que, al discutir sobre la iniciativa que nos ocupa, surge la conveniencia, una vez más, de la necesaria unidad de la pesca artesanal para enfrentar a un adversario real, depredador, como el sector industrial. La situación nos obliga a tratar un texto que enfrenta intereses de pescadores artesanales. Y nos contrapone para luego estar divididos respecto del tema de fondo, que es efectivamente “la madre de todas las batallas”: la Ley General de Pesca y Acuicultura, que cumple diez años después de haberse traducido en un experimento fracasado por completo en la preservación de los recursos y que llevará necesariamente a un debate que los pescadores artesanales tienen que enfrentar unidos, como un solo hombre, por hallarse en disputa una regulación que apunta a una duración de 30, 40 o, según algunos, 50 años.



Lamento profundamente que el Ejecutivo no esté presente en la Sala, porque la verdad es que el número de preguntas que podríamos hacerle es infinito. Aquí se encuentra hoy día el oficialismo, antes Oposición, que nos reclamaba permanentemente porque los Ministros no asistían cuando se discutían los proyectos de ley importantes. El que nos ocupa lo es, como ha quedado establecido en las argumentaciones de los representantes de cada lado y tanto en la del Senador señor Frei como en la del Senador señor Escalona, pertenecientes a una misma coalición política, pero que lo votaron divididos. O sea, la iniciativa no solo logra ese efecto respecto de los artesanales, sino también de la Oposición, un claro y muy buen negocio para el Gobierno.



Por mi parte, reclamo la presencia del Ejecutivo, porque me gustaría preguntarle cómo viene la cuestión del fraccionamiento de cuota entre lo artesanal y lo industrial y cómo vamos a quedar; por qué siguen entregando la sardina y la anchoveta a ese segundo sector, cuando son especies que se extraen dentro de las cinco millas exclusivas para el primero; por qué permanece aún ese fraccionamiento en poder del ámbito industrial; cuál es el ordenamiento que vamos a darnos respecto de la licitación planteada por el Presidente Piñera.



Deseo informar que esta última no es posible respecto del sector artesanal. No se contempla en la ley. Vulneraría los derechos de la libertad de pesca establecidos y consagrados en la Ley General vigente. Y así como algunos han planteado derechos históricos, planteo también el principio de dicha libertad dentro de las cinco millas en zonas exclusivas para los artesanales.



He conversado, señor Presidente, con los pescadores de la Región del Biobío, y hemos expresado que el proyecto de que se trata obliga a anticipar un debate que quisiera en un contexto mayor, amplio, profundo, de ordenamiento definitivo y no de una política de parche en torno al sector artesanal. Si seguimos parchando, tendremos como consecuencia una mala ley.



Como en la materia de que se trata media una confrontación entre pescadores artesanales y juzgo que cuestiones propias de una discusión de fondo son imposibles de abordar por la ausencia del Ejecutivo, me voy a abstener. Estimo que el análisis resulta inacabado, por abarcar una parte del interés que se plantea.



Creo particularmente en el principio de la libertad de pesca del sector artesanal. Confío en que este pueda autoordenarse y regularse de acuerdo con la propiedad de un recurso que le ha pertenecido y le fue arrebatado. Estimo que el proyecto va a llevarnos a un enfrentamiento.



Espero que entre la Decimocuarta y la Décima Regiones se registre la tolerancia necesaria para entender que son pescadores de un mismo grupo, que existen intereses compartidos en la defensa de la pesca artesanal y que la iniciativa los confronta hoy día de manera innecesaria, en mi opinión, porque el debate se podría haber abordado muy anticipadamente.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡Nueva Ley de Pesca, ahora!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, pongamos en contexto lo que estamos expresando. La que nos ocupa es una moción y, para ser bien franco, abrigo dudas acerca de si cuenta o no con respaldo del Ejecutivo.



Por supuesto, mis Honorables colegas tienen todo el derecho a plantear la que les parezca.



En el caso de que se trata, me reuní con varias de las personas que nos acompañan hoy día en las tribunas, pero también con pescadores artesanales de la Región de Los Lagos.



En cuanto a lo que le escuchamos al Senador señor Orpis, cabe considerar que se verificó una división político-administrativa que resultaba necesaria. Se entendió, tanto por Gobiernos anteriores como por el Congreso, que Chile requería una que era diferente, y se crearon dos nuevas Regiones. Y estas debían contar con una institucionalidad acorde: intendentes, gobernadores, gobiernos regionales.



Pero dicha división, primero, no puede terminar afectando la forma en que operaba, por ley, la pesca.



Segundo, se plantea algo más preocupante: ¿era necesario modificar dicha legislación para dar cuenta de la nueva realidad político-administrativa? No.



En tercer lugar, ¿es concebible que respecto de las Regiones de Los Ríos y de Los Lagos se tome una decisión completamente distinta de la adoptada con relación al norte, como lo acaba de exponer mi Honorable colega? O sea, ante la creación de nuevas Regiones, se aplica, en lo referente a la pesca artesanal, una solución consistente en que los pescadores de la Décima no pueden pasar a la Decimocuarta y una diferente respecto del norte.



Con todo respeto, y entendiendo el legítimo interés de los compañeros del sector artesanal de la Región de Los Ríos, no es concebible que un aparato del Estado aplique un principio diverso en el asunto.



Además, me parece que la iniciativa viene a parchar nuevamente la Ley de Pesca. En esta ocasión, ello se hace por intermedio de una moción de dos parlamentarios del oficialismo o de Derecha.



Deseo recordar que no es la primera vez que se presentan proyectos que apuntan a modificar dicho cuerpo legal antes que enfrentar la materia en su integridad.



Ya lo expresaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra -no sé si el Senador señor Escalona o el Honorable señor Letelier-: tendremos que abordar el tema el próximo año y definir dónde se sitúa cada uno: con los intereses de la pesca industrial o con los de la artesanal, entendiendo que esta también exhibe relaciones especiales entre sí y con la primera.



No estoy de acuerdo, sin embargo, con lo realizado acá en oportunidades anteriores. ¿No tratamos hace pocos meses lo de si se requería o no el posicionador satelital en el caso de la pesca artesanal? A propósito del registro de las naves propias de ese ámbito, intentaron meter de contrabando la instalación del GPS. Ello vamos a debatirlo cuando nos aboquemos a la nueva Ley de Pesca, ocasión en la que también podremos analizar si se van a hacer respetar o no las millas correspondientes al sector y si se fiscalizará debidamente a los industriales. Es algo que será parte de la discusión general.



Deseo hacer un recuerdo en relación con la misma gente que se sienta al frente. Después del terremoto del 27 de febrero de 2010, y como consecuencia del perjuicio generado en varios puertos a raíz del tsunami, algunos afirmaron, en relación con la actividad pesquera, que los grandes industriales no iban a invertir en la recuperación de la infraestructura dañada, porque, como la Ley de Pesca vencería dos años y medio después, tal vez no se sentirían incentivados a meterse la mano en el bolsillo si no abrigaban la certeza de que seguirían contando con sus cuotas después de 2012. Nuevamente, se intentaba adelantar un análisis que tiene que darse de manera integral.



Respecto de la iniciativa en examen, me parecía razonable que una nueva Región tuviera su propia institucionalidad pesquera y sus cuotas. Pero ello no puede ser a costa de aquellas que ya se distribuyen, por escasas que sean, con pescadores de la Región contigua, y menos aún si el Estado adoptó una solución distinta en el caso del norte.



Entonces, pienso que tendremos que convivir con el sistema actual hasta que debatamos como corresponde, dentro de un año, sobre la nueva Ley de Pesca. Espero que lo hagamos antes, porque ese ordenamiento vence en diciembre y algunos pueden proponer: “Dispongamos una postergación. No es un buen año. Se registra una crisis internacional”. ¡Siempre existe una razón! Por mi parte, quiero que se legisle. La discusión será dura y compleja. En ese momento podremos tratar la materia planteada.



Entendiendo los legítimos intereses existentes, me voy a abstener respecto de la iniciativa que nos ocupa, para asegurarme de que no se discrimine entre quienes ejercen una misma actividad, difícil y complicada. Tenemos un año -repito- para abordar el asunto como corresponde en un proyecto de ley integral.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en realidad, no pensaba referirme al  proyecto. La intervención del Honorable señor Lagos me ha impulsado a hacerlo, pero no porque no coincida con lo que Su Señoría plantea en el fondo. Creo, en aras de la verdad, que el argumento de que el próximo año trataremos estos aspectos a propósito de la Ley de Pesca determina que no tomemos decisiones.



El Senador señor Larraín Fernández planteó el año recién pasado que se les pusieran radares a las embarcaciones, porque desde otras Regiones se introducían en la del Maule Sur para extraer recursos. El argumento de que el punto se iba a considerar con ocasión del estudio del nuevo cuerpo legal se tradujo en que no se avanzara en la materia. ¡Craso error!



Hoy día, mi Honorable colega Eduardo Frei promueve la idea de que legislemos para que la Región que representa cuente con su cuota y se transparenten y clarifiquen las cosas. Y un justo argumento, otra vez, es el de que ello vamos a discutirlo en la oportunidad a que he hecho referencia.



Señor Presidente, muchos dependen de nuestras resoluciones y en la actualidad no tienen cómo enfrentar su futuro y el de sus familias. Pienso que no podemos, sobre la base de que realizaremos ese gran debate, seguir postergando pequeñas decisiones que cambiarían su destino.



A mi juicio, la nueva Región merece que se clarifiquen las cosas y tener su cuota. Por eso, no me abstengo, sino que voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 22 votos a favor, 4 en contra y 7 abstenciones, se aprueba en general y en particular el proyecto, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Votaron por la negativa los señores Escalona, Gómez, Kuschel y Letelier.


Se abstuvieron la señora Allende y los señores Girardi, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis y Rossi.
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, hace un rato fui aludido por un señor Senador de las bancas de enfrente. Le escuchamos palabras tremendas, muy amenazadoras. Me pareció entenderle, entre otras cosas, que el proyecto no ayuda a la estabilidad democrática.



¡No cabe duda de que nos hallamos al borde del abismo...!



Se me acusó de ser profundamente irracional y, en fin, de fomentar conflictos, en lugar de aceptarse algo tan sencillo, señalado en todos los tonos y por distintas personas, como el deseo de evitarlos. ¡Nada más que eso!



Se quiere que los pescadores de la Región de Los Ríos tengan derechos similares a los de las demás, es decir, que se elimine una discriminación, accidental o querida. Esto último no lo sabremos nunca.



En todo caso, han pasado muchos años sin que se corrija la anomalía. Y tuvo que llegar, para estos efectos, un “afuerino”, como me calificó una persona del frente que hasta hace algunos años fue Diputado por El Bosque, San Ramón y La Cisterna, y hasta 2005, por Lota y Arauco. Que sepa, esas zonas no quedan precisamente en la Decimocuarta Región...



Por lo tanto, somos varios los afuerinos: uno, en la Décima Región, y el Senador que habla, en la Decimocuarta. Pero parece que algunos tenemos más “antenas” para percibir los problemas locales que otros...

El señor LAGOS.- ¡No entraría en esa comparación...!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡No se preocupe, Honorable señor Lagos, hijo...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Ruego no interrumpir al Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Esta es una iniciativa sencilla y que no persigue impedir la discusión relativa a la Ley de Pesca que puede avecinarse, lo que no sabemos. Se trata, pura y simplemente, de una cuestión de justicia: permitirles a los pescadores de la Región de Los Ríos trabajar tranquilos, sin interferencias. ¡Tremenda cosa!



Pero aquí se invocó la Constitución. Se proclamó: “¡Patagonia sin represas!” y se dijo una cantidad de cosas terribles.



Y se reclama porque no está presente el Ejecutivo. ¡Bueno, si este es un proyecto de iniciativa parlamentaria! ¡Es así de simple! Por lo demás, creo que interpreta el pensamiento del Gobierno del Presidente Piñera.





Por lo tanto...

El señor LAGOS.- No sabemos.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Yo lo sé. Le estoy contando, Senador. Puede que lo acepte.



En general, señor Presidente, me parecen inadecuados los términos, a lo menos exagerados; no contribuyentes a la paz en el Hemiciclo, un lugar más chico que la patria completa, pero que puede servir para que la patria esté en paz.



Entonces, yo rogaría que se aceptara que quienes estamos al frente también podemos proceder de buena fe; que también nos preocupa la justicia, la cual no es patrimonio de algunos Senadores, aunque provengan de San Ramón, El Bosque, Lota o Arauco. Los que nacimos en Santiago también tenemos preocupación por la justicia. Esta no es privilegio de nadie.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, lamento profundamente la réplica que ha tenido mi intervención.



Como es de conocimiento de la Sala -ella es testigo-, yo realicé una crítica política. Jamás me he deslizado al ámbito de la descalificación personal.



No es de mi responsabilidad que el Honorable Carlos Larraín sea Senador designado. Es un hecho político.

El señor LAGOS.- ¡Autodesignado!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡Gracias, señor Lagos...! ¡Usted siempre tan amable...!

El señor ESCALONA.- Eso es algo que no tiene que ver con su persona, sino con cómo ha operado una institucionalidad. El mecanismo de reemplazo de Senadores que asumieron en el Gobierno permitió que él fuera designado Senador sin haber sido electo por la ciudadanía.



Esa es una crítica política, señor Presidente.



En consecuencia, lamento que cuando él se refirió a parte de mi vida política lo haya hecho con la intención expresa de descalificarme en lo personal.



En efecto, fui elegido Diputado -¡elegido!- con el voto ciudadano. Y me enorgullece haber sido la primera mayoría en El Bosque, San Ramón y La Cisterna. Y me enorgullece haber sido la primera mayoría en la comuna de Lota y todas aquellas pertenecientes a la provincia de Arauco.



¡Me enorgullece! ¡Fui electo Diputado con la primera mayoría!



Y me enorgullece haber sido electo Senador el 2005, con la primera mayoría, en la Región de Los Lagos.



¡También eso me enorgullece!



No he llegado a este puesto por la decisión de una directiva que yo personalmente encabece. Llegué aquí por la decisión de los ciudadanos y ciudadanas que me eligieron.



Por lo tanto, el intento de descalificación de que he sido objeto no me afecta ni me daña en lo personal, sino que muestra la pequeñez moral de quien lo ha realizado, que no tiene la capacidad de ir al argumento de fondo que he expuesto en este debate, que es, precisamente, el daño profundo que se causa a la paz social en la Región que represento con este proyecto de ley, que promueve la división dentro del sector de la pesca artesanal; que genera odios y resentimientos; que produce un desgarro en el cuerpo social; que provocará un problema para el propio Gobierno del cual forma parte quien me aludió y que él debiese cuidar y proteger, y no al revés: empujar una situación de enfrentamiento y de confrontación social, fruto de un proyecto que origina una división completamente irracional dentro de los pescadores artesanales de la que hasta hace muy poco era una sola Región del país.



El Honorable que me aludió podría haber mencionado otras cosas más respecto de mi persona: los años que estuve en el exilio, cuando él formaba parte del gobierno de la dictadura, o de los grupos económicos que se enriquecieron en aquel entonces; los años que tuve el honor...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señor Senador. 



¡Por favor! 



Si las tribunas no se mantienen en silencio, me veré obligado a desalojarlas.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, decía que también se podría haber hablado de los años que tuve el orgullo de trabajar contra la dictadura.



¡Tengo una trayectoria democrática que afortunadamente quien intentó descalificarme jamás y en ningún caso podrá mostrar!



El país me conoce, y por consiguiente, comprende que mi esfuerzo es para defender a los pescadores artesanales de mi Región y, al mismo tiempo, para defender la paz social que quien hoy está en el Gobierno no es capaz ni de proteger ni de cautelar.



He dicho.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- ¡Por favor!



A los señores dirigentes sindicales que se encuentran en las tribunas les pido mantenerse en silencio.



El Senador señor Carlos Larraín ha solicitado la palabra por haber sido aludido. Se la daré, aplicando la misma disposición reglamentaria invocada respecto del Senador señor Escalona. Luego continuaremos con el siguiente asunto de la tabla.



Puede intervenir, señor Senador.

El señor LAGOS.- ¡Depende de lo que diga, señor Presidente...!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Seré muy breve, señor Presidente.



El Senador que me antecedió se ha lucido en materia de descalificaciones, todas ellas personales.



Yo en realidad lo siento, porque yo no procuro hacer eso ni nada por el estilo.



Que él haya sido elegido en otros distritos no le impide ser Senador por la Décima Región. Yo, simplemente, estaba dando vuelta el argumento que él invocó.



Ahora, el sistema de reemplazo de los parlamentarios faltantes se remonta a una modificación del Texto Fundamental, patrocinada por don Ricardo Lagos el año 2005, a la cual nosotros nos opusimos.



Y, efectivamente, nosotros no estamos por encima de la Constitución, pero tampoco estamos por debajo de ella. O sea, la Constitución no está hecha a la medida de los planes de la Concertación, aunque algunos así lo quisieran.



En seguida, quisiera dejar constancia de que en la Sala hay 22 Senadores que coinciden con la posición que yo planteé en el proyecto, de manera que esta no debe ser tan irracional, tan explosiva, tan destructiva de la democracia, tan negadora de los derechos de los humildes y todas las demás cosas que hoy hemos tenido que oír a la fuerza.



Muchas gracias.

El señor LAGOS.- Pido la palabra.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor BIANCHI.- ¡Avancemos, por favor!

El señor LAGOS.- Vamos a avanzar, Senador Bianchi, aunque creo que en estas discusiones a veces avanzamos mucho más de lo que algunos creen, porque se va develando lo que piensa cada uno.



Solamente deseo indicarle al Senador Carlos Larraín -por su intermedio, señor Presidente- que nadie pone en discusión cómo es la Constitución, pero sí que la hemos querido modificar en numerosas oportunidades, sin haber conseguido los votos para ello.



Y lo último: le pido tener más recato a la hora de hacer comparaciones. Alguien que, al final del día, haciendo uso de la Constitución, cae en la categoría de autodesignado, debe ser más respetuoso con quienes se ganan sus votos democráticamente.



Muchas gracias.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡La Constitución ha sido reformada veinticinco veces, señor Senador! ¡Veinticinco veces!

El señor LAGOS.- ¡Y hay que reformarla de nuevo, entera, porque ya no da abasto!

El señor GIRARDI (Presidente).- Ruego a los señores Senadores evitar los diálogos.



Tienen derecho a pedir la palabra, y la Mesa está disponible para otorgarla cada vez que se requiera.



Pasamos al siguiente asunto del Orden del Día.

ENMIENDA A CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE DESCUENTOS A REMUNERACIONES PARA FINES EDUCACIONALES

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de descuentos a las remuneraciones para fines educacionales, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6880-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 58ª, en 6 de octubre de 2010.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 44ª, en 16 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer requisitos y condiciones a los descuentos en las remuneraciones de los trabajadores cuando se trate de sumas destinadas a la adquisición de viviendas o a solventar la educación del trabajador, de su cónyuge o de alguno de sus hijos.



Al efecto, se dispone que el empleador podrá otorgar mutuos o créditos sin interés respecto de los cuales podrá hacerse pago, deduciendo hasta el 30 por ciento del total de la remuneración mensual del trabajador.



Asimismo, se dispone que, cualquiera que sea el fundamento de las deducciones que realice el empleador, en ningún caso estas podrán exceder, en conjunto, del 45 por ciento de la remuneración total.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación, con una enmienda formal, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Rincón y señores Kuschel y Muñoz Aburto).



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado sobre la materia.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (17 votos a favor y un pareo), y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio). 



No votó, por estar pareado, el señor Coloma.
El señor GIRARDI (Presidente).- Se dejará constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señora Rincón y señores García-Huidobro e Ignacio Walker.

FACILITACIÓN DE COBRO DE SEGUROS DE DESEMPLEO EN CASO DE QUIEBRA DE EMPRESAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, en primer trámite constitucional, que facilita el cobro del seguro de desempleo y los seguros de cesantía involuntaria asociados a créditos de consumo, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6749-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona):



En primer trámite, sesión 61ª, en 3 de noviembre de 2009.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 45ª, en 17 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es facilitar el cobro del seguro de desempleo a los trabajadores de las empresas cuya quiebra haya sido solicitada.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel y Muñoz Aburto).



El texto propuesto se puede consultar en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a la vista.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el proyecto en estudio, bastante sencillo, pretende contribuir a solucionar una situación que afecta a un número significativo de trabajadores en todo el país con ocasión de la quiebra de las empresas en que laboran.



Como Sus Señorías saben, la ley 19.728 regula el seguro de desempleo que permite al trabajador mantener cierto nivel de ingresos, por un plazo razonable, en tanto consigue una nueva ocupación.



Para la obtención de las prestaciones del seguro, se establece un procedimiento que requiere la constatación del cese de la relación laboral a través de diversos documentos, fundamentalmente asociados al despido.



En concreto, el artículo 51 de la citada ley señala textualmente: “Las prestaciones del Seguro se pagarán al trabajador contra la presentación del finiquito, la comunicación del despido, la certificación del inspector del trabajo respectivo que verifique el término del contrato, Acta de Conciliación o Avenimiento o Acta de Comparecencia ante la Inspección del Trabajo respectiva, sentencia judicial ejecutoriada o carta de renuncia ratificada por el trabajador ante alguno de los ministros de fe que establece el artículo 177 del Código del Trabajo”.



El problema es que dichos documentos no sirven demasiado en caso de quiebra, pues este proceso no genera, como efecto inmediato, la extinción de la relación laboral, ni tampoco se produce, en todos los casos, el despido.



Ello porque, incluso habiéndose decretado el cierre de los centros productivos, el despido puede no tener lugar, al encontrarse los síndicos imposibilitados de hacerlo por no estar al día el pago de las cotizaciones previsionales. Evidentemente, en tales casos tampoco hay recursos para pagarlas sino hasta que se liquidan bienes o se accede a algunos créditos.



Así las cosas, con la empresa declarada en quiebra, el trabajador se halla, en los hechos, cesante, pero el despido no puede materializarse en lo formal por aplicación de la “Ley Bustos”, que lo haría nulo.



En tal situación, para cesar la relación laboral, los trabajadores deben recurrir al denominado “autodespido” contemplado en el artículo 171 del Código del Trabajo, procedimiento por el cual el propio trabajador desahucia su contrato por incumplimiento grave del empleador.



El problema es que la carta de autodespido no está contemplada en el referido artículo 51 como certificación del cese de la relación, válida para impetrar el pago de los beneficios del seguro de cesantía.



La moción, entonces, propone complementar el artículo 51 de la Ley sobre Seguro de Desempleo con el objeto de permitir que se acredite el cese de la relación laboral en caso de quiebra con los siguientes documentos:



-Una copia autorizada de la carta de autodespido.



-La certificación de la Superintendencia de Quiebras que dé cuenta de la existencia de un proceso de quiebra en trámite.



-La certificación del síndico de que el interesado era parte de la planilla de trabajadores al momento de la quiebra.



Adicionalmente, creemos necesario incorporar una disposición del mismo tenor aplicable en cualquier otra clase de seguros de cesantía que se pacte con ocasión del otorgamiento de créditos de consumo, comerciales, bancarios o con otras entidades.



Como se puede advertir, se trata de una moción bastante sencilla, que soluciona un problema práctico evidente para cientos de trabajadores afectados por procesos de quiebra, tanto en lo referido al seguro de desempleo laboral como a aquellos asociados a créditos de cualquier tipo. 



Por lo tanto, solicito a la Sala su aprobación. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación). 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa para fundamentar su voto.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, esta iniciativa trata de dos materias: una relativa a la situación del autodespido ante la quiebra de la empresa, y la otra a los seguros de desempleo o de cesantía involuntaria contratados por una persona. 



Respecto de lo primero, claramente no hay observaciones al proyecto. Pero en cuanto al segundo punto, se está intentando regular los contratos que celebran libremente personas con compañías de seguros, realidad que, a mi juicio, se halla al margen del propósito de la moción. 



Por lo tanto, en la discusión particular formularemos indicaciones para corregir tal circunstancia, razón por la cual pedimos que se determine un plazo para su formulación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor y un pareo). 


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


No votó, por estar pareado, el señor Coloma.
El señor GIRARDI (Presidente).- Se solicitó fijar plazo para la presentación de indicaciones. 



Propongo el lunes 26 de septiembre, a las 13. 



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminado el Orden del Día. 

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker. 

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, el país ha sido testigo en los últimos diez días de una nueva nube tóxica que ha afectado a Quintero y Puchuncaví. 



Por lo tanto, queremos pedir, con la Honorable señora Lily Pérez, si es posible pasar del número 5 al primer lugar de esta parte de la sesión el proyecto que hemos propuesto Senadores de distintas corrientes políticas de Gobierno y de Oposición para tratar de dar respuesta a la situación de las comunas señaladas considerando las medidas propuestas en la iniciativa que conoce la Comisión de Medio Ambiente sobre Arica y Parinacota en relación con los metales pesados. 



Creo que puede despacharse fácilmente. La Senadora señora Pérez y quien habla nos atrevemos a plantear tal solicitud. 

El señor NOVOA.- Votemos el primero y así sucesivamente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se ha pedido colocar la iniciativa en primer lugar por los Honorables señor Ignacio Walker y señora Lily Pérez. 



Si la Sala está de acuerdo, así procederemos. 



Acordado. 

REPARACIÓN DE DAÑO AMBIENTAL EN COMUNAS DE PUCHUNCAVÍ Y QUINTERO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señora Pérez (doña Lily), señor Walker (don Ignacio), señoras Allende, Alvear y Von Baer y señor Horvath. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1397-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 46ª, en 30 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que considere para las comunas de Puchuncaví y Quintero idénticas medidas a las propuestas en la iniciativa referida al daño producido en Arica por desechos tóxicos.  

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (27 votos a favor y un pareo). 


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


No votó, por estar pareado, el señor Coloma.
VALORACIÓN DE PROCESO DE CONSULTAS SOBRE INSTITUCIONALIDAD INDÍGENA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señores Espina, señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Orpis, Pérez Varela y Prokurica, relativo al proceso de consultas sobre institucionalidad indígena. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1393-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 42ª, en 10 de agosto de 2011.


Se aplaza su votación en sesión 44ª, en 16 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es expresar a Su Excelencia el Presidente de la República la alta valoración al proceso de consultas que se está llevando a cabo en lo que respecta a la institucionalidad indígena. 



Cabe recordar que en sesión del 16 de agosto quedó aplazada la votación.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el proyecto de acuerdo (13 votos contra 12 y 2 pareos).


Votaron por la negativa las señoras Allende y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio)


Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.


No votaron, por estar pareados, la señora Von Baer y el señor Coloma.
INCLUSIÓN DE PUEBLOS INDÍGENAS EN ESTABLECIMIENTO DE EDUCACIÓN SUPERIOR INTERCULTURAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señor Gómez, señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1395-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 45ª, en 17 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la inclusión en las propuestas de mejoramiento del sistema de educación superior de las siguientes materias:



-El establecimiento de universidades interculturales.



-El financiamiento de instituciones y medios de educación indígena. 



-El reconocimiento jurídico de los hogares indígenas.



-La reestructuración del sistema de beca indígena.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (18 votos a favor y 2 pareos).



Votaron a favor las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votaron, por estar pareados, los señores Coloma y Larraín (don Hernán).
RATIFICACIÓN DE CONVENIO Nº 79 DE LA OIT, SOBRE TRABAJO NOCTURNO DE MENORES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Quintana.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1394-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 44ª, en 16 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya a los Ministerios pertinentes para que se ratifique a la brevedad el Convenio Nº 79 de la OIT, sobre Trabajo Nocturno de los Menores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (19 votos a favor y 3 pareos).



Votaron a favor las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votaron, por estar pareados, la señora Von Baer y los señores Coloma y Larraín (don Hernán).
MEDIDAS DE PROTECCIÓN PARA EMBALSE RAPEL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Letelier, señoras Allende y Rincón y señores Girardi, Gómez, Hernán Larraín, Muñoz Aburto y Andrés Zaldívar.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1396-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 46ª, en 30 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Ejecutivo que declare al embalse Rapel como zona de interés turístico. Asimismo, que se declare emergencia medioambiental en el lugar de su ubicación y que se incorpore el embalse en la matriz energética.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (19 votos a favor y 2 pareos).



Votaron a favor las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).



No votaron, por estar pareados, la señora Von Baer y el señor Coloma.

DECLARACIÓN DE CLUB DE ARMÓNICAS DE VALPARAÍSO COMO PARTE DE PATRIMONIO CULTURAL INTANGIBLE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Chahuán, Lagos y Prokurica.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1398-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 48ª, en 31 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar al Ejecutivo que considere declarar al Club de Armónicas de Valparaíso como parte del patrimonio cultural intangible, atendida su gran labor de difusión y enseñanza, conformando una tradición cultural de la ciudad.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor y 3 pareos).



Votaron a favor las señoras Allende y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).



No votaron, por estar pareados, la señora Von Baer y los señores Coloma y Larraín (don Hernán).

BENEFICIOS TRIBUTARIOS PARA EMPRESAS DE MENOR TAMAÑO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Várela, Prokurica, Sabag, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1399-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 48ª, en 31 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que permita a las micro, pequeñas y medianas empresas declarar y pagar dentro de los primeros veinte días de cada mes sus obligaciones tributarias de impuesto a las ventas y servicios, posibilitando así el aumento del capital de trabajo y la reducción de su carga financiera.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no he emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor y un pareo).



Votaron a favor las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Tuma y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Larraín (don Hernán).
IRRENUNCIABILIDAD DE FERIADO DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2011. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Pérez Várela, Prokurica, Sabag y Patricio Walker.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1400-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 48ª, en 31 de agosto de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Ejecutivo el envío de un proyecto que declare irrenunciable el feriado del 19 de septiembre del año en curso.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor y 3 pareos).



Votaron a favor las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Tuma y Walker (don Patricio).



No votaron, por estar pareados, la señora Von Baer y los señores Coloma y Larraín (don Hernán).
PETICIONES DE OFICIOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Se dará curso reglamentario a las peticiones de oficios llegadas a la Secretaría.



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes: 


Del señor HORVATH:


Al señor Ministro de Energía, pidiéndole que informe sobre CRÍTICA SITUACIÓN ECONÓMICA POR DÉFICIT EN SISTEMA DE GENERACIÓN ELÉCTRICA EN COMUNA DE LAS GUAITECAS (REGIÓN DE AYSÉN).



De la señora RINCÓN:



Al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, para que entregue antecedentes sobre RECHAZO A REINTEGRO DE DON ÁLVARO FELIPE BARRERA GONZÁLEZ A GENDARMERÍA DE CHILE.
)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).-  Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:48.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

A N E X O S
D O C U M E N T O S

1

OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR JUAN EDUARDO FUENTES BELMAR

(S 1401-05)

1. Se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema por el cese de funciones de doña Margarita Eliana Herreros Martínez.

2. De conformidad al inicio tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, con acuerdo del H. Senado, designar a los Ministros de la Corte Suprema, de una nómina de cinco personas que le haga llegar el máximo Tribunal del país.

3. Mediante oficio N° 523, de fecha 2 de agosto de 2011, la Excma. Corte Suprema hizo llegar al Poder Ejecutivo -a través del Ministerio de Justicia- una nómina de cinco personas, en base a la cual corresponde al Presidente de la República hacer su proposición al Senado.

4. En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación, para designar en el cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, a don Juan Eduardo Fuentes Belmar.

5. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique,

Presidente de la República

2
PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.968, QUE CREA LOS TRIBUNALES DE FAMILIA, ESTABLECIENDO NORMAS ESPECIALES PARA LA REPRESENTACIÓN EN JUICIO DE ADULTOS MAYORES

(7507-18)


Oficio Nº 9683   


 VALPARAÍSO, 31 de agosto de 2011


 Con motivo de la Moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

   Artículo 1°- Agrégase en el inciso tercero del artículo 7° de la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, a continuación de la expresión “adulto mayor”, eliminando la coma (,) que sigue, la siguiente frase:

“pudiera verse afectado en sus intereses patrimoniales, o siendo”.

Artículo 2°.- Intercálase en la ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia, el siguiente artículo 19 bis:

“Artículo 19 bis.- Cuando el juez, por motivos fundados, estimare que los intereses patrimoniales de un adulto mayor pudieren verse perjudicados, en los términos del inciso tercero del artículo 7° de la ley N°20.066, sobre violencia intrafamiliar, podrá designar a un abogado de la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o de cualquier institución pública o privada que preste asistencia jurídica.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.-Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

3
PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,  QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL REINO DE ESPAÑA SOBRE LA PARTICIPACIÓN EN LAS ELECCIONES MUNICIPALES DE LOS NACIONALES DE CADA PAÍS RESIDENTES EN EL TERRITORIO DEL OTRO” 

(7584-10)


Oficio Nº 9689


VALPARAÍSO, 1 de septiembre de 2011


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

                   PROYECTO DE ACUERDO:


   “Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residente en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y Santiago, respectivamente.”. 



Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.-Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

4
PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE LETONIA SOBRE EXENCIÓN DEL REQUISITO DE VISA PARA LOS TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, OFICIALES Y DE SERVICIO” 

(7726-10)


Oficio Nº 9690 


VALPARAÍSO, 1 de septiembre de 2011


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

  PROYECTO DE ACUERDO:


   “ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010.”. 



 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.-Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

5
INFORME COMPLEMENTARIO DE LAS COMISIONES DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, Y DE SALUD, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LOS DERECHOS Y DEBERES QUE TIENEN LAS PERSONAS EN RELACIÓN CON ACCIONES VINCULADAS A SU ATENCIÓN EN SALUD

(4398-11)

HONORABLE SENADO:


En sesión de fecha 18 de mayo del año en curso, la Sala acordó solicitar informe a estas Comisiones Unidas, respecto de algunas disposiciones del proyecto indicado en la suma que han merecido observaciones de constitucionalidad.


A las sesiones en que las Comisiones Unidas consideraron este asunto asistieron las siguientes personas:

· Del Ministerio de Salud, el Ministro, señor Jaime Mañalich Muxi; el Jefe de Gabinete, doctor Juan Cataldo; el abogado asesor, señor Jaime González Kazazian; el abogado del departamento Jurídico, señor Máximo Pavez Cantillana; el asesor, señor Jorge Hübner Garretón. 

· Los abogados constitucionalistas señora Carmen Domínguez Hidalgo y señor Patricio Zapata Larraín. 

· El abogado del Programa Legislativo de CIEPLAN, señor Sebastián Pavlovic Jeldres. 

· El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pedro Pablo Rossi. 

· El analista de la Biblioteca del Congreso, señor Eduardo Goldstein Braunfeld. 

· Y los siguientes asesores parlamentarios: de la Honorable Senadora Soledad Alvear, los señores Héctor Ruiz,  Marcelo Drago y Jorge Cash; del Honorable Senador señor Alberto Espina, la señora Carol Gibsson Tepper; de la Honorable Senadora señora Ximena Rincón, la señora Labibe Yumha y el señor Fidel Miranda; del Honorable Senador señor Patricio Walker, el señor Fernando Dazarolla Leichtle, y del H. Senador Francisco Chahuán, la señora Marcela Aranda Arellano.


En algunas sesiones la Honorable Senadora señora Soledad Alvear fue reemplazada por la Honorable Senadora señora Ximena Rincón; el Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide fue reemplazado por la Honorable Senadora señora Ximena Rincón y por el Honorable Senador señor Patricio Walker, y el Honorable Senador señor Francisco Chahuán fue reemplazado por el Honorable Senador señor Alberto Espina. En ciertas votaciones algunos Senadores figuran emitiendo dos votos, porque a la sazón integraban ambas Comisiones Unidas.

- - - - - - -


Convocadas por el señor Presidente de la Comisión de Salud, Honorable Senador señor Fulvio Rossi Ciocca, ellas se reunieron el 15 de junio pasado y eligieron como Presidente al titular de la de Salud.


Respecto de esto último, en dicha sesión el Honorable Senador señor Espina hizo presente que, de conformidad con el artículo 32 del Reglamento del Senado, cuando funcionan unidas dos o más Comisiones permanentes, presidirá el Presidente de la Comisión a que corresponda la precedencia según el orden del artículo 27, y que en este último precepto la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ocupa el tercer lugar, en tanto que la de Salud figura en el duodécimo. Precisó que planteaba el punto en aras del buen acatamiento del Reglamento del Senado y que ello no importaba un juicio sobre el Presidente elegido en esta oportunidad.


El Honorable Senador señor Rossi manifestó entender el argumento del Honorable Senador señor Espina, y adujo sin embargo que la Sala del Senado modificó soberanamente disposiciones reglamentarias. 


Se tuvo presente que en la oportunidad en que se encomendó el presente informe, el señor Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Letelier, anunció que pondría en votación el envío del proyecto a las Comisiones Unidas, presididas por la Comisión de Salud, y al proclamar el resultado de la votación expresó que la iniciativa se enviaba a las Comisiones Unidas, en los términos expuestos por la Mesa.


El Honorable Senador señor Espina replicó que ha planteado esta cuestión reglamentaria porque el Reglamento del Senado no puede dejarse sin aplicación para un caso específico por simple mayoría, pues se requiere la unanimidad de la Sala. Reiteró que no cuestionaba lo obrado por el señor Presidente de la Comisión de Salud ni su elección para presidir las Comisiones Unidas, sino que deseaba llamar la atención sobre la necesidad de ajustarse al Reglamento, como única forma de salvaguardar el rol y los derechos de las Comisiones.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que siempre ha sido contrario a que unas comisiones ejerzan una suerte de tutela sobre lo obrado por otras y por eso objetó en su oportunidad al trámite de comisiones unidas. Sin perjuicio de comprenderla inquietud del Honorable Senador señor Espina, sostuvo que el problema debió plantearse antes de esta primera sesión, para no colocar en una situación inconfortable a quien la preside.

- - - - - - -


Como se dijo, las Comisiones Unidas están llamadas a estudiar los reparos de inconstitucionalidad que en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado se han levantado respecto de algunos preceptos del proyecto en informe. A instancias de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, se adoptó por unanimidad el predicamento de corregir también aspectos de forma que mejoren el texto del proyecto de ley, como se detalla en el capítulo de las modificaciones.


Las Comisiones Unidas acordaron por unanimidad sesionar los días miércoles, de 15 a 16 horas, hasta concluir su trabajo. Además, resolvieron invitar a algunos académicos, para conocer sus planteamientos frente a las cuestiones que han sido impugnadas.


El señor Secretario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento expuso una síntesis de las conclusiones a que arribó esa Comisión cuando revisó el proyecto en una etapa anterior de su tramitación, algunas de las cuales pueden clasificarse como reparos de constitucionalidad de fondo y otras como proposiciones para mejorar redacciones y asegurar la recíproca coherencia entre las disposiciones de esta iniciativa.


Son observaciones de constitucionalidad específicas las relacionadas con:

1. el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos;

2. la protección de la vida, el derecho a una muerte digna y la prohibición de la eutanasia; 

3. el respeto y protección a la vida privada y la honra de las personas; 

4. el resguardo del principio de legalidad, y 

5. el principio del justo y racional procedimiento.


Las referencias que se hacen en el presente informe remiten al articulado del proyecto propuesto en el Nuevo Segundo Informe de la Comisión de Salud.


El reparo del número 1) se vincula con los siguientes artículos: 9°, incisos segundo y tercero; 10, inciso primero; 11, inciso segundo; 14, inciso tercero, letra b), y 17, inciso segundo.


El reparo del número 2) atañe a los artículos 15 y 18.


El del número 3) dice relación con los artículos 5°, letra c), y 14, letra d).


El del número 4) afecta a los artículos 23 y 25.


El del número 5) está referido al artículo 29.

- - - - - - - -


Las Comisiones Unidas invitaron a exponer a los profesores señora Carmen Domínguez Hidalgo y señor Patricio Zapata Larraín.


A solicitud del Honorable Senador señor Espina, se transcriben a continuación textualmente esas intervenciones.

INTERVENCIÓN DE LA PROFESORA SEÑORA CARMEN DOMÍNGUEZ

“Luego de agradecer la invitación, manifestó el interés del Centro de Familia de la Universidad Católica de poder participar en la discusión de este proyecto, especialmente en relación con el punto en debate, esto es, la eventual facultad de los mayores de 14 años de poder negar toda información de salud a sus padres, que resulta del análisis de diversos artículos del proyecto. Si bien es cierto que el proyecto fue modificado en el Nuevo Segundo Informe de la Comisión de Salud, aún la relación entre sus distintas normas permite que estos mayores de 14 años puedan denegar toda información de salud a sus padres.

En primer lugar, le pareció que una facultad como esta vulnera la garantía constitucional del artículo 19 N° 10 de la Constitución Política de la República, que establece el derecho y el deber preferente de los padres de educar a sus hijos, y además es una de las bases sobre las cuales se asienta toda la regulación de familia y, en particular, la relación filial y los deberes de cuidado que tienen los padres respecto de los hijos. Este deber preferente está consagrado no sólo en la Constitución Política sino también en un sinnúmero de tratados internacionales, que emplazan a los Estados a proteger el deber preferente de los padres de educar a sus hijos. Es el caso de la Convención de los Derechos del Niño, por destacar uno de los más importantes, que establece expresamente que los Estados deben amparar y asegurar el pleno respeto del deber de los padres de educar a sus hijos. 

Desde este punto de vista hay que tener presente el contenido de este deber de educar, que no es sólo un deber de educación formal, sino que, de la relación del citado artículo 19 N° 10 con otras normas, como el artículo 1° inciso cuarto del mismo cuerpo normativo, se puede deducir que el deber de los padres es de conducir al pleno desarrollo de la persona en la distintas etapas de su desarrollo y, en definitiva, lograr el desarrollo más integral de los hijos en todos los aspectos posibles; por eso precisamente nuestra Constitución reserva al Estado un rol subsidiario desde el punto de vista de su participación en la educación de los hijos, y por lo tanto el deber del Estado es más bien proveer los medios, las instancias necesarias, y sólo asumir la formación de aquellas personas cuyos padres no sean capaces de desarrollar esa tarea o cuando por distintas circunstancias no existan adultos responsables que puedan encargarse de ella. 

La subsidiaridad del Estado en esta materia ha sido desde siempre recogida en toda la normativa civil, que es la encargada de regular el ámbito de las relaciones familiares, y el principio que informa al derecho de familia es que se establece un mínimo, un piso básico de derechos y deberes necesarios para la preservación de la familia, y en este caso de la relación filial, pero sin invadir ni modelar cómo ni cuándo se hace vivir la familia, ni con qué intensidad se deben vivir esos vínculos.  

En segundo lugar, señaló que esta facultad dada a los mayores de 14 años se ha tratado de justificar en la idea de que ha existido un cambio, producto de la propia Convención de los Derechos del Niño, en la mirada que se dispensa al niño, en el sentido de entender que hoy es un sujeto de derechos y no de alguna manera un objeto, como quizás en algunas miradas pretéritas podía existir. Consideró que en efecto es así, la afirmación es correcta, pero el afirmar que los adolescentes sean sujetos de derecho en nada incide en poder restringir su capacidad o exigir que su capacidad sea completada por la voluntad de sus padres, ello no supone afectar ni en ningún caso violentar esta calidad de sujeto de derecho; afirmar lo contrario es confundir dos conceptos básicos, la capacidad con la calidad de sujeto de derechos. Todas las personas son sujetos de derecho, por eso se distingue entre capacidad de goce y de condición. Afirmar que un mayor de 14 años requiere de la participación y presencia de sus padres, en nada incide en su capacidad de sujeto de derecho, al contrario, implica ver cómo acompañamos y protegemos a ese niño que todavía no tiene suficientes elementos de juicio para poder discernir entre distintas opciones, por ejemplo, en materia de salud, cuál es el mejor tratamiento para que se le aplique.

También consideró importante resaltar que se ha argumentado con la autonomía proyectiva, que es un nuevo concepto deducido a partir de la Convención de los Derechos del Niño. Se ha dicho que esta autonomía proyectiva obligaría a tener que darle este espacio al menor. Acá se incurre nuevamente en una confusión, la autonomía proyectiva, que se reconoce en materia de bioética, quiere decir que el adolescente está en tránsito, en desarrollo, está aprendiendo y creciendo cada día; pero en ningún caso implica afirmar que el adolescente es un adulto y que hay que tratarlo como tal, pues si fuera así habría que rebajar la mayoría de edad a los 14 años y permitir que celebre todo tipo de actos jurídicos. Insistió en que al hablar de autonomía proyectiva se busca decir que en la medida de su comprensión él debe ser informado, tiene derecho a ser oído respecto de su tratamiento, pero no supone tratarlo como un adulto.

Señaló que otro de los argumentos invocados es que esta facultad que se estaría entregando a los mayores de 14 años es una consecuencia de la confidencialidad médica. Es importante tener presente que en el caso de los mayores de 14 años, y en general de los niños, no existe una confidencialidad médica absoluta, el niño no podría ser tratado en la relación médico paciente con total prescindencia de sus padres, pues precisamente lo que sucede con el menor de edad es que tiene que participar y actuar acompañado, representado por sus padres, ya que no tiene la capacidad plena para poder entender las distintas consecuencias de las decisiones que adopta. Desde ese punto de vista la confidencialidad médica no podría alcanzar a los padres; si fuese así implicaría que toda intervención médica en un menor tendría que hacerse sin la presencia de los padres, pues la confidencialidad implicaría que nunca podría intervenir un tercero, no habría razón para adoptar una actitud distinta en un niño de 3 o 13 años.

Resaltó las consecuencias que acarrearía vulnerar este mandato jurídico que impone la Constitución y el ordenamiento jurídico en general. Por supuesto, si se faculta al mayor de 14 años en los términos que lo plantea la Comisión de Salud en este proyecto, se invadiría la relación filial y se estaría violando el principio de subsidiaridad del Estado en materia de familia; si el Estado se va configurando en el mejor padre, eso genera un debilitamiento de los vínculos filiales, cuando en realidad el rol del Estado debe promover, alentar esta relación, debe buscar la forma para que los padres se comprometan más con la vida de los hijos, que es precisamente el drama que existe en muchos casos. Tratándose de padres que sí quieren estar presentes en la vida de sus hijos, no se ve razón para introducir un elemento de conflicto y tensión como este. 

Por otro lado, concederle al menor esta facultad genera una incoherencia en el tratamiento que el ordenamiento jurídico le da al menor de edad, y en particular al mayor de 14 años, pues por una parte las reglas generales sobre capacidad establecen que los padres tienen responsabilidad por el cuidado de la persona y bienes de los hijos, deber de cuidado integral del hijo, que son responsables civilmente por los daños que los hijos pueden causar, llegando incluso a la responsabilidad objetiva en lo que dice relación con los hábitos viciosos que les han dejado contraer, y por otro lado una norma sanitaria prescribiría que los padres no serán consultados en la toma de decisiones de un aspecto tan importante de la vida del hijo como es la salud. Ello con la agravante que en cierto tipo de tratamientos, especialmente cuando se trata de entidades privadas, los gastos van a tener que ser costeados por esos padres, pues en virtud del deber de cuidado están obligados a financiar ese tratamiento respecto del cual no han podido intervenir ni opinar ni siquiera saber si se justifica o no.

En tiempos donde se ha discutido públicamente la necesidad de proteger a los menores, de cualquier edad que sean, no se explica que de alguna manera las soluciones que distintos cuerpos legales están dando al menor sean tan incoherentes, pues resulta que el menor no puede comprar cigarrillos, no podría según el proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos, comprar en determinados casos comida chatarra, es decir normas que quieren protegerlos en materia de salud, y sin embargo pueden denegarle toda información de salud a sus padres.

Cabe preguntarse cuál es el criterio que justifica que en ciertas materias la competencia del mayor de 14 años se calibre de una manera superior que en otras, y por qué en ciertas materias se considera que los padres deben intervenir y en otras deben ser excluidos. Esa parece ser la pregunta de fondo, qué particularidades justificarían un tratamiento tan distinto en un caso y en otro; y por qué se quieren introducir factores de erosión de la relación filial. Al respecto comentó que ha revisado toda la jurisprudencia posible respecto de tensiones y conflictos eventuales entre padres e hijos, o médicos y padres, y sólo ha podido encontrar un caso que llegó a la jurisprudencia, que es el caso de los padres de un menor, testigos de Jehová, en el que el médico quiere transfundir al hijo y los padres recurren de protección. En este caso la Corte de Apelaciones de Valdivia estimó que si corría peligro la vida del hijo, el médico asumía el rol protector del niño.

Es decir, tampoco se justifica la regla de acuerdo a la realidad. En el Departamento de Pediatría de la Universidad Católica una norma como ésta no es razonable ni necesaria.

 Hilando un poco más fino, hay que preguntarse quién va a proteger a ese niño, por ejemplo, de un error en el diagnóstico o de un diagnóstico insuficiente, quién lo va acompañar en el tratamiento que le prescriba el médico, por ejemplo una kinesiología, y quién va a dar cumplimiento a un tratamiento, si los padres ni siquiera han sido informados. Es decir, desde un punto de vista ya no sólo jurídico, sino práctico, esta regla lo único que haría sería alentar un problema que se quisiera evitar; ojalá existieran más padres comprometidos y eso es lo que nuestro ordenamiento jurídico debiera promover.

Manifestó su deseo de que la Comisión pueda replantearse esta norma ya que no estima que exista la necesidad de regular la materia y, por otra parte, jurídicamente no encuentra sustento o fundamento.”.

INTERVENCIÓN DEL PROFESOR SEÑOR PATRICIO ZAPATA


“Manifestó que gran parte de lo que señalará es tributario de un trabajo muy completo acerca del tema que ocupa a esta Comisión, del profesor José Manuel Díaz de Valdés, quien publicó el año pasado en la Revista Chilena de Derecho, Volumen 37, número 2, un análisis sobre aspectos constitucionales involucrados en los problemas que dicen relación con las intervenciones en materia de salud en menores de edad.


Una de las dificultades de este tema es que, por una parte, se tiende por algunos a idealizar a los sujetos involucrados, ya sea la familia, como si todas fueran familias amorosas, cariñosas y preocupadas; a los niños, como jóvenes lúcidos y conscientes, o a los médicos tratantes, como verdaderos apóstoles de la salud. Cualquiera de esas tres idealizaciones llevará a legislaciones equivocadas: no todas las familias son familias perfectas, y en su entender los artículos del proyecto objetados se ocupan de las familias no perfectas, fracturadas, o de aquellos casos en que no hay familia. Es un aspecto que muchas veces complica el análisis.


La Constitución Política de la República se construye en el plano de los ideales, propone objetivos, pero no puede alejarse tanto de la realidad y transformarse en una vía inalcanzable. Cuando la Constitución habla de familia no está dando una concepción sociológica, no es una encuesta CASEN, sino que está refiriéndose a un cierto valor. Podemos discutir cuan cerca está de ese valor la realidad de la familia chilena. De ese valor que establece la Constitución se derivan ciertas exigencias, y el hecho de que existan familias destruidas, familias con violencia, no puede llevar a que uno desatienda la obligación de la Constitución que es tender al fortalecimiento de ese valor. Ahí hay una tensión.


El segundo problema que identifica es que se tiende a poner en contraposición los derechos del menor y los supuestos derechos de los padres. Si uno entiende correctamente la consecuencia de haber adoptado la Convención de los Derechos del Niño, lo que se asume es que ese menor, que es persona desde el momento de la concepción, con todos los derechos que de ello se derivan, tiene una serie de necesidades, que van desde la necesidad absoluta, durante la vida intrauterina, con el consiguiente deber de esa madre; después del nacimiento vuelve a necesitar y sigue necesitando especialmente a la madre, y eso genera la discusión respecto del postnatal; en una etapa siguiente, aún necesita en forma bastante absoluta a los padres, y eso hace que el derecho sustituya la voluntad de ese menor por la de sus padres, hasta cierta edad, la que depende del país, pero generalmente hasta los 12 o 14 años. A partir de los 14 años, el menor tiene derecho a la asistencia de sus padres, ahí está la clave. 


Entonces, al sacar a los padres o ponerlos en un segundo o tercer plano, en realidad no se está afectando el derecho de los padres, sino el derecho del menor a contar con esta asesoría, calificada en principio, más cercana, más próxima, más adecuada. El menor tiene derecho a que en las decisiones importantes que tomará a partir de los catorce años cuente con el apoyo, la asesoría directa de la familia. Ninguna confianza en la ciencia médica puede llevar a desconocer que en esa etapa de formación, de maduración, el menor tiene derecho a esa asistencia, a ese apoyo.


A su juicio el proyecto hace bien al colocar en el centro de la discusión al menor. La Convención de los Derechos del Niño nos pide tratar al menor como una persona, ir permitiéndole tomar crecientes decisiones. Es en el aterrizaje más preciso de la redacción de las normas del proyecto en discusión donde a su juicio no se logra perfectamente salvar esta relación. 


Tal cual está redactado el artículo 17, inciso segundo, en su primera parte dice correctamente que “Los mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho expresarán su voluntad personalmente”, ellos son los sujetos de la acción que se va a realizar. Pero a continuación señala “Sin perjuicio de ello, los padres o representantes legales deberán ser también consultados al respecto”. A su juicio el afirmar “sin perjuicio de ello” revela una visión de fondo: está la voluntad del menor y está esta otra voluntad, la de los padres. A la luz de lo que ha señalado, le parece que esto no es un “sin perjuicio de”, los mayores de catorce años expresarán su voluntad personalmente, en el contexto de consultas e informaciones que se han proporcionado a él o ella y a sus padres. Justamente porque no tiene dieciocho o diecinueve años, no puede tomar sus decisiones solo, las toma en el concierto de una información compartida. Por eso insiste que no cabe hablar de “sin perjuicio de”, pues el legislador pareciera poner en contraposición los derechos del menor frente a los supuestos derechos de los padres, quienes en realidad no tienen ningún derecho sino que tienen deberes de asistencia de este ser que necesita este auxilio. 


Sin embargo, si el menor se opone a ello, el legislador no pide que entregue algún fundamento o razón, basta que lo exprese. La norma señala “Sin embargo, si el menor se opone a que ellos sean consultados, el profesional tratante podrá acceder a dicha petición si estima que la situación del menor no implica grave riesgo para su salud o su vida”, es decir, el profesional tratante tiene un grado importante de discrecionalidad, puede decir sí o no, lo que en la lógica del respeto del menor como persona no parece muy coherente. La causal que se utiliza para distinguir es el mayor riesgo para la salud del menor o su vida, es decir cuando es un riesgo grave, el clásico ejemplo de una quimioterapia, el médico tratante no podría acceder a dicha petición e informaría a los padres, pero si fuese algo que no es grave, el médico podría acceder a la solicitud, o llevar la decisión a un comité. 


Informó que revisó bastante derecho comparado, especialmente derecho británico, pues la medicina y la bioética es muy potente en el Reino Unido y desde 1985 impera lo que se conoce como “Doctrina Guillick”, un fallo de los Lores que establece una doctrina precisamente para esta situación. Básicamente esta doctrina implica que el menor que no quiere que se informe a sus padres o representantes legales debe expresar alguna causa; el médico tratante debe hacer algún juicio respecto al grado de capacidad, de lucidez, de conciencia acerca de lo que está ocurriendo a ese menor; el médico tratante debe tratar de disuadir al menor, de dirigirlo, en el sentido de que su beneficio está en que consulte otras opiniones de personas que naturalmente entregarán un consejo bien intencionado, y finalmente establece que el médico podrá denegar la petición, pero también podrá acceder a ella no por razón de la gravedad, sino cuando existan antecedentes que acrediten que la información a los padres podría dañar el interés legítimo del niño, que el niño va a ser objeto de una represalia, el niño pudiere ser objeto de una agresión.


La jurisprudencia ha ido desarrollando estos elementos, se trata de padres ausentes, hay historias de violencia previa, de agresión, tratamientos por depresión, etc. Porque efectivamente hay casos en que no va en el mejor interés del menor que se informe a los padres, tema que se discutió largamente en este Congreso a raíz de la píldora del día después, es una hipótesis que hay que tener en cuenta.


Pero insistió que del modo en que está redactado, el artículo 17, inciso segundo, contrapone la voluntad del menor con la de los padres, y no los ve como socios, como efectivamente lo son en la mayoría de los casos, o al menos como la Constitución Política de la República quiere que lo sean.


Llamó la atención sobre que no ha hecho ninguna referencia al deber preferente de los padres a educar a sus hijos. Tiene dudas de que sea una buena manera de tratar constitucionalmente este tema, pues no ve una relación tan directa entre el artículo 19 N° 10 y los problemas objeto de esta discusión. Por lo demás, ya el Tribunal Constitucional en el fallo sobre la píldora del día después se refirió al argumento del deber preferente de los padres a educar a sus hijos, y lo desestimó, a propósito de la distribución gratuita de la píldora. Recordó que en esa oportunidad se acogió el requerimiento por estimar que existía una duda razonable respecto de los eventuales efectos abortivos del levonorgestrel, no porque el Estado, el Ministerio de Salud, las Municipalidades, entregaran estas pastillas a menores sin consultar a sus padres.


Reiteró que en su parecer existe una base constitucional: la Convención de los Derechos del Niño es derecho constitucional chileno desde el año 1990, no es un tratado cualquiera desde que Chile lo ratificó. De esa Convención se deduce que el menor tiene derecho a una familia, tiene derecho al apoyo, a la asistencia de sus padres. Excluir a los padres y colocarlos en un segundo o tercer lugar es una violación constitucional del derecho del menor, no de la familia, no de los padres. La familia está al servicio de esa necesidad del menor, obviamente no siempre puede hacerlo y por eso existen alternativas, pero primero deben estar los padres y luego el especialista médico, para efectos de una decisión que no es sólo técnica, así como durante la gestación primero está la madre, y sólo si ella no puede llevar adelante la gestación, la incubadora. 


Relacionó el rol del facultativo en esta hipótesis con el del abogado en el derecho a la defensa, pues hay quienes entienden que el derecho a la defensa consiste en tener muy buenos abogados, y por tanto si al imputado lo apoyan los mejores abogados, esa persona ha visto satisfecho su derecho a la defensa. En su opinión el derecho a la defensa es el derecho que tiene esa persona, que es probable que no sepa nada de leyes, a saber qué es lo que está pasando, de qué se le acusa y cuáles son las consecuencias posibles de lo que va a ocurrir, es básicamente el derecho a ser un sujeto y no un número. 


Lo plausible de este proyecto, en ese sentido, es que coloca a la persona como un sujeto, no como un número a protocolizar; pero las personas sólo son sujetos autónomos, individuales, completamente libres, una vez completado su desarrollo, su maduración. Hasta los 18 años lo hacen en el contexto del grupo familiar, de los padres, y ese es el sentido más preciso del derecho de los pacientes, no a tener muy buenos apoyos técnicos, sino a saber lo que está pasando y a tomar decisiones a veces difíciles con el mejor contexto moral posible, que lo proporcionan los padres, o por lo menos esa es la lógica de la Constitución Política de la República al señalar que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad.

- - - - - - - -

DEBATE Y DECISIONES


Como se señaló anteriormente, las Comisiones Unidas trataron también puntos de orden formal, que no fueron parte de las prevenciones sobre conflictos entre el ordenamiento constitucional y las normas del proyecto. 


El debate y los acuerdos se expondrán siguiendo siempre el orden del articulado propuesto por la Comisión de Salud en su último informe.

ARTÍCULO 1°


La Comisión de Salud en su Nuevo Segundo Informe aprobó el siguiente texto:

“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto regular los derechos y deberes que las personas tienen en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.

Sus disposiciones se aplicarán a cualquier tipo de prestador de acciones de salud, ya sea público o privado.”.


Las Comisiones Unidas adicionaron el inciso segundo con la última parte del inciso tercero del artículo 3°, que hace aplicables las normas de esta ley a las demás personas vinculadas con la atención de salud. Además, corrigieron un aspecto formal menor en la redacción del inciso segundo en comento.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 2°


El precepto aprobado por la Comisión de Salud es el siguiente:

“Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho a que, cualquiera que sea el prestador que le otorgue atención de salud en las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y la rehabilitación del individuo, éstas sean dadas oportunamente y sin discriminación arbitraria alguna, en las formas y condiciones que determinan la Constitución y las leyes, de acuerdo a las condiciones previstas en éstas.

La atención que se proporcione a las personas con discapacidad física o mental y a aquellas que se encuentren privadas de libertad, deberá regirse por las normas que dicte el Ministerio de Salud, para asegurar que aquélla sea oportuna y de calidad.”.

Del inciso primero se suprimió, por redundante, la frase final “de acuerdo a las condiciones previstas en éstas” y la coma que la precede.

En el inciso segundo se adicionó la palabra “igual” antes del vocablo “calidad”, para no dar lugar a una lectura que pretendiera que la atención de salud proporcionada a personas con discapacidad o privadas de libertad puede ser de calidad distinta, o incluso inferior, a la del resto de las personas.

- Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 3°


Además de abreviar y simplificar la parte final del inciso primero, se reemplazó los incisos segundo a cuarto, para depurar la definición de prestadores institucionales e individuales.


- Acordado con igual votación que la anterior.

ARTÍCULO 4°


Se complementó el inciso primero con la frase “y con los protocolos establecidos”, para hacerlo concordante con el inciso segundo, que alude tanto a normas cuanto a protocolos. 
- Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 5°


El inciso segundo de este artículo, en tres literales, enuncia deberes de los prestadores de salud.


La letra c), que fuera objetada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, reza como sigue:

“c) Resguardar el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona durante su atención de salud. En especial, se deberá asegurar estos derechos en relación con la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones, cualquiera que sea su fin o uso. En todo caso, para la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones para usos o fines periodísticos o publicitarios se requerirá autorización escrita del paciente.”.


Forma parte de las obligaciones de los prestadores de salud en lo relativo al trato digno que merecen los pacientes.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, observó que la norma trata sobre fotografías, grabaciones o filmaciones para usos o fines periodísticos o publicitarios y no discrimina según la edad del paciente. Llamó la atención sobre el riesgo de que un menor pueda ser inducido, incluso mediante pago, a conferir autorizaciones en desmedro de su privacidad o su honra.


La Honorable Senadora señora Alvear advirtió que el artículo 33 de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, prohíbe divulgar, por cualquier medio de comunicación social, la identidad de menores de edad que sean autores, cómplices, encubridores o testigos de delitos, o de cualquier otro antecedente que conduzca a ella, prohibición que rige igualmente respecto de las víctimas de delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública, a menos que ellas consientan expresamente en la divulgación.


El Honorable Senador señor Rossi hizo presente que también los padres o los representantes legales del menor podrían intentar lucrar con la difusión de fotografías, grabaciones o filmaciones, lo que mueve a inclinarse por prohibirlas derechamente. Con todo, el inciso final, que entrega la regulación detallada de esto al reglamento, podrá precisar los resguardos necesarios.


Las Comisiones Unidas adicionaron la frase final, de manera que también el representante legal del paciente pueda dar la autorización escrita prevista en este literal para tomar fotografías, grabaciones o filmaciones para usos o fines periodísticos o publicitarios, aunque se podría cumplir igual finalidad aplicando las reglas generales sobre representación de incapaces. Con esta reafirmación se aspira a proveer una mayor protección a los pacientes menores de edad.


Sin perjuicio de lo anterior, se dejó expresa constancia, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que no debe entenderse que si en ésta o en otras disposiciones no figura esta frase ello significa que el menor queda facultado para actuar personalmente y no representado.


- La modificación y la constancia fueron aprobadas con igual votación que la precedente.

ARTÍCULO 6°


El inciso segundo fue objeto de correcciones en la redacción, como se especifica en el capítulo de las modificaciones.


El último inciso se separó, para formar con él un artículo 7°, nuevo. Esta disposición contiene la obligación de los prestadores institucionales públicos, de asegurar el derecho de las personas pertenecientes a los pueblos originarios a recibir una atención de salud con pertinencia cultural.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio. 
ARTÍCULOS 7° y 8° (pasan a ser 8° y 9°)

Se mejoró la redacción de los literales b) y c) del primero y la redacción del inciso primero del segundo, de la manera que se indica en las modificaciones.


- Acordado con igual votación que la modificación precedente.

ARTÍCULO 9° (pasa a ser 10)

Los incisos segundo y tercero de este artículo, que fueron cuestionados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, son del tenor siguiente:

“Dicha información será proporcionada directamente al mayor de catorce años de edad y menor de dieciocho, así como a sus padres o representantes legales. Sin perjuicio de ello, si el menor solicita que ellos no sean informados respecto de algún aspecto específico de su salud, el profesional tratante solicitará el pronunciamiento al respecto del comité de ética del establecimiento o, en su ausencia, el del Director de este último.

Tratándose de los menores de catorce años la información indicada en el inciso primero se deberá entregar a sus padres o representantes legales. A estos menores igualmente se les deberá informar, atendiendo a sus condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal, a menos que sus padres o representantes legales se opongan.”. 


El artículo del que forman parte estos incisos trata del derecho de las personas a ser informadas acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio, en su caso.


Esta disposición sirvió de marco al debate de fondo, sobre reconocer o no cierta autonomía y derechos a los menores de entre catorce y dieciocho años de edad, en lo que respecta su atención de salud.


El señor Ministro de Salud expresó que este importante proyecto es estructurante de la Reforma de la Salud de 2005. Fue propuesto, en una primera versión, el año 2001 y reformulado en 2006. Destacó dos características esenciales de la iniciativa, cuales son, el reconocimiento de la gigantesca asimetría existente entre el prestador de salud y la persona que solicita su atención, y de la posibilidad de que la acción del primero cause daños al segundo. Por eso se propone garantizar por ley algunos derechos del paciente frente a los prestadores públicos y privados. Hasta ahora esos derechos han estado mejor protegidos en el sistema privado de salud, porque sus usuarios disponen de información y medios que les posibilitan ejercerlos. Además, se fijan los mínimos exigibles para que la intervención de los prestadores cumpla estándares de calidad y seguridad. Puso de relieve que otra novedad importante del proyecto es que hace responsables a los establecimientos e instituciones de salud privados por los hechos de los prestadores individuales que laboran en ellas, exista o no entre ellos relación de dependencia y subordinación. Otro aporte destacable es la creación de los comités de ética.


En lo que concierne específicamente a los incisos cuestionados del artículo 9°, destacó que la iniciativa de ley en informe fija un estatuto jurídico de las personas entre catorce y dieciocho años de edad, en lo atingente a su atención de salud. Aludió al artículo 2° de la ley 
N° 20.418, que preceptúa que en los casos en que el método anticonceptivo de emergencia sea solicitado por una persona menor de catorce años, el funcionario o facultativo que corresponda, sea del sistema público o privado de salud, procederá a entregarlo, debiendo informar, posteriormente, al padre o madre de la menor o al adulto responsable que ella señale. Citó también el proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad
, que para los efectos de regular la difusión y promoción de ciertos alimentos fija en catorce años un límite de edad. Trajo a colación que en materia de responsabilidad penal se ha rebajado la edad de los imputables a los catorce años.


En vista de lo anterior, exhortó a hacer coherentes y armónicas las diferentes normas legales.


La cuestión a resolver es si el objetivo de todo acto médico, que es que la persona recupere un buen estado de salud u obtenga una mejor calidad de vida, se consigue mejor informando a los padres de un menor o no haciéndolo. En opinión del señor Ministro, desde el punto de vista de la utilidad del acto médico, es preferible que los padres estén informados. Además, esta fórmula enfrenta mejor los temas de la eventual responsabilidad del médico y de la oportunidad y financiamiento de las prestaciones que necesita recibir el menor.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán,  manifestó que la regla general es que los menores de edad, que son incapaces absolutos o relativos, actúen representados por quienes indica la ley. Declaró ser partidario de mantener ese principio de manera consistente, esto es, reformando todos los artículos del proyecto en que se reconocen ciertas facultades a los menores, en relación con su salud.


La Honorable Senadora señora Alvear destacó que las normas del proyecto que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ha objetado son aquellos preceptos que alteran principios constitucionales que atribuyen a los padres, entre otros, el derecho y el deber de asegurar la salud de sus hijos, como parte del cuidado que deben proporcionarles. De mantenerse los artículos del proyecto que han sido objetados habría motivo suficiente para provocar la intervención del Tribunal Constitucional, concluyó Su Señoría.


Declaró que no se advierte contradicción en la ley 
N° 20.418, pues ella dispone que inmediatamente después de la entrega del anticonceptivo, ya que de otro modo no sería eficaz, se informe a los padres de la menor. Se trata entonces de aplicar igual criterio en este proyecto de ley, en los artículos que admiten la posibilidad de que un menor de edad se oponga a que sus padres reciban información sobre su estado de salud. Señaló que enmendar esos preceptos facilitará que los padres o representantes del menor le aseguren un tratamiento adecuado y debidamente financiado, y al mismo tiempo puedan otorgarle orientación y apoyo. Los padres o tutores deben estar informados siempre, subrayó Su Señoría, para proteger la salud de los menores.


Agregó que un elemento esencial a tener en cuenta es qué es lo mejor para el menor: que sus padres sepan de la enfermedad que lo aqueja y puedan asegurarle un tratamiento eficaz y oportuno o que permanezcan ignorantes de lo que le sucede. Caso aparte y excepcional, dijo su Señoría, es el de la menor violada por su progenitor u otro familiar cercano, eventualidad en que corresponde que el profesional que tome conocimiento del caso lo denuncie al Ministerio Público. Por lo general, estos hechos son resueltos convenientemente en los establecimientos donde ellos se constatan.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que los acuerdos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento fueron unánimes, en consonancia con lo que ha sido una práctica habitual que procura fijar criterios de interpretación y aplicación de la Ley Fundamental que sean sólidos, perdurables e independientes de la coyuntura.


La norma general vigente en Chile es que los menores de dieciocho años son absoluta o relativamente incapaces y actúan representados. El legislador ha establecido excepciones, como las señaladas por el señor Ministro de Salud o las que regulan la responsabilidad penal de los menores, conforme a disposiciones especiales, o las que imponen a determinados profesionales, como médicos y abogados, el deber de guardar secreto si un menor confiesa ante ellos un delito, circunstancia en que aquéllos no están obligados a informar a los padres o representantes de éste.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán,  señaló que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ha buscado hacer real y efectivo el principio de la mayoría de edad que informa nuestra legislación. Ello por las responsabilidades implícitas, por las secuelas respecto de la familia y del derecho a la educación, aspectos todos que son afectados por el texto tal como fue aprobado por la Comisión de Salud.


El Honorable Senador señor Rossi manifestó que el proyecto de la Comisión de Salud, fruto de un acuerdo unánime de sus integrantes y del Ministerio de Salud, reconoce un cierto grado de autonomía y derecho a la confidencialidad en el marco de la relación médico paciente, a los menores de entre catorce y dieciocho años de edad. Enfatizó que la decisión que puede adoptar el menor no es absoluta ni exclusivamente suya, desde que en el proceso interviene el médico tratante, el comité de ética y, eventualmente, el director del establecimiento de salud.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó sus dudas en torno a la cuestión en debate y ejemplificó con el caso de un menor que padezca una enfermedad venérea y no quiera que lo sepan sus padres. Si se suprimen las normas que permiten guardar la confidencialidad de la relación médico paciente ese menor tal vez podría verse compelido a no requerir asistencia médica, con lo que el resultado sería peor. Recordó el ejemplo de la legislación inglesa traído a colación por el profesor señor Patricio Zapata y planteó la posibilidad de atenuar la discrecionalidad que estos artículos entregan al menor, indicando en la ley algunos criterios que permitan discernir cuándo él puede oponerse a la comunicación de la información sobre su estado de salud.


El Honorable Senador señor Rossi hizo presente que en la práctica clínica nada puede reemplazar el criterio del médico tratante en la relación confidencial con el paciente. El tratante que advierte que la decisión del menor de que no se informe a sus padres o representantes va en desmedro de su salud puede recurrir al comité de ética y al director del establecimiento, los cuales, a juicio del señor Senador, sin duda le recomendarán informar a los padres. Por lo demás, recalcó, hay que tener presente que estos casos son excepcionales, pues lo común es que los menores lleguen a requerir atención de salud acompañados por quienes los tienen bajo su cuidado. En definitiva, se trata de hacer primar en estas situaciones la lex artis médica. Estos razonamientos movieron a Su Señoría a respaldar la supresión de los incisos segundo y tercero del artículo 9°.


- La eliminación de ambos incisos fue acordada por unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina (con dos votos), Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos).

ARTÍCULO 10 (se suprime)

Consagra el derecho de toda persona mayor de catorce años a manifestar por escrito su voluntad de no ser informada sobre su propio estado de salud, a menos que lo exija la protección de la vida de otra persona o que, por razones de orden sanitario, sea necesario que ella adopte conductas y hábitos especiales, y admite la posibilidad de que se designe a una o más personas para que reciban la información respectiva.


Las Comisiones Unidas estimaron que este problema tiene que ver con la vinculación médico paciente, en que intervienen el tratante, el paciente y eventualmente su familia, asunto que no debe ser regulado por la ley.


- Con la misma unanimidad de la votación anterior se suprimió el artículo 10.

ARTÍCULO 11 (se suprime)

Prohíbe revelar a terceros la información acerca del estado de salud de una persona, salvo autorización expresa del paciente o de su representante legal, por razones de salud pública que así lo justifiquen, o en caso que la falta de información suponga un grave riesgo para la salud de terceros identificables. Reconoce a los mayores de catorce y menores de dieciocho años de edad la facultad de autorizar previamente la entrega de esa información a sus familiares directos y a sus representantes legales.


El Honorable Senador señor Espina llamó a confiar en el criterio de los médicos, que siempre han enfrentado y resuelto este tipo de situaciones humanas; la ley no debe suplantar su juicio ni decidir por ellos. Si el médico incurre en una indiscreción puede ser llevado a la Comisión de Ética de su Colegio e incluso ante los tribunales, si su actuar reviste caracteres delictuales.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que el único reparo que le merece el artículo es el inciso relativo al derecho de los menores de dieciocho años de edad. En otro orden de cosas, el concepto de “terceros extraños” amerita mayor precisión, porque podría entenderse que incluye hasta los familiares directos. En lo demás, el artículo le pareció adecuado y conveniente.


La Honorable Senadora señora Alvear advirtió que el compañero o compañera de una pareja homosexual no es familiar ni tercero extraño, por lo que no podría ser informado sobre el estado de salud de quien posiblemente ha sido su pareja por años.


Las Comisiones Unidas acordaron dejar constancia, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, de que las normas legales que consagran la obligación de ciertos profesionales de guardar secreto bastan para garantizar la confidencialidad que este artículo pretende. Es el caso del artículo 360, número 1°, del Código de Procedimiento Civil
, y del inciso final del artículo 247 del Código Penal
. Del mismo modo, se dejó constancia de que ese secreto no impide informar a los familiares directos y a las personas que tienen al paciente a su cuidado, si éste no puede valerse por si mismo, como sería el caso de una pareja que ha convivido con él o del responsable del establecimiento que lo tiene bajo su asistencia y custodia.


- El artículo 11 fue eliminado por 5 votos y 2 abstenciones. Votaron por la supresión los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina (con dos votos), Rossi y Uriarte; se abstuvo el Honorable Senador señor Walker, don Patricio (con dos votos). 


- La constancia precedente fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones Unidas presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina (con dos votos), Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos).

ARTÍCULO 12 (pasa a ser 11)

Se le introdujeron mejoras de redacción en la letra d) del inciso primero y en los tres incisos siguientes.


- Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Girardi, Larraín, don Hernán, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.

Artículo 14 (pasa a ser 13)

El siguiente es el precepto propuesto en el Nuevo Segundo Informe de la Comisión de Salud:

“Artículo 14.- La ficha clínica permanecerá en poder del prestador, quien será responsable de la reserva de su contenido y deberá mantenerla por un período de, al menos, quince años. El Ministerio de Salud establecerá, mediante reglamento, la forma y las condiciones bajo las cuales los prestadores deberán efectuar el almacenamiento de las fichas, así como las normas necesarias para su administración, adecuada protección y eliminación.

Ningún tercero que no esté directamente relacionado con la atención de salud de la persona tendrá acceso a la información que emane de la respectiva ficha clínica. Ello incluye al personal de salud o administrativo del mismo prestador, no vinculado a la atención de la persona.

Sin perjuicio de lo anterior, la información contenida en la ficha, copia de la misma o parte de ella, deberá ser entregada, total o parcialmente, a solicitud expresa de las personas y organismos que se indican a continuación, en los casos, forma y condiciones que se señalan:

a) Al titular de la ficha clínica.

b) A los representantes legales del titular de la ficha clínica, a un tercero debidamente autorizado por escrito y, mediante autorización judicial, a los herederos, en caso de fallecimiento del titular. Todas estas personas podrán obtener copia de las informaciones que sean de su interés. En caso de que el titular de la ficha sea menor de edad, se aplicará, en lo que corresponda, lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 9º.

c) A los Tribunales de Justicia, al Ministerio Público y a la Defensoría Penal Pública, en los procesos e investigaciones que se instruyan y en los casos en que la información de la ficha clínica, de quien tenga la calidad de parte o imputado, sea relevante para la dictación de las correspondientes resoluciones. En estos casos, será necesaria la autorización previa del juez que corresponda. Exhibida la autorización judicial el prestador remitirá los antecedentes requeridos al juez correspondiente, por un medio que dé garantía de confidencialidad. Asimismo, solicitará al juez custodia para el documento. La presentación como prueba en juicio de datos médicos o genéticos u otros de carácter sensible contenidos en la ficha clínica se someterá a la debida reserva.

d) Al Ministerio de Salud, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, a la Superintendencia de Salud, a la Superintendencia de Seguridad Social, a los Servicios de Salud, al Instituto de Salud Pública y al Fondo Nacional de Salud, de acuerdo a sus respectivas atribuciones legales, en los casos en que los datos sean necesarios para estudios estadísticos, de seguimiento, de salud pública, de fiscalización o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o seguridad social. Para dichos efectos podrán solicitar informes sobre el contenido de la ficha, así como copia de toda o parte de ella. 

Los demás organismos públicos y privados que se encuentren facultados por ley para fiscalizar o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o seguridad social, podrán solicitar un informe sobre aspectos específicos de la ficha clínica, los que deberán constar en la solicitud. No obstante, el paciente o su representante podrán oponerse a la entrega de esta información, debiendo asumir las consecuencias que de ello se sigan.

Las personas y los organismos a que se refieren los incisos tercero y cuarto serán responsables de mantener la confidencialidad del contenido de la ficha y de la identidad de su titular, así como también de utilizar la información que de ella emana exclusivamente para los fines requeridos.

En caso de que el prestador sea demandado en juicio, siempre podrá hacer uso de la información contenida en la ficha para su adecuada defensa. 

Sin perjuicio de lo indicado en los incisos anteriores, cuando por razones de investigación científica o epidemiológica, terceros ajenos a la atención de salud sean autorizados por el prestador para acceder al contenido de la ficha, se deberá asegurar la debida protección de la confidencialidad de la información de salud a que tengan acceso. En este caso el responsable de la conservación y custodia de la ficha clínica podrá requerir que el solicitante determine qué parte de la ficha o de la información precisa, de qué período de tiempo y el fin para el que se solicita.”.


Desde luego, en concordancia con lo resuelto precedentemente sobre las facultades de los menores de entre catorce y dieciocho años de edad, se eliminó la oración final de la letra b). También se corrigió este literal, en orden a suprimir, por innecesaria, la autorización judicial en el caso de que los solicitantes sean herederos del titular de la ficha ya fallecido, y se consolidó esta facultad con la de la letra a). Por último, la letra b) se hace cargo únicamente de la solicitud de un tercero autorizado, no sólo por escrito, sino por poder simple otorgado ante notario.


En lo que respecta a la letra c), las Comisiones Unidas consideraron que la frase que estipula que los tribunales pueden solicitar información de la ficha clínica que “sea relevante para la dictación de las correspondientes resoluciones”, restringe innecesariamente las facultades que les otorga la Constitución Política de la República, por lo que fue eliminada. Además, se reformuló la norma en dos literales separados, uno relativo a la facultad de los tribunales de justicia, y el otro atingente a las del Ministerio Público y de los abogados defensores, sean éstos de la Defensoría Penal Pública o letrados contratados en forma particular por el imputado. En el caso de los fiscales y los defensores, en que se requiere autorización judicial previa, se reemplazó la expresión “juez que corresponda” por “juez competente”, porque puede tratarse de un magistrado de los tribunales de familia, de un juez civil, de un juez de garantía o de un tribunal oral en lo penal.


Enseguida, a instancias del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, entre los organismos públicos de salud y de seguridad social que conforme a la letra d) de este inciso pueden solicitar antecedentes contenidos en una ficha clínica, se incluyó a las Comisiones Médicas a que se refiere el artículo 11 del decreto ley N° 3.500, de 1980
, que muchas veces requerirán esa información para resolver acerca de la procedencia de una pensión. 


En consecuencia, las letras a), b) y c) de este artículo fueron reformuladas de la manera que se consigna en el capítulo de las modificaciones. En esta etapa del debate, la letra d) fue complementada según la proposición del Honorable Senador señor Walker, don Patricio.


- Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (con dos votos) y señores Espina (con dos votos), Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos).


En la revisión final del texto, las Comisiones Unidas volvieron sobre este artículo. 


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente la inconveniencia de que autoridades administrativas tengan acceso a la ficha clínica, salvo que se le proporcionen los datos de manera innominada y para fines estadísticos. De otra manera se pone en grave riesgo la vida privada y la honra de las personas, garantizada por el artículo 19, número 4°, de la Constitución Política de la República y por el artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, denominada "Pacto de San José de Costa Rica". En todo caso, esos organismos e instituciones tienen otros canales para procurarse la información que precisan para cumplir los fines enunciados en el literal en estudio.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que la violación de esas garantías se ha dado también en el sector privado, como lo demuestra el tráfico de información entre farmacias e Isapres y, más recientemente, la negativa de algunos establecimientos de salud a brindar atención a personas sobre la base de sus antecedentes registrados en Equifax (ex DICOM).


El Honorable Senador señor Orpis destacó que el primer inciso del precepto tampoco garantiza adecuadamente el destino que debe darse a la ficha clínica una vez cumplido el plazo de 15 años que él fija, ya que no queda claro qué ocurre en el lapso entre que cesa la obligación de mantenerla, que pesa sobre el prestador, y la oportunidad de su eliminación, que deberá normar el reglamento.


Enseguida, propuso aclarar la letra b), en el sentido de que quien otorgue el mandato para dar acceso a información de la ficha clínica debe ser el titular de la misma.


El Honorable Senador señor Espina recalcó que, en rigor, la letra b) de este inciso es suficiente para que quienes requieran información de la ficha clínica para decidir sobre la procedencia de un beneficio tengan acceso a datos específicos, pues en ese caso el titular podrá autorizarlos mediante poder escrito otorgado ante notario.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, advirtió que los organismos públicos que necesitan esta información para fines estadísticos, de fiscalización o de salud pública ya están autorizados por ley y citó como ejemplo el número 5
 del artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005 y publicado en 2006.


El Honorable Senador señor Rossi destacó que el plazo de 15 años es el mínimo por el cual el prestador debe mantener la ficha clínica en su poder y que si la conserva por más tiempo no por eso cesa su deber de guardar la confidencialidad del instrumento.


En otro orden de cosas, haciéndose eco de un planteamiento del Presidente del Colegio Médico de Chile A.G., anotó que el inciso penúltimo faculta al prestador para hacer uso de la información de la ficha clínica únicamente si es demandado en juicio y para los fines de su defensa. Pero es frecuente que ese médico necesite recurrir a dicha fuente para informar al asegurador que objeta una licencia o para una inter consulta. Por eso propuso eliminarlo.


En vista de los argumentos expuestos, se readecuó la redacción del inciso primero, se complementó la de la letra b) del tercero y se rechazaron la letra d) del inciso tercero y los incisos cuarto, sexto y séptimo del artículo 14. El inciso quinto se consignó como cuarto, con la redacción que se indica en el capítulo de las modificaciones.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.
ARTÍCULO 15 (pasa a ser 14)

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recomendó redactar este artículo de manera de despejar toda duda, en el sentido de que podría afectar el derecho a la vida, si no se distingue con claridad entre muerte digna, prolongación artificial de la vida y eutanasia. Las Comisiones Unidas estimaron que la incorporación del nuevo inciso tercero hecha por la Comisión de Salud sirve a tal propósito.


Cabe puntualizar que el artículo 9° (que pasa a ser 10) al que hace remisión el inciso segundo de este artículo, ya no comprende el derecho de los menores entre catorce y dieciocho años a oponerse a la comunicación de su estado de salud a sus padres o representantes, en vista de las enmiendas introducidas por las Comisiones Unidas en aquel precepto.

ARTÍCULO 17 (se suprime)

La norma aprobada por la Comisión de Salud es la siguiente:

“Artículo 17.- Tratándose de personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, o que carezcan de capacidad para expresar su voluntad por causa de enfermedad, certificada por un médico cirujano, igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, sin perjuicio que la decisión temporal o definitiva, según corresponda, deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal o, en su defecto, por el apoderado designado para fines vinculados a su tratamiento y, en último caso, por la persona a cuyo cuidado se encuentre.

Los mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho expresarán su voluntad personalmente. Sin perjuicio de ello, los padres o representantes legales deberán ser también consultados al respecto. Sin embargo, si el menor se opone a que ellos sean consultados, el profesional tratante podrá acceder a dicha petición si estima que la situación del menor no implica grave riesgo para su salud o su vida. Cuando el profesional tratante tenga dudas acerca de las situaciones anteriormente descritas o si el menor se opone a que dicha opinión sea requerida, corresponderá al comité de ética decidir acerca de la pertinencia de que el médico efectúe la consulta. Asimismo, dicho comité deberá ser consultado, en caso de que exista discrepancia entre la voluntad expresada por el menor y la opinión de sus padres o representantes. Los menores de catorce años de edad también deberán ser consultados, atendiendo sus condiciones de desarrollo psíquico, su competencia cognitiva y su situación personal, sin perjuicio que la decisión definitiva corresponderá a sus padres o representantes legales.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que, tratándose de un menor con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia o que carece de capacidad para expresar su voluntad por causa de enfermedad, es obvio que corresponde consultar a sus padres o representantes legales. En rigor, debió ser planteado como artículo aparte, pero ya se resolvió el fondo de este asunto, en cuanto a no prescindir del parecer de quienes tienen el deber de cuidado y formación de los menores de edad, lo que debe llevar a la eliminación de este inciso, para guardar la debida correspondencia con los acuerdos anteriores.

El Honorable Senador señor Espina propuso suprimir también el inciso primero del artículo 17, porque altera las normas generales sobre representación de incapaces. Además, crea una situación imposible, como es la obligación de informar y pedir opinión, antes de prestarle atención médica, a alguien con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia o que carece de capacidad para expresar su voluntad por causa de enfermedad. Llamó a confiar en el criterio del profesional tratante.


El señor Ministro de Salud se manifestó partidario de eliminar el inciso primero, porque pone en riesgo la salud de las personas.


- Por acuerdo unánime de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (con dos votos) y señores Espina (con dos votos), Larraín, don Hernán, Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos), se suprimió el artículo 17.
ARTÍCULO 18 (pasa a ser 16)

El precepto aprobado por la Comisión de Salud es el siguiente:


“Artículo 18.- La persona que fuere informada que su estado de salud es terminal, tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier tratamiento que tenga como efecto prolongar artificialmente su vida, sin perjuicio de mantener las medidas de soporte ordinario. En ningún caso, el rechazo de tratamiento podrá implicar como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte.


Este derecho de elección no resulta aplicable cuando, como producto de la falta de esta intervención, procedimiento o tratamiento, se ponga en riesgo la salud pública, en los términos establecidos en el Código Sanitario. De esta circunstancia deberá dejarse constancia por el profesional tratante en la ficha clínica de la persona.


Para el correcto ejercicio del derecho establecido en el inciso primero, los profesionales tratantes están obligados a proporcionar información completa y comprensible.


Las personas que se encuentren en este estado tendrán derecho a vivir con dignidad hasta el momento de la muerte. En consecuencia, tienen derecho a los cuidados paliativos que les permitan hacer más soportables los efectos de la enfermedad, a la compañía de sus familiares y personas a cuyo cuidado estén y a recibir, cuando lo requieran, asistencia espiritual.


Tratándose de menores de edad, personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, cuando sea posible, sin perjuicio que la decisión definitiva deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal.


Siempre podrá solicitar el alta voluntaria la misma persona o el apoderado designado de acuerdo al inciso cuarto del artículo siguiente o los parientes señalados en el artículo 42 del Código Civil, en orden preferente y excluyente conforme a dicha enumeración.”.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recomendó precisar los términos en que está redactado este precepto, de manera de no dejar margen para que se afecte el derecho a la vida. A tal efecto, consideró necesario distinguir la muerte digna, la prolongación artificial de la vida y la eutanasia, para lo cual sería de utilidad incorporar una definición del concepto “enfermo terminal”.


El Honorable Senador señor Rossi sostuvo que la Comisión de Salud resolvió el problema incorporando en el primer inciso la frase “sin perjuicio de mantener las medidas de soporte ordinario”, que viene a reforzar la oración siguiente, según la cual en ningún caso el rechazo de un tratamiento podrá implicar como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte.


De conformidad con lo acordado en casos similares anteriores, se suprimió el inciso quinto del artículo 18, sobre obligación de informar, para que adopten una decisión en orden a aceptar o rechazar un tratamiento, a pacientes menores de edad y a personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, cuyo estado de salud sea terminal.


El inciso final fue redactado en otros términos, que ordenan su texto.


- Por acuerdo unánime de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (con dos votos) y señores Espina (con dos votos), Larraín, don Hernán, Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos), se suprimió el inciso quinto del artículo 18.


- El cambio de redacción recién mencionado se aprobó unánimemente, por los mismos señores Senadores ya nombrados.

ARTÍCULO 19 (se suprime)

Este artículo reconoce a las personas el derecho a manifestar anticipadamente su voluntad de no someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento señaló que la redacción hace dudosa esta norma, en lo que respecta al deber constitucional de proteger la vida, y deja una puerta abierta para algún modo de eutanasia. Agregó que el paciente puede negarse a un procedimiento o tratamiento, siempre que con ello no ponga en riesgo su propia vida. Propuso buscar un punto de equilibrio entre este derecho del paciente y la intervención oportuna y eficaz de los agentes de salud, para prevenir las dificultades en materia de responsabilidad médica que estas decisiones pueden provocar, solución que podría inspirarse en el modelo adoptado en materia de donación de órganos. 


El Honorable Senador señor Rossi explicó que un paciente puede abandonar un establecimiento de salud y el tratamiento que se la haya ofrecido o que esté recibiendo, asumiendo la responsabilidad consiguiente. 


No compartió en absoluto la opinión de que un paciente no pueda rechazar cualquier procedimiento o tratamiento poniendo con ello en peligro su vida, porque nadie puede obligarlo a otra conducta. Por ejemplo, un enfermo de cáncer que no desea someterse a las terapias disponibles. Como partidario que es del testamento vital y de la eutanasia, Su Señoría manifestó su firme apoyo a este precepto.


El señor Ministro de Salud informó que los Testigos de Jehová han ganado en la Corte Suprema todos los recursos de protección que han interpuesto para oponerse a la transfusión de sangre, salvo dos excepciones.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán,  manifestó que es difícil establecer una regla general en este caso, porque las situaciones que se dan en la práctica varían según el tipo de enfermedad y la gravedad y duración de la misma, así como de conformidad con los procedimientos y tratamientos recomendados en cada caso. No se ve cómo fijar una línea para resolver la cuestión, porque es eminentemente casuística.


El Honorable Senador señor Rossi señaló que el inciso quinto de este artículo fija dos criterios que limitan la declaración anticipada de voluntad, al señalar que ella no puede contravenir el orden jurídico vigente ni el arte médico y, además, admite la revisión por el comité de ética de los casos dudosos


El Honorable Senador señor Espina se mostró contrario a este artículo, porque la renuncia anticipada a un tratamiento hace posible el suicidio. En el artículo anterior se ha establecido una norma que faculta renunciar al tratamiento que prolongue artificialmente la vida, pero en ese caso no se podrá prescindir de las medidas de soporte ordinario, lo que aleja toda posibilidad de un empleo desviado de la ley para poner fin a la propia vida.


El señor Ministro de Salud relató su experiencia en una investigación sobre personas con enfermedades progresivas con diagnóstico claro; se les consultaba anticipadamente respecto de una decisión de continuar o no con los tratamientos que prolongaran su vida y esa información quedaba depositada hasta el momento de hacerla efectiva; entonces se les consultaba nuevamente y el 80% de quienes habían declarado no aceptar la continuación del tratamiento cambiaba su decisión.


- Las Comisiones Unidas suprimieron el artículo 19 por 8 votos contra 1. Votaron por rechazarlo los Honorables Senadores señora Rincón (con dos votos) y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos), y votó por mantenerlo el Honorable Senador señor Rossi.
Epígrafe & 3. Normas generales aplicables


Las Comisiones Unidas acordaron reemplazarlo por el siguiente: “& 3. De los comités de ética”, denominación que da cuenta cabal del auténtico contenido del párrafo.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 23 (pasa a ser 20)

El texto aprobado por la Comisión de Salud es el siguiente:


“Artículo 23.- El Ministerio de Salud establecerá, mediante reglamento, las normas necesarias para la creación, funcionamiento suficientemente periódico y control de los comités de ética, y los mecanismos que permitirán a los establecimientos acceder a comités de ética de su elección, en caso de que no posean o no estén en condiciones de constituir uno. Además, fijará, a través de instrucciones y resoluciones, las normas técnicas y administrativas necesarias para la estandarización de los procesos y documentos vinculados al ejercicio de los derechos regulados en este párrafo. 


Dichos comités deberán existir al menos en los siguientes establecimientos, siempre que presten atención cerrada: autogestionados en red, experimentales, de alta complejidad y en los institutos de especialidad.”.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento observó que las funciones, facultades y atribuciones a la autoridad sanitaria que esta norma encomendaba al reglamento son propias de la potestad legislativa, por lo que deberían consignarse en el texto del proyecto o en otro. La Comisión de Salud así lo hizo, por lo que el punto se tuvo por resuelto.


El primer inciso de este artículo encomienda al reglamento, entre otras materias, normar, el funcionamiento de los comités de ética, el que deberá ser “suficientemente periódico”. Las Comisiones Unidas consideraron innecesario el término “suficientemente”, por lo que acordaron eliminarlo.


El señor Ministro de Salud informó que ya está listo el reglamento sobre normas técnicas y administrativas necesarias para la estandarización de los procesos y documentos vinculados al ejercicio de los derechos regulados en este párrafo, sobre los comités de ética a que alude la última oración del inciso primero, lo cual motivó su supresión.


La Honorable Senadora señora Rincón pidió perfeccionar la redacción de estas disposiciones, para no dejar lugar a que los establecimientos de salud de menor tamaño o complejidad carezcan de un comité de ética.


El señor Ministro de Salud hizo presente que el primer inciso dispone que esos establecimientos deberán indicar a cuál comité se adscriben y que el inciso tercero determina cuáles entidades necesariamente deberán contar con uno propio. En conclusión, todo establecimiento de salud tendrá un comité de ética.


Las Comisiones Unidas dieron una nueva redacción a los incisos primero y final, tal como se indica en el capítulo de las modificaciones.


- Estos acuerdos concitaron la aprobación unánime de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (con dos votos) y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos).
ARTÍCULO 24 (pasa a ser 21)

El artículo que aprobó la Comisión de Salud es el siguiente:


“Artículo 24.- Toda persona deberá ser informada y tendrá derecho a elegir su incorporación en cualquier tipo de protocolo de investigación científica biomédica, en los términos de la ley N° 20.120. Su expresión de voluntad deberá ser previa, expresa, libre, informada, personal y constar por escrito. En ningún caso esta decisión podrá significar menoscabo en su atención ni menos sanción alguna.


En el caso de los menores de edad, se estará a lo dispuesto en los artículos 9° y 17.”.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento consideró que esta norma, y la que viene a continuación, deben complementarse, de modo que las personas que sean objeto de experimentos científicos deben ser debidamente informadas acerca de los riesgos que el nuevo procedimiento o medicamento que se va a ensayar en ellas involucran para su vida y su integridad física y síquica, de la vida del que está por nacer –en el caso de las mujeres embarazadas– y del riesgo de contagiar a terceros.


La Comisión de Salud agregó en ambos preceptos una frase que salva el reparo, haciendo remisión a la ley N° 20.120, sobre investigación científica en el ser humano, su genoma y que prohíbe la clonación humana. En efecto, el artículo 11 de ese cuerpo legal trata del consentimiento informado para los efectos de participar en una investigación científica en un ser humano y su inciso segundo preceptúa que, para los efectos de esa ley, existe consentimiento informado cuando la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y los procedimientos o tratamientos alternativos. Para ello deberá habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre tal investigación. Asimismo, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene la persona de no autorizar la investigación y de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno. 


En otro orden de cosas, las Comisiones Unidas enmendaron la redacción del inciso primero, en el sentido de aclarar que los derechos de las personas que allí se consagran se vinculan con su participación en una investigación científica y no en un “protocolo” de investigación científica.


Finalmente, se eliminó el inciso segundo, en aplicación del criterio previamente acordado respecto del reconocimiento de derechos especiales a los menores de entre catorce y dieciocho años de edad.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (con dos votos) y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos).
ARTÍCULO 25 (pasa a ser 22)

Este artículo se modificó, como todos los que mencionan un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, para dejar en claro que los reglamentos los dicta el Presidente de la República, en quien radica la potestad reglamentaria, que se ejerce a través de los ministerios.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 26 (suprimido)

La Comisión de Salud, en el nuevo segundo informe, aprobó el siguiente texto:


“Artículo 26.- En aquellas situaciones en que las personas con discapacidad psíquica o intelectual no pudieren comprender adecuadamente la información entregada, tanto en los aspectos médicos como administrativos, los prestadores deberán guardar especial cuidado en brindarles un trato digno y en respetar la autonomía y confidencialidad de su atención de salud.


Las personas con discapacidad psíquica o intelectual, que se encuentren en condiciones de manifestar su voluntad en las atenciones de salud, tendrán derecho a designar un apoderado para que se relacione con el equipo de salud tratante y el establecimiento que las acoja y para que las acompañe y asista en todo el proceso de atención de su salud, siendo éste el apoderado o representante legal para todos los efectos indicados en esta ley. Corresponderá al médico tratante resolver acerca de si la persona se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad.


En ningún caso podrán efectuarse, aun cuando el profesional de salud lo autorice, fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, si la persona con discapacidad psíquica o intelectual no está en condiciones de dar la autorización que el artículo 5º exige.”.

 
Las Comisiones Unidas, teniendo presente las disposiciones del artículo 5° y 13 y de los Párrafos 6°, 7° y 8° del Título II, todos del texto del proyecto que se propone más adelante en este informe, estimaron que este artículo es redundante, por lo que resolvieron eliminarlo.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón (con dos votos) y señores Chahuán, Espina, Larraín, Rossi, Uriarte y Walker, don Patricio (con dos votos).

Artículo 28 (pasa a ser 24)

El precepto aprobado por la Comisión de Salud en el Nuevo Segundo Informe se hace cargo del reparo levantado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en el sentido de que la circunstancia de que se reúnan en una misma autoridad, la sanitaria, las atribuciones para ordenar una hospitalización involuntaria y para revisar la legalidad de esa orden no garantiza un procedimiento administrativo racional y justo. Por ello la Comisión técnica mantuvo únicamente la de autorizar el ingreso en instituciones de salud mental de todas las hospitalizaciones involuntarias que excedan de setenta y dos horas y se excluyó la de revisar la legalidad e idoneidad.


Las Comisiones Unidas refrendaron lo obrado por la de Salud en el Nuevo Segundo Informe.

ARTÍCULO 29 (pasa a ser 25)

El inciso final de esta norma permite que las Comisiones Regionales de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental tengan acceso al contenido de la ficha clínica, en los mismos términos y bajo las mismas normas aplicables según lo establecido en la letra d) del artículo 14 de esta ley. Como esa letra se suprimió del texto, el inciso final del artículo 29 corrió igual suerte, a fin de mantener la coherencia interna del articulado del proyecto.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 42 (pasa a ser 38)

La Comisión de Salud aprobó el siguiente texto en su Nuevo Segundo Informe:

“Artículo 42.- Corresponderá a los prestadores públicos y privados dar cumplimiento a los derechos que esta ley consagra a todas las personas. En el caso de los prestadores institucionales públicos, deberán, además, adoptar las medidas que sean necesarias para hacer efectiva la responsabilidad administrativa de los funcionarios, mediante los procedimientos administrativos o procesos de calificación correspondientes.

La Superintendencia de Salud, a través de su Intendencia de Prestadores, controlará el cumplimiento de esta ley en los prestadores de salud públicos y privados, recomendando la adopción de medidas necesarias para corregir las irregularidades que se detecten.

En el caso que ellas no sean corregidas dentro de los plazos fijados para este efecto por el Intendente de Prestadores, éste ordenará dejar constancia de ello al prestador en un lugar visible para conocimiento público, dentro del establecimiento de que se trate. 

Si transcurrido el plazo que fijare el Intendente de Prestadores para la solución de las irregularidades, el que no excederá de dos meses, y el prestador no cumpliere la orden, éste será sancionado de acuerdo con las normas establecidas en los Títulos IV y V del Capítulo VII, del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud. 

El prestador podrá interponer, en contra de las sanciones aplicadas, dentro del plazo de cinco días hábiles, y sin perjuicio de poder optar por recurrir a la justicia ordinaria, un recurso de reposición ante el Intendente de Prestadores. En forma subsidiaria, podrá interponerse el recurso jerárquico. 

Cuando no se haya deducido reposición, el recurso jerárquico se podrá interponer para ante el Superintendente de Salud, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación. En este caso, el Superintendente deberá oír previamente al Intendente, el que podrá formular sus descargos por cualquier medio, escrito o electrónico.

Tanto el Intendente de Prestadores como el Superintendente, tendrán un plazo no superior a treinta días hábiles para resolver los recursos a que se refieren los incisos precedentes.”.


El cuarto inciso faculta al Intendente de Prestadores para sancionar al prestador que no adopte las medidas necesarias para corregir las irregularidades que detecte. Los Títulos citados del decreto con fuerza de ley N° 1 del Ministerio de Salud comprenden los artículos 121 a 128. El artículo 123 indica los correctivos que dicha autoridad puede imponer: amonestación, multa, cancelación de la inscripción en el registro pertinente, tratándose de entidades acreditadoras, y otras que autoricen las leyes. El número 4 del inciso tercero del artículo 127 dispone que en contra de lo resuelto por el Intendente procederán los recursos contemplados en la ley.


En consecuencia, las Comisiones Unidas juzgaron inconvenientes los tres últimos incisos del artículo 42 –que pasa a ser 38– porque crean una normativa especial para los recursos contra la resolución del Intendente de Prestadores que se aparta de las reglas sobre procedimiento administrativo de la ley N° 19.880, y los reemplazaron por un texto que remite derechamente a la parte pertinente de este último cuerpo legal.


Por otra parte, corrigieron la referencia al mencionado decreto con fuerza de ley N° 1, pues su fecha es 2005 y fue publicado en el año siguiente.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.

Artículo 44


Este precepto considera como un derecho de las personas, en cuanto a su atención de salud, que la autopsia de un integrante de la familia, que sea necesaria de acuerdo con disposiciones judiciales, sea realizada por los organismos pertinentes en un plazo no mayor a veinticuatro horas, salvo expresa disposición del fiscal en sentido diverso.


Las Comisiones Unidas estimaron que esta norma es enteramente ajena a la materia que constituye el objetivo fundamental de la iniciativa informe.


En efecto, no parece razonable que la realización de la autopsia de un pariente sea un derecho que las personas tienen respecto de la atención que se les brinde con ocasión de acciones tendientes a promover, proteger y recuperar su salud y a su rehabilitación.


Resulta impracticable pretender que todas esas autopsias sean efectuadas en un lapso de veinticuatro horas, atendido el marco de recursos humanos y presupuestarios y la cobertura territorial en que se desarrolla la labor del Servicio Médico Legal. Por otra parte, no se señala el momento inicial del cómputo del plazo en comento, lo que daría lugar a toda clase de interpretaciones y conflictos.


- Por las razones consignadas, las Comisiones Unidas acordaron suprimirlo, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.
- - - - - - - -


Otros artículos del proyecto sólo fueron objeto de diversas correcciones formales, para aclarar su redacción o para adecuar las remisiones a otros preceptos del mismo. Esas enmiendas se especifican en el capítulo de las modificaciones.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Patricio.

- - - - - - - -

MODIFICACIONES


Los acuerdos de las Comisiones Unidas que se proponen a continuación fueron adoptados por unanimidad, salvo las siguientes excepciones: la eliminación del artículo 11 y la constancia asociada se aprobaron por 5 votos y 2 abstenciones y la eliminación del artículo 19 fue acordada por 8 votos contra 1. 


En virtud de los acuerdos relacionados precedentemente, las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Salud proponen al Senado las modificaciones al proyecto de ley que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud que se consignan a continuación:

Artículo 1°


- En el inciso primero, reemplazar la preposición “en”, que figura antes del sustantivo “salud”, por la preposición “de”.


- Suprimir la conjunción “ya”, en el inciso segundo.

- Agregar al final del mismo inciso, en punto seguido, la siguiente oración: “Asimismo, y en lo que corresponda, se aplicarán a los demás profesionales y trabajadores que, por cualquier causa, deban atender público o se vinculen con el otorgamiento de las atenciones de salud.”.

Artículo 2°


- En el inciso primero, eliminar la frase final “de acuerdo a las condiciones previstas en éstas” y la coma que la precede, y redactarlo como sigue:

“Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho, cualquiera que sea el prestador que ejecute las acciones de promoción, protección y recuperación de su salud y de su rehabilitación, a que ellas sean dadas oportunamente y sin discriminación arbitraria, en las formas y condiciones que determinan la Constitución y las leyes.”.


- En el inciso segundo, insertar el vocablo “igual”, antes de la palabra “calidad”.

Artículo 3°


- Sustituir en el inciso primero la expresión “los prestadores institucionales y los prestadores individuales”, por las palabras “institucionales e individuales”.


- Redactar los incisos segundo, tercero y cuarto, en los siguientes términos:

“Prestadores institucionales son aquellos que organizan en establecimientos asistenciales medios personales, materiales e inmateriales destinados al otorgamiento de prestaciones de salud, dotados de una individualidad determinada y ordenados bajo una dirección, cualquiera sea su naturaleza y nivel de complejidad. Corresponde a sus órganos la misión de velar por que en los establecimientos indicados se respeten los contenidos de esta ley. 

Prestadores individuales son las personas naturales que, de manera independiente, dependiente de un prestador institucional o a través de un convenio con éste, otorgan directamente prestaciones de salud a las personas o colaboran directa o indirectamente en la ejecución de éstas. Se consideran prestadores individuales los profesionales de la salud a que se refiere el Libro Quinto del Código Sanitario. 

Para el otorgamiento de prestaciones de salud todo prestador deberá haber cumplido las disposiciones legales y reglamentarias relativas a los procesos de certificación y acreditación, cuando correspondan.”.

Título II

Párrafo 1°


- En el epígrafe, iniciar con minúscula las palabras “Seguridad”, Atención” y “Salud”.

Artículo 4°


- Intercalar en el inciso primero, entre las expresiones “vigentes en el país” y “en materia de seguridad”, las palabras “y con los protocolos establecidos”, entre comas.


- Sustituir en el inciso segundo la conjunción disyuntiva “o”, escrita entre los vocablos “normas” y “protocolos”, por la copulativa “y”.


- En el mismo inciso, reemplazar la frase “la que además deberá ser permanentemente revisada y actualizada”, por “y deberán ser permanentemente revisados y actualizados”.

Artículo 5°


- En la letra a) del inciso segundo, sustituir las palabras “y comprensible” por los términos “e inteligible”.


- En la letra c) del mismo inciso, reemplazar la frase “Resguardar el respeto y protección a” por la expresión “Respetar y proteger”, y agregar antes del punto aparte lo siguiente: “o de su representante legal”.


- Insertar en el inciso final, luego de la expresión “Un reglamento”, las palabras “expedido a través”.

Artículo 6°


- Redactar el inciso segundo en los siguientes términos:


“Asimismo, toda persona que lo solicite tiene derecho a recibir, oportunamente y en conformidad a la ley, consejería y asistencia religiosa o espiritual.”.


- Conformar con el inciso tercero un artículo 7°, nuevo, enmendado correlativamente la numeración de los dos preceptos que siguen.

Artículo 7°


- Pasa a ser artículo 8°, con las siguientes enmiendas:


- En la letra b) del inciso primero, sustituir la palabra “requerida” por la frase “requeridas para su atención”.


- Redactar la letra c) de dicho inciso como se indica enseguida:

“c) Las condiciones y obligaciones contempladas en sus reglamentos internos que las personas deberán cumplir mientras se encuentren al interior de los establecimientos asistenciales.”.


- En el inciso segundo, reemplazar la preposición “en”, que figura entre los términos “atención” y “salud”, por la preposición “de”.

Artículo 8°


- Pasa a ser artículo 9°, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero, eliminar la coma que sigue a la palabra “atiendan”, y sustituir los términos “quién, para su caso, autoriza y efectúa”, por “quien autoriza y efectúa sus”.

Artículo 9°


- Pasa a ser artículo 10, con las siguientes enmiendas:


- Eliminar los incisos segundo y tercero.


- En el inciso cuarto, que pasa a ser segundo, reemplazar las expresiones “inciso primero” y “los incisos precedentes”, por “inciso anterior” y “el inciso precedente”, respectivamente.

Artículo 10


- Rechazarlo.

Artículo 11


- Rechazarlo.

Artículo 12


- Pasa a ser artículo 11, con las siguientes enmiendas:


- En el encabezado del inciso primero, suprimir el artículo “el” que antecede al vocablo “derecho”.


- En la letra d) del mismo inciso, reemplazar la expresión inicial “Un listado” por “Una lista”, y el término “los”, que figura antes de la palabra “prescritos”, por la expresión “de aquellos”.


- Redactar los incisos segundo, tercero y cuarto en los siguientes términos:


“El prestador deberá entregar por escrito la información sobre los aranceles y procedimientos de cobro de las prestaciones de salud que le fueron aplicadas, incluyendo pormenorizadamente, cuando corresponda, los insumos, medicamentos, exámenes, derechos de pabellón, días-cama y honorarios de quienes le atendieron, antes del pago, si éste correspondiere.

Toda persona podrá solicitar, en cualquier momento de su tratamiento, un informe que señale la duración de éste, el diagnóstico y los procedimientos aplicados.

Asimismo, toda persona tendrá derecho a que se le extienda un certificado que acredite su estado de salud y licencia médica si corresponde, cuando su exigencia se establezca por una disposición legal o reglamentaria, o cuando lo solicite para fines particulares. El referido certificado será emitido, de preferencia, por el profesional que trató al paciente que lo solicita.”.

Artículo 13


- Pasa a ser artículo 12, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero, sustituir las expresiones “información relativa” y “de la información”, por “antecedentes relativos” y “de los datos”, respectivamente.

Artículo 14


- Pasa a ser artículo 13, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar los dos primeros incisos, por los que se indican a continuación:

“Artículo 13.- La ficha clínica permanecerá por un período de al menos quince años en poder del prestador, quien será responsable de la reserva de su contenido. Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá la forma y las condiciones bajo las cuales los prestadores almacenarán las fichas, así como las normas necesarias para su administración, adecuada protección y eliminación.

Los terceros que no estén directamente relacionados con la atención de salud de la persona no tendrán acceso a la información contenida en la respectiva ficha clínica. Ello incluye al personal de salud y administrativo del mismo prestador, no vinculado a la atención de la persona.”.


- En el encabezado del inciso tercero sustituir la forma verbal “deberá ser” por “será”.


- Agregar al final de la letra a), precedida por una coma, la siguiente frase: “a su representante legal o, en caso de fallecimiento del titular, a sus herederos”.


- Reemplazar la letra b) por la siguiente:

“b) A un tercero debidamente autorizado por el titular, mediante poder simple otorgado ante notario.”.

- Sustituir la letra c) por las dos que se consignan a continuación:

“c) A los tribunales de justicia, siempre que la información contenida en la ficha clínica se relacione con quien tenga el carácter de parte o imputado en las causas que estuvieren conociendo.

d) A los fiscales del Ministerio Público y a los abogados defensores, previa autorización del juez competente, cuando la información se vincule directamente con las investigaciones o defensas que tengan a su cargo.”.

- Eliminar la letra d).


- Rechazar el inciso cuarto.


- Reemplazar el inciso quinto, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:

“Las instituciones y personas indicadas precedentemente adoptarán las providencias necesarias para asegurar la reserva de la identidad del titular las fichas clínicas a las que accedan, de los datos médicos, genéticos u otros de carácter sensible contenidos en ellas y para que toda esta información sea utilizada exclusivamente para los fines para los cuales fue requerida.”.


- Suprimir los incisos sexto y séptimo.

Artículo 15


- Pasa a ser artículo 14, con las siguientes enmiendas:


- Sustituir la remisión a los artículos “18” y “9°”, que figuran en los incisos primero y segundo, por otras a los artículos “16” y “10” , respectivamente.


- Eliminar la coma que figura a continuación de la palabra “eutanásicas”, en el inciso tercero.


- En el inciso cuarto, agregar los artículos “la” y “el”, antes de los vocablos “aceptación” y “rechazo”, respectivamente, y reemplazar la remisión al artículo “9°” por otra al artículo “10”.

Artículo 16


- Pasa a ser artículo 15, con las siguientes enmiendas:


- En la letra a), reemplazar la locución “En caso que” por “En el caso de que”, y sustituir la referencia al artículo “15” y la coma que le sigue, por la palabra “anterior”.


- En la letra b), reemplazar la palabra “ésta” por la expresión “el paciente”, e intercalar las palabras “de su” antes del nombre “apoderado”.


En la letra c), sustituir la forma verbal “deberán adoptar” por “adoptarán”.

Artículo 17


- Rechazarlo.

Artículo 18


- Pasa a ser artículo 16, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero, intercalar la preposición “de” a continuación de la palabra “informada”.


- Suprimir el inciso quinto.


- Redactar el inciso sexto, que pasa a ser quinto, de la siguiente manera:

“Siempre podrá solicitar el alta voluntaria la misma persona, el apoderado que ella haya designado o los parientes señalados en el artículo 42 del Código Civil, en orden preferente y excluyente conforme a dicha enunciación.”.

Artículo 19


- Rechazarlo.

Epígrafe & 3. Normas generales aplicables


- Reemplazarlo por el siguiente:

“& 3. De los comités de ética”

Artículo 20


- Pasa a ser artículo 17, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero, sustituir la expresión inicial “En caso que” por “En el caso de que” y la referencia al artículo “23” por otra, al artículo “20”.


- En el inciso tercero, insertar las palabras “del comité” a continuación del vocablo “pronunciamiento” y reemplazar la expresión “En caso que” por “En el caso de que”.

Artículo 21


- Pasa a ser artículo 18, sustituyéndose la expresión inicial “En caso que” por “En el caso de que”.

Artículo 22


- Pasa a ser artículo 19, sin modificaciones.

Artículo 23


- Pasa a ser artículo 20, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 20.- Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud se establecerán las normas necesarias para la creación, funcionamiento periódico y control de los comités de ética, y los mecanismos que permitirán a los establecimientos acceder a comités de ética de su elección, en caso de que no posean o no estén en condiciones de constituir uno. Además, se fijarán mediante instrucciones y resoluciones las normas técnicas y administrativas necesarias para la estandarización de los procesos y documentos vinculados al ejercicio de los derechos regulados en este párrafo.”.

- Redactar el inciso segundo como sigue:

“Dichos comités deberán existir al menos en los siguientes establecimientos, siempre que presten atención cerrada: autogestionados en red, experimentales, de alta complejidad e institutos de especialidad.”.

Párrafo 7°


- Sustituir su título por el siguiente:

“De la protección de la autonomía de las personas que participan en una investigación científica”

Artículo 24


- Pasa a ser artículo 21, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero, suprimir las palabras “de protocolo”, escritas antes de la expresión “de investigación científica biomédica”.


- Eliminar el inciso segundo.

Artículo 25


- Pasa a ser artículo 22, con la siguiente modificación:


- Reemplazar la oración inicial “Corresponderá al Ministerio de Salud, en los términos de la ley N° 20.120, establecer, mediante reglamento”, así como la coma que le sigue, por esta otra: “Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud, en los términos de la ley N° 20.120, se establecerán”.

Artículo 26


- Rechazarlo.

Artículo 27


- Pasa a ser artículo 23, sustituido por el que se indica a continuación:

“Artículo 23.- La reserva de la información que el profesional tratante debe mantener frente al paciente o la restricción al acceso por parte del titular a los contenidos de su ficha clínica, en razón de los efectos negativos que esa información pudiera tener en su estado mental, obliga al profesional a informar al representante legal del paciente o a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre, las razones médicas que justifican tal reserva o restricción.”.

Artículo 28


- Pasa a ser artículo 24, reemplazándose la referencia a “los artículos 16 y 17”, por esta otra: “el artículo 15”.

Artículo 29


- Pasa a ser artículo 25, con las siguientes enmiendas:


- En la letra e) del inciso primero, sustituir las frases “esto último posible” y “a él más vinculada”, por “posible esto último” y “más vinculada a él”, respectivamente, y escribir una coma antes y después de la frase “en ausencia de ambos”.


- En el inciso segundo, eliminar la coma escrita después del término “Mental” y reemplazar la referencia al artículo “33” por otra, al artículo “29”, seguida de una coma.


- Suprimir el inciso final.

Artículo 30


- Pasa a ser artículo 26, con las siguientes enmiendas:


- Redactar el inciso cuarto como se expresa enseguida:

“Se podrá reclamar a la Comisión Regional que corresponda la revisión de las medidas de aislamiento y contención o aquellas que restrinjan temporalmente la comunicación o contacto con las visitas.”.


- En el inciso final, sustituir la oración inicial “Mediante reglamento, el Ministerio de Salud establecerá”, por “Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud se establecerán”.

Artículo 31


- Pasa a ser artículo 27, con la sola modificación consistente en reemplazar, en el literal c), la forma verbal “fuere” por “sea”.

Artículo 32


- Pasa a ser artículo 28, con las siguientes enmiendas:


- Redactar el inciso primero como sigue:

“Artículo 28.- Ninguna persona con discapacidad psíquica o intelectual que no pueda expresar su voluntad podrá participar en una investigación científica.”.

- En el inciso segundo, sustituir la palabra “como” que antecede a la expresión “la manifestación”, por los términos “además de”.


En el inciso tercero, iniciar con mayúscula las palabras “comisión regional”, reemplazar la referencia al artículo “33” por otra, al artículo “siguiente” y sustituir la expresión “esta efectúe revisión de” por “ésta revise”.

Artículo 33


- Pasa a ser artículo 29, con las siguientes enmiendas:


- En el encabezado del inciso primero, iniciar con mayúscula las palabras “personas” y “enfermedades mentales” y con minúscula la palabra “Región”, y eliminar la conjunción “ya” escrita antes de la expresión “sea en las modalidades”.


- En la letra a) del mismo inciso, insertar los términos “sean o” antes de los vocablos “puedan ser”.


- En la letra b), reemplazar la preposición “para”, la primera vez que aparece, por la expresión “con el fin de”.


- En la letra c), iniciar con mayúscula las palabras “comisiones regionales”.


- En la letra d), insertar la expresión “de la Comisión”, a continuación de la palabra “coordinación”, e iniciar con minúscula las palabras “derechos humanos”.


- En la letra e), sustituir la frase inicial “Efectuar revisión de reclamos sobre”, por “Revisar los reclamos contra”.


- En la letra g), reemplazar la frase inicial “Efectuar revisión de hechos inusuales”, por “Revisar hechos”.


- En el segundo inciso, literal a), sustituir la expresión “supervisión de” por la palabra “supervisar”.


- Redactar la letra b) en los siguientes términos:

“b) Revisar las actuaciones de los prestadores públicos y privados en relación a las hospitalizaciones involuntarias y a las medidas o tratamientos que priven a la persona de desplazamiento o restrinjan temporalmente su contacto con otras personas, y controlar dichas actuaciones, medidas y tratamientos periódicamente;”.


- En la letra c), sustituir la expresión “Efectuar revisión de” por la palabra “Revisar”.


- En la letra a) del inciso tercero, sustituir por un punto y coma el punto final.


- En la letra e) del miso inciso, reemplazar el punto y coma por una coma, seguida de la conjunción “y”.


- En el inciso quinto, sustituir la forma verbal “deberá procurar” por “procurará, y la preposición “en” que sigue a los términos “realidad local”, por la preposición “de”.


- En el inciso sexto, reemplazar el artículo determinado “El”, escrito al inicio, por el indeterminado “Un”.


- Agregar al final del último inciso, luego de la expresión “Constitución Política”, las palabras “de la República”.

Artículo 34


- Pasa a ser artículo 30, con las siguientes enmiendas:


- Sustituir los tres primeros incisos, por los dos que siguen:

“Artículo 30.- Sin perjuicio de los mecanismos e instancias de participación creados por ley, por reglamento o por resolución, toda persona tiene derecho a efectuar las consultas y los reclamos que estime pertinentes, respecto de la atención de salud recibida. Asimismo, los usuarios podrán manifestar por escrito sus sugerencias y opiniones respecto de dicha atención.

A través del Ministerio de Salud, con consulta a las instancias de participación creadas por ley, se reglamentarán los procedimientos para que los usuarios ejerzan estos derechos, y el plazo y la forma en que los prestadores deberán responder o resolver, según el caso.”.


- En el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, eliminar la frase inicial “Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Salud,”; intercalar el vocablo “se” antes de la expresión “deberá asegurar”; reemplazar la forma verbal “deberán ser”, que figura después de la expresión “prestadores institucionales,”, por “serán”, y sustituir la forma verbal “deberán dar”, que figura después de la expresión “prestadores individuales”, por “darán”

Artículo 35


- Pasa a ser artículo 31, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero, reemplazar la oración “deberán mantener una base de datos actualizada y otro tipo de registros, de libre acceso para quien la solicite”, por “mantendrán una base de datos actualizada y otros registros de libre acceso”.


- En el inciso tercero, suprimir la expresión “de todo tipo”, que figura después de la palabra “gastos”.

Artículo 36


- Pasa a ser artículo 32, con la sola modificación consistente en sustituir la expresión “en caso que”, por “en el caso de que”.

TÍTULO III


- En el epígrafe, sustituir las palabras “EN SALUD” por “EN SU ATENCIÓN DE SALUD”.

Artículo 37


- Pasa a ser artículo 33, con las siguientes enmiendas:


- Redactar el inciso primero en la forma que se indica a continuación:

“Artículo 33.- Para el debido respeto de la normativa vigente en materia de salud, la autoridad competente implementará las medidas que aseguren una amplia difusión de ella.”.


- En el inciso segundo, reemplazar las formas verbales “solicitan o reciben” por “soliciten o reciban”, y la palabra “asumen” por “tendrán”.

Artículo 38


- Pasa a ser artículo 34, con la sola modificación de escribir en singular la palabra “reclamos”, del inciso segundo.

Artículo 39


- Pasa a ser artículo 35, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero, sustituir la oración “haciéndose responsables, según corresponda, de acuerdo a la ley”, por “respondiendo de los perjuicios según las reglas generales”.


- Redactar el inciso tercero de la siguiente forma:

“El trato irrespetuoso o los actos de violencia verbal o física en contra de los integrantes del equipo de salud, de las demás personas atendidas o de otras personas, dará derecho a la autoridad del establecimiento para requerir, cuando la situación lo amerite, la presencia de la fuerza pública para restringir el acceso al establecimiento de quienes afecten el normal desenvolvimiento de las actividades en él desarrolladas, sin perjuicio del derecho a perseguir las responsabilidades civiles o penales que correspondan. También podrá ordenar el alta disciplinaria del paciente que incurra en maltrato o en actos de violencia, siempre que ello no ponga en riesgo su vida o su salud.”.

Artículo 40


- Pasa a ser artículo 36, con la única modificación consistente en reemplazar la expresión “conozca o le”, por “conozcan o les”.

Artículo 41


- Pasa a ser artículo 37, con las siguientes enmiendas:


- Sustituir, en el inciso primero, la frase “tiene derecho a”, por la forma verbal “podrá”, e intercalar la preposición “con”, antes de la expresión “un sistema de registro”.


- En el inciso tercero, reemplazar el artículo determinado “El”, escrito al inicio, por el indeterminado “Un”, y eliminar la coma que figura a continuación de la expresión “los reclamos”, la segunda vez que ésta aparece.


- En el inciso cuarto, reemplazar la frase “en que está establecido en”, por la preposición “de”.

Artículo 42


- Pasa a ser artículo 38, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso segundo, sustituir la preposición “en”, escrita antes de la expresión “los prestadores”, por la preposición “por”.


- En el inciso tercero, reemplazar la frase inicial “En el caso que” por “En el caso de que”.


- En el inciso cuarto, suprimir la conjunción “y” escrita antes de los términos “el prestador” y la palabra “éste” que figura antes de las palabras “será sancionado”. Además, intercalar la frase “2005 y publicado en”, entre los términos “de” y “2006”.


- Sustituir los incisos quinto, sexto y séptimo, por el que se consigna enseguida:

“En contra de las sanciones aplicadas el prestador podrá interponer los recursos de reposición y jerárquico, en los términos del Párrafo 2° del Capítulo IV de la ley N° 19.880.”.

Artículo 43


- Pasa a ser artículo 39, sin modificaciones.

Artículo 44


- Rechazarlo.

Artículo transitorio


- Reemplazar el por el siguiente:

“Los reglamentos complementarios de la presente ley se dictarán dentro del mes siguiente a la entrada en vigencia de ella.”.

- - - - - - - -


También proponen las Comisiones Unidas aprobar las constancias estampadas en las páginas 14 y 19 de este informe.

- - - - - - - - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY QUE PROPONEN LAS COMISIONES UNIDAS

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto regular los derechos y deberes que las personas tienen en relación con acciones vinculadas a su atención de salud.

Sus disposiciones se aplicarán a cualquier tipo de prestador de acciones de salud, sea público o privado. Asimismo, y en lo que corresponda, se aplicarán a los demás profesionales y trabajadores que, por cualquier causa, deban atender público o se vinculen con el otorgamiento de las atenciones de salud.
Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho, cualquiera que sea el prestador que ejecute las acciones de promoción, protección y recuperación de su salud y de su rehabilitación, a que ellas sean dadas oportunamente y sin discriminación arbitraria, en las formas y condiciones que determinan la Constitución y las leyes.

La atención que se proporcione a las personas con discapacidad física o mental y a aquellas que se encuentren privadas de libertad, deberá regirse por las normas que dicte el Ministerio de Salud, para asegurar que aquélla sea oportuna y de igual calidad.



Artículo 3°.- Se entiende por prestador de salud, en adelante el prestador, toda persona, natural o jurídica, pública o privada, cuya actividad sea el otorgamiento de atenciones de salud. Los prestadores son de dos categorías: institucionales e individuales.

Prestadores institucionales son aquellos que organizan en establecimientos asistenciales medios personales, materiales e inmateriales destinados al otorgamiento de prestaciones de salud, dotados de una individualidad determinada y ordenados bajo una dirección, cualquiera sea su naturaleza y nivel de complejidad. Corresponde a sus órganos la misión de velar por que en los establecimientos indicados se respeten los contenidos de esta ley. 

Prestadores individuales son las personas naturales que, de manera independiente, dependiente de un prestador institucional o a través de un convenio con éste, otorgan directamente prestaciones de salud a las personas o colaboran directa o indirectamente en la ejecución de éstas. Se consideran prestadores individuales los profesionales de la salud a que se refiere el Libro Quinto del Código Sanitario. 

Para el otorgamiento de prestaciones de salud todo prestador deberá haber cumplido las disposiciones legales y reglamentarias relativas a los procesos de certificación y acreditación, cuando correspondan.

TÍTULO II

DERECHOS DE LAS PERSONAS EN SU ATENCIÓN DE SALUD

Párrafo 1°

De la seguridad en la atención de salud


Artículo 4°.- Toda persona tiene derecho a que, en el marco de la atención de salud que se le brinda, los miembros del equipo de salud y los prestadores institucionales cumplan las normas vigentes en el país, y con los protocolos establecidos, en materia de seguridad del paciente y calidad de la atención de salud, referentes a materias tales como infecciones intrahospitalarias, identificación y accidentabilidad de los pacientes, errores en la atención de salud y, en general, todos aquellos eventos adversos evitables según las prácticas comúnmente aceptadas. Adicionalmente, toda persona o quien la represente tiene derecho a ser informada acerca de la ocurrencia de un evento adverso, independientemente de la magnitud de los daños que aquél haya ocasionado.


Las normas y protocolos a que se refiere el inciso primero serán aprobados por resolución del Ministro de Salud, publicada en el Diario Oficial, y deberán ser permanentemente revisados y actualizados de acuerdo a la evidencia científica disponible.

Párrafo 2°

Del derecho a un trato digno

Artículo 5°.- En su atención de salud, las personas tienen derecho a recibir un trato digno y respetuoso en todo momento y en cualquier circunstancia.

En consecuencia, los prestadores deberán:

a) Velar porque se utilice un lenguaje adecuado e inteligible durante la atención; cuidar que las personas que adolezcan de alguna discapacidad, no tengan dominio del idioma castellano o sólo lo tengan en forma parcial, puedan recibir la información necesaria y comprensible, por intermedio de un funcionario del establecimiento, si existiere, o con apoyo de un tercero que sea designado por la persona atendida.

b) Velar porque se adopten actitudes que se ajusten a las normas de cortesía y amabilidad generalmente aceptadas, y porque las personas atendidas sean tratadas y llamadas por su nombre.

c) Respetar y proteger la vida privada y la honra de la persona durante su atención de salud. En especial, se deberá asegurar estos derechos en relación con la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones, cualquiera que sea su fin o uso. En todo caso, para la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones para usos o fines periodísticos o publicitarios se requerirá autorización escrita del paciente o de su representante legal.

La atención otorgada por alumnos en establecimientos de carácter docente asistencial, como también en las entidades que han suscrito acuerdos de colaboración con universidades o institutos reconocidos, deberá contar con la supervisión de un médico u otro profesional de la salud que trabaje en dicho establecimiento y que corresponda según el tipo de prestación.

Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el literal c) y en el inciso precedente.

Párrafo 3°

Del derecho a tener compañía y asistencia espiritual

Artículo 6°.- Toda persona tiene derecho a que los prestadores le faciliten la compañía de familiares y amigos cercanos durante su hospitalización y con ocasión de prestaciones ambulatorias, de acuerdo con la reglamentación interna de cada establecimiento, la que en ningún caso podrá restringir este derecho de la persona más allá de lo que requiera su beneficio clínico.

Asimismo, toda persona que lo solicite tiene derecho a recibir, oportunamente y en conformidad a la ley, consejería y asistencia religiosa o espiritual.

Artículo 7°.- En aquellos territorios con alta concentración de población indígena, los prestadores institucionales públicos deberán asegurar el derecho de las personas pertenecientes a los pueblos originarios a recibir una atención de salud con pertinencia cultural, lo cual se expresará en la aplicación de un modelo de salud intercultural validado ante las comunidades indígenas, el cual deberá contener, a lo menos, el reconocimiento, protección y fortalecimiento de los conocimientos y las prácticas de los sistemas de sanación de los pueblos originarios; la existencia de facilitadores interculturales y señalización en idioma español y del pueblo originario que corresponda al territorio, y el derecho a recibir asistencia religiosa propia de su cultura.
Párrafo 4°

Del derecho de información

Artículo 8°.- Toda persona tiene derecho a que el prestador institucional le proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito, respecto de los siguientes elementos:

a) Las atenciones de salud o tipos de acciones de salud que el prestador respectivo ofrece o tiene disponibles y los mecanismos a través de los cuales se puede acceder a dichas prestaciones, así como el valor de las mismas.

b) Las condiciones previsionales de salud requeridas para su atención, los antecedentes o documentos solicitados en cada caso y los trámites necesarios para obtener la atención de salud.

c) Las condiciones y obligaciones contempladas en sus reglamentos internos que las personas deberán cumplir mientras se encuentren al interior de los establecimientos asistenciales.

d) Las instancias y formas de efectuar comentarios, agradecimientos, reclamos y sugerencias.

Los prestadores deberán colocar y mantener en un lugar público y visible, una carta de derechos y deberes de las personas en relación con la atención de salud, cuyo contenido será determinado mediante resolución del Ministro de Salud.

Los prestadores individuales estarán obligados a proporcionar la información señalada en las letras a) y b) y en el inciso precedente.

Artículo 9°.- Toda persona tiene derecho a que todos y cada uno de los miembros del equipo de salud que la atiendan tenga algún sistema visible de identificación personal, incluyendo la función que desempeñan, así como a saber quien autoriza y efectúa sus diagnósticos y tratamientos.

Se entenderá que el equipo de salud comprende todo individuo que actúe como miembro de un equipo de personas, que tiene la función de realizar algún tipo de atención o prestación de salud. Lo anterior incluye a profesionales y no profesionales, tanto del área de la salud como de otras que tengan participación en el quehacer de salud.

Artículo 10.- Toda persona tiene derecho a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional. 

Cuando la condición de la persona, a juicio de su médico tratante, no le permita recibir la información directamente o padezca de dificultades de entendimiento o se encuentre con alteración de conciencia, la información a que se refiere el inciso anterior será dada a su representante legal o, en su defecto, a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre. Sin perjuicio de lo anterior, una vez que haya recuperado la conciencia y la capacidad de comprender, deberá ser informada en los términos indicados en el inciso precedente.

Tratándose de atenciones médicas de emergencia o urgencia, es decir, de aquellas en que la falta de intervención inmediata e impostergable implique un riesgo vital o secuela funcional grave para la persona y ella no esté en condiciones de recibir y comprender la información, ésta será proporcionada a su representante o a la persona a cuyo cuidado se encuentre, velando porque se limite a la situación descrita. Sin perjuicio de lo anterior, la persona deberá ser informada, de acuerdo con lo indicado en los incisos precedentes, cuando a juicio del médico tratante las condiciones en que se encuentre lo permitan, siempre que ello no ponga en riesgo su vida. La imposibilidad de entregar la información no podrá, en ningún caso, dilatar o posponer la atención de salud de emergencia o urgencia.

Los prestadores deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la adecuada confidencialidad durante la entrega de esta información, así como la existencia de lugares apropiados para ello. 

Artículo 11.- Toda persona tendrá derecho a recibir, por parte del médico tratante, una vez finalizada su hospitalización, un informe legible que, a lo menos, deberá contener:

a) La identificación de la persona y del profesional que actuó como tratante principal;

b) El período de tratamiento;

c) Una información comprensible acerca del diagnóstico de ingreso y de alta, con sus respectivas fechas, y los resultados más relevantes de exámenes y procedimientos efectuados que sean pertinentes al diagnóstico e indicaciones a seguir, y

d) Una lista de los medicamentos y dosis suministrados durante el tratamiento y de aquellos prescritos en la receta médica.

El prestador deberá entregar por escrito la información sobre los aranceles y procedimientos de cobro de las prestaciones de salud que le fueron aplicadas, incluyendo pormenorizadamente, cuando corresponda, los insumos, medicamentos, exámenes, derechos de pabellón, días-cama y honorarios de quienes le atendieron, antes del pago, si éste correspondiere.

Toda persona podrá solicitar, en cualquier momento de su tratamiento, un informe que señale la duración de éste, el diagnóstico y los procedimientos aplicados.

Asimismo, toda persona tendrá derecho a que se le extienda un certificado que acredite su estado de salud y licencia médica si corresponde, cuando su exigencia se establezca por una disposición legal o reglamentaria, o cuando lo solicite para fines particulares. El referido certificado será emitido, de preferencia, por el profesional que trató al paciente que lo solicita.

Párrafo 5°

De la reserva de la información contenida en la ficha clínica

Artículo 12.- La ficha clínica es el instrumento obligatorio en el que se registra el conjunto de antecedentes relativos a las diferentes áreas relacionadas con la salud de las personas, que tiene como finalidad la integración de la información necesaria en el proceso asistencial de cada paciente. Podrá configurarse de manera electrónica, en papel o en cualquier otro soporte, siempre que los registros sean completos y se asegure el oportuno acceso, conservación y confidencialidad de los datos, así como la autenticidad de su contenido y de los cambios efectuados en ella.

Toda la información que surja, tanto de la ficha clínica como de los estudios y demás documentos donde se registren procedimientos y tratamientos a los que fueron sometidas las personas, será considerada como dato sensible, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 2° de la ley N° 19.628.

Artículo 13.- La ficha clínica permanecerá por un período de al menos quince años en poder del prestador, quien será responsable de la reserva de su contenido. Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá la forma y las condiciones bajo las cuales los prestadores almacenarán las fichas, así como las normas necesarias para su administración, adecuada protección y eliminación.

Los terceros que no estén directamente relacionados con la atención de salud de la persona no tendrán acceso a la información contenida en la respectiva ficha clínica. Ello incluye al personal de salud y administrativo del mismo prestador, no vinculado a la atención de la persona.

Sin perjuicio de lo anterior, la información contenida en la ficha, copia de la misma o parte de ella, será entregada, total o parcialmente, a solicitud expresa de las personas y organismos que se indican a continuación, en los casos, forma y condiciones que se señalan:

a) Al titular de la ficha clínica, a su representante legal o, en caso de fallecimiento del titular, a sus herederos.

b) A un tercero debidamente autorizado por el titular, mediante poder simple otorgado ante notario.

c) A los tribunales de justicia, siempre que la información contenida en la ficha clínica se relacione con quien tenga el carácter de parte o imputado en las causas que estuvieren conociendo.

d) A los fiscales del Ministerio Público y a los abogados defensores, previa autorización del juez competente, cuando la información se vincule directamente con las investigaciones o defensas que tengan a su cargo. 

Las instituciones y personas indicadas precedentemente adoptarán las providencias necesarias para asegurar la reserva de la identidad del titular las fichas clínicas a las que accedan, de los datos médicos, genéticos u otros de carácter sensible contenidos en ellas y para que toda esta información sea utilizada exclusivamente para los fines para los cuales fue requerida.

Párrafo 6º

De la autonomía de las personas en su atención de salud

& 1. Del consentimiento informado

Artículo 14.- Toda persona tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud, con las limitaciones establecidas en el artículo 16.

Este derecho debe ser ejercido en forma libre, voluntaria, expresa e informada, para lo cual será necesario que el profesional tratante entregue información adecuada, suficiente y comprensible, según lo establecido en el artículo 10.

En ningún caso el rechazo a tratamientos podrá tener como objetivo la aceleración artificial de la muerte, la realización de prácticas eutanásicas o el auxilio al suicidio.

Por regla general, este proceso se efectuará en forma verbal, pero deberá constar por escrito en el caso de intervenciones quirúrgicas, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasivos y, en general, para la aplicación de procedimientos que conlleven un riesgo relevante y conocido para la salud del afectado. En estos casos, tanto la información misma, como el hecho de su entrega, la aceptación o el rechazo deberán constar por escrito en la ficha clínica del paciente y referirse, al menos, a los contenidos indicados en el inciso primero del artículo 10. Se presume que la persona ha recibido la información pertinente para la manifestación de su consentimiento, cuando hay constancia de su firma en el documento explicativo del procedimiento o tratamiento al cual deba someterse.

Artículo 15.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, no se requerirá la manifestación de voluntad en las siguientes situaciones:

a) En el caso de que la falta de aplicación de los procedimientos, tratamientos o intervenciones señalados en el artículo anterior supongan un riesgo para la salud pública, de conformidad con lo dispuesto en la ley, debiendo dejarse constancia de ello en la ficha clínica de la persona.

b) En aquellos casos en que la condición de salud o cuadro clínico de la persona implique riesgo vital o secuela funcional grave de no mediar atención médica inmediata e impostergable y el paciente no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, de su apoderado o de la persona a cuyo cuidado se encuentre, según corresponda.

c) Cuando la persona se encuentra en incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal, por no existir o por no ser habido. En estos casos se adoptarán las medidas apropiadas en orden a garantizar la protección de la vida.

& 2. Del estado de salud terminal y la voluntad manifestada previamente

Artículo 16.- La persona que fuere informada de que su estado de salud es terminal, tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier tratamiento que tenga como efecto prolongar artificialmente su vida, sin perjuicio de mantener las medidas de soporte ordinario. En ningún caso, el rechazo de tratamiento podrá implicar como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte.

Este derecho de elección no resulta aplicable cuando, como producto de la falta de esta intervención, procedimiento o tratamiento, se ponga en riesgo la salud pública, en los términos establecidos en el Código Sanitario. De esta circunstancia deberá dejarse constancia por el profesional tratante en la ficha clínica de la persona.

Para el correcto ejercicio del derecho establecido en el inciso primero, los profesionales tratantes están obligados a proporcionar información completa y comprensible.

Las personas que se encuentren en este estado tendrán derecho a vivir con dignidad hasta el momento de la muerte. En consecuencia, tienen derecho a los cuidados paliativos que les permitan hacer más soportables los efectos de la enfermedad, a la compañía de sus familiares y personas a cuyo cuidado estén y a recibir, cuando lo requieran, asistencia espiritual.

Siempre podrá solicitar el alta voluntaria la misma persona, el apoderado que ella haya designado o los parientes señalados en el artículo 42 del Código Civil, en orden preferente y excluyente conforme a dicha enunciación.

& 3. De los comités de ética

Artículo 17.- En el caso de que el profesional tratante tenga dudas acerca de la competencia de la persona, o estime que la decisión manifestada por ésta o sus representantes legales la expone a graves daños a su salud o a riesgo de morir, que serían evitables prudencialmente siguiendo los tratamientos indicados, deberá solicitar la opinión del comité de ética del establecimiento o, en caso de no poseer uno, al que según el reglamento dispuesto en el artículo 20 le corresponda. 

Asimismo, si la insistencia en la indicación de los tratamientos o la limitación del esfuerzo terapéutico son rechazadas por la persona o por sus representantes legales, se podrá solicitar la opinión de dicho comité. 

En ambos casos, el pronunciamiento del comité tendrá sólo el carácter de recomendación y sus integrantes no tendrán responsabilidad civil o penal respecto de lo que ocurra en definitiva. En el caso de que la consulta diga relación con la atención a menores de edad, el comité deberá tener en cuenta especialmente el interés superior de estos últimos.

Tanto la persona como cualquiera a su nombre podrán, si no se conformaren con la opinión del comité, solicitar a la Corte de Apelaciones del domicilio del actor la revisión del caso y la adopción de las medidas que estime necesarias. Esta acción se tramitará de acuerdo con las normas del recurso establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.

Si el profesional tratante difiere de la decisión manifestada por la persona o su representante, podrá declarar su voluntad de no continuar como responsable del tratamiento, siempre y cuando asegure que esta responsabilidad será asumida por otro profesional de la salud técnicamente calificado, de acuerdo al caso clínico específico.

Artículo 18.- En el caso de que la persona, en virtud de los artículos anteriores, expresare su voluntad de no ser tratada, quisiere interrumpir el tratamiento o se negare a cumplir las prescripciones médicas, podrá solicitar el alta voluntaria. Asimismo, en estos casos, la Dirección del correspondiente establecimiento de salud, a propuesta del profesional tratante y previa consulta al comité de ética, podrá decretar el alta forzosa. 

Artículo 19.- Tratándose de personas en estado de muerte cerebral, la defunción se certificará una vez que ésta se haya acreditado de acuerdo con las prescripciones que al respecto contiene el artículo 11 de la ley N° 19.451, con prescindencia de la calidad de donante de órganos que pueda tener la persona.

Artículo 20.- Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud se establecerán las normas necesarias para la creación, funcionamiento periódico y control de los comités de ética, y los mecanismos que permitirán a los establecimientos acceder a comités de ética de su elección, en caso de que no posean o no estén en condiciones de constituir uno. Además, se fijarán mediante instrucciones y resoluciones las normas técnicas y administrativas necesarias para la estandarización de los procesos y documentos vinculados al ejercicio de los derechos regulados en este párrafo. 

Dichos comités deberán existir al menos en los siguientes establecimientos, siempre que presten atención cerrada: autogestionados en red, experimentales, de alta complejidad e institutos de especialidad.

Párrafo 7º

De la protección de la autonomía de las personas que participan en una investigación científica

Artículo 21.- Toda persona deberá ser informada y tendrá derecho a elegir su incorporación en cualquier tipo de investigación científica biomédica, en los términos de la ley N° 20.120. Su expresión de voluntad deberá ser previa, expresa, libre, informada, personal y constar por escrito. En ningún caso esta decisión podrá significar menoscabo en su atención ni menos sanción alguna.

Artículo 22.- Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud, en los términos de la ley N° 20.120, se establecerán las normas necesarias para regular los requisitos de los protocolos de investigación y los procedimientos administrativos y normas sobre constitución, funcionamiento y financiamiento de comités para la evaluación ético científica; para la aprobación de protocolos y para la acreditación de los comités por parte de la Autoridad Sanitaria; la declaración y efectos sobre conflictos de interés de investigadores, autoridades y miembros de comités y, en general, las demás normas necesarias para la adecuada protección de los derechos de las personas respecto de la investigación científica biomédica.

Párrafo 8º

De los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual

Artículo 23.- La reserva de la información que el profesional tratante debe mantener frente al paciente o la restricción al acceso por parte del titular a los contenidos de su ficha clínica, en razón de los efectos negativos que esa información pudiera tener en su estado mental, obliga al profesional a informar al representante legal del paciente o a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre, las razones médicas que justifican tal reserva o restricción.

Artículo 24.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 15 de esta ley, si la persona no se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad, las indicaciones y aplicación de tratamientos invasivos e irreversibles, tales como esterilización con fines contraceptivos, psicocirugía u otro de carácter irreversible, deberán contar siempre con el informe favorable del comité de ética del establecimiento. 

Artículo 25.- Una persona puede ser objeto de hospitalización involuntaria siempre que se reúnan todas las condiciones siguientes:

a) Certificación de un médico cirujano que indique fundadamente la necesidad de proceder al ingreso de una persona para llevar a cabo la evaluación de su estado de salud mental;



b) Que el estado de la misma comporte un riesgo real e inminente de daño a sí mismo o a terceros;



c) Que la hospitalización tenga exclusivamente una finalidad terapéutica;



d) Que no exista otro medio menos restrictivo de suministrar los cuidados apropiados, y



e) Que el parecer de la persona atendida haya sido tenido en consideración. De no ser posible esto último, se tendrá en cuenta la opinión de su representante legal o, en su defecto, de su apoderado a efectos del tratamiento y, en ausencia de ambos, de la persona más vinculada a él por razón familiar o de hecho.



Toda hospitalización involuntaria deberá ser comunicada a la Secretaría Regional Ministerial de Salud y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental indicada en el artículo 29, que correspondan.



La Autoridad Sanitaria Regional velará por el respeto de los derechos de las personas ingresadas en instituciones de salud mental, y autorizará el ingreso de todas las hospitalizaciones involuntarias que excedan de setenta y dos horas, de acuerdo a lo establecido en los artículos 130 y 131 del Código Sanitario.

Las Comisiones Regionales indicadas informarán de su revisión, conclusiones y recomendaciones al Secretario Regional Ministerial de Salud para que éste, si correspondiere, ejerza la facultad indicada en el artículo 132 del Código Sanitario. En el evento que dicha autoridad decida no ejercer esta facultad, la Comisión respectiva podrá presentar los antecedentes a la Corte de Apelaciones del lugar en que esté hospitalizado el paciente, para que ésta resuelva en definitiva, conforme al procedimiento aplicable a la acción constitucional de protección establecida en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, sin perjuicio de las demás acciones legales que correspondan.

Artículo 26.- El empleo extraordinario de las medidas de aislamiento o contención física y farmacológica deberá llevarse a cabo con pleno respeto a la dignidad de la persona objeto de tales medidas, las cuales sólo podrán aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, que no exista otra alternativa menos restrictiva y que la necesidad de su aplicación fuere proporcional en relación a la conducta gravemente perturbadora o agresiva.

Estas excepcionales medidas se aplicarán exclusivamente por el tiempo estrictamente necesario para conseguir el objetivo terapéutico, debiendo utilizarse los medios humanos suficientes y los medios materiales que eviten cualquier tipo de daño. Durante el empleo de las mismas, la persona con discapacidad psíquica o intelectual tendrá garantizada la supervisión médica permanente.

Todo lo actuado con motivo del empleo del aislamiento o la sujeción deberá constar por escrito en la ficha clínica. Además de lo anterior, se comunicará el empleo de estos medios a la Autoridad Sanitaria Regional, a cuya disposición estará toda la documentación respectiva. 

Se podrá reclamar a la Comisión Regional que corresponda la revisión de las medidas de aislamiento y contención o aquellas que restrinjan temporalmente la comunicación o contacto con las visitas.

Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud se establecerán las normas adecuadas para el manejo de las conductas perturbadoras o agresivas que las personas con discapacidad psíquica o intelectual pudieran tener en establecimientos de salud y el respeto por sus derechos en la atención de salud.
Artículo 27.- Sin perjuicio del derecho de la persona con discapacidad psíquica o intelectual a otorgar su autorización o denegarla para ser sometida a tratamientos, excepcionalmente y sólo cuando su estado lo impida, podrá ser tratada involuntariamente siempre que:

a) Esté certificado por un médico psiquiatra que la persona padece una enfermedad o trastorno mental grave, suponiendo su estado un riesgo real e inminente de daño a sí mismo o a terceros, y que suspender o no tener tratamiento significa un empeoramiento de su condición de salud. En todo caso, este tratamiento no se deberá aplicar más allá del período estrictamente necesario a tal propósito.

b) El tratamiento responda a un plan prescrito individualmente, que atienda las necesidades de salud de la persona, esté indicado por un médico psiquiatra y sea la alternativa terapéutica menos restrictiva de entre las disponibles;

c) Se tenga en cuenta, siempre que ello sea posible, la opinión de la misma persona, se revise el plan periódicamente y se modifique, en caso de ser necesario, y

d) Se registre en la ficha clínica de la persona.

Artículo 28.- Ninguna persona con discapacidad psíquica o intelectual que no pueda expresar su voluntad podrá participar en una investigación científica.

En los casos en que se realice investigación científica con participación de personas con discapacidad psíquica o intelectual que tengan la capacidad de manifestar su voluntad y que hayan dado consentimiento informado, además de la evaluación ético científica que corresponda, será necesaria la autorización de la Autoridad Sanitaria competente, además de la manifestación de voluntad expresa de participar tanto de parte del paciente como de su representante legal.

En contra de las actuaciones de los prestadores y la Autoridad Sanitaria en relación a investigación científica, podrá presentarse un reclamo a la Comisión Regional indicada en el artículo siguiente que corresponda, a fin de que ésta revise los procedimientos en cuestión.

Artículo 29.- Sin perjuicio de las facultades de los tribunales ordinarios de justicia, el Ministerio de Salud deberá asegurar la existencia y funcionamiento de una Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y de Comisiones Regionales de Protección, una en cada región del país, cuya función principal será velar por la protección de derechos y defensoría de las personas con discapacidad psíquica o intelectual en la atención de salud entregada por los prestadores públicos o privados, sea en las modalidades de atención comunitaria, ambulatoria, hospitalaria o de urgencia. Serán atribuciones de la Comisión Nacional:

a) Promover, proteger y defender los derechos humanos de las personas con discapacidad psíquica e intelectual cuando éstos sean o puedan ser vulnerados;

b) Proponer al Ministerio de Salud, a través de la Subsecretaría de Salud Pública, directrices técnicas y normativas complementarias con el fin de garantizar la aplicación de la presente ley para promover y proteger los derechos de las personas con discapacidad psíquica e intelectual;

c) Coordinar y velar por el buen funcionamiento de las Comisiones Regionales;

d) Proponer a la Subsecretaría de Salud Pública la vinculación y coordinación de la Comisión con otros organismos públicos y privados de derechos humanos;

e) Revisar los reclamos contra lo obrado por las Comisiones Regionales;

f) Revisar las indicaciones y aplicación de tratamientos invasivos e irreversibles;

g) Revisar hechos que involucren vulneración de derechos de las personas y muertes ocurridas durante la hospitalización psiquiátrica.

Serán funciones de las Comisiones Regionales:

a) Efectuar visitas y supervisar las instalaciones y procedimientos relacionados con la hospitalización y aplicación de tratamientos a personas con discapacidad psíquica o intelectual;

b) Revisar las actuaciones de los prestadores públicos y privados en relación a las hospitalizaciones involuntarias y a las medidas o tratamientos que priven a la persona de desplazamiento o restrinjan temporalmente su contacto con otras personas, y controlar dichas actuaciones, medidas y tratamientos periódicamente;

c) Revisar los reclamos que los usuarios y cualquier otra persona en su nombre realicen sobre vulneración de derechos vinculados a la atención en salud;

d) Emitir recomendaciones a la Autoridad Sanitaria sobre los casos y situaciones sometidos a su conocimiento o revisión;

e) Recomendar a los prestadores institucionales e individuales la adopción de las medidas adecuadas para evitar, impedir o poner término a la vulneración de los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual;

f) Cumplir y ejecutar las directrices técnicas emitidas por el Ministerio de Salud.

La Comisión Nacional estará conformada por las siguientes personas, quienes se desempeñarán ad honorem:

a) Dos miembros de asociaciones gremiales de profesionales del área de la salud, que sean representativos del área de la salud mental;
b) Un miembro de la asociación gremial de abogados que cuente con el mayor número de adherentes;

c) Dos miembros de sociedades científicas del área de la salud mental;

d) Dos representantes de asociaciones de usuarios de la salud mental;

e) Dos representantes de asociaciones de familiares de personas con discapacidad psíquica o intelectual, y
f) Un representante de la Autoridad Sanitaria.

La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte y estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud.

En la conformación de las Comisiones Regionales el Ministerio de Salud procurará una integración con similares características, de acuerdo a la realidad local de la respectiva Región.

Un reglamento señalará la manera en que se designarán dichas personas y las normas necesarias para el adecuado funcionamiento de las Comisiones indicadas en este artículo.
En contra de las acciones efectuadas por los prestadores institucionales e individuales, o por la autoridad sanitaria, las personas con discapacidad psíquica o intelectual afectadas, sus representantes y cualquiera a su nombre podrán recurrir directamente a la Corte de Apelaciones del domicilio del afectado para el resguardo de sus derechos. La Comisión Nacional o las Comisiones Regionales podrán informar a la Corte de Apelaciones del lugar en que tengan su asiento, de los casos de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones, y entregarle todos los antecedentes para que ésta restablezca el imperio del derecho.

Las acciones ante las Cortes de Apelaciones se tramitarán de acuerdo a las normas del recurso establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.

Párrafo 9°

De la participación de las personas usuarias.

Artículo 30.- Sin perjuicio de los mecanismos e instancias de participación creados por ley, por reglamento o por resolución, toda persona tiene derecho a efectuar las consultas y los reclamos que estime pertinentes, respecto de la atención de salud recibida. Asimismo, los usuarios podrán manifestar por escrito sus sugerencias y opiniones respecto de dicha atención.

A través del Ministerio de Salud, con consulta a las instancias de participación creadas por ley, se reglamentarán los procedimientos para que los usuarios ejerzan estos derechos, y el plazo y la forma en que los prestadores deberán responder o resolver, según el caso.

Al reglamentar la existencia de comités de ética que atiendan las consultas de las personas que consideren necesaria la evaluación de un caso desde el punto de vista ético clínico, se deberá asegurar la participación de los usuarios en dichos comités. En el caso de los prestadores institucionales, serán éstos los que provean los medios para que sus usuarios accedan a un comité de ética, si así lo requirieren. Los prestadores individuales darán a conocer a las personas el comité de ética al cual estuvieren adscritos. Los Servicios de Salud deberán disponer de, al menos, un comité de ética, al cual se entenderán adscritos los prestadores privados individuales de su territorio, en caso de no estarlo a algún otro.

Párrafo 10°

De los medicamentos e insumos

Artículo 31.- Los prestadores institucionales, públicos y privados, mantendrán una base de datos actualizada y otros registros de libre acceso, con información que contenga los precios de las prestaciones, de los insumos y de los medicamentos que cobren en la atención de personas.

Asimismo, al momento de ingresar, se informará por escrito, a la persona o a su representante, de los posibles plazos para el pago de las prestaciones, medicamentos e insumos utilizados, así como de los cargos por intereses u otros conceptos.

En los casos en que la persona deba concurrir al pago de las atenciones que recibe, sea total o parcialmente, podrá solicitar, en cualquier oportunidad, una cuenta actualizada y detallada de los gastos en que se haya incurrido en su atención de salud.

Artículo 32.- Si las dosis de medicamentos o insumos fueren unitarias, en el caso de que la persona deba concurrir al pago de ellas, sólo estará obligada al pago de aquellas unidades efectivamente usadas en el tratamiento correspondiente.

TÍTULO III

DE LOS DEBERES DE LAS PERSONAS EN SU ATENCIÓN DE SALUD
Artículo 33.- Para el debido respeto de la normativa vigente en materia de salud, la autoridad competente implementará las medidas que aseguren una amplia difusión de ella. 

Tanto las personas que soliciten o reciban atención de salud por parte de un prestador institucional, como sus familiares, representantes o quienes los visiten, tendrán el deber de respetar el reglamento interno de dicho establecimiento.

Artículo 34.- Sin perjuicio del deber preferente del prestador de informar de acuerdo a lo indicado en el Párrafo 4º del Título II de esta ley, la persona que solicita una atención de salud procurará informarse acerca del funcionamiento del establecimiento que la recibe para los fines de la prestación que requiere, especialmente respecto de los horarios y modalidades de atención, así como sobre los mecanismos de financiamiento existentes, sin perjuicio de la obligación del prestador de otorgar esta información.

Asimismo, deberá informarse acerca de los procedimientos de consulta y reclamo establecidos.

Artículo 35.- Todas las personas que ingresen a los establecimientos de salud deberán cuidar las instalaciones y equipamiento que el prestador mantiene a disposición para los fines de atención, respondiendo de los perjuicios según las reglas generales.

Las personas deberán tratar respetuosamente a los integrantes del equipo de salud, sean éstos profesionales, técnicos o administrativos. Igual obligación corresponde a los familiares, representantes legales y otras personas que los acompañen o visiten. 

El trato irrespetuoso o los actos de violencia verbal o física en contra de los integrantes del equipo de salud, de las demás personas atendidas o de otras personas, dará derecho a la autoridad del establecimiento para requerir, cuando la situación lo amerite, la presencia de la fuerza pública para restringir el acceso al establecimiento de quienes afecten el normal desenvolvimiento de las actividades en él desarrolladas, sin perjuicio del derecho a perseguir las responsabilidades civiles o penales que correspondan. También podrá ordenar el alta disciplinaria del paciente que incurra en maltrato o en actos de violencia, siempre que ello no ponga en riesgo su vida o su salud.

Artículo 36.- Tanto la persona que solicita la atención de salud, como sus familiares o representantes legales, deberán colaborar con los miembros del equipo de salud que la atiende, informando de manera veraz acerca de sus necesidades y problemas de salud y de todos los antecedentes que conozcan o les sean solicitados para su adecuado diagnóstico y tratamiento.

TÍTULO IV

DEL CUMPLIMIENTO DE LA LEY

Artículo 37.- Sin perjuicio del derecho de las personas a reclamar ante las diferentes instancias o entidades que determina la normativa vigente, toda persona podrá reclamar el cumplimiento de los derechos que esta ley le confiere ante el prestador institucional, el que deberá contar con personal especialmente habilitado para este efecto y con un sistema de registro y respuesta escrita de los reclamos planteados. El prestador deberá adoptar las medidas que procedan para la acertada solución de las irregularidades detectadas.

Si la persona estimare que la respuesta no es satisfactoria o que no se han solucionado las irregularidades, podrá recurrir ante la Superintendencia de Salud.

Un reglamento regulará el procedimiento a que se sujetarán los reclamos, el plazo en que el prestador deberá comunicar una respuesta a la persona que haya efectuado el reclamo por escrito, el registro que se llevará para dejar constancia de los reclamos y las demás normas que permitan un efectivo ejercicio del derecho a que se refiere este artículo.
Asimismo, las personas tendrán derecho a requerir, alternativamente, la iniciación de un procedimiento de mediación, en los términos de la ley Nº 19.966 y sus normas complementarias.

Artículo 38.- Corresponderá a los prestadores públicos y privados dar cumplimiento a los derechos que esta ley consagra a todas las personas. En el caso de los prestadores institucionales públicos, deberán, además, adoptar las medidas que sean necesarias para hacer efectiva la responsabilidad administrativa de los funcionarios, mediante los procedimientos administrativos o procesos de calificación correspondientes.

La Superintendencia de Salud, a través de su Intendencia de Prestadores, controlará el cumplimiento de esta ley por los prestadores de salud públicos y privados, recomendando la adopción de medidas necesarias para corregir las irregularidades que se detecten.

En el caso de que ellas no sean corregidas dentro de los plazos fijados para este efecto por el Intendente de Prestadores, éste ordenará dejar constancia de ello al prestador en un lugar visible, para conocimiento público, dentro del establecimiento de que se trate. 
Si transcurrido el plazo que fijare el Intendente de Prestadores para la solución de las irregularidades, el que no excederá de dos meses, el prestador no cumpliere la orden, será sancionado de acuerdo con las normas establecidas en los Títulos IV y V del Capítulo VII, del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005 y publicado en 2006, del Ministerio de Salud. 

En contra de las sanciones aplicadas el prestador podrá interponer los recursos de reposición y jerárquico, en los términos del Párrafo 2° del Capítulo IV de la ley N° 19.880. 

TÍTULO V

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 39.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000:

1) Agrégase, en el número 1° del artículo 3°, el siguiente párrafo segundo, nuevo, sustituyéndose el actual punto y coma (;) que figura al final del referido número por un punto aparte(.):

“El padre o la madre, al requerir esta inscripción, podrá solicitar que, junto con anotarse la comuna en que nació su hijo, se registre, en la misma partida, la comuna o localidad en la que estuviere avecindada la madre del recién nacido, la que deberá consignarse como lugar de origen de éste;”.

2) Modifícase el artículo 31, de la siguiente manera:

a. Elimínase, en el número 3°, la conjunción copulativa “y”, la segunda vez que aparece.

b. Agrégase, a continuación del último párrafo del número 4°, el siguiente número 5°, nuevo:

“5°. La comuna o localidad en la que estuviere avecindada la madre del recién nacido deberá consignarse tanto en esta partida, cuanto en el certificado de nacimiento, como lugar de origen del hijo.”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Los reglamentos complementarios de la presente ley se dictarán dentro del mes siguiente a la entrada en vigencia de ella.”.
- - - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 15 y 22 de junio, 6, 13 y 20 de julio y 17 de agosto, todas de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señoras Soledad Alvear Valenzuela (Ximena Rincón González) y señores Andrés Chadwick Piñera, Francisco Chahuán Chahuán (Alberto Espina Otero), Alberto Espina Otero, Guido Girardi Lavín (Ximena Rincón González), Hernán Larraín Fernández, Mariano Ruiz-Esquide Jara (Ximena Rincón González, Patricio Walker Prieto), Gonzalo Uriarte Herrera y Patricio Walker Prieto.


Valparaíso, 22 de agosto de 2011.

 (Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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HONORABLE SENADO:





La Comisión de Salud, en cumplimiento de lo acordado por la Sala en sesión de 31 de agosto de 2011, tiene el honor de informar sobre el proyecto de ley de ley de la suma, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.





A la sesión en que se consideró esta materia asistieron, además de los integrantes de la Comisión, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: el Ministro (S), señor Jorge Díaz Anaís; la Jefa de la División Jurídica, señora Adriana Maturana Schulze; el abogado del Departamento Jurídico, señor Jaime González Kazazian, y el asesor del señor Ministro (S), señor Jorge Hübner Garretón.

El Honorable Diputado señor Juan Luis Castro González.

De la Superintendencia de Seguridad Social: la Superintendenta, señora María José Zaldívar Larraín, y la Fiscal, señora Lucy Marabolí Vergara.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el analista señor Pedro Pablo Rossi Guajardo.

La asesora del Honorable Senador Chahúan, Señora Marcela Aranda Arellano.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la señora Irina Aguayo Ormeño.

 - - - - - -

En este trámite reglamentario corresponde a la Comisión analizar los cambios introducidos en el proyecto por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional y resolver si recomienda al Senado aprobarlos o rechazarlos. 

El Honorable Senador Rossi dio cuenta de la existencia de un compromiso con el Ministerio de Salud para tratar el tema de la carencia de los tres primeros días de la licencia médica, los cuales no son pagados a los beneficiarios de períodos de reposo inferiores a diez días.

El señor Ministro (S) de Salud indicó que para el Ejecutivo este proyecto es de gran importancia, por cuanto existe un pequeño número de profesionales que genera dificultades mediante la emisión de licencias fraudulentas y actualmente no existen instrumentos eficaces para controlar esa situación. Señaló que estudios del Ministerio de Salud han podido determinar que existe un gran número de licencias emitidas sin fundamento médico. Mediante este proyecto, agregó, se pretende generar un mecanismo de control adecuado, tanto a través de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, como de la Superintendencia de Seguridad Social. Además, la iniciativa legal no contempla procesos administrativos adicionales ni genera un aumento de las estructuras orgánicas, con lo cual no se acrecientan los costos actuales del sistema.

Señaló también que, en general, el Ejecutivo está de acuerdo con las modificaciones efectuadas en la Cámara de Diputados, ya que se cumplen los objetivos perseguidos, en cuanto a controlar la responsabilidad del médico que otorga la licencia médica, a sancionar las prácticas inadecuadas y a generar un mecanismo que regule la actividad de los contralores médicos, tanto en el ámbito privado como en el público. Con lo anterior se logrará un adecuado equilibrio entre la certificación presentada por el médico, la pretensión del trabajador, el sistema de calificación de dicho documento y las sanciones para quienes cometan ilícitos en ese ámbito.

El Honorable Senador señor Rossi consultó a la Superintendenta de Seguridad Social sobre la eventual presentación de un proyecto de ley para modificar la tramitación y pago de las licencias médicas, acerca del aumento de la cotización obligatoria y sobre la licitación a privados de ciertos porcentajes de ese aporte.

La Superintendenta de Seguridad Social señaló que dicha iniciativa tuvo su origen en la Comisión Asesora para Materias de Salud, de la que la repartición que dirige no fue parte, y en la que no hubo consenso respecto de todos los temas. Recalcó que la aprobación del proyecto que regula el otorgamiento de licencias médicas en discusión es de gran relevancia, por cuanto los estudios han demostrado que sólo un porcentaje muy reducido de médicos ha hecho mal uso del sistema (uno por ciento, aproximadamente). Sostuvo que el 97,6% de los médicos otorga menos de quinientas licencias médicas anualmente y sólo un 1% de ellos otorga más de mil seiscientas. Además, indicó que hoy en día no existen instrumentos para detener el problema de las licencias médicas incorrectamente otorgadas; sólo el hecho de que pueda racionalizarse la entrega de talonarios de licencias médicas es una mejora. Finalmente, manifestó que el presente proyecto de ley pretende evitar que se haga precario el derecho a obtener una licencia médica cuando efectivamente corresponde, ya que el mal uso de este instrumento ha generado un manto de dudas extendido sobre el sistema. 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó tener en consideración que durante la tramitación del presente proyecto, en su segundo trámite constitucional, se concordó con el Ministro de Salud algunas ideas básicas para que pudiera ser aprobado en el Senado. Sin embargo, el proyecto, en su actual formulación, es inadecuado para reformar profundamente el sistema de licencias médicas. Además, existe un trato desigual en cuanto a la responsabilidad que se atribuye a los profesionales médicos por algunos casos de emisión de licencias fraudulentas, frente a los errores de los contralores de las Instituciones de Salud Previsional, quienes no deberían contradecir el diagnóstico de un médico sin haber examinado previamente al paciente. Además, de ese modo la Isapre se convierte en juez y parte en el otorgamiento de licencias. 

Recordó que se había convenido que los contralores médicos que rechacen infundadamente una licencia tendrían una sanción similar a la que se impone a los médicos que otorgan licencias sin fundamento médico. También se había acordado que se plantearía una solución al tema de la carencia de los tres primeros días de licencia, que existiría un plazo de un año para evaluar el funcionamiento de la presente ley y, por último, que no se insistiría en la aplicación de la Circular N° 2.727 de 2011, de la Superintendencia de Seguridad Social, sobre licencia médica por enfermedad de reflujo gastroesofágico
.

Respecto del proyecto en discusión, que a su juicio muestra un cariz sancionatorio excesivo respecto de los profesionales médicos, indicó que se debe tener en cuenta que para hacer un buen proyecto se debería comenzar por incluir la ética en el currículum de la formación académica de los facultativos y de todos quines integran equipos de salud.

El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que el tema de los tres días de carencia está siendo actualmente estudiado por el Ministro de Salud, conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, para enviar un nuevo proyecto que enfrente el problema, evaluando adecuadamente el costo de la eliminación de esta regla.

El Honorable Senador señor Rossi remarcó que el objetivo principal del proyecto en estudio es evitar el derroche de recursos mediante la emisión de licencias fraudulentas, que se entregan a personas que no están enfermas. Concordó en que es necesario modificar la forma en que actualmente se tramitan y evalúan las licencias médicas, ya que las Instituciones de Salud Previsional figuran como juez y parte. Además, se deben igualar las sanciones aplicables a quienes emitan fraudulentamente una licencia y la de aquellos que no aprueban una licencia cuando el paciente lo requiere. En último término, recordó el compromiso del Gobierno en orden a eliminar los tres días de carencia, que en su oportunidad permitió votar a favor el proyecto.

El señor Ministro (S) de Salud manifestó que los artículos 5°, 7° y 10 igualan la responsabilidad de los profesionales médicos y la de los contralores. En cuanto a la carencia de los tres primeros días, explicó que el señor Ministro está preocupado por la situación, pero es necesario hacer una evaluación completa de los efectos que se produzcan, una vez puesta en práctica la normativa en estudio. Confirmó la intención del Ejecutivo de presentar un proyecto de ley al respecto. 

Además, otro asunto a considerar es el procedimiento de revisión de las licencias médicas del sistema público, desde su otorgamiento hasta el pago del subsidio, para evitar la congestión que actualmente afecta a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez. En su opinión, el mismo ente que paga la licencia, es decir, el Fondo Nacional de Salud, debería generar un sistema de control primario y mantener a la referida Comisión como un tribunal de segunda instancia, a fin de que la persona cuya licencia se rechace pueda recurrir a una segunda opinión médica. Por lo anterior, la discusión de los tres días de carencia deberá darse en un escenario distinto del actual y requerirá de un mayor análisis, especialmente en cuanto a los costos que generaría su eliminación.

A continuación, el Honorable Senador Ruiz-Esquide consultó a la Superintendenta de Seguridad Social sobre la posibilidad de suspender temporalmente la circular N° 2.727, antes citada.

La señora Superintendenta señaló, en primer lugar, que el objetivo de la Circular es asegurar el correcto otorgamiento de las licencias médicas por enfermedad grave del niño menor de un año, con diagnóstico de reflujo. Antes de emitirla se requirió la opinión de cuatro pediatras gastroenterólogos y uno broncopulmonar y se llegó a la conclusión de que el medio más idóneo y sencillo para acreditar el diagnóstico de reflujo es la curva de crecimiento  pondoestatural
 del menor, determinándose que la radiografía de esófago o duodeno no es el medio más adecuado, ya que sólo registra características anatómicas del menor y no da cuenta de si sufre la enfermedad, además de exponerlo a radiación que podría ser nociva.

El Honorable Senador señor Girardi manifestó que el tema de fondo es que mediante una circular no se puede anular a la ciencia médica, ya que el diagnóstico de una enfermedad debe analizarse caso a caso. Indicó que en vez de suplantar al médico mediante una circular sería más conveniente sancionar al médico que otorgue una licencia médica que no corresponde; pero lo que no se puede hacer es fijar en la normativa si una determinada sintomatología debe ser objeto de licencia médica. Incluso, en ciertos casos se debe tener en cuenta aspectos que exceden el ámbito de la ciencia médica, como es la adopción de ciertos resguardos derivados de las condiciones sociales del menor afectado por una enfermedad.

El Honorable Senador señor Rossi indicó que la Sociedad Chilena de Pediatría se ha opuesto al contenido de la referida Circular, al igual que una gran cantidad de médicos; manifestó que ella no va en la dirección correcta, por cuanto lo que se debe inhibir es la entrega de licencias falsas o sin fundamento médico. Por último, mencionó que el tema de la carencia de los tres primeros días de cobertura de la licencia genera un incentivo para prolongar artificialmente los períodos de reposo, cuando éste es la medida terapéutica más apropiada.

El señor Ministro (S) de Salud planteó que el artículo 4° soluciona la materia en discusión, al reemplazar la palabra “protocolos” por la expresión “guía clínica”. Explicó que esa modificación da al médico una referencia sobre la conducta adecuada para enfrentar eficazmente cada uno de los casos, aun cuando concurran elementos que escapen a la ciencia médica, como son los ambientales o sociales. Esta situación no está actualmente reglamentada, lo que obliga a normar ciertos indicadores   específicos,  tal   como  se  ha    hecho  a  través  de  la  circular 
N° 2.727. Agregó que los razonamientos y fundamentos para resolver sobre licencias varían en las distintas regiones del país, lo cual exige homologar los criterios para calificar el reposo. Por último, manifestó que, según la información de que dispone, la referida normativa ha sido bien recibida por los médicos, no se han registrado reclamos significativos sobre su contenido y ha sido evaluada positivamente durante el tiempo que ha estado en aplicación, por lo que no es posible suspender su vigencia

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que la carencia de los primeros tres días en las licencias es la mayor aberración que se ha establecido en relación con la medicina, ya que incentiva el otorgamiento de licencias más prolongadas; la solución sería sancionar drásticamente, incluso hasta con la prohibición del ejercicio profesional, al médico que otorgue licencias fraudulentas. 

Agregó que no hay una diferencia sustancial en el cambio de la palabra “protocolo” por la expresión “guías clínicas”, ya que no tiene efectos en la práctica. Manifestó también que la discusión de este proyecto se debe centrar en aspectos médicos y no laborales o económicos.

El Honorable Senador señor Chahuán recordó que el proyecto de ley en informe ha conseguido consensos transversales en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y que en esa instancia hubo un compromiso del señor Ministro de Salud en orden a eliminar los tres días de carencia. Sin embargo, apuntó, se ha seguido avanzando en el camino de impedir el otorgamiento de licencias falsas, por lo cual exhortó a confiar en la palabra empeñada por el señor Ministro y acordarle un plazo razonable para la materialización de lo anunciado.

La señora Superintendenta de Seguridad Social recalcó que la circular N° 2.727 no fue objeto de discusión en esa Comisión cuando se analizó el proyecto en la primera oportunidad, y destacó que ella sólo requiere que se presenten mayores antecedentes clínicos para el otorgamiento de las licencias; enfatizó que la Circular no señala que serán necesariamente rechazadas las que no acompañen el examen  pondoestatural, sino que se solicitará un informe adicional al médico tratante. Se trata de evitar que se otorguen licencias en casos en que el médico ni siquiera ha tenido contacto con el menor. Es decir, no se busca limitar el derecho a acceder a una licencia médica, sino acreditar su correcto otorgamiento, aún en caso de reposo prolongado en el tiempo. 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que es una falta de lógica elemental que una circular de la Superintendencia de Seguridad fije normas médicas. En su opinión, tal como está planteado el proyecto, el único objetivo que se logra es ahorrar dinero a las Instituciones de Salud Previsional.

El señor Ministro (S) de Salud opinó que la circular N° 2.727 no tiene incidencia en los ingresos de las ISAPRES, por cuanto regula un subsidio que financia el Estado. Por otra parte, reiteró que la solución al tema en discusión es la modificación contemplada en el artículo 4° del proyecto de ley, por cuanto un reglamento del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, incluirá la patología que hoy aparece regulada por la Circular, con lo que ésta dejará de tener sentido y aplicación una vez aprobada la ley.

El Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su extrañeza por el rol que podría corresponderle al Ministerio del Trabajo en la dictación de una guía clínica, y señaló que este tipo de modelos son propios de regímenes donde la salud es controlada en su totalidad por el Estado.

El Honorable Senador señor Uriarte preguntó a la Superintendenta de Seguridad Social sobre el monto de los recursos que anualmente pierde el Estado por la emisión de licencias médicas fraudulentas.

La señora Superintendenta de Seguridad Social señaló que, de acuerdo a la información disponible respecto de los 197 médicos denunciados por su repartición durante el año 2009, el perjuicio alcanza un monto de US$ 102.500.000. No obstante lo anterior, recalcó que los profesionales denunciados corresponden al 1% de los médicos del país y que, además, no es posible asegurar que todas las licencias emitidas por ellos sean falsas. Agregó que en muchos de los casos el reposo es ordenado sin que se examine a los pacientes o sin que se les prescriba algún tratamiento, lo cual genera un doble perjuicio: el monto de dinero involucrado y el daño para los pacientes que no reciben el tratamiento apropiado.

El señor Ministro (S) de Salud añadió que el volumen de trámites generado por la cantidad de licencias médicas falsas dificulta la tramitación de todas las licencias, ya que la necesidad de su revisión retarda el pago adecuado y oportuno de las otorgadas con fundamento médico.

El Honorable Diputado señor Castro consultó sobre la situación actual de los médicos que han sido denunciados a la justicia y sobre la aplicación de la Circular N° 2.727.

La señora Superintendenta de Seguridad Social informó que de los médicos denunciados por su repartición sólo dos han sido condenados, por lo que se estima que por la vía judicial no se va a resolver adecuadamente el problema, aunque sí se ha detectado una reducción sustantiva en el número de licencias emitidas por ellos. El proyecto de ley en discusión autoriza la aplicación de nuevas y más efectivas sanciones, como la suspensión de la entrega de talonarios de licencias médicas. 

En cuanto a la Circular N° 2.727, remarcó que el objetivo principal es otorgar el debido resguardo al derecho de las madres que tienen hijos con diagnóstico de reflujo, para lo cual sólo se solicita el examen  pondoestatural; si no se cuenta con dicho examen se requiere la certificación respectiva del médico tratante. Además, la normativa permite que en ciertos casos de enfermedades graves, una vez acreditada la patología, se asegure el otorgamiento de una licencia médica prolongada.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó la opinión del señor Ministro (S) de Salud respecto de tres temas que, a su juicio, debería promover el Ejecutivo: el otorgamiento del control ético de los profesionales al Colegio Médico; la prohibición del ejercicio de la profesión a un médico que otorgue licencias falsas, y la eliminación de los contralores médicos de las Instituciones de Salud Previsional.

Al respecto el señor Ministro (S) indicó que estos temas merecen una discusión profunda, especialmente en lo relativo a impedir la práctica profesional de un médico. Indicó que un profesional emite licencias médicas sólo a un segmento de los pacientes que atiende, pero el ejercicio de su profesión es más amplio. Además, por la comisión de un acto administrativo ilegal no corresponde impedir a alguien el ejercicio de su profesión, salvo cuando ello está previsto en la legislación criminal como pena accesoria. En cuanto al control ético por el Colegio Médico, indicó que ya está dentro de sus atribuciones, respecto de los profesionales adscritos a la organización. Por último, manifestó que no es posible eliminar por ley o por resoluciones administrativas a los contralores médicos de las Instituciones de Salud Previsional, que cumplen un rol necesario, en una estructura organizacional que esas entidades son libres de darse.

El Honorable Senador señor Rossi propuso votar en forma única la totalidad de las modificaciones al proyecto de ley propuestas por la Cámara de Diputados, lo cual fue aceptado por la Comisión.

El Honorable Senador señor Girardi, al fundamentar su voto, indicó que si bien se ha logrado uno de los objetivos perseguidos con el presente proyecto de ley, que es igualar las sanciones para los profesionales que emitan licencias médicas falsas con aquellas previstas para los contralores de las Instituciones de Salud Previsional que rechacen injustificadamente una indicación médica de reposo, no se puede prescindir de que se mantiene una situación injusta para los trabajadores, cual es, la imposibilidad de percibir el pago de los tres primeros días de licencia, lo cual genera un incentivo perverso para prolongarlas. Señaló también que espera que este tema sea repuesto por el Ejecutivo en la discusión en Sala del proyecto.

El Honorable Senador señor Uriarte manifestó su posición a favor de la aprobación del proyecto de ley, porque permitirá hacer frente de manera eficaz al problema que procura resolver y porque hará posible destinar a la atención de salud recursos fiscales que hoy se pierden por las licencias falsas.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, por su parte, señaló que su voto negativo se basa en la falta de respuesta del Ejecutivo respecto de los compromisos asumidos anteriormente.

El Honorable Senador señor Chahuán expresó su voto a favor del proyecto, por cuanto permitirá focalizar recursos públicos que actualmente son dilapidados por la emisión de licencias médicas falsas. Además, señaló, el presente proyecto de ley establece sanciones para los médicos que hagan un uso incorrecto de la facultad de otorgar reposo y permite avanzar en la creación de un Registro Nacional de Licencias Médicas. Por último, manifestó su aspiración en cuanto a que el Ejecutivo se haga cargo de la eliminación de los tres primeros días de carencia, respecto de lo cual reiteró su convicción sobre la voluntad del Ministerio de Salud para avanzar en ese tema.

El Honorable Senador señor Rossi estimó que esta discusión fue la oportunidad para tratar y resolver los temas pendientes y, como en este debate no se ha constatado intención del Ejecutivo para hacerlo, espera que sean tratados en la discusión en la Sala. Anunció que en esta instancia votará en contra del proyecto, porque el Ejecutivo no ha cumplido los compromisos contraídos con los Senadores que permitieron su aprobación en el primer trámite constitucional.

El detalle de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto de ley aprobado por el Senado está contenido en el comparado que se anexa al presente informe.

- Puesto en votación el conjunto de modificaciones realizadas por la Cámara revisora, la Comisión acordó recomendar al Senado que las rechace en su totalidad, por mayoría de 3 votos contra 2. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide y lo hicieron por la aprobación los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte.

- - - - - - -





Acordado en sesión de fecha 30 de agosto de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera.





Valparaíso, a 05 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULARIZA CONSTRUCCIÓN DE BIENES RAÍCES DESTINADOS A MICROEMPRESAS Y EQUIPAMIENTO SOCIAL 

(6531-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República. 

A las sesiones en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrieron, especialmente invitados: del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el asesor, señor Juan Ignacio Correa y el arquitecto del Departamento de Planificación y Normas Urbanas de la División de Desarrollo Urbano, señor Jorge Alcaíno; de la Cámara Chilena de la Construcción, el abogado, señor Gonzalo Bustos; de la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (CONAPYME), el Vicepresidente Nacional, señor Óscar Bruna y el Presidente de la Federación de la V Región, señor Sixto Santana; de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), la Coordinadora Nacional del Programa Orígenes BID, señora Karina Doña, el abogado de este Programa, señor José González, el Coordinador Nacional del Subprograma DICI, señor Juan Francisco Fernández, y la Encargada Nacional de Comunicaciones del Programa, señora Ruth Carbone; de la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista señora Verónica de la Paz, y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la señora Carolina Salas.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

- - -

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL 

 



Los artículos 4º, inciso final, y 5°, inciso primero, del proyecto de ley tienen carácter orgánico constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 118 y artículo 66, inciso segundo, ambos de la Constitución Política de la República.

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


 


El proyecto de ley tiene por objeto permitir, en forma excepcional y por una sola vez, mediante un procedimiento administrativo simplificado, la regularización definitiva de construcciones o edificaciones que alberguen actividades de microempresas y aquellas destinadas a equipamiento social.

- - - 

ANTECEDENTES 


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

 
- Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

                    


-   Decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

 
 


El Mensaje señala que se ha detectado un alto porcentaje de edificaciones y de ampliaciones que fueron ejecutadas sin haber  obtenido los respectivos permisos de la Dirección de Obras Municipales. Esta condición afecta no sólo la capacidad de los microempresarios y de las organizaciones comunitarias para desarrollar sus actividades, sino que también la seguridad de las personas, ya que las instalaciones no cumplen con las normas mínimas de habitabilidad y de seguridad.


 


De igual forma, añade, se ha constatado que en algunos casos estas edificaciones no pueden obtener la recepción final porque no cumplen con las exigencias establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en su Ordenanza General y en los planes reguladores.


 


Destaca que este Mensaje tuvo su origen en una Moción de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos, Carlos Montes, Gonzalo Duarte, Fidel Espinoza, Jorge Insunza, Antonio Leal, Manuel Monsalve y Marcelo Schilling, que fue declarada inadmisible por la Cámara de Diputados, requiriéndose al Ejecutivo el envío del proyecto de ley en estudio.


 


Subraya que la crisis económica internacional exigió que nuestro país adoptara un conjunto de medidas, estrategias y políticas, destinadas a facilitar la creación y la mantención de empleos, obteniéndose importantes logros en la materia. Además, acota, es posible avanzar en otras direcciones; una de ellas, que propone esta iniciativa, consiste en favorecer la actividad micro empresarial, al permitir regularizar, mediante un procedimiento simplificado, las edificaciones que la albergan, evitando que sean desarrolladas informalmente. Esta regularización, agrega, permitirá el acceso a créditos y a otras formas de apoyo del Estado, conjuntamente con garantizar la seguridad de las personas.


 


Pone de relieve que las microempresas desarrollan actividades extractivas, industriales, comerciales, de transporte y servicios, que son ejecutadas generalmente dentro de viviendas o en pequeños recintos anexos o dependientes, dando origen a edificaciones y a cambios de destino no autorizados.


 


Explica que la complejidad de los trámites administrativos hace imposible que muchos microempresarios puedan adecuarse a normas de urbanismo, de construcción, sanitarias, tributarias, laborales y previsionales, entre otras. Asimismo, el costo económico derivado del pago de derechos, genera una situación de informalidad o ilegalidad en el proceso productivo, y acarrea un permanente estado de incertidumbre e inseguridad laboral, que afecta material y sicológicamente a quienes desarrollan estas actividades y a sus núcleos familiares.


 


También manifiesta que uno de los objetivos del Gobierno es promover la participación ciudadana, y una de las formas más concretas para estimularla es removiendo los obstáculos en la formalización de sus organizaciones.


 


Dentro de esas dificultades, expresa, se comprende la falta o precariedad de la infraestructura física que cobija a las actividades comunitarias. Por ello, la iniciativa aborda la regularización de las edificaciones destinadas a equipamiento social, para permitir que la comunidad cuente con inmuebles para su desarrollo, incentivándose de esta manera una efectiva participación ciudadana.


 


Sostiene que el proyecto de ley, mediante un procedimiento simplificado, autoriza la regularización de las edificaciones que albergan actividades de microempresas inofensivas en el ámbito industrial, comercial o de servicios -excluyendo las de salud y de educación- cuyas instalaciones no excedan los 200 metros cuadrados; además, se exige que no produzcan daños ni molestias a las personas, a la comunidad o al entorno, controlando y neutralizando los efectos del proceso productivo o de acopio, siempre dentro del propio predio e instalaciones.


 


Puntualiza que también se propone un procedimiento simplificado de regularización para las edificaciones que estén destinadas a equipamiento social que no excedan de 400 metros cuadrados edificados, y que estén destinadas principalmente a actividades comunitarias, tales como: sedes de juntas de vecinos, centros de madres y clubes sociales, entre otros.


 


Explica que para la regularización propuesta, se establece un plazo de dos años, contado desde la fecha de publicación de la ley, y un procedimiento en el que se disminuyen las exigencias de los planes reguladores y de las normas técnicas, a las siguientes: a.- disposiciones de los planes reguladores referidas a zonas de riesgo o protección, declaraciones de utilidad pública, y b.- normas técnicas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores de electricidad, y cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.


 


Indica que la iniciativa dispone que el cumplimiento de dichas disposiciones y normas se certifique por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y de recepción de obras.


 


Además, exige a los interesados presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva una solicitud acompañada de los siguientes documentos: croquis de ubicación a escala 1:500; planos de arquitectura elaborados por un profesional competente a escala 1:50, salvo que el Director de Obras Municipales autorice una escala distinta; especificaciones técnicas resumidas, y tratándose de microempresas, un certificado de calificación de actividad inofensiva, extendido por la autoridad sanitaria correspondiente.


 


Finalmente, para resolver materias pendientes referidas a la regularización de edificaciones en general, el proyecto de ley modifica el artículo 166 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones (cuyo texto fue modificado por la ley N° 20.251), con el objeto de generar un régimen permanente para facilitar la obtención de permisos de edificación para la ampliación de viviendas de carácter social, de manera que no sea necesaria su regularización posterior.


 


Expresa que la citada ley omitió mencionar a las ampliaciones de viviendas cuyo valor de tasación de construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que sí aparecen señaladas en el artículo transitorio de la referida ley N° 20.251.



- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 





El Asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que existe un alto porcentaje de edificaciones y de ampliaciones sin permisos ni recepción final, debido a que no cumplen con las normas urbanísticas o de uso de suelo correspondientes.





Lo anterior, expresó, afecta la capacidad de los microempresarios y la seguridad de las personas que utilizan instalaciones que no respetan normas mínimas de habitabilidad y de seguridad, al desarrollar su actividad generalmente dentro de viviendas o en pequeños recintos anexos o dependientes. 

 



Señaló, por otra parte, que existe precariedad en la infraestructura física que cobija a las actividades comunitarias, como sedes de juntas de vecinos, centro de actividades religiosas, centros de madres, clubes sociales y locales comunitarios, entre otros, por lo que es necesario establecer un procedimiento simplificado que permita regularizar, en forma excepcional, (por dos años) y por una sola vez, las ampliaciones o edificaciones que albergan las actividades microempresariales o destinadas a equipamientos sociales. Subrayó que sólo les serían aplicables las disposiciones de los planes reguladores referidas a zonas de riesgo o protección, o declaración de utilidad pública, y las normas técnicas relativas a habitabilidad, seguridad, estabilidad, y las relativas a instalaciones interiores de electricidad y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.

 



Explicó que la regularización tendría los siguientes beneficios: 

 



1.- Facilitar la creación y la mantención de empleos, favoreciendo la actividad microempresarial y la seguridad de los trabajadores. 

 



2.- Permitir el acceso a créditos privados y a otras formas de apoyo del Estado.

 



3.- Posibilitar que la comunidad cuente con inmuebles para el desarrollo de sus actividades, fomentando una efectiva participación ciudadana.





Sin embargo, manifestó, el procedimiento contemplado en el proyecto de ley conlleva algunos riesgos que fueron expuestos por las personas y organizaciones invitadas a la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano de la Cámara de Diputados. De este modo, la regularización de la microempresa inofensiva debería ser posible sólo si se cumple con el uso de suelo establecido en los instrumentos de planificación territorial, ya que en caso contrario se estaría “saneando” un cambio de destino no permitido, porque los municipios que regularicen estas construcciones estarán obligados a otorgar las patentes correspondientes.

 



Añadió que la exigencia de que la certificación del cumplimiento de los requisitos sea efectuada por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y el de recepción de obras, es razonable si se trata de viviendas, como ha ocurrido en anteriores leyes “del mono”. Sin embargo, en materia de microempresas el tema es más delicado, por lo que debería ser acreditado por el Director de Obras Municipales u otro organismo.

 



Sugirió incluir como requisito que las construcciones destinadas a microempresas, que opten al procedimiento simplificado de esta iniciativa para ser regularizadas, no deban tener denuncias vigentes en la Dirección de Obras Municipales, en los Juzgados de Policía Local o en la Secretaría Regional Ministerial de Salud, por parte de vecinos colindantes, previo a la fecha de entrada en vigencia de la ley. 

 



Advirtió que sería riesgoso e injusto que el expediente de regularización suspenda todas las acciones contra el propietario vinculadas con el proceso de regularización, como lo dispone el proyecto de ley, ya que la denuncia no necesariamente está relacionada ni debería “sanearse” con la referida regularización.

 



Connotó que si el objeto de la iniciativa es la regularización de la actividad comercial, debería exigirse la acreditación de este rubro en una fecha anterior a la aprobación de la ley (por ejemplo tres años), mediante documentos como la iniciación de actividades, la patente provisoria de microempresa familiar, etc. De lo contario, cualquier persona podría invocar una actividad comercial y sanear construcciones para fines habitacionales. 

 



Además, recomendó definir con mayor precisión el concepto de microempresa, ya que el proyecto de ley sólo establece que debe tener el carácter de inofensiva y su superficie máxima, pero no entrega más antecedentes para determinar si una actividad es microempresarial.

 



Manifestó que si bien la iniciativa persigue un objetivo práctico, en cuanto a que las microempresas puedan obtener la correspondiente patente de funcionamiento y tener de este modo acceso a crédito, implica también una vulneración al ordenamiento jurídico en materia de urbanismo y construcción (artículos 62, 145, inciso tercero, y 162, inciso sexto, de la Ley General de Urbanismo y Construcciones; leyes N°s. 19.749 y 20.031, y Circular D.D.U N° 126), con la agravante de que se ha transformado en una práctica recurrente de los últimos años el sanear las irregularidades con este tipo de iniciativas.




 
Sostuvo que el proyecto de ley es adecuado para la regularización de las edificaciones que estén destinadas a equipamiento social, como las sedes de juntas de vecinos, centro de actividades religiosas, centros de madres, clubes sociales y locales comunitarios. No obstante, recalcó, las normas que benefician las instalaciones de una microempresa inofensiva que no sobrepase el metraje máximo deben ser más estrictas, para beneficiar en forma eficaz y precisa a quienes realmente lo requieran, evitando un abuso de la ley.

 



Además, informó que el proyecto propone modificar el artículo 166 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, como ordenamiento regularizador permanente para ampliaciones de viviendas sociales, viviendas progresivas e infraestructuras sanitarias, agregando “las ampliaciones de viviendas cuyo valor de tasación de construcción no sea superior a 520 U.F.”. 

Concluyó reiterando que la iniciativa legal debe ser perfeccionada en el sentido expresado anteriormente, ya que conforme a su entender, leyes de excepción, como la de la especie, deben ser claras y concluyentes en cuanto a las exigencias para su aplicación, con el objeto de evitar prácticas recurrentes de ampliaciones irregulares.

Acotó que el Ejecutivo está trabajando en un proyecto de ley sobre calidad de la construcción, el cual, entre otros aspectos, agilizará ciertos trámites ante las Direcciones de Obras Municipales, con el fin de evitar las edificaciones irregulares.

La Honorable Senadora señora Pérez efectuó un llamado de atención en orden a la necesidad de que la Comisión se aboque al estudio de las competencias, procedimientos y plazos que el ordenamiento jurídico contempla para los Directores de Obras Municipales, con la finalidad de efectuar una propuesta que perfeccione, simplifique y agilice estas materias.
La Comisión, considerando las observaciones efectuadas por el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, acordó efectuar una ronda de audiencias en una próxima sesión, para ilustrar de mejor manera el contenido de esta iniciativa.



                         Se deja constancia que los documentos acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión, y que se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión. 



 

El señor Vicepresidente Nacional de la CONAPYME consideró que el proyecto de ley es conveniente para el sector económico de emprendedores que representa, el cual requiere medidas efectivas para su desarrollo.




Efectuó algunas observaciones al texto de la iniciativa, como la necesidad de incluir dentro de las actividades realizadas en las edificaciones consideradas como equipamiento social, definidas en el artículo 4°, a las asociaciones gremiales de la micro y pequeña empresa.



 
Recomendó, además, rebajar el pago de derechos municipales -establecido en el artículo 6°- de 50% a 25%, considerando que los microempresarios tendrán que contratar a un profesional competente, en este caso un arquitecto, para que gestione la regularización respectiva ante la Dirección de Obras Municipales, trámite que encarecerá el procedimiento.




El señor Presidente de la Federación de la V Región de la CONAPYME informó a la Comisión que la intervención de un arquitecto en tal sentido tiene un costo considerable -de aproximadamente $ 1.500.000- para los propietarios. Por otra parte, propuso que los municipios, para contribuir al éxito de esta iniciativa, aporten los servicios de arquitectos que cumplan con dichas funciones, tomando en cuenta los ingresos que por concepto de patentes municipales percibirán con la regularización.



La señora Coordinadora Nacional del Programa Orígenes BID informó que el Programa a su cargo surgió el año 2001, con ocasión de la suscripción de contratos de préstamos entre el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Estado de Chile. 

  



Manifestó que su primera fase (2001-2006) estuvo a cargo del Ministerio de Planificación y Cooperación, mediante una Secretaria Ejecutiva, y que sus ejecutores fueron los Ministerios de Salud y de Educación, el Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), la Corporación Nacional Forestal (CONAF) y la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI).

 


Añadió que esta etapa abarcó a 645 comunidades indígenas de 44 comunas, en las Regiones de Tarapacá, Antofagasta, Biobío, La Araucanía y Los Lagos.

 


Indicó que se atendieron aproximadamente a 22.600 familias, y que se ejecutaron 758 proyectos de fortalecimiento de comunidades, 3.058 de desarrollo productivo ($23.916 millones) y 443 de rescate cultural.

 


Explicó que durante la segunda fase (2007-2011), el órgano ejecutor del Programa es la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) que actúa mediante una Coordinación Nacional del Programa Orígenes, cuyos organismos subejecutores son INDAP, CONAF y los Ministerios de Salud y de Educación. 

 


Destacó que el objetivo del Programa Orígenes en esta etapa es contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de las comunidades del área rural de los pueblos aymara, atacameño, quechua y mapuche, promoviendo el desarrollo de las comunidades rurales, mediante el fortalecimiento de sus capacidades para generar mayores oportunidades.

 


Acotó que los beneficiarios del Programa en esta segunda fase son aproximadamente 1.207 comunidades indígenas localizadas en el área rural de las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Biobío, La Araucanía, Los Ríos y Los Lagos, equivalentes a aproximadamente 34.000 familias. 

 


Informó que el costo total del Programa Orígenes en su segunda fase es de US $ 109.900.000, con un aporte BID de US $ 45.200.000, y un aporte local de US $ 64.700.000. 

 


Expresó que se han financiado hasta la fecha 1.800 iniciativas para el mejoramiento de infraestructura y de equipamiento comunitario, territorial y de desarrollo organizacional, entre las que se encuentra la construcción o implementación de sedes comunitarias, emplazadas en inmuebles rurales, principalmente de carácter indígena, de conformidad a lo establecido en el artículo 12 de la Ley Nº 19.253.




Señaló que las organizaciones comunitarias se reunían en las sedes de juntas de vecinos, de clubes deportivos, o en las casas de dirigentes, muchas veces sin contar con un espacio techado. Por ello, este Programa, al facilitarles un espacio propio, ha fortalecido la identidad de la comunidad. 




Puso de relieve que la concreción de los proyectos durante la segunda fase no ha estado exenta de dificultades en cuanto a la titularidad de los terrenos, por cuanto se pide que se demuestre la propiedad comunitaria; la tenencia (comodato o derecho real de uso) por al menos 10 años, u otras formas aceptables para la CN (traspaso de terreno municipal o fiscal).




Destacó que, en términos generales, el proyecto de ley podría beneficiar a las comunidades indígenas, y efectuó las siguientes consideraciones:

 


a.- La iniciativa de ley dispone un procedimiento excepcional de regularización de construcciones de equipamiento social destinadas principalmente a actividades comunitarias, como sedes de juntas vecinos, centro de actividades religiosas, centros de madres, clubes sociales y locales comunitarios, sin mencionar las sedes de comunidades indígenas constituidas al amparo de la Ley Nº 19.253.

 


 b.- Del texto del proyecto no queda claro si el procedimiento de regularización tendrá vigencia en las áreas rurales. En caso de que ello no ocurra, la iniciativa no podrá ser aplicada a las edificaciones correspondientes a sedes comunitarias indígenas beneficiadas con el Programa Orígenes. 




c.- El sujeto activo del procedimiento de regularización es el propietario del inmueble, lo que guarda relación con lo dispuesto en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza General; no obstante, las comunidades indígenas,-que son personas jurídicas de derecho privado-, no siempre son propietarias de las sedes, sino que en algunos casos son meros tenedores (uso y goce), por lo que no  podrían ser titulares de la acción de regularización. 

 


d.- De conformidad a lo establecido en el artículo 6° del Convenio 169 de la OIT, los Gobiernos deberán consultar a los pueblos indígenas interesados, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, lo que en la especie ocurriría si se incorpora la posibilidad de regularizar construcciones o edificaciones en tierras indígenas. 



El Abogado de la Cámara Chilena de la Construcción manifestó que este tipo de iniciativas, si bien persiguen un objetivo práctico, implican también una verdadera vulneración al ordenamiento jurídico en materia de urbanismo y construcción, con la agravante de haberse transformado en una práctica recurrente en los últimos diez años y constituir un retroceso en el avance hacia una política urbana coherente. 

 



Destacó que en este caso se permite, mediante un procedimiento simplificado, no sólo la regularización del inmueble, sino que, además, se sanea un cambio de destino no permitido expresamente por los usos de suelo establecidos en los planes reguladores, situación que es grave e inaceptable. 





Puso de relieve la conveniencia de especificar claramente cuáles serán los aspectos mínimos dispuestos en los planos reguladores y las normas técnicas que serán exigidas para la correspondiente regularización. Recomendó definir qué debe entenderse por “exigencias mínimas”, estableciendo si se aplican o no las Normas Chilenas N°s. 433 y 430, sobre estabilidad sísmica e instalaciones, respectivamente. De no ser así, se corre el peligro de que la ley sea letra muerta.

 



Sugirió también definir con mayor precisión qué debe entenderse por microempresa, por cuanto el proyecto de ley sólo contempla la característica de inofensiva y la superficie máxima de metros cuadrados construidos, pero no entrega mayores antecedentes que permitan determinar si una entidad es una microempresa. Aconsejó recurrir a los criterios del Estatuto PYME, que considera como tales a aquellas entidades que tienen una venta anual no superior a 2.500 UF, o que contraten a un número específico de trabajadores. 



Advirtió que al flexibilizarse los requisitos de urbanización y de cambio de destino de suelo, podrían afectarse los derechos de terceros propietarios de terrenos colindantes que sí han respetado todas las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de su Ordenanza y de los Planes Reguladores Comunales. 



En cuanto al artículo 7° del proyecto de ley, sugirió adecuar el valor de tasación de las viviendas sociales allí consignado, de 520 U.F., obtenido de la Ley de Copropiedad, que dispone este monto para las viviendas sociales en condominio, el cual no coincide con el señalado en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza General, que asignan un valor no superior a 400 unidades de fomento para las viviendas aisladas, salvo que se trate de condominios de viviendas sociales, en cuyo caso podrá incrementarse dicho valor hasta en un 30%, alcanzando el valor de las 520 unidades de fomento mencionadas.



Aconsejó efectuar la respectiva adecuación de estos montos, dependiendo de si la vivienda social es aislada (400 U.F.), o en condominio (520 U.F.), para que dichos valores coincidan con la legislación general, y con lo resuelto por la propia Contraloría General de la República en el dictamen N° 47670, de fecha 31 de agosto de 2009.



Concluyó señalando que la medida más efectiva para atacar este tipo de problemas es agilizar la tramitación de los proyectos ante las Direcciones de Obras Municipales, con el objeto de hacer más fácil y menos burocrática la obtención de los respectivos permisos de construcción. Con ello se evitaría, en gran medida, la necesidad de presentar continuamente este tipo de iniciativas legales o “leyes del mono”.



El Honorable Senador señor Tuma opinó que conforme a los antecedentes de que dispone, la presente iniciativa legal sería aplicable a las sedes comunitarias indígenas, las cuales, por tanto, podrían acogerse a sus beneficios.


    La Honorable Senadora señora Pérez propuso analizar la presentación de indicaciones en la discusión en particular del proyecto de ley, con el fin de perfeccionar su contenido y asegurar su aplicación efectiva. Recomendó estudiar y eventualmente acoger las observaciones de los invitados.



El Honorable Senador señor Sabag expresó que es necesario revisar el requisito de la superficie que debe tener una edificación destinada a equipamiento social para que pueda optar a los beneficios de la regularización, ya que conforme a su entender, muchas de ellas sobrepasarían los 400 metros cuadrados prescritos.


El Honorable Senador señor Letelier, tomando en consideración la observación efectuada por la CONAPYME, aconsejó utilizar el término “otras instituciones sin fines de lucro”, en lugar de “asociaciones gremiales”, para ser  incluidas dentro de las actividades que se desarrollan en construcciones consideradas como equipamiento social, tomando en cuenta la mayor amplitud de la referida expresión.
- - -

- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado, en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Letelier, Sabag, Tuma y Uriarte.

- - -


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por  la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

 



“Artículo 1°.- Los propietarios de bienes raíces que hayan sido construidos con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva o que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos de suelo permitidos por los planes reguladores, podrán dentro del plazo de dos años, a contar desde la fecha de publicación de esta ley, regularizar su situación de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala más adelante.


 


Artículo 2º.- Podrán acogerse a esta ley las edificaciones construidas antes de la fecha de su publicación, que estén destinadas a microempresas inofensivas, siempre que las edificaciones destinadas al desarrollo de esa actividad no excedan los doscientos cincuenta metros cuadrados edificados y aquellas edificaciones que estén destinadas a equipamiento social, que no excedan de cuatrocientos metros cuadrados edificados.


 


Artículo 3º.- Podrán acogerse a estas disposiciones las edificaciones señaladas en el artículo anterior, siempre que no se emplacen en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública.


 


Para la regularización de estas edificaciones, sólo les serán aplicables las disposiciones de los planes reguladores y las normas técnicas que se indican a continuación:


 


a) Disposiciones de los planes reguladores referidas a zonas de riesgo o protección, declaraciones de utilidad pública. Esta limitación sólo se aplicará a la parte del inmueble que se encuentre afectado por algunas de las áreas o declaratorias señaladas. Con todo, en las áreas de riesgo se podrá regularizar construcciones, siempre que se acompañe un informe de un profesional especialista, aprobado por el organismo competente, que dé cuenta de las acciones y obras desarrolladas para mitigar los riesgos.


 


b) Normas técnicas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores de electricidad, y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.


 


El cumplimiento de dichas disposiciones y normas será certificado sólo por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y de recepción de obras.


 


Para estos efectos, los interesados deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud acompañada de los siguientes documentos:


 


a) Croquis de ubicación a escala 1:500.


 


b) Planos de arquitectura elaborados por un profesional competente a escala 1:50, salvo que el Director de Obras Municipales autorice una escala distinta.


 


c) Especificaciones técnicas resumidas.


 


d) Tratándose de microempresas, certificado de calificación de actividad inofensiva.


 


Artículo 4º.- Para los efectos de esta ley, se entiende por microempresa toda actividad industrial, comercial o de servicios, excluidas las de salud, de educación y de expendio de alcoholes, cuyas edificaciones destinadas al desarrollo de la actividad no excedan los doscientos cincuenta metros cuadrados edificados.

 



Se entenderá como inofensiva aquella microempresa que no produce daños ni molestias a las personas, comunidad o entorno, controlando y neutralizando los efectos del proceso productivo o de acopio, siempre dentro del propio predio e instalaciones, resultando su funcionamiento inocuo, lo que será certificado por la autoridad sanitaria correspondiente o quien ella designe.


 


Asimismo, para efectos de esta ley se entiende por equipamiento social a las edificaciones destinadas principalmente a actividades comunitarias, tales como: sedes de juntas de vecinos, centro de actividades religiosas, centros de madres, clubes sociales y locales comunitarios.


 


Los municipios que en conformidad a esta ley regularicen las construcciones destinadas a microempresas, deberán otorgar las patentes correspondientes.


 


Artículo 5º.- Las direcciones de obras municipales, con el solo mérito de los antecedentes presentados, y acreditado el pago de los derechos municipales, procederán, dentro del plazo de ciento ochenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.


 


En lo referido a la aplicación de esta ley, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.





Para efectos de esta ley, se entiende por regularización el acto administrativo del Director de Obras Municipales por el cual se otorga simultáneamente el permiso de edificación y la recepción final de la edificación.





Admitido a tramitación el expediente de regularización se suspenderán todas las acciones contra el propietario vinculadas con el proceso de regularización.


 


Artículo 6º.- Los derechos municipales que menciona el artículo anterior, serán aquellos a que se refiere el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en un porcentaje del cincuenta por ciento.


 

Artículo 7°.- Incorpórase en el inciso primero del artículo 166 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo,  Ley General de Urbanismo y Construcciones, a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “sanitarias”, la siguiente oración: “y a las ampliaciones de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.".

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 30 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores  Juan Pablo Letelier Morel, Hosaín Sabag Casillo y Gonzalo Uriarte Herrera.





Sala de la Comisión, 1 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUTORIZA DESCUENTOS DE REMUNERACIONES DESTINADAS A COOPERATIVAS 

(6991-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Francisco Chahuán Chahuán.


Os hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet, acompañada por el asesor legislativo de dicha Secretaría de Estado, señor Francisco Del Río Correa.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


En lo fundamental, hacer extensivo el incremento de hasta un 25% aplicable a los descuentos voluntarios que el Código del Trabajo permite efectuar en las remuneraciones, destinados a cooperativas de consumo o de ahorro y crédito, tanto a los trabajadores en servicio activo 
-sean del sector privado o público-, como a las personas que se encuentren pensionadas, cualquiera sea el régimen previsional al cual se encuentren adscritas.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas.


2.- El Código del Trabajo, especialmente su artículo 58.


3.- La ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, en especial su artículo 96.


4.- La ley N° 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que origina el proyecto de ley en informe, en fundamento de su propuesta, señala que el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, publicado el 17 de febrero de 2004 -que contiene el texto que regula las cooperativas-, establece en su artículo 1° que las cooperativas son asociaciones que, de conformidad con el principio de ayuda mutua, tienen por objeto mejorar las condiciones de vida de sus socios.


Agrega que, de acuerdo al artículo 3° de dicho cuerpo legal, puede haber cooperativas de objeto único, como las de vivienda abierta y las de ahorro y crédito.


Por su parte, el artículo 54 de este mismo texto normativo, permite que los descuentos voluntarios que se autorizan en el artículo 58 del Código del Trabajo, puedan incrementarse hasta en un 25%, cuando los descuentos adicionales sean en favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito, de las que el trabajador sea socio.


Al tenor de lo establecido en esta disposición, subraya la iniciativa, tal autorización sólo es permitida para personas que formen parte de la fuerza laboral activa, no pudiendo extenderse a los pensionados, cualquiera sea su régimen previsional, lo que resulta una discriminación, toda vez que la mayor parte de los jubilados siguen perteneciendo a cooperativas y gozando de sus respectivos beneficios y, por el solo ministerio de esta ley, no se les pueden efectuar los descuentos pertinentes desde sus correspondientes emolumentos.


Por consiguiente, en opinión del autor del proyecto, resulta procedente hacer extensiva la autorización prevista en el artículo 54 ya citado, tanto a los trabajadores en servicio activo, sean del sector público o privado, como a las personas que se encuentren pensionadas, cualesquiera sea su régimen previsional.


Advierte que, de esta forma, quedaría a su vez derogada tácitamente la facultad que se contiene en el artículo único de la ley Nº 18.108, que habilita a los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y al General Director de Carabineros, en sus respectivas instituciones, para fijar y modificar los montos máximos de descuentos en las planillas de pago del personal, en favor de cooperativas de consumo o de vivienda mutuales, excluyendo a las de ahorro y crédito, como la facultad similar que se otorga a las autoridades de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue: 


“Artículo único.- Modifícase el artículo 54 del Decreto con Fuerza de Ley N° 5, de 2004, que contiene la Ley de Cooperativas, intercalándose entre la palabra “trabajador” y la expresión “sea socio”, la siguiente frase:


“sea del sector público o privado, o pensionado de cualquier régimen previsional”.”.


Por consiguiente, el proyecto en estudio incide en el artículo 54 del citado decreto con fuerza de ley N° 5, el cual se refiere al incremento del límite aplicable a los descuentos voluntarios que es permitido efectuar en las remuneraciones de los trabajadores y que estén destinados a las cooperativas que en la misma disposición se señalan. Su texto, para una más adecuada comprensión de la modificación propuesta por la iniciativa en informe, se transcribe a continuación:


“Artículo 54: Increméntase hasta el 25% el límite de descuentos voluntarios por planilla establecido en el inciso segundo del artículo 58 del Código del Trabajo, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito de las que el trabajador sea socio, siempre que la suma de los descuentos del referido inciso segundo, y de los descuentos para vivienda autorizados por el inciso primero del mismo artículo 58 del Código mencionado, no exceda del 45% de la remuneración total del trabajador.”.


Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, el Honorable Senador señor Chahuán, en su calidad de autor del mismo, reiteró los fundamentos expresados en la Moción, destacando que la iniciativa busca generar una mayor posibilidad de acceso al crédito para los adultos mayores, entre los cuales están los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA). Sostuvo que ésta es una aspiración largamente ansiada por dichos grupos de pensionados, toda vez que el mecanismo de descuentos por planilla sobre las pensiones permitiría a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar obtener una mayor tasa de retorno de los respectivos créditos, con lo cual se generarían las condiciones para que éstas bajen las tasas de interés que cobran por los mismos. Indicó que el referido descuento por planilla era una práctica que se verificaba hasta hace un tiempo atrás, pero, posteriormente, un dictamen de la Contraloría General de la República introdujo un cambio en esa regla, prohibiendo, en definitiva, dicho descuento en tanto no hubiese una disposición legal que expresamente lo permitiera. 


Con todo, hizo presente que este proyecto de ley se vincula, a su turno, con el orden de prelación conforme al cual deben pagarse los créditos en el evento de producirse la insolvencia del deudor, cuestión que, en lo relativo a los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA, ante su eventual incorporación como afiliados a las Cajas de Compensación, ha sido abordada por otra iniciativa de ley que regula dicha materia en forma específica.


Finalmente, concluyó, otro punto de relevancia dice relación con el tope máximo de los descuentos a practicar para atender los distintos compromisos económicos de las personas, los cuales, en su conjunto, no podrán exceder el 45% de las remuneraciones y pensiones, al tenor del límite legal actualmente vigente.


A continuación, el debate parlamentario se desarrolló en los siguientes términos. 


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social indicó que hace aproximadamente dos meses sostuvo una reunión con ejecutivos de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, oportunidad en la cual se abordó el punto de las tasas de interés que aplican dichas instituciones, entre otros importantes temas. Señaló que, a propósito de ello, les indicó que dichas entidades gozan de un verdadero privilegio establecido por la ley, toda vez que pueden cobrar los créditos otorgados a sus afiliados mediante el sistema de descuentos por planilla de remuneraciones, lo que les permite reducir los costos operacionales derivados del cobro de las respectivas acreencias como, asimismo, disminuir notablemente los índices de morosidad. Destacó que, no obstante lo anterior, las tasas de interés aplicadas por dichas instituciones son levemente inferiores en comparación con las de otras entidades que otorgan crédito, en circunstancias que deberían ser mucho más ventajosas. Por ello, subrayó, existe la necesidad de modificar el sistema de retención de remuneraciones, por ejemplo, mediante la instauración de un mecanismo de licitaciones que permita que dicha facultad de descontar directamente de las remuneraciones sea otorgada sólo a aquellas instituciones que ofrezcan mejores condiciones de acceso al crédito, debiendo debatirse en su oportunidad si es preciso que dicha modificación sea aplicable a todas las instituciones que otorgan créditos, o si, por el contrario, sólo respecto de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, sin perjuicio de estudiar también otras enmiendas que podrían promoverse con miras a mejorar el funcionamiento de dichas entidades. Enfatizó, finalmente, que el beneficio que para las instituciones de crédito supone la posibilidad de cobro mediante el descuento por planilla de remuneraciones debe ir acompañado de mejores condiciones para los trabajadores y pensionados, que son, en definitiva, los protegidos por la normativa.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que, precisamente a partir de lo indicado por la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, resulta evidente la necesidad de generar un mayor grado de competencia entre las diversas instituciones que otorgan crédito, considerando, en primer lugar, que las Cooperativas de Ahorro y Crédito ofrecen una menor tasa de interés en comparación con otras entidades de similar naturaleza. Ello implica analizar la pertinencia de mantener sólo para las Cajas de Compensación la posibilidad de descontar de las remuneraciones de sus afiliados las sumas correspondientes a sus respectivos préstamos. Por eso, destacó, se requiere dar lugar a un escenario de mayor competencia entre todas esas instituciones, de tal manera de permitir, en definitiva, que los pensionados de cualquier régimen previsional, incluidos por tanto los de CAPREDENA y DIPRECA, puedan emigrar de un sistema a otro, a objeto de que puedan acceder a las mejores tasas disponibles.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social indicó que, con miras a propiciar mejores condiciones de acceso al crédito, una vía consiste precisamente en generar más competencia entre las instituciones financieras, incluyendo dentro de ese ámbito a los bancos. Otro mecanismo, reiteró, sería licitar el beneficio consistente en el descuento por planilla de remuneraciones en favor de aquellas instituciones que ofrezcan mejores condiciones crediticias a los consumidores. Destacó que, sin preferir ninguna de dichas opciones por sobre la otra, debe analizarse, en todo caso, el tópico relativo a las tasas de interés que aplica cada una de dichas entidades, entre otros temas, ya que, a su juicio, es preciso revisar y dar una mirada más global en torno a esta materia.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que debe distinguirse, por una parte, el objetivo del proyecto de ley en discusión y, por otra, las tasas de interés que aplican en sus operaciones las instituciones financieras. Indicó que le parece pertinente aprobar la iniciativa legal en estudio, toda vez que ello no incide en el sistema general de funcionamiento de bancos, cajas de compensación y cooperativas. Respecto al tema específico de las Cajas de Compensación, señaló que si bien resulta pertinente revisar el sistema que regula dichas instituciones, no le parece igualmente adecuado permitir que los bancos accedan al sistema de descuentos por planilla de remuneraciones, toda vez que las Cajas de Compensación cumplen una función de crédito social que debe protegerse, y que podría verse afectada en el evento de permitirse el ingreso de los bancos a dicho sistema. En efecto, explicó, los créditos que otorgan las Cajas de Compensación tienen un carácter marcadamente social, asociados, por ejemplo, a la salud o a la educación, y ese sentido especial se podría desvirtuar con la incorporación de los bancos al sistema.


Por último, insistió en la pertinencia de aprobar el proyecto de ley en discusión, ya que ello no obsta la posibilidad de debatir posteriormente otros temas relevantes, como las tasas de interés y la prelación y forma en que los créditos se ordenan al producirse una hipótesis de cesación de pagos, tópicos que han sido considerados en otros proyectos de ley que se encuentran actualmente en tramitación parlamentaria. En este caso, aclaró, se trata de generar una norma especial que permita el descuento voluntario de las remuneraciones o de las pensiones -hasta en un 25% de las mismas- específicamente para los efectos del pago de los créditos asumidos por el trabajador -del sector privado o público- o por el pensionado -de cualquier régimen previsional-, con cooperativas de consumo o de ahorro y crédito.


Tras el debate desarrollado, la Comisión tuvo presente las siguientes consideraciones: en primer lugar, que el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, de 1963, y en cuyo articulado se contempla, desde antiguo, la posibilidad de aplicar el sistema de descuento de remuneraciones por planilla. Con todo, dicha norma constituye una hipótesis de excepción al régimen general que consagra el artículo 58 del Código del Trabajo, al establecer que el límite por concepto de deducciones a las remuneraciones en favor de las cooperativas no puede exceder del 25% de dichos ingresos, sin perjuicio de respetar el tope general máximo de 45% para efectos de descuentos remuneracionales.


Sin embargo, advirtieron los integrantes de la Comisión, para los funcionarios del sector público la norma en referencia no tiene aplicación, toda vez que esta disposición no los incluye, rigiendo a su respecto el artículo 96 del Estatuto Administrativo, el cual consigna un límite general de descuento del 15%. Asimismo, la normativa sobre cooperativas tampoco regiría en el caso de los pensionados. Con la modificación propuesta, en cambio, ambos universos -funcionarios públicos y pensionados- quedarían sujetos a esta regulación especial, tal como acontece actualmente respecto de los trabajadores del sector privado.


El proyecto pretende, en suma, uniformar la situación de todos los trabajadores y todos los pensionados en este ámbito, sin regular otras materias tales como el orden de prelación conforme al cual deben pagarse los distintos créditos o las tasas de interés aplicables a los mismos, asuntos que, no siendo menos importantes, deben ser analizados en su propio mérito. Se trata, aclararon, de una norma especial para regular el caso específico que se ha descrito. En ese sentido, señalaron compartir la propuesta legislativa y, en razón de ello, prestaron su aprobación a la misma.


- Por consiguiente, puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado, con enmiendas de carácter meramente formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Chahuán y Muñoz Aburto.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, intercalándose entre la palabra “trabajador” y la expresión “sea socio”, la siguiente frase:


“sea del sector público o privado, o pensionado de cualquier régimen previsional”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 31 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Francisco Chahuán Chahuán y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 6 de septiembre de 2011.





(Fdo.): Mario Labbé Araneda,

                                                                           Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER, BIANCHI, CANTERO, ESCALONA Y QUINTANA, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PROHÍBE APORTES ESTATALES A ENTIDADES QUE PERSIGAN FINES DE LUCRO EN LA EDUCACIÓN 

(7856-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Bianchi, Cantero, Escalona y Quintana, a la cual adhirieron los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez y Rincón y señores Frei, Gómez, Girardi, Lagos, Muñoz, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Rossi, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio y Zaldívar.

Cabe señalar que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, vuestra Comisión discutió esta iniciativa solamente en general, con el objeto de poder efectuar un estudio más completo y acabo de su contenido durante su discusión en particular.
A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señoras Isabel Allende Bussi y Ximena Rincón y señores Camilo Escalona Medina, Alberto Espina Otero, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Guido Girardi Lavín, José Antonio Gómez Urrutia, Ricardo Lagos Weber, Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel, Mariano Ruiz-Esquide Jara, Hosain Sabag Castillo, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín, y los Diputados señoras Cristina Girardi, María José Hoffmann y María Antonieta Saa y los señores Sergio Aguiló, Macelo Díaz, Carlos Montes, Rodrigo González y Manuel Rojas.

Asimismo, concurrieron:

- Del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Felipe Bulnes, el Subsecretario, señor Fernando Rojas, el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa, la asesora señora Trinidad Valdés, la Jefa de la Unidad de Currículum y Evaluación UCE, señora Loreto Fontaine; y Coordinadora Estándares Educativos, de la señora Bárbara Eyzaguirre


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los asesores, señora Constanza Castillo y señor Gonzalo Vargas Díaz.  


Del Ministerio Secretaría General de Gobierno: los Asesores, señora Constanza Hube y señor Rubén Darío Díaz.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Asesor Parlamentario, señor Luis Castro.


- De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos.

- - -


Es necesario puntualizar que en la primera sesión destinada al estudio de este proyecto de ley, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y Von Baer, y señores Gómez, Quintana y Walker, don Ignacio, acordó que, con ocasión de la discusión en general de esta iniciativa, y antes de la votación de la idea de legislar, se recibiera en audiencia a los principales actores sociales relacionados con la temática, con el objeto de conocer su opinión y planteamientos particulares en relación con esta Moción. Para tal efecto, las distintas señoras y señores Senadores informaron los nombres de las personas e instituciones que debían ser recibidos por la Comisión.


Como consecuencia de dicho acuerdo, la Comisión recibió en audiencia a las instituciones y personas que se indican a continuación:


1) De Fundación Educación 2020: el Coordinador Nacional, señor Mario Waissbluth; la Directora Ejecutiva, señora Adriana Delpiano, la Asesora Legislativa, señora Patricia Schaulsohn y la Directora de Política Educativa, señora Valentina Quiroga. 


2) De la Federación de Estudiantes de la Universidad de La Serena: el Vocero, señor Simón Iribarren. 


3) De la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile: la Presidenta, señorita Camila Vallejo y el señor Francisco Figueroa. 


4) De la Federación de Estudiantes de la Universidad Técnica Federico Santa María, Viña: el Vocero, señor Alexis González.


5) De la Federación de Estudiantes de la Universidad de Valparaíso: el Secretario General, señor Sebastián Farfán. 


6) De la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile: el Presidente, señor Giorgio Jackson. 


7) De la Federación Mapuche de Estudiantes: los Voceros, señorita Marta Yáñez y señor José Ancalao. 


8) De la Federación de Estudiantes de la Universidad Arturo Prat: el Vicepresidente, señor Patricio Amaulo. 


9) De la Federación de Estudiantes de la Universidad del Biobío: el Vicepresidente, señor Gastón Urrutia. 


10) De la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, CONES: los Voceros, señores Freddy Fuentes y Rodrigo Rivera.


11) De la Facultad de Economía de la Universidad Diego Portales: el Director del Instituto de Políticas Públicas, señor Gregory Elacqua.



12) De la Asociación de Colegios Particulares de Chile, A.G, CONACEP: el Presidente, señor Rodrigo Bosh; el Secretario, señor Leonardo Giavio; los Directores, señores Rodrigo Ketterer y Raúl Martínez; el Vicepresidente, señor Alejandro Hasbún; la Gerente General, señora Josefina Rosetti; el Asesor Jurídico, señora Johana Chaura; el Tesorero, señor Francisco Salazar. 


13) De la Federación de Instituciones de Educación Particular, FIDE: el Primer Vicepresidente Nacional, señor Guido Crino; el Secretario Ejecutivo Nacional, señor Carlos Veas y el Abogado, señor Rodrigo Díaz. 


14) De la Universidad del Desarrollo: el Vicerrector de Postgrado e Investigación, señor Sergio Hernández. 


15) De la Universidad Andrés Bello: el Rector, señor Pedro Uribe. 


16) De la Asociación Gremial del Consejo Nacional de Instituciones Privadas de Educación Superior, CONIFOS: el Presidente, señor Ricardo Correa; el Asesor Legal, señor Marcelo Sanhueza; el Tesorero, señor Juan Matulic, los Directores, señora Rosa Godoy y señor Vivien Petrinovic y el Secretario, señor Hugo Fuentes. 


17) Del Instituto Libertad y Desarrollo: el Director del Programa Legislativo y Justicia, señor Rodrigo Delaveau, el asesor Legislativo, señor Daniel Montalva y señora Silvia Baeza y la Economista, señora María Paz Arzola.


18) Del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile: el Investigador, señor Cristián Bellei.


19) Del Colegio de Profesores de Chile A.G., el Presidente, señor Jaime Gajardo; el Tesorero Nacional, señor Juan Soto y las Dirigentes Nacionales, señoras Ligia Gallegos y Bárbara Figueroa.


20) Del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, CRUCH: el Rector de la Universidad de Santiago, señor Juan Zolezzi. 


21) De la Corporación Educacional Aprender: la Directora Ejecutiva, señora Mariana Aylwin. 


22) De la Corporación Santo Tomás, el Rector Nacional, señor Jaime Vatter y el Vicerrector de Asuntos Corporativos, señor Hernán Swart. 


23) De la Corporación Educacional Emprender: el Presidente, señor Eduardo Grass. 


24) Del Centro de Estudios Públicos, CEP: el Subdirector, señor Harald Beyer. 


25) Del Centro de Estudios para el Desarrollo, CED: el Asesor, señor Pedro Montt. 


26) El ex Ministro de Educación, señor Sergio Bitar.


27) Del Centro de Estudios de Políticas y Prácticas en Educación, CEPPE, de la Pontificia Universidad Católica : señor Cristian Cox. 


28) Del Instituto ResPública: El Director Ejecutivo, señor Julio Isamit.


29) Del Instituto Libertad, su Directora Ejecutiva, señora Najel Klein, y el Asesor de la misma Institución, señor Patricio Gajardo.


30) De la Unión Nacional de Padres y Apoderados de Colegios Católicos, UNAPAC: el Asesor Nacional, señor Juan Morales.


31) De la Universidad de las Américas: la Decana de la Facultad de Educación, señora Pilar Romaguera.


32) Del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo, CENDA: el Investigador, señor Francisco Durán.


33) De la Federación de estudiantes de la Universidad Central, su Presidente, señor Mauricio Carrasco, la vocera, señorita Daniela López y  Secretario General de Centro de Estudiantes de Sociología, señor Marco Velarde.


34) De ACTUS, el Presidente, señor Tomás Ariztía.


35) De la Universidad Alberto Hurtado: el Decano de la Facultad de Educación, señor Juan Eduardo García-Huidobro.


Sus exposiciones se consideran en el anexo de este informe. Sin perjuicio de lo anterior, los principales planteamientos que ellos expusieron se transcriben en el cuerpo de este informe, como asimismo se da cuenta de las respuestas dadas a las consultas formuladas por los señores Senadores y Diputados que concurrieron a las sesiones que la Comisión destinó a la discusión de esta iniciativa legal.


Finalmente, cabe hacer presente que salvo la primera sesión, todas las demás que celebró la Comisión destinadas a la discusión en general del proyecto y a escuchar las distintas exposiciones y planteamientos de sus invitados, fueron transmitidas en vivo por el canal de televisión TV Senado. Asimismo, que, la Comisión celebró siete sesiones, con más de 35 horas de análisis y discusión.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que, de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, todos los números del artículo único de este proyecto de ley, que enmiendan, a su vez, los artículos 10, 46 y 64, y que agregan dos nuevos preceptos al decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370,
 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley  N° 1, de 2005, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley tiene por objeto, según se señala en sus fundamentos, prohibir los aportes estatales directos o indirectos, a personas naturales o jurídicas que persigan fines de lucro en materia de educación escolar; prohibir que los Centros de Formación Técnica y los Institutos Profesionales puedan ser personas jurídicas con fines de lucro, tal como ocurre para las Universidades y, a su vez, limitar las relaciones societarias que puedan tener las instituciones de educación superior, con personas jurídicas con fines de lucro. 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en sus artículos 1° y 19, numerales 10 y 11.


2.- El decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto, refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, y en particular las normas contenidas en el TÍTULO III Reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior.


II. ANTECEDENTES DE HECHO

Moción parlamentaria.





Los autores de la Moción puntualizan, en primer término, que este proyecto de ley responde al actual movimiento estudiantil que ha involucrado transversalmente a toda nuestra sociedad. Es evidente el clamor popular que pretende cambiar nuestro actual sistema educacional y esta iniciativa pretende modificar características importantes del mismo. 


Precisan que nuestro sistema educacional gira desde un espiral netamente de mercado, que presenta a la educación como un bien de consumo  y una oportunidad económica para concretar negocios, desconociendo la esencia natural de la educación como un bien público y  derecho fundamental que asiste a cada persona, por lo que, en concepto de los autores de la Moción, resulta fundamental realizar un giro en las bases del sistema estableciendo que aquellos establecimientos  educacionales que reciben aportes financieros del Estado, no podrán  perseguir fines de lucro.








Continuando con su exposición de motivos, y haciendo una referencia histórica constitucional, señalan que en nuestro sistema jurídico la obligación del Estado de procurar financiamiento de la educación pública no estuvo ausente, y en este sentido, el financiamiento a entidades privadas que no persiguen fines de lucro, tuvo un momento de regulación, como queda de manifiesto en las reformas introducidas a la Constitución de 1925 por la ley Nº 17.398 publicada en el Diario Oficial el 9 de enero de 1971, que entre sus contenidos dispone que la educación pública es una función primordial del Estado, a través de un sistema democrático y pluralista. Asimismo, garantizaba financiamiento para aquellas universidades estatales y privadas, pluralistas y democráticas, en el entendido que no persiguieran fines de lucro como requisito esencial.


El problema del financiamiento de las Universidades, prosiguen, da cuenta de su perenne problemática. Así, hasta los años setenta las Universidades eran prácticamente gratuitas. Los estudiantes sólo debían cancelar algunos costos de salud, deportes, cuota de solidaridad u otros de escasa magnitud. A partir de 1975 estos montos empezaron a crecer y, en el caso de la Universidad de Chile, la cuota de solidaridad pasó a llamarse “matrícula diferenciada por tramos”
. Desde 1977 todas las universidades adoptaron el cobro de un único arancel para sus estudiantes, diferenciado por niveles de ingreso familiar. Los tramos variaron desde 3 hasta 22, en el período que va desde 1977 a 1980 en el conjunto de Universidades existentes en esa fecha y todos tenían algún tramo exento de cobro.


En este mismo orden de ideas, expresan que hasta el año 1973, el financiamiento se realizaba por aportes directos provenientes de la ley de presupuesto de cada año más aportes por vías indirectas, mediante leyes especiales. Entre estas leyes especiales estaban 
: a) Ley Nº 11.575: Fondo de Construcciones e Investigaciones universitarias, formado con el 0.5% de todos los impuestos directos e indirectos de origen fiscal y derechos de aduana y exportación; b) Ley Nº 13.964: asignaba las utilidades de un sorteo anual de la Polla Chilena de Beneficencia y del sorteo Lotería Concepción; c) Tasa de despacho aduanero destinada a las universidades de Valparaíso; d) Otras leyes como las 5.563, 6.696, 13.039, 13.682, 14.824, 15.561, 15.676, 16.419 y 16.433, y d) Otros aportes, como las exenciones de impuestos, de derechos de aduana, reducciones en los precios de los servicios básicos, constituían importantes aportes a los gastos de las universidades.


Como contrapartida, añaden, las normas del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, buscaron introducir cambios a la forma en la que el Estado venía financiando a las Universidades e inducirlas hacia el autofinanciamiento y la competencia por recursos estatales. El objetivo era producir un ajuste entre las necesidades demandadas de educación superior y la oferta disponible. Citando a la profesora señora Alicia Leiva, se precisa en los fundamentos de la Moción que “el enfoque de la época era que poniendo los incentivos apropiados, se produciría una expansión del sistema terciario en Chile”
, pues “suponía que la educación superior entrega un beneficio privado y por tanto el financiamiento para ella debía provenir básicamente de quienes la consumían”, de ahí, la liberalización de los aranceles se fundó en la idea de “acercar los precios de la educación superior a sus costos de producción”
. 


De esta manera, agregan, las anteriores fuentes de financiamiento se derogaron y se establecieron tres mecanismos, administrados por el Servicio de Tesorería:


- El Aporte Fiscal Directo (AFD), que financiaría la investigación científica y tecnológica que es lo que se puede llamar un “bien público”, y la extensión universitaria que es un “bien meritorio”. Se estableció la base de distribución según la participación de cada establecimiento en el total de fondos del año 1980.


- El aporte Fiscal Indirecto (AFI), como un aporte a los costos de docencia.


- EL Crédito Fiscal Universitario (CFU), destinado a prestarle recursos a los estudiantes que no podían financiar sus estudios por tener bajos ingresos familiares. 


Concluyen su exposición de motivos manifestando que además se estableció un programa de reducciones del componente directo haciendo crecer el AFI y el CFU más que proporcional al decrecimiento del AFD. Con esta política se buscó incentivar el crecimiento de la oferta educativa, dando libre entrada a la formación de nuevas  universidades y teniendo incentivos para competir por los mejores alumnos del sistema (AFI), libertad para la creación de nuevas carreras y la ampliación de vacantes dentro de las existentes. En resumen, finalizan, los hechos fueron: el aporte del Estado a la educación superior se redujo en términos reales en un 50% entre 1981 y 1988 y la recaudación de aranceles de pre grado fue el 1987 un 33% más elevada que en 1981, cambiando la composición del financiamiento de manera que en 1987 el aporte de los estudiantes (vía aranceles y crédito) significaba un 25% del total de ingresos de las Universidades.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 


I.- EXPOSICIONES DE INVITADOS

Como se indicó al inicio de este informe, la Comisión acordó recibir en audiencia, de manera previa a la votación en general de este proyecto, a las instituciones y personas que se han reseñado precedentemente, nómina que fue concordada por sus integrantes. Sus exposiciones se contienen en las presentaciones que se incorporan como Anexo a este informe.


Sin perjuicio de lo anterior, y para el efecto de ilustrar lo que fue la discusión habida en el seno de la Comisión, a continuación se consignan los principales planteamientos que ellos formularon, en el mismo orden en que fueron recibidos por la Comisión, y el intercambio de ideas que se produjo sobre el particular.

1.- FUNDACIÓN EDUCACIONAL 2020.

Su Coordinador Nacional señor Mario Waissbluth, expuso el tema “La crisis emblemática de la transición chilena, propuesta de vías de solución.” 



Inició su exposición señalando que nuestro país lleva treinta años de un modelo educacional basado en la libertad de mercado, completamente desregulado, que se traduce, en materia de educación básica y media, en que cada sostenedor pone la escuela que quiere y donde quiere, transcribiéndose, a su vez, en una extensión de escuelas sub-óptimas. Nuestro sistema, añadió, da cuenta del segundo sistema escolar más segregado socialmente del planeta, lo que tiene no sólo graves y profundas consecuencias escolares, sino también sociales, tales como clasismo, elitismo y resentimiento. Agregó además que la educación particular no es mejor que la pública, siendo el Simce uno de los instrumentos que corrobora esta tesis.


Por otra parte, añadió, en el ámbito de la educación superior, cuya matrícula actual llega a un millón de estudiantes, sólo el treinta por ciento logra cumplir la promesa educacional que se le hizo y los setecientos mil restantes hoy protestan. A vía ejemplar, agregó, en el primer año la tasa de deserción en los Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica es cercana al 40% y que del quintil 1 y 2 el 65% deserta.

De esa forma, prosiguió, la actual situación da cuenta de la crisis ideológica más grande vivida por el país en los últimos treinta años y aseguró que mientras las posiciones pro-libertad absoluta y pro-Estado no logren conciliarse el conflicto político y social continuará.

Dentro de todo este contexto, planteó como solución al problema, un paquete de medidas que denominó como “Propuestas de Tercera Vía” y que se traducen en las siguientes proposiciones:

1.-En primer lugar, legislar lo más pronto posible acerca de una ley de transparencia integral del sistema escolar, exigiendo que toda institución de educación, pública o privada, con o sin fines de lucro, publique sus estados de ingresos, de egresos, transacciones y salarios, toda vez que ellas son depositarias de fe pública.

2.-En atención con el hecho de que la eliminación del lucro de manera inmediata es riesgosa y financieramente difícil, sugirió suspender la expansión de sostenedores, escuelas e instituciones con fines de lucro, y a los actuales establecimientos con fines de lucro someterlos a una regulación similar a la que tienen otros servicios públicos, tales como la telefonía, el agua o la electricidad,  imponiéndoles una rentabilidad máxima.

En relación con el tema del lucro y la gratuidad en la educación chilena recomendó adoptar una posición realista. Explicó que haciendo un cálculo simple en la materia se advierte que un sistema gratuito para 440.000 alumnos de educación superior significa 1.900.000 de dólares al año. De lo anterior, prosiguió, surge la interrogante de sí el Estado está dispuesto a asumir ese financiamiento, ya que la propuesta financiera del Gobierno no alcanza, a lo que debe sumarse el factor que hoy existe un sistema de admisión indiscriminada de alumnos que no están preparados para ingresar a ella. 

Señaló que una fórmula transicional sería entregar un año de un propedéutico gratuito licitado entre Universidades serias, donde se aprenda y reciba la orientación profesional necesaria para evitar deserciones.

3.-En tercer lugar, debe regularse los aranceles exorbitantes y la duración excesiva de muchas carreras, añadiendo que, mientras ello no ocurra, sólo se inyectará más dineros a las instituciones. En la actualidad, a través de estos dos mecanismos, los estudiantes financian a sus Universidades que hacen investigación, y en otras, expansión inmobiliaria.

Dentro del mismo punto estimó de suma importancia corregir las escasas posibilidades de tránsito existente entre la Educación de los Liceos Técnicos y la Educación Superior y entre Centros de Formación Técnica e Institutos profesionales y Universidades.

En otro orden de ideas, al abordar el tema de la desmunicipalización propuesta por el movimiento estudiantil, señaló que la solución que dé el país debe ir acorde con una política de descentralización. Propuso la creación de Corporaciones locales de Derecho Público con giro único que no pueda subcontratar la administración de esa Corporación a un proveedor privado, con un Director electo por el sistema de Alta Dirección Pública y un staff adecuado, señalando que, en última instancia, sea el Estado el responsable que estas Corporaciones funcionen bien. Es decir, un modelo cercano al de Inglaterra donde existe una agencia de calidad en su unidad regional.

Continuando con el desarrollo de este tema, hizo presente que existe en él una arista oculta, el de la dimensión financiera, ya que hay una deuda de arrastre que habrá que sanear o traspasar. En el caso de optar por la segunda, eso sí, se impediría que las mencionadas Corporaciones puedan partir adecuadamente. 

Otro tema que merece una reforma radical, prosiguió, es del sistema de financiamiento de la Educación Subvencionada, puesto que él no refleja de manera adecuada el costo de impartir educación. Propuso una fórmula que tiene tres componentes: un financiamiento por aula, un financiamiento proporcional al número de aulas y finalmente un financiamiento por estudiante, el que se detalla en el documento acompañado que forma parte del anexo de este informe.

En ese mismo sentido, afirmó que el sistema de copago en la Educación debe desaparecer y aumentarse los requisitos para la creación de nuevos establecimientos.

Continuando con su exposición, agregó que otro tema a considerar es el de la acreditación, debiendo comprometerse el Gobierno a presentar una propuesta de rediseño del sistema de acreditación y suprimir el traspaso de dineros a carreras que no estén acreditadas adecuadamente.

Concluyó sus planteamientos manifestando que la pregunta esencial en la actualidad, y que la sociedad chilena debe responder, es sí se quiere o no una reforma educativa en Chile, ya que en términos de financiamiento, se requiere de un monto que asciende entre dos y tres puntos del Producto Interno Bruto.






2.- CONFEDERACIÓN DE ESTUDIANTES DE CHILE.
La presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señorita Camila Vallejo, en primer término, agradeció el espacio dado para debatir el proyecto de ley en estudio y se hizo parte al constituir una de las principales peticiones formuladas por el movimiento estudiantil. No obstante y pese a haber reconocido el avance, lo estimó insuficiente, por existir todavía otros pasos pendientes. 

Resaltó el objetivo del proyecto en estudio en orden a exigir el cumplimiento de la ley y añadió que el lucro, entendiendo por tal las utilidades que van más allá de los costos asociados a mantener una institución educativa y que se guardan en los bolsillos de los particulares, no es adecuado ni aceptable en la educación. Argumentó su posición señalando que, en primer lugar, lo que éste hace es desdibujar los objetivos que tiene una institución educativa y que el Estado tiene el deber de velar. En efecto, recordó que lo principal es la calidad de ésta, considerando inconcebible que haya quienes vean la misión educativa como un medio para obtener ganancias, puesto que esta es un fin en sí mismo. Recalcó, además, que durante muchos años el Estado ha sido partícipe de la ilegalidad.

Continuando con las exposiciones del movimiento estudiantil, el Señor Giorgio Jackson, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Católica de Chile, aprovechó el espacio para afirmar que la educación no debe verse como un bien de mercado, sino como un derecho a los que todos los chilenos pudiesen acceder. Agregó que si bien algunos han afirmado que la legítima retribución pudiese generar mayor cobertura, mayor calidad y mayor equidad, ello no ha sido así. Aseguró que la experiencia comparada así lo ha demostrado.

Insistiendo en su postura, expresó que, en primer lugar, en términos de acceso, desdibuja la función educativa, porque lleva a que muchas instituciones no formulen ningún tipo de selección, generando un descontrol absoluto, produciendo a su vez un costo social enorme no sólo desde el punto de vista monetario sino también de oportunidad. 

Añadió que otro incentivo que provoca el lucro es la oferta académica sin relación al campo laboral, aseverando que casi el 60% de los egresados no trabaja en lo que estudió. 

En términos de calidad, agregó que se ha constatado que estas universidades en su mayoría, no tienen plantas académicas consolidadas, no tienen horas dedicadas a la investigación, todo lo cual va en completo desmedro de la calidad. Complementó este punto señalando que los gastos de publicidad son mayores que la inversión en educación. Estimó fundamental, en consecuencia, que el Estado sea garante de un sistema que no tenga fines de lucro por los incentivos que genera. 

Además, señaló, en términos de costo, lo que genera es tender a un aumento de los aranceles, impidiendo la integración social, por lo que es posible afirmar que hoy el lucro no genera ningún valor agregado.

Otro aspecto relevante que debe considerarse al analizarse la educación desde su perspectiva real, y no como un bien de consumo, subrayó, es que sólo existe una oportunidad para ello en la vida. Fue enfático en este punto al señalar que los estudiantes una vez finalizados los estudios y constatada la mala calidad de la educación recibida no pueden reclamar y volver a gastar dinero y otros tantos años de su vida en educarse, tal como ocurre con un bien de mercado.

Finalmente terminó haciendo alusión al proyecto de ley en estudio advirtiendo que a su juicio constituye un paso en la dirección correcta y que afirmó que es necesario se defina una hoja de ruta en la cual el Estado sea garante de los derechos estudiantiles

Continuando con las exposiciones de los miembros de la Confech, el Vicepresidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señor Francisco Figueroa, expresó que es esencial que la discusión legislativa tenga por finalidad dar un giro a la Educación. 

Añadió que el Estado debe asegurar que todas las instituciones desarrollen el mejor proyecto educativo posible y que, por su parte, las instituciones con fines de lucro, reciban o no dineros del Estado, tendrán siempre, por el contrario, como fin último, que los dueños retiren la mayor cantidad de utilidades posibles. La explicación anterior, afirmó, es el fundamento del porqué el proyecto que los convoca le parece insuficiente. 

Agregó que limitarse a erradicar la posibilidad de lucrar con bienes del Estado es crear en los hechos dos sistemas, uno sin fines de lucro de mediana o buena calidad y otro, con fines de lucro, de baja calidad. 

Aprovechó además su intervención para solicitar a todos aquellos parlamentarios que tienen intereses creados en el ámbito de la Educación a inhabilitarse de la discusión de las iniciativas legales en torno a este tema.

A su turno, el Vicepresidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Arturo Prat, señor Patricio Amaulo, junto con recordar que son 24 las universidades en el país que llevan más de dos meses y medio movilizadas, preguntó qué pasará con todos los años en que se había violado la ley por parte de las instituciones de educación superior, y si existirá algún tipo de castigo para ellas en este proyecto de ley, o bien, si  esta infracción sería olvidada. 

Finalmente, al igual que el señor Figueroa, emplazó a aquellos parlamentarios que tuvieren intereses económicos creados en la Educación para que se abstuvieran de legislar.

Por su parte, el representante de la Federación Mapuche de Estudiantes, señor José Ancalao, compartió el diagnóstico hecho por los demás estudiantes, pero agregó la importancia que tienen los derechos educativos y lingüísticos de los pueblos originarios, negados actualmente, pese a estar garantizados por la legislación vigente. 

Afirmó que la inexistencia de una política pública seria respecto de las peticiones de los pueblos originarios, los motivó a ingresar a la Confech y a hacer sus propuestas. Solicitó a la Comisión poner interés respecto a sus demandas, las que fueron ignoradas por el Ministerio de Educación en su documento titulado “Políticas y Propuestas de Acción para el desarrollo de la Educación Chilena” de 1 de agosto recién pasado, que forma parte del anexo de este informe.

A su turno, el representante de la Universidad de La Serena, señor Simón Iribarren enfatizó que las demandas planteadas no son nuevas, puntualizando que la prohibición del lucro para las universidades no es un asunto nuevo, ya que existe un texto legal que lo prohíbe y tratados internacionales que exigen instaurar progresivamente sistemas de educación gratuita en todos sus niveles. Hizo, en consecuencia, un llamado a hacer realidad lo suscrito, y a valorizar en el contexto universitario las humanidades y las artes. 

El Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Valparaíso, señor Sebastián Farfán, por su parte, subrayó que las relaciones entre los estudiantes y la clase política están absolutamente cortadas, y fue categórico en afirmar que la única manera de construir puentes es mediante hechos concretos que reflejen avances. 
En este sentido señaló que lo propuesto por el Ministerio de Educación más que un avance representa un retroceso y agregó que el proyecto de ley en discusión constituye un  tímido progreso que no representa ni un peldaño del puente. 

Pidió concentrarse en el tema de la gratuidad que constituye la principal demanda del movimiento estudiantil, señalando que se puede avanzar en todos los demás temas, pero si esa demanda se queda atrás el movimiento estudiantil seguirá su camino.

3.- COORDINADORA NACIONAL DE ESTUDIANTES SECUNDARIOS, CONES.
Su representante, el señor Freddy Fuentes, junto con expresar cual era el sentido de su asistencia a la Comisión, advirtió que instancias como ésta debieran haberse dado mucho tiempo antes y que esperaban que la que se desarrollaba fuera fructífera. 
En ese contexto, hizo ver la necesidad de que la clase política modificara la legislación que existe desde el Gobierno Militar y recalcó que, aunque fueron los estudiantes quienes pusieron en la agenda nacional el problema de la educación, hoy es un tema que preocupa a toda la sociedad, y, por lo mismo, es el señalado sector quien debe dar solución al mismo y que si esto no ocurre la situación se mantendrá. 

Por su parte, el señor Rodrigo Rivera expresó que el movimiento entiende a la educación como una herramienta de movilidad social, como forma de generar oportunidades y como la base de la sociedad para alcanzar el desarrollo. 

En lo que dice relación con el proyecto en análisis, confirmó que este constituye un avance para erradicar el lucro en la educación. 

En cuanto a otros aspectos referidos al sistema educacional chileno, planteó la necesidad de eliminar las subvenciones o, en su defecto, sustituir el criterio actual de pagarla en base a la asistencia del alumno y precisó que el financiamiento compartido no hace más que promover la segregación. Dejó en claro que no plantean la eliminación de los colegios particulares y consideró indispensable un mayor aumento del gasto en educación pública, aumentándolo a dos puntos del PIB.

Reconoció que todas las medidas solicitadas requerirían un periodo de transición y agregó que no todo pasa por un aumento de los dineros, sino también por cambiar la forma de administración de los mismos y  por más fiscalización.

Continuando con su exposición, propuso un “Sistema Nacional de Educación Pública Articulado”, de administración descentralizada, fortaleciendo las secretarías regionales ministeriales de Educación y mejorando las necesidades de cada Región que son muy distintas.

Por último, abordó el tema de la Educación técnico profesional, asegurando que se necesita un sistema de financiamiento diferenciado que apunte a satisfacer las distintas necesidades que tiene ésta. En definitiva, más recursos, buenas prácticas laborales, que la oferta corresponda a lo que en el país se requiere y fiscalización para cada uno de estos aspectos.

- - -



A continuación, las diferentes señoras y señores Senadores hicieron diversos comentarios y consultas respecto de las anteriores exposiciones, las que se reseñan a continuación.

El Honorable Senador Señor Walker, don Ignacio, junto con valorar la presencia de los representantes estudiantiles, consultó su parecer respecto de la propuesta hecha por los presidentes de los partidos de la Concertación en relación con la Agenda Social, ya que entiende que la misma comprende todos los puntos que ellos han planteado.
En otro orden de materias, consultó la opinión que les merecía la ley N° 20.529, publicada el pasado 27 de agosto, que establece el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, que contempla la Agencia de Calidad, la Superintendencia de Educación, un rol rector del Ministerio de Educación y, en el trasfondo de ella, la Subvención Escolar Preferencial que va al 40% de alumnos de menores recursos, teniendo en cuenta que el sostenedor que recibe esta subvención no puede cobrar financiamiento compartido.

Finalmente formuló la pregunta acerca de qué rol reconocían a la inversión privada en Educación y si el que invertía en Educación privada tenía derecho o no a recuperar la inversión o si la inversión, a juicio de ellos, debiera ser 100% estatal. 

Por su parte el Honorable Senador Señor Larraín, don Hernán, del mismo modo, valoró el diálogo con los estudiantes y advirtió que la intervención de ellos no sólo se circunscribió al proyecto en discusión, sino que además se abordaron importantes temas como gratuidad, acceso, calidad y desmunicipalización, y que reflejan las causas últimas de la movilización de ellos. 

Estimó de suma importancia el aporte de los estudiantes a los proyectos que los parlamentarios pudieren promover y señaló que antes de entrar a la discusión particular de los proyectos ojalá pudieran sentarse a fijar la agenda de trabajo junto a miembros de la Cámara de Diputados y del Gobierno, ya que muchas de las materias que pudieren resolver el tema son de iniciativa exclusiva de este último. 

Hizo presente que, a través de las distintas reuniones, no se busca imponer un punto de vista, sino simplemente abrir un espacio al diálogo. Agregó que si bien existen opiniones políticas distintas en diversas materias, lo que han planteado tiene mucho de verdad, logrando describir parte de los problemas graves que tiene el país. Aseguró además que están muy cercanos a lo que ellos piensan tanto en el diagnóstico como en muchas de las propuestas que plantean como solución. 

Transmitió la mejor y mayor voluntad para sentarse a trabajar, abarcando no sólo cada proyecto, sino la globalidad de los temas. Aseveró que existe voluntad real de asumir este llamado a la conciencia que han formulado y a buscar soluciones y agregó que probablemente no coincidirán en un 100% de los planteamientos, pero si en muchos más de lo que piensan y que en aquello en donde no exista consenso estará la democracia que tendrá que resolver.

A su turno, el Honorable Senador Señor Cantero, señaló que el movimiento social puso en el tapete temas tan importantes como el lucro, la gratuidad de la educación, la equidad de la cobertura, pero lo más relevante, a su juicio, fue hacer entender estos bienes básicos como bienes públicos y no de mercado. Agregó que nadie discute el inmenso aporte realizado por gente tan joven y de manera transversal. 
Comprendió la idea de los estudiantes en relación con la decisión adoptada de no estar dispuestos a sentarse a una mesa de diálogo, pero recordó que el Congreso Nacional, en su calidad de colegislador, no ha intentado más que tratar, a través de ciertos proyectos de ley, de interpretar lo que se pide desde la ciudadanía, buscando los consensos más amplios. En este punto, hizo presente que el proyecto cuenta con el apoyo de los Honorables Senadores Pérez, Bianchi, Quintana y Escalona. 

Insistió en que es éste el espacio donde debe llevarse a cabo la discusión tarde o temprano, con responsabilidad, seriedad, altura y que si no hay satisfacción, en las próximas elecciones tendrán la oportunidad de cobrar  todas las cuentas que tengan que cobrar.

Señaló que respecto del lucro, existe un consenso es cuanto a que hay que regularlo en ámbito de la Educación, puntualizando que algunos plantean no al lucro en forma absoluta y otros que existiendo lucro no debe haber aporte del Estado. 

En el mismo orden de ideas finalizó sus planteamientos diciendo que los estudiantes piden que se acabe con el lucro, porque la educación es un bien público y el Estado tiene que ser mucho más proactivo y cumplir un rol regulador toda vez que ha habido un libertinaje desbordado. Fue enfático al señalar que deben dejar de existir los espacios de flexibilidad que han dado lugar a los abusos, porque hay generaciones que han sido engañadas y no han recibido los beneficios que  esperaban.

Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador Señor Lagos, valoró la conversación respecto de este proyecto y señaló que construir confianzas y voluntades supone un esfuerzo mutuo. Agregó que al final del día será el Congreso Nacional el que resolverá muchos de estos problemas y para eso es necesario crear las instancias de conversación. Manifestó, asimismo, entender los tiempos del movimiento estudiantil.

Destacó que en este tema lo único concreto que existe son estas mociones que unos han presentado y otros, adherido. Señaló que este proyecto, que establece que no va a haber lucro ni en la Educación Escolar ni en la Superior, posee los quórum requeridos para modificar la ley y reconoció al mismo el mérito de generar un punto de inflexión en la forma de entender la Educación. Agregó que, en el pasado, hubo voluntad de hacer los cambios y no se logró, pero hoy existe voluntad y condición para ellos. 

Advirtió que, hasta el momento, el Gobierno no ha enviado ni un solo proyecto en materia de Educación Superior y teme que de ser presentados, estén enfocados a becas, a renegociar el Crédito Fiscal Universitario y a bajar la tasa de interés del Crédito con Aval del Estado. 

Por último, finalizó su intervención preguntando al movimiento si tenían algún dato referido al costo de la reforma.

El Honorable Senador Señor Navarro, estimó importante considerar esta iniciativa recoge grandes sacrificios, movilizaciones sociales y en donde existen inclusos alumnos en huelga de hambre. 
Agregó que el mérito de querer discutir hoy las políticas de fondo es del movimiento estudiantil con el que se tiene una deuda. 

Dijo además compartir las demandas del movimiento y planteó asimismo que el diagnóstico es conocido hace años, añadiendo que el lucro ilegítimo e inmoral de parte de los que imparten educación se conoce no sólo desde el año 2006 con la revolución pingüina, sino de mucho antes y desde entonces se ha mantenido igual.

Hizo presente también que la presión al sistema político no es más que la voluntad de cambio al sistema, de poner fin al lucro, de establecer un cambio estructural profundo en la Educación y que este tema no es sólo estudiantil, sino de la sociedad en su conjunto. 

Fue enfático en señalar que la propuesta del movimiento estudiantil no es responsabilidad del Congreso, sino del Gobierno, ya que las facultades constitucionales para dar respuesta positiva a esas demandas las tiene el Presidente de la República al tratarse de un problema de recursos que requiere 2 a 3% del PIB y ese dinero debe venir del Estado. 

Dijo también sentir temor a que el tema termine en el Congreso Nacional diluyendo las responsabilidades sobre posiciones frente al lucro. Por ello, señaló querer conocer las opiniones de los distintos parlamentarios, añadiendo que hasta ahora parecen todos coincidir en poner fin al lucro, pero recordó que en el año 2006 también coincidieron y finalmente la revolución pingüina fue traicionada en esta Instancia, ya que nada de lo sustantivo de la revolución pingüina fue incorporado a los proyectos de ley.

Agregó que lo peor que puede hacer la clase política es alargar el debate sobre temas no sustantivos y que el Gobierno espere al agotamiento del movimiento. 

Volvió a insistir en que el emplazamiento del movimiento es a éste último y que el Congreso sólo ha tomado la iniciativa ante la ausencia de liderazgo del ejecutivo.  Agregó que escuchar decir al Presidente de la República transparentar el lucro es decir transparentar un delito y no significa más que una amnistía.

Finalmente, preguntó a los estudiantes sobre cuál sería el mecanismo de solución para evitar el reventón social, tarea que afirmó ser una responsabilidad compartida.

La Honorable Senadora señora Pérez, valoró lo hecho por el movimiento estudiantil y manifestó que, más allá del proyecto en particular, corresponde ir a un tema más de fondo, que es analizar el modelo educativo que hoy existe en la Educación Pública. 
En el mismo orden de ideas, preguntó si existe voluntad realmente de fortalecerla, si se quiere dejar toda en manos del Estado, o bien, en manos de privados, o bien robustecer y avanzar en el actual sistema mixto donde los privados tienen un rol. Pero, agregó, lo importante es tener claridad hacia donde se quiere llegar, ya que en el tema existen, entre el Congreso y el movimiento, más coincidencias que distancias. 

Expresó por último que espera que este diálogo sea una luz verde para discutir algo que es mucho más de fondo y ver como se construye hacia el futuro la Educación Pública que involucra a los estudiantes y sus familias.

La Honorable Senadora señora Allende, señaló que le parece positivo y necesario haber podido lograr un diálogo. Recordó asimismo que junto con esta Moción existen otras, como la que apunta a poner fin al lucro mediante la práctica de las “sociedades espejo”. 
Hizo hincapié en el hecho que si bien los parlamentarios tienen facultades para abordar el tema, la iniciativa corresponde, prácticamente en su totalidad, al Ejecutivo. No obstante, dijo que pese a las posibilidades acotadas del Congreso Nacional, se han presentado ciertas mociones, entre ellas, una reforma constitucional que aborda el rol del Estado en la educación pública tanto en su financiamiento como en su calidad. Señaló que estas Mociones si bien representan un paso, apuntan a algo que forma parte de un planteamiento mayor que es la reforma profunda que tiene que tener este sistema educacional que ya no da para más. Indicó que urge regular este sistema que tiene un record absoluto de desregulación, que ha permitido resquicios y que ha hecho de la educación una segregadora.

Fue enfática al señalar que el Gobierno tiene que dar respuestas a temas muy de fondo como el rol del Estado en la Educación, lucro, transparencia y financiamiento, aspectos que no fueron contemplados en su respuesta de los 21 puntos. 

Expresó, además, sentir una sensación de impotencia al ver a los estudiantes, a aquellos que ya van a cumplir treinta días de huelga de hambre y pudieran adoptar todavía medidas más extremas como iniciar una huelga seca. 

Dijo además que espera que la respuesta del Ejecutivo no se limite a reducir la tasa de interés del Crédito con Aval del Estado, sino que vaya al fondo, porque se necesita un compromiso que refleje lo que está ocurriendo afuera en donde el 80% de la población está en contra del lucro. 

Mencionó asimismo el esfuerzo hecho por la Concertación, que se refleja en una minuta de 31 puntos, en donde se dio respuesta directa a los planteamientos de los estudiantes para avanzar, advirtiendo eso sí, que para ello resulta indispensable un Ejecutivo que adopte esa decisión y que no apueste por el degaste del movimiento estudiantil que sería reflejo de incapacidad.

Precisó también que si en el pasado ellos no tuvieron la voluntad o los votos para modificaciones más profundas, hoy es distinto, el hecho de estar sentados en una Comisión de la que no son titulares es porque quiere que esta vez sí haya cambios profundos en este tema que ha tocado la médula de la familia chilena. 

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana, expresó que entiende la desconfianza que tienen los estudiantes para incorporarse a mesas de diálogos e incluso para esta reunión, lo que a su parecer tiene que ver en gran parte por lo ocurrido el año 2006 con la “revolución pingüina”. No obstante, manifestó que ve hoy un discurso más homogéneo en la clase política representada en este Congreso. 

Recalcó que la discusión en el tema de educación es marcadamente ideológica. Así, recordó lo que ocurrió al discutir, en el contexto de la Ley General de Educación, el concepto de educación pública, lo que llevó meses. Señaló en este punto que, lógicamente, lo que la gente menos quiere hoy es que esto tome hasta el 2016 para comenzar a ver cambios estructurales que la sociedad demanda tal como lo han sostenido las encuestas.

Hizo presente además que existe otra Moción presentada en conjunto con el Honorable Senador Walker, don Patricio que tiene por misión homologar la tasa de interés del Crédito con aval del Estado al de Crédito con Fondo Solidario.

Fue enfático en señalar, al igual que muchos otros parlamentarios, que en todas estas discusiones existe un autor ausente que es el Gobierno, agregando que el Congreso puede tener la mejor disposición de poner en discusión todos los proyectos a los que se han hecho mención, pero hay otros proyectos que requieren recursos y que debe iniciarlos el Gobierno.

Precisó también que el pecado original de la crisis en la Educación está en el año 1981. 

Preguntó al movimiento estudiantil acerca de cómo creían que debiera llevarse a cabo el proceso de desmunicipalización de manera efectiva.

Por último, añadió creer que el lucro se va a terminar al existir entre los políticos un discurso homogéneo en ese sentido. Pero, en este punto, preguntó al movimiento cómo se imaginaban el sistema de becas si éste terminaba en la Educación Superior.

La Honorable Senadora señora Von Baer, valoró que se estuviera debatiendo en la Comisión de Educación en profundidad el proyecto y los otros temas que se plantearon. Señaló que el poder discutir, entender lo que el otro está tratando de decir, es sumamente valioso y constituye un paso este camino.
Precisó que se puede discutir en torno a la idea general o simplemente en torno a un proyecto en particular como el de hoy y que ambos son valorables. Lo importante, agregó, es conversar para entender el fondo del problema.

Finalmente, rescató la pregunta formulada anteriormente por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, acerca del rol que atribuyen a la inversión privada en Educación.

El Honorable Senador señor Letelier, junto con agradecer la presencia de los estudiantes, felicitó la labor realizada por éstos durante los tres últimos meses.
Explicó que la discusión se centra en establecer si tenemos o no voluntad para cambiar el modelo educacional. Agregó creer firmemente en que se debe poner fin al lucro en la Educación, ya que el Estado no debiera subsidiar el enriquecimiento de los particulares.

Precisó que hablar de cambio de paradigma es afirmar el cambio del modelo de financiamiento de la Educación Superior, de desmunicipalización, de fin al lucro y de reformas constitucionales como ejes, sin perjuicio de existir otros temas evidentes como acceso, acreditación, democratización y educación intercultural.

Señaló que la idea es que si hay Universidades, Institutos y Centros de Formación Técnica que tengan fines de lucro, tengan que acreditar sus carreras para que existan. Agregó que, de la misma, manera espera que dejen de existir colegios particulares subvencionados que no son de calidad.

Manifestó no creer en la relación lucro y calidad, al no estar demostrado que los establecimientos que persigan fines de lucro tengan Educación de calidad en circunstancias que muchas instituciones sin fines de lucro son excelentes.

Preguntó a los estudiantes, en calidad de promotor del proyecto que los convocaba, si estaban de acuerdo en eliminar el lucro en todos los niveles, porque a su juicio este constituye uno de los cuatro pilares del modelo educacional que debe cambiarse si se quiere un modelo educativo distinto.

Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez, dejó en claro su absoluto e irrestricto respeto a los tiempos y a las decisiones del movimiento estudiantil.

Explicó claramente que el Congreso no tiene facultades en el 93% de los proyectos que hay que discutir, puesto que constituyen responsabilidad del Gobierno. Sin embargo, añadió que en los temas que quedan a su alcance han querido hacer la discusión.

Manifestó creer en un Estado fuerte, protector, que tenga responsabilidad en la Educación, en la Salud, en Medio Ambiente, sin ningún tipo de dudas, y estimó insostenible mantener una situación como ésta.

Dejó claramente establecido que la Concertación tuvo responsabilidad en lo ocurrido el año 2006 con los estudiantes al no haber acuerdo al interior de ésta.

Agregó tener la convicción que el Parlamento puede colaborar en esto y que la presencia de los estudiantes es indispensable, ya que nada de lo que se vote puede llevarse a cabo dentro de cuatro paredes ni decidido a escondidas de los dirigentes de la opinión pública. En consecuencia, aseguró al movimiento estudiantil que no votará nada que no sea conocido y discutido.

El Honorable Diputado señor González, don Rodrigo relató que el Ministro de Educación concurrió a la Cámara donde expuso y explicó el programa que dio a conocer al movimiento estudiantil en respuesta a sus demandas, sin moverse ni un centímetro en relación a las propuestas planteadas anteriormente por el Gobierno. 
Agregó que el citado Ministro defendió la existencia del lucro en la Educación Escolar, como asimismo en los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales, añadiendo que la existencia de la Superintendencia de Educación Superior era fundamental y que en el ámbito universitario el Gobierno sería irrestricto en cumplir la ley, pero manifestó que en la desmunicipalización y los demás temas mantuvo la postura hasta ahora conocida.

Señaló que tras haber escuchado al Ministro y a los estudiantes le parece de suma importancia que esta Comisión haga presente al primero las opiniones manifestada por estos últimos, porque de mantener la postura el Ejecutivo la situación no encontrará solución. Consideró, en consecuencia, fundamental una nueva postura del Gobierno. 

Por último, añadió que los Diputados presentes en la ocasión le plantearon que el tema no requería más parches sino que una reforma estructural. 

El Honorable Diputado señor Aguiló, comenzó su intervención señalando que la presencia del Ejecutivo era indispensable. Sin éste, expresó, no se puede ir más allá de la buena voluntad, ya que el espacio dado al Parlamento para solucionar el conflicto es muy limitado.
Complementó sus dichos señalando que el Congreso Nacional tiene tres principales problemas para dar fin a la situación. En primer lugar, expresó que gran parte de la ciudadanía ha perdido confianza en él. En segundo lugar, agregó que las fuerzas políticas  están empatadas, porque hay quienes creen que no debe haber lucro en ninguna de las líneas en la Educación mientras hay otros que creen que sí debe haberlo y hay quienes creen que la Educación es un Derecho y otros que es un bien de consumo. Finalmente, precisó, en el 93% de estos temas no tiene facultades, incluso aunque todos estuvieran de acuerdo.

Finalizó su intervención señalando que no cree que tal como algunos han sostenido, los plebiscitos sean armas de la dictadura, afirmando que ellos están hoy en todas las sociedades modernas y democráticas del mundo. Agregó la única forma de evitar el plebiscito consiste en que la clase política de señales, abriendo los puentes de comunicación con los estudiantes.



A la luz de los comentarios y observaciones formuladas, el presidente de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Jackson, y en respuesta a las preguntas formuladas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aclaró que su presencia responde a la discusión de un proyecto en particular y no a la propuesta dada por la Concertación a sus planteamientos.

En lo que al rol del sistema privado se refiere, señaló que gran parte de las instituciones a nivel internacional son privadas sin fines de lucro que sólo reconocen un afán de lucro de conocimiento, de contribución a la sociedad. Puntualizó que la educación no puede ser un medio para obtener un fin que es el lucro, más aún si gran parte de la ciudadanía plantea terminar con ello.

Respondiendo a las preguntas formuladas por el Honorable Senador Señor Larraín, don Hernán, expresó que no están dispuestos a sentarse a definir la agenda porque no existen garantías que aseguren que lo debatido en este espacio se hará realidad, ya que gran parte de los temas son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República en su calidad de colegislador.

En la oportunidad, reprochó a los parlamentarios del oficialismo que llaman a debatir en este espacio con facultades tan reducidas y no plantean estas mismas políticas en el Gobierno donde el espacio es mayor.

Manifestó, en respuesta al costo de la gratuidad formulada por el Honorable Senador Señor Lagos, que hoy se invierte aproximadamente 2, 2 billones de pesos en Educación Superior. De ese monto, agregó, más del 80% es aportado por las familias y menos del 20% por el Estado, mientras que en países desarrollados la inversión es la opuesta. En efecto en los países pertenecientes a la OECD más del 75% lo aporta el Estado, incurriendo los privados en un porcentaje mucho menor. 

Añadió que, a diferencia de lo que sostuvieron algunos parlamentarios, no comparten el mismo diagnóstico de la situación existente. Explicó que existe un diagnóstico que cree que hay que corregir un modelo que es imperfecto y que sigue creyendo que el individualismo y la libertad de la persona es lo que tiene que imperar en un modelo educativo y en ese razonamiento la solución se encuentra en las políticas anunciadas por el Gobierno. En definitiva, precisó, si la educación se la entiende como un servicio, lógicamente debe cobrarse un precio por él y es de toda lógica establecer un sistema de créditos para ayudar a quienes no cuentan con todo el dinero. No obstante, continuó, si se concibe la educación como un derecho y que ella va a generar un bien público, perfectamente se comprende por qué todos tienen que financiarla, no sólo el que accede a ella. En eso, insistió,  consiste la diferencia de concepción y esta es la visión que tiene la población y en base a ella surgen las demandas, porque la concepción no es ya individualista sino colectiva.

En último término se refirió al tema de los créditos y específicamente al hecho de bajar las tasas de interés, considerando que esta medida no apunta más que subsidiar a la Banca, por lo que llamó a reflexionar sobre esta materia.

Por último, volvió a referirse al proyecto en discusión señalando que si bien constituye un paso en la dirección correcta  no constituye lo suficiente para crear el puente necesario para que se den todas las confianzas de parte del movimiento estudiantil.

Por su parte el Vicepresidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Arturo Prat, señor Patricio Amaulo, señaló que viene de una región extremadamente rica en recursos naturales, sin embargo, dijo que en esta región la Salud, las Viviendas y la Educación son las peores del país. Agregó además que pertenecemos a un país que no tiene deuda externa y que tres veces de lo que se invierte en Educación, se invierte en EEUU y en Europa. Entonces, agregó, no se puede decir que los dineros no alcanzan.

Manifestó, en relación con los posibles proyectos en educación, que cualquier avance es positivo, pero agregó que no buscan soluciones mediocres,  porque la enfermedad es mayor y el Estado no puede hacerse cargo a media de los problemas. Continuando con su exposición, señaló que el fin de la solución está en los parlamentarios que fueron escogidos para ello. Afirmó que deben cumplir la misión que les fue encomendada recordando que ésta consiste en recoger y llevar al Congreso lo que el pueblo requiere y llamó a ponerse en lugar de los más necesitados en Salud, Vivienda y Educación.

Aseguró que el movimiento estudiantil seguirá movilizado el tiempo que sea necesario y, en este punto, recordó la situación vivida en México, extendida por más de 9 meses, la de Argentina por 6 meses y la de Nicaragua por un año y medio. Aseveró que si es necesario perder el año lo harán.

Para terminar invitó a los parlamentarios, Gobierno, actores sociales, prensa y observadores internacionales,  a recibir el documento que contiene las nuevas propuestas formuladas por el movimiento estudiantil en una fecha y lugar a confirmar.

A continuación, la Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señorita Vallejo, enfatizó que lo que buscan no es sólo que los temas estén sobre la mesa, sino que además exista claridad en los objetivos, teniendo en cuenta que las peticiones del movimiento estudiantil no apuntan a una reforma al sistema, sino a un cambio real y estructural al mismo que ya cumplió su tiempo de vida en el que no lo logró demostrar que garantizaba mayor igualdad, mayor calidad ni ningún principio que debiera garantizar un proyecto desarrollo del país. 
Agregó que la situación estalló en este Gobierno, pero que el problema va más allá de ser uno de derecha o de izquierda. Explicó que, con anterioridad al Gobierno Militar, ya se había ido construyendo un sistema educativo que reconocía calidad, no obstante, con la llegada de éste, el avance se interrumpió, se impuso otro modelo, uno de autofinanciamiento, de libertad de enseñanza, donde el Estado sólo tiene que garantizar la diversidad, en donde la familia provee de educación a sus hijos, cosas todas que se impusieron sin discusión posible.

Aseguró además que el endeudamiento constituye una nueva forma de esclavitud de los nuevos tiempos que provoca desigualdad.

Complementó sus dichos señalando que lo que pretenden constituir es un modelo en donde la Educación constituya un fin en sí mismo y agregó que espera que las respuestas a sus demandas contemplen entre otros, el fin al lucro, el término del endeudamiento y no se limite a hacerlo más amigable.

Hizo presente también que, si bien hasta el momento el Gobierno ha constituido un espacio infértil a sus demandas, ello no obsta a que el Parlamento asuma su responsabilidad, se pronuncie y colabore con el movimiento estudiantil a hacer presión aunque no tengan todas las iniciativas. 

El señor Francisco Figueroa, Vicepresidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, respondiendo a la pregunta formulada por algunos parlamentarios, en especial por el Honorable Senador señor Navarro, en torno a cuales serían los mecanismos de solución de los conflictos, señaló que el problema no se reduce sólo al modelo educativo sino que, tal como ha quedado de manifiesto, la clase política además no representa a la inmensa mayoría del país y, en consecuencia, no está facultada para dar solución al conflicto de manera integral. Teniendo en cuenta lo anterior, manifestó que la vía de solución parece ser un plebiscito.
Al hacer uso de la palabra, el Señor José Ancalao, representante de la Federación Mapuche de Estudiantes, hizo hincapié en que la situación actual es grave, especialmente por la de sus compañeros que están en huelga de hambre. Dijo no comprender a este Gobierno a quien calificó de miope y sordo ante las demandas estudiantiles que tienen gran adhesión nacional. Añadió que los estudiantes están tratando de construir el país que sueñan con sus demandas, su labor entonces dijo, es una de largo plazo.

Hizo presente que a las demandas políticas y sociales que hicieron recibieron por parte del Gobierno una respuesta económica y deficiente. Exigió en consecuencia que la respuesta estuviese en sintonía y fuese política y social.

El señor Rodrigo Rivera, representante de la Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, complementó la intervención del movimiento estudiantil señalando que la decisión adoptada en Concepción de no negociar con el Parlamento se vio ratificada por los dichos expresados por los distintos Senadores en relación a las escasas iniciativas que tienen en la materia.
Perfeccionó sus dichos señalando que lo que ha hecho el Ejecutivo ha sido tirar la pelota a una cancha en la que no es posible obtener soluciones concretas y rápidas para el movimiento estudiantil y emplazó a su Excelencia el Presidente de la República a tomar las riendas del conflicto.

Finalmente, agregó que dadas las escasas iniciativas de los Parlamentarios y las respuestas dadas hasta entonces por el Ejecutivo, la solución parece estar en la población quien se expresará por medio del plebiscito.

El Vicepresidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad del Biobío, señor Gastón Urrutia, consultó acerca de cuál es el proyecto educativo país y cómo se mide la calidad de la Educación, aseverando que no existe en nuestro país un proyecto educativo.
Asimismo, explicó que cuesta hablar con serenidad cuando el Gobierno hace oídos sordos ante miles de alumnos que hoy claman justicia exigiendo Educación pública y de calidad.

En cuanto a la propuesta formulada por la Concertación, aseguró que más allá de ella, existe hoy una desconfianza importante hacia la clase política en toda su extensión. Explicó sus dichos expresando que ella se funda en haber legislado anteriormente sobre el Crédito con Aval del Estado, el financiamiento compartido y en haberse burlado poniendo como Ministra de Educación a una sostenedora y posteriormente en el mismo cargo a un dueño de una Universidad privada.

Refiriéndose a la Ley sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad consideró paradójico que dentro del marco legal no se mencione a la familia, ya que agregó está comprobado que dentro del rendimiento de un alumno la familia, su origen,  lo explica entre un 70 y un 90%. 

Respondiendo a la pregunta del rol de los privados señaló que la única atribución que se les puede reconocer es la de segregar a la población educacional, que ha sido una de las causas fundamentales del fracaso del modelo educativo.

Fue además enfático en señalar que los estudiantes no negociarán con el Congreso Nacional mientras el Gobierno no se manifieste de manera real con respecto a las demandas estudiantiles y eso, agregó, no tiene que ver con improvisar respuestas y llevarlas al Congreso, sino tener una agenda educativa.

Se dirigió más tarde a la Honorable Senadora señora Von Baer para dejar establecido que si bien la matrícula de los colegios particulares subvencionados está en alza, el año 2004 la mayor cantidad de matrícula la tenían los colegios municipales. Le preguntó, asimismo, cómo distinguía un colegio de mala y otro de buena calidad. Agregó que hoy se clasifican de esta manera los colegios a partir del resultado que obtienen en el Simce. No obstante, explicó, esos medios de medición no hacen más que ser reflejo de la vulnerabilidad de los estudiantes.

Finalmente, invitó a los parlamentarios, actores sociales y al Gobierno a hacer un debate televisado en donde los estudiantes puedan hacer sus propuestas, defenderlas y dar a conocer que es posible que la Educación en Chile sea gratuita.

Por último, el representante Coordinadora Nacional de Estudiantes Secundarios, CONES, señor Freddy Fuentes, al igual que sus compañeros, insistió en la idea que no se sentarán a negociar con el Congreso mientras no tengan garantías de parte de Gobierno de llevar adelante las demandas planteadas.

Estimó además que Chile atraviesa no sólo una crisis educacional sino también de legitimidad de la democracia. Consideró fundamental, en consecuencia, que los chilenos tengan participación en las decisiones trascendentales que se adoptan para evitar que se lleven a cabo entre cuatro paredes en donde lo que ocurre, en definitiva, es que se privilegian los intereses particulares de los que en ellas intervienen y no los generales.

Dentro de ese contexto, recordó lo ocurrido el año 2006 con la revolución pingüina en donde fueron traicionados, no sólo por el Gobierno de la época, sino también por el Parlamento y fundamentó principalmente en ello la actual negativa a discutir.

Por último, hizo un llamado a la clase política, a la que calificó de intransigente, a escuchar a la ciudadanía que apoya las demandas estudiantiles, asegurando que en ellas están las soluciones al sistema educativo chileno.

- -  -


En sesiones sucesivas la Comisión recibió en audiencia y escuchó las exposiciones de las siguientes instituciones e invitados:


4.- INSTITUTO DE POLÍTICAS PÚBLICAS DE LA FACULTAD DE ECONOMÍA Y EMPRESA DE LA UNIVERSIDAD DIEGO PORTALES.

 Su director, señor Gregory Elacqua, abordó los siguientes temas:


- Contexto: Chile es el único país en el mundo que subsidia instituciones escolares que persiguen fines de lucro. Más de un millón de estudiantes en el sistema escolar asisten a un establecimiento con fines de lucro y existen más de tres mil colegios subvencionados con fines de lucro a lo largo del país. Este sector representa un tercio de los establecimientos y de la matrícula acercándose a la matrícula nacional municipal. Desde 1992 la matrícula ha aumentado en cerca de un ochenta por ciento. En el sector pre-escolar es donde su participación es mayor respecto a otro tipo de sostenedores. En algunas comunas más de dos tercios de los estudiantes asisten a estos establecimientos.


A nivel superior, el lucro está legalizado para Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales y de este grupo la mayoría de las Instituciones son con fines de lucro. Más del veinte por ciento de la matrícula nacional en Educación Superior está en estas Instituciones.


-Debate Nacional: Hay quienes están a favor del lucro en la Educación Escolar y quienes están en contra. 


-Pilares al que todo Sistema Educacional debe aspirar: Preservar la Diversidad,  Asegurar la Calidad y  Promover la Integración Escolar.


a) Primer Pilar, La Diversidad: Identificación de los sostenedores Con y Sin fines de lucro. 


Muchos de los colegios subvencionados Con Fines de Lucro sostienen que han debido optar por esta modalidad porque de lo contrario es muy difícil obtener financiamiento e invertir así en sus establecimientos. Estos establecimientos ofrecen más horas de inglés, más deportes y tienden también a invertir más en publicidad.


Es necesario tomar en cuenta este factor, ya que se puede anticipar que de eliminar el lucro, probablemente, se llegue a una situación similar a la existente en los Países Bajos (Holanda), en donde gran parte de la población asiste a colegios subvencionados sin fines de lucro que tienen un proyecto educativo marcadamente religioso. 


b) Segundo Pilar, la Calidad: Al comparar dos alumnos con las mismas características socioeconómicas, es posible observar una leve ventaja en la calidad en los sin fines de lucro por sobre los con fines de lucro. 


A nivel superior, son los sin fines de lucro quienes tienen mayor éxito para obtener acreditación. Un tercio de las Instituciones sin fines de lucro logra una acreditación por cuatro o más años. En los con fines de lucro, por su parte, sólo el catorce por ciento logra la acreditación, lo que es importante porque muchos de sus alumnos son de los primeros dos quintiles.


Debe tenerse presente para un correcto análisis,  puntualizó, la nueva arquitectura aprobada en abril y no implementada todavía
 , diseñada para asegurar calidad en todo el sistema. Así, se plantea cambiar las reglas del juego sin tener claro los efectos de esta nueva institucionalidad que presenta un Ministerio más fortalecido, una Superintendencia de Educación, una Agencia de Calidad y un Consejo Nacional de Educación.


c) Tercer Pilar, Integración Escolar: Los establecimientos con fines de lucro tienen una mayor concentración de alumnos prioritarios que los sin fines de lucro. Dentro de los sin fines de lucro, los católicos tienen menor concentración de los alumnos prioritarios. Los estudiantes prioritarios están más segregados en el sector Con Fines de Lucro que en el Sin Fines de Lucro y en el Municipal. Existe un aumento importante en la entrada de escuelas Con Fines de Lucro en sectores medios y bajos a partir de mediados de los años noventa, el problema es que muchos de los con fines de lucro que han entrado ofrecen una baja calidad de Educación, ejemplo: Alto Hospicio, siete de ocho colegios subvencionados con fines de lucro en recuperación.


-Interrogantes a discutir: Si se elimina el lucro, ¿Cómo preservar la diversidad? ¿Cómo abordar la transición? ¿Cómo asegurar la calidad? ¿Cómo evitar no replicar lo que ocurre en Educación Superior?



Destacó que el objetivo de las estadísticas y análisis que ha expuesto es lograr poner todos los datos sobre la mesa y a partir de ellos comenzar la discusión y advirtió, antes de comenzar a dar respuesta a las distintas interrogantes, que para muchas de ellas, simplemente, no existe respuesta.


Respondiendo a la pregunta planteada  por el Honorable Senador señor Espina, que dice relación con la posibilidad o no de mantener el lucro en colegios con fines de lucro que logran buena calidad, diversidad socioeconómica e integración y que tiene un proyecto educativo distinto, señaló que es una interrogante muy importante que él no puede contestar ya que ésta materia es índole política.


En relación con lo planteado por el Honorable Senador Señor Walker, don Ignacio, respecto a la posibilidad de terminar con un país en donde las alternativas sean sólo la educación municipal y otra subvencionada sin fines de lucro pero religiosa, advirtió que en ningún momento sugirió que con este proyecto de ley se terminaría con el sistema mixto que tiene nuestro modelo educativo, agregando que lo que sí indicó es que podría llegar a afectar la diversidad en él existente.


Complementó sus dichos señalando que es de suma importancia tener claro cuál es el modelo educativo que se quiere lograr, lo cual aún no ha quedado con las medidas propuestas por el Gobierno. Agregó que, sólo una vez hecho lo anterior, se define el diseño educativo.


Fuera de lo anterior, dijo compartir la apreciación hecha entre otros por los Honorables Senadores señora Pérez y señor Walker, don Ignacio,  en relación con que la transición es fundamental. Insistió que la pregunta a formularse son: cuáles serán las consecuencias del diseño adoptado, qué tipo de sostenedores queremos y qué pasaría en comunas pobres si se eliminaran estos colegios.


Finalmente, se detuvo en las palabras expresadas por la Honorable Diputada señora Girardi en torno al tema del déficit atencional. Dijo que efectivamente los colegios municipales reciben a los alumnos más vulnerables y con mayor déficit atencional y dentro de ese contexto se justificaría hacer a ellos un aporte mayor. Pero advirtió que se trata de materias distintas que no tienen que ver con el lucro.


Acompañó su intervención en un documento en powerpoint, en el que se desarrollan, con mayor extensión, los puntos antes reseñados. Dicho documento fue debidamente considerado por los Senadores integrantes de la Comisión, y, como se indicó al inicio de este informe, se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.




5.- ASOCIACIÓN DE COLEGIOS PARTICULARES DE CHILE, A.G, CONACEP.

Su presidente, señor Rodrigo Bosch,  desarrolló los siguientes temas:

-Creación de la Educación Particular: Chile, un país históricamente con un sistema de provisión mixta de Educación.


-Identificación de los Sostenedores Privados que persiguen fines de lucro: 73% de los sostenedores son docentes de profesión, con proyectos educativos emprendidos gracias a políticas impulsadas por el Estado, con endeudamiento personal o recursos propios. El 78%  de la inversión en educación desde el año 1997 a 2005 es 100% privada.


-Precisiones respecto a la Educación por ellos brindada: Los comentarios apuntan a que tanto la educación municipal como la particular subvencionada está mal. Tendencia de Chile en la prueba Pisa, la brecha con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico tiende a disminuirse, se estima que en diez años alcanzaría el actual promedio de esa organización.


-Encuesta del Centro de Estudios Públicos: A igual costo de matrícula y aproximadamente a igual distancia, las familias prefieren los colegios particulares subvencionados.


-Características de los colegios particulares subvencionados: el 40% de los colegios particulares subvencionados son gratuitos, no cobran financiamiento compartido y no tienen posibilidad de recibir recursos adicionales como los colegios municipales ni subsidios cruzados. El 40% de los alumnos más pobres estudian en estos colegios, y 70% de ellos lo hace en los con fines de lucro. 


El 75% de los niños con discapacidades y necesidades especiales se educa en colegios particulares subvencionados. Asimismo, igual porcentaje de los hijos de profesores estudia en ellos. Generó diez mil nuevos puestos de trabajo para docentes sólo en los últimos tres años, actualmente emplean a ochenta mil docentes y treinta y tres mil no docentes.


-Ejemplo de Colegios Subvencionados con Fines de Lucro que logran buenos resultados: Escuela Francisco Ramírez, Escuela Arcoíris Pichipellahuén Lumaco, Colegio Edward Concepción, Colegio Hispano de Villa Alemana, Colegio Santa Teresita de Antofagasta.


-Mitos y Construcción de realidades: A los particulares subvencionados les va mejor que a los particulares pagados en los niveles altos. La mayor efectividad de las escuelas proviene de colegios particulares subvencionados.


-Estudios: de diecisiete estudios realizados en el ámbito de la Educación, diez demuestran que los resultados van a favor de los colegios particulares subvencionados, cinco que señalan que no hay diferencias y dos a favor de la Educación Municipal. Conclusión: existe diferencia de cuatro puntos a favor de la dependencia particular subvencionada, estadísticamente significativa y educacionalmente relevante.


-Implicancias del proyecto: Incertidumbre actual. Pérdida de diversidad del sistema escolar. Nueva deuda histórica. Expropiaciones.


Familias que estudian gratis o que pagan sumas muy bajas, evaluarán pagar sumas más altas si el Estado no les ofrece una educación como la que reciben actualmente en esos colegios. 


El colegio no se podrá financiar con recursos privados exclusivamente, en sectores bajos o medios. Riesgo grande de una nueva frustración para la gran clase media si los cambios no se asumen con sentido de realidad y gradualidad.


Cierre del establecimiento, fin a la iniciativa privada o permanencia sólo de los colegios de iglesia o del gran empresariado filantrópico.


-Sugerencias para conciliar los sueños de gratuidad, calidad y equidad: Lucro no es abuso ni debe confundirse con un mal servicio. El sistema de aseguramiento de la calidad y la Superintendencia debieran determinar un estándar de calidad básico de acuerdo a la definición de una escuela modelo.


Requisito: transparencia total del sistema, tanto para los públicos como para los privados. Fin de la selección escolar en todos los niveles, tanto para las escuelas de administración pública como privada. Determinar las zonas saturadas de colegios y permitir la creación de nuevos colegios en zonas de expansión de las ciudades y en aquellas donde no exista buena calidad. Condicionar la apertura de nuevas escuelas sólo para  operadores de calidad: actuales que hayan demostrado que todos sus colegios están por sobre la media nacional, o nuevos operadores que den garantías de capacidad de gestión y presenten un proyecto de desarrollo.


- Lucro: beneficio por la gestión y la inversión sólo a partir del cumplimiento de ese estándar mínimo y la reinversión que considere la escuela modelo para su sustentabilidad. 


Con recursos públicos no se puede lucrar, ejemplos actuales: vivienda, transporte, salud, política. 


Eliminación gradual del financiamiento compartido, acompañado de un aumento también gradual de la subvención, comenzando por lo más urgente: la educación pre-escolar. 


Término del subsidio en tres mil quinientos establecimientos con un total de mil cien alumnos. 


Por otro lado, aseveró creer que la Educación es un bien público y que resulta de toda lógica que la Constitución Política así lo establezca. No obstante, agregó que cree ese bien público puede ser provisto tanto por el sector público como por el privado tal como ha sido hasta la fecha.


Compartió asimismo las palabras del Honorable Senador Señor Gómez al decir que el gran tema es la calidad y que los que no han logrado entregarla deben salir del sistema. Sin embargo, agregó que los que han logrado cumplir el objetivo deben continuar haciéndolo sin importar o no si persiguen fines de lucro. Enfatizó que 
hoy las enormes expectativas de la Educación no guardan relación con su financiamiento.


Acompañó su intervención en un documento en PowerPoint, en el que se desarrollan, con mayor extensión, los puntos antes reseñados. Además, acompañó otros tres documentos en formato Word titulados “Financiamiento público a educación escolar: ¿igualdad de condiciones?”, “Políticas y propuestas para la Educación: la posición de Conacep.” Y “La brecha de calidad en la educación chilena.” Todos estos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


6.- FEDERACIÓN DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN PARTICULAR


Su Primer Vicepresidente Nacional, señor Guido Crino, inició su exposición presentando datos de la Institución que representa. Señaló que fue fundada en 1948 a petición de un ministro del Gobierno radical de la época quien solicitó al Cardenal Raúl Silva Enríquez que agrupara a la educación católica particular para representar sus necesidades frente al Estado.


Añadió que sólo estuvo integrada por colegios católicos hasta el año 1963 cuando se abrió a establecimientos educacionales no dependientes de la jerarquía eclesiástica.


Complementó asimismo los datos de la institución diciendo que hoy la integran 800 establecimientos que agrupan aproximadamente a seiscientos mil alumnos. Entre estos establecimientos, agregó, 500 son dependientes de la autoridad eclesiástica de la Iglesia Católica. Agregó que 620 son subvencionados por el Estado, de los cuales 451 con el sistema de financiamiento compartido y sólo un 12% de estos tienen el carácter de sociedades.


En otro orden de ideas, valoró profundamente la presentación del señor Elacqua, ya que consideró que quienes legislan deben hacerlo siempre a la luz de estudios serios relativos a la realidad a la cual se va a afectar.


Aportó, además, como dato a tener en cuenta, que el monto que ponen los apoderados en la educación particular subvencionada es de aproximadamente dieciséis mil pesos, lo que equivale al 30% del costo total.


Dijo valorar cualquier iniciativa que tienda a mejorar la calidad de la educación tanto pública como privada y precisó, en lo que al proyecto de ley se refiere, que sólo se detendría en los dos primeros numerales del artículo único al ser éstos los que afectan el ámbito de acción de sus afiliados.


Adentrándose en el proyecto, sostuvo que lo que en estos dos números se propone es que en la educación particular subvencionada solamente haya sostenedores que sean personas jurídicas sin fines de lucro, esto es, corporaciones, fundaciones y congregaciones religiosas, excluyéndose a los sostenedores que son sociedades al perseguir estos fines de lucro.


Agregó no estar de acuerdo con esta norma que inhibe la iniciativa y la inversión privada en materia de educación. Consideró mejor, en el caso de los sostenedores que persiguen fines de lucro, establecer un subsistema de inversión regulada similar al de las concesiones de otros servicios públicos.


Añadió que los abusos y aprovechamientos ilegítimos de algunos de esos sostenedores que obtienen un lucro excesivo y que además entregan servicios de dudosa calidad, pueden y deben ser evitados y reprimidos, sin necesidad de limitar la inversión y la gestión privada en educación.


Dijo también que el proyecto adolece de artículos transitorios que resultan fundamentales a la hora de indicar cómo pasar de la situación existente a aquella que propone el proyecto sin afectar legítimos derechos constitucionales de los sostenedores y de quienes reciben sus servicios.


Asimismo, recordó que el año 2004, frente a importantes casos de vulnerabilidad, en el colegio Rubén Castro del cual era Director, adoptaron la decisión de permitir la matrícula automática, sin necesidad de pasar por ningún tipo de selección, a los alumnos que se presentaron con la acreditación de vulnerabilidad y que muy pocos alumnos con esas características postularon por la distancia que se encontraba el colegio respecto de sus hogares. En resumen, a través de ese ejemplo, dio a conocer que es muy difícil permitir la instalación de colegios en los cinturones de pobreza por parte de las municipalidades o de entes privados.


Advirtió por último que el proyecto aborda un tema muy complejo y que, en consecuencia, no debe ser resuelto de manera simple y rápida, ya que debe medirse las consecuencias prácticas de las nuevas normas.


Acompañó su intervención en un documento en formato Word en donde el tema es abordado de manera más profunda. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


7.- UNIVERSIDAD ANDRÉS BELLO.


Su rector, el señor Pedro Uribe, se refirió a la Educación Superior y especialmente a la visión de una Universidad Privada.
Señaló que el gran tema que a esta Institución le preocupa es el de la calidad, la que agregó debe expresarse no sólo en la forma en que actualmente se mira, sino que tiene que avanzar sobre hechos concretos y medibles tales como si la carrera efectivamente tiene una empleabilidad adecuada, si el egresado se emplea rápidamente, si se emplea en lo que estudió y si tiene una valoración en el mercado promedio.


En ese sentido, aseguró que, al sexto mes promedio, el 89% por ciento de los egresados de esta casa de estudios está empleado; que el 92% de las personas que se emplean lo hacen en un empleo afín a la carrera que estudiaron y, en cuanto al nivel salarial en relación al mercado, el 86% está valorado al nivel del mercado o por encima de éste.


Añadió que están acreditados por cinco años y que son la única Universidad privada que acredita en investigación, ocupando el número doce de investigación en el país. Además incrementó los datos señalando que cuentan con siete programas de Doctorado. Todo lo anterior, sostuvo, sólo se logra mediante un proyecto centrado en la Educación. 


Otro tema que interesa profundamente a esta Institución de Educación superior, añadió, es el del acceso. En efecto, sostuvo que en su Universidad tienen treinta y nueve mil estudiantes en pre y pos grado, de los cuales el 71% proviene de colegios municipales y particulares subvencionados, lo que dijo los enorgullece. No obstante, indicó les aflige la forma en que esos alumnos acceden a estudiar.


En tercer lugar, abordó el tema del lucro. En este punto puntualizó que se estima que los excedentes operacionales de esta Institución este año asciendan a la suma de quince mil millones de pesos. Sin embargo informó que las inversiones que durante este año se están realizando superan eso, agregando que sólo en el campus de Viña del Mar están invirtiendo sesenta millones de dólares.


Finalmente dijo que no comparte la mirada que actualmente se realiza en este punto en donde a las instituciones de carácter privado se les mira con un microscopio, mientras que a otras con una lupa un tanto opaca. A fin de hacer concretos sus dichos puso como ejemplo el caso de las investigaciones que se realizan en Universidades tradicionales que se llevan a cabo con dineros de todos los chilenos y una vez obtenida la patente por el investigador el dinero va a parar a su bolsillo.


Dentro del tema tratado, explicó que las inmobiliarias a las que tanto se ha hecho referencia fueron un mecanismo para crecer y que hoy la Universidad que representa arrienda inmuebles a otras inmobiliarias relacionadas o no con ella pero siempre pagando una renta a nivel de mercado. 


Explicó que a través de esa figura no se busca lucrar sino impedir tener capital inmovilizado que puede ser útil en contratar más profesionales, hacer más laboratorios o becar a alumnos.


Asimismo, señaló compartir lo expuesto por el Honorable Senador Gómez en cuanto a que las Universidades Estatales deben ser de buena calidad ya que cumplen un rol público, agregando que eso además incentiva a las casas de estudios privadas a perfeccionarse.


A modo de datos señaló que el 50% de sus egresados de Medicina hacen posgrados en la Universidad de Chile desarrollando también un servicio social y agregó además que algunos de sus alumnos están en Burundi haciendo también voluntariado.


Además, añadió, que de acuerdo al Servicio de Información de Educación Superior, SIES, el año 2008, el aporte por alumno en las Universidades del Consejo de Rectores es en promedio de $ 5.148.326, contando arancel, aporte fiscal directo e indirecto, mientras que en la suya es en promedio $ 2.900.000. En consecuencia llamó a fijarse en la eficiencia de los recursos entregados.


Advirtió, asimismo, que los aranceles de las esas Casas de Estudios han subido 60%,  mientras que los de su casa de estudios sólo lo han hecho en un 4,5%.


Respondiendo a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Espina, en relación con el número de becas que entregan, manifestó que este año para alumnos nuevos ellas ascendieron a la suma de 1.564, representando más del 14% de los alumnos referidos.


Por último se refirió al tema de las sociedades espejo, insistiendo en que ellas han sido el instrumento para crecer en infraestructura cobrando sólo un valor de mercado. Agregó, en relación a este punto, que se enmarcan dentro de la ley vigente y que están abiertos a las fiscalizaciones que sean necesarias para que el país comprenda el porqué de su existencia.


8.- ASOCIACIÓN GREMIAL DE CONSEJO NACIONAL DE INSTITUCIONES PRIVADAS DE EDUCACIÓN SUPERIOR, CONIFOS. 


Su presidente, don Ricardo Correa y su Asesor Legal, señor Marcelo Sanhueza, abordaron los siguientes temas vinculados al proyecto de ley en estudio:

- Presentación Institucional: El Consejo Nacional de Instituciones de Educación Superior, CONIFOS nace en el año mil novecientos ochenta y dos, y en la actualidad representa a quince Institutos Profesionales, veintidós Centros de Formación Técnica, cerca de noventa mil estudiantes y tres mil ochocientos cuarenta y cuatro docentes, directivos y personal administrativo y de apoyo. 


-Ámbito De Trabajo De Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica: Sector de mayor crecimiento. Sector más eficaz al reducir factores de vulnerabilidad de sus estudiantes 


-Marco General De Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica: Existen por ley cuatro sistemas de aseguramiento de la calidad para  ellos, estos son: Supervisión anual del Ministerio de Educación. Examinación a través de Universidades. Licenciamiento. Acreditación Institucional. Acreditación de carreras (Agencias Acreditadoras).


-Recepción De Fondos Públicos: Ayudas a los estudiantes financiados por el Estado: Beca Vocación de Profesor. Beca Excelencia Académica. Beca Juan Gómez Millas. Beca Nuevo Milenio. Beca Hijo de Profesor.


-Conclusiones: Cobertura a nivel nacional. Formación de capital humano. Regímenes de calidad estrictos. No reciben apoyo estatal directo. Valor semestral de aranceles en torno a los trescientos sesenta mil pesos. Rompe el círculo de la pobreza. Son valorados socialmente. Tributación de primera categoría.


En relación con el proyecto de ley en estudio, manifestaron que el centro del debate se encuentra en el concepto de lucro. Señalaron que esta Institución entiende por tal una retribución legítima al emprendimiento. Hicieron presente además que este concepto se presenta como uno distinto al abuso como también a la distracción de recursos públicos destinados a favorecer la calidad de la Educación y la infraestructura necesaria para su desarrollo hacia otras finalidades fuera de ese espíritu.


Dentro del mismo contexto, hicieron hincapié en que debe haber, en materia de Educación, una justa ganancia que sea la retribución al emprendimiento. Justificó esto último, en el caso de estas Instituciones, en que éstas desarrollaron un área que no estaba cubierta del modo actualmente lo está.


Finalmente, puntualizó que esta iniciativa de ley no los afecta ya que ellos no reciben aportes fiscales directos ni indirectos y, en consecuencia, no puede impedírseles perseguir fines de lucro. En efecto, precisó los Centros de Formación Técnica y los Institutos Profesionales no reciben aportes directos ni indirectos del Estado, sino que son los alumnos los que reciben becas, entre ellas las becas Milenio.


Agregó que en este tema las miradas han apuntado sólo hacia las Instituciones de Educación de carácter privadas, en circunstancias que el tema también es propio de las Universidades tradicionales.



El señor Juan Matulic, miembro de Conifos, puntualizó que más del cincuenta por ciento de la matrícula en los Centros de Formación Técnica y en los Institutos Profesionales está concentrada en la jornada vespertina.


En lo relativo a la calidad de las instituciones fue enfático en recordar que en el sistema vigente existen cuatro formas de aseguramiento de la calidad. 


Por otro lado, advirtió que quienes estudian en los colegios particulares pagados postulan a las instituciones tradicionales, mientras que los que lo hacen en colegios municipalizados acceden a Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica. 


Recordó los años en que sólo habían ocho instituciones de Educación Superior y alrededor de diecisiete sedes regionales que atendían cerca de cien mil estudiantes. Añadió que el sistema presenta problemas, pero no puede desconocerse la cobertura en la Educación Superior, lo que ha permitido dar más herramientas a todos.


Compartió además el propósito de apoyar económicamente a los tres primeros quintiles para lograr su educación, como asimismo,  la idea de asegurar la calidad de una manera seria.


Finalmente, a petición del Honorable Senador señor Gómez, informó a la Comisión que Inacap tiene alrededor de cien mil alumnos, Duoc cerca de sesenta mil y Conifos noventa mil aproximadamente. Dentro de esta última, agregó, se encuentra, entre otros, el Centro de Formación Técnica Los Leones con dos mil trescientos estudiantes y tres carreras.


Acompañaron su intervención en un documento en formato PowerPoint en donde el tema es abordado de manera más profunda. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


9.- CENTRO DE INVESTIGACIÓN AVANZADA EN EDUCACIÓN DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE


El investigador, señor Cristián Bellei abordó los siguientes temas:


-Contexto: Chile presenta el sistema escolar más orientado por el mercado en el mundo. Los países líderes del capitalismo no han hecho esta apuesta. Nueva era de políticas educacionales en Chile.


-Evaluación, Criterios y Evidencias: Calidad y eficiencia. Equidad y cohesión social. Diversidad y libertad de elegir. 


-Promoción desde el Estado de los tres principios anteriores a través del financiamiento de establecimientos privados con fines de lucro: Calidad y eficiencia. Equidad y cohesión social. Diversidad y libertad de elegir.


-Conclusiones: De aprobarse el proyecto se produciría un acercamiento a las prácticas internacionales sobre relaciones entre Estado y establecimientos educacionales privados.


Acompañó su intervención en un documento en formato Word en donde el tema es abordado de manera más profunda. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


La Coordinadora de Estándares Educativos, de la Unidad de Currículum y Evaluaciones del Ministerio de Educación, señora Bárbara Eyzaguirre, fue enfática en advertir que el modelo educacional chileno en ningún caso responde a uno de carácter extremo como el de Milton Friedman tal como sostuvo el señor Bellei en su exposición, sino que responde a un sistema mezclado como la mayoría de los países y agregó que nuestro sistema se basa, en parte importante, en el sistema francés.


Se refirió también a las Instituciones que se están creando y muy especialmente a la Agencia de calidad y la Superintendencia de Educación, dejando en claro que se trata de un sistema altamente regulado.


Por último, solicitó al señor Bellei que diera a conocer el origen de los datos aportados en relación a la masiva selección y expulsión de alumnos que aseguró ha disminuido considerablemente como consecuencia directa de la baja de natalidad.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Raúl Figueroa dijo que, antes de continuar el debate, era importante hacer una distinción, porque se habla de prohibir aportes estatales a colegios subvencionados que persigan fines de lucro y además de la mala calidad de los colegios, pero advirtió se trata de temas distintos pese a que se cruzan.


Precisó que cuando el Honorable Senador señor Espina hizo la comparación con empresas privadas que se benefician de dineros fiscales apuntó al primer tema.


Dentro del segundo de los temas planteados preguntó al expositor qué sucedía concretamente en términos de calidad si se aprobaba o no el proyecto.


Preguntó asimismo cuál era la evidencia a partir de la que afirmaba que los colegios subvencionados municipales recibían más dineros que los particulares subvencionados, porque señaló que de los datos que ellos manejan los municipales reciben en promedio un treinta por ciento más que ellos y por lo tanto el argumento de la ineficiencia no sería tal.


El Investigador del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile, respondiendo a la Honorable Senadora señora Pérez, en torno a cuáles serían los otros elementos de política que habría que tener, señaló que, como no se conocen los efectos que una ley como ésta podría tener  en los diversos sostenedores privados con fines de lucro, la única política complementaria necesaria consiste en el fortalecimiento de la Educación pública.


Agregó que otro tipo de medidas es establecer una manera más efectiva y eficiente de relacionarse con los establecimientos privados que subvenciona, porque dijo, desafortunadamente, nuestro Estado ha sido muy permisivo e indiferente en esta relación.


Manifestó en torno a ese aspecto que era poco importante saber si nuestro sistema educacional responde o no al diseñado por Milton Friedman, lo relevante es reconocer que tal como el Banco Mundial y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico han sostenido tenemos el modelo que más se le parece en el mundo.


Fuera de ello y deteniéndose en la primera pregunta formulada por el Honorable Senador señor Espina en torno a quienes pertenecen los recursos de la subvención, señaló, dando una respuesta de política educacional, que ellos pertenecen al Estado, ya que constituyen la forma en que éste provee de Educación a la población.


Adentrándose en la segunda pregunta formulada por el parlamentario aludido quien llamó a comparar la Educación con la situación dada en materia viviendas, alimentación y salud, explicó que esa modalidad no debiera repetirse en este campo, porque todos los sistemas capitalistas de alta calidad en el mundo abstraen la lógica de mercado a la Educación por estar involucradas cuestiones de equidad, cohesión social y de competitividad nacional.


En cuanto a las interrogantes formuladas por la Honorable Senadora señora Von Baer, precisó que el proyecto de ley no apunta a eliminar una parte de los colegios particulares subvencionados sino hacer que la Educación pública se recupere.


Dentro del mismo orden de ideas, consideró que no hay que poner como efecto principal de esta iniciativa de ley en el aumento de colegios de índole religiosos sino en encontrar los mecanismos para que los recursos públicos fortalezcan a la Educación pública.


En relación con la interrogante de esta Senadora que dijo no comprender porque estos establecimientos están más segregados si atienden a la población más vulnerable, aclaró, para comenzar, que la mayoría de esos estudiantes va a colegios municipales y además explicó que el concepto de segregación alude a la composición de una escuela en particular y no si éstas van o no a sectores ricos, medios o bajos. 


Por otra parte, en torno a la pregunta sobre qué se hace con estos sostenedores, dijo que será un tema de resolver, pero deberá hacerse en todo caso de manera gradual y advirtió que tiene mucho que ver con la disminución de la subvención hacia el futuro.


Por último, respondiendo al Honorable Diputado señor Montes señaló que no maneja datos en lo relativo a cuánto retiran de excedentes, agregando que probablemente la carencia de información se deba a que nuestro sistema de control es ciego a los sostenedores.


10.- COLEGIO DE PROFESORES DE CHILE.


Su presidente, el señor Jaime Gajardo se pronunció sobre los siguientes temas:


-Precisiones: El Colegio de Profesores comparte lo sostenido por el movimiento estudiantil en sesión de 16 de Agosto de 2011. No se busca la eliminación del sector privado subvencionado. El sistema de mercado en el mundo de la Educación. El lucro en la Educación no es sólo una discusión meramente ideológica. Beneficios que reporta el lucro según sus partidarios.


-Efectos negativos del lucro en la Educación: Ámbitos en los que repercute. Reforzamiento del círculo vicioso de la desigualdad. Pérdida de inversiones públicas incurridas en el pasado. Elites aisladas de la realidad nacional. Agravamiento de la polarización geográfica del desarrollo. Híper expansión de títulos y deudas sin empleabilidad. Investigaciones e innovación al servicio de grupos minoritarios. Conclusiones.


-Posición del Colegio de Profesores: Terminar con el lucro en la Educación no es sinónimo de estar en contra de la Educación particular. Lucro en Educación fuente principal de injusticia, de clasismo y baja calidad.


-Propuesta del Colegio de Profesores: Modificar el origen y la forma de financiamiento del sistema escolar. Modificación al artículo 46 de la Ley General de Educación.


-Observaciones respecto del proyecto de ley: Constituye un avance importante. Regula el lucro en la Educación escolar. Regulación de las sociedades espejo. Punto de partida para la construcción de un nuevo sistema nacional para la Educación pública chilena.


Por su parte, la dirigente nacional de este organismo gremial, señora Bárbara Figueroa aclaró que con este proyecto de ley no se cambian las reglas del juego a los alumnos ni a sus familias sino que a los empresarios de la Educación. Explicó que no se afecta a los estudiantes ya que al existir un sistema mixto se garantiza un sistema educacional de buena calidad. Fue enfática en señalar además que quien defiende la existencia de los colegios en cuestión no hace más que defender al empresariado.


En cuanto al tema de la calidad dijo que el debate en este punto no ha sido suficiente, asegurando que ella no puede quedar estandarizada tal como se ha planteado. Añadió que calidad no es sólo aprender ciertas asignaturas sino que se integra por otros elementos no apreciados hasta ahora como los valóricos y transversales.


En este punto, hizo hincapié en que el único sistema capaz de asegurar la integración de los elementos cognitivos, valóricos y transversales es el público, que tiene un proyecto país como telón de fondo y no el privado cuyo telón es el lucro.


Insistió además en que este espacio no era capaz de dar solución al conflicto existente puntualizando que sólo el plebiscito lo lograría.


Al responder las interrogantes formuladas por los Honorables Senadores, el Presidente de esta institución, manifestó que cuando comenzaron las subvenciones, en la década de los ochenta, efectivamente algunos profesores decidieron crear colegios constituyéndose como pequeños administradores, pero agregó que con el tiempo, producto de la competitividad, muchos de ellos quebraron y hoy la propiedad de los mismos ha quedado en pocas manos.


Advirtió que de las opiniones manifestadas por los honorables Parlamentarios, se concluye que será muy difícil llegar a un consenso, y que ante esa realidad, la única salida para destrabar el conflicto sería un plebiscito a fin de que sea la ciudadanía quien dirima.


Acompañó su intervención en un documento en formato Word en donde el tema es abordado de manera más profunda. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


11.- INSTITUTO LIBERTAD Y DESARROLLO


El Director del Programa Legislativo y de Justicia de esta institución, señor Rodrigo Delaveau, comenzó su exposición señalando que abordaría el tema tratado en el proyecto de ley en debate de dos maneras, una conceptual y otra de carácter constitucional.


En cuanto a la primera de estas aristas, explicó que el Diccionario de la Lengua Española define la voz lucro como “la ganancia o provecho de algo” y agregó que no existe una asociación de esa expresión a una ganancia indebida o inmoral, siendo ésta su única acepción.


En base a lo sostenido dijo que no se comprende porqué se ha entendido este vocablo como algo negativo. Añadió que las explicaciones para ello podrían ser dos. La primera porque a partir de cierto monto esa ganancia es reprochable y la segunda sería que no se podría lucrar con dineros fiscales.


En lo tocante a la primera de estas explicaciones, sostuvo que existen argumentos para desvirtuarla tales como que el 83% de los propietarios de los colegios con fines de lucro tiene sólo un establecimiento educacional, son pymes y en la mayoría de los casos se trata de colegios pertenecientes a profesores. Añadió que entonces no existen acá conglomerados que se enriquecen enormemente. 


Dentro de la misma idea, sostuvo que estos colegios no presentan problemas de calidad ya que su nivel es más o menos cercano a los colegios subvencionados sin fines de lucro añadiendo que este inconveniente sí se ve en los colegios municipales. Estimó entonces errado poner la atención en ellos cuando los que presentan graves problemas son estos últimos.


Complementó su opinión señalando que si lo que se quiere es disminuir el lucro excesivo en Educación, lo que debiera hacer el Estado es promover la creación de más oferta para que haya más colegios que lucren lo que permitirá crear competencia y mejorar, como consecuencia, la calidad. Dijo además no entender cómo el disminuir colegios pudiera aumentar la oferta y, por lo tanto, la cobertura y la diversidad.


En lo relativo a la segunda de las alternativas planteadas y siguiendo la misma lógica, señaló que debieran eliminarse los subsidios al agua potable, el subsidio eléctrico, el sistema de Chile compra, los subsidios a las viviendas o los fondos existentes para la cultura. Manifestó asimismo que es incongruente que se prohíba el lucro en la Educación cuando es el Estado que  entrega fondos a los alumnos para que en el futuro puedan lucrar


En cuanto al tema constitucional, señaló que esta iniciativa adolece de problemas de constitucionalidad ya que infringe los derechos de propiedad; la no vulneración de los derechos constitucionales en su esencia y la igualdad ante las cargas públicas, consagrados en los números 24, 26  y 20 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


En cuanto a la pregunta planteada por la Honorable Senadora señora Pérez, en torno a cuál sería el régimen de transición, señaló que el problema que presenta ésta es que, tal como han sostenido diversos economistas, si se sabe que no se podrá seguir obteniendo utilidades de la actividad se produciría un cambio del comportamiento de inmediato por parte de los sostenedores que no habría manera de retardar.


Agregó además que no ve cómo el proyecto de ley podría ir en beneficio de la calidad ya que, al eliminar los colegios subvencionados con fines de lucro, los niños que a ellos asisten no tendrían más alternativa que asistir a un municipal en donde la calidad es inferior.


En relación con la interrogante formulada por la Honorable Diputada Señora Girardi, dijo que la referencia efectuada sobre el lucro tuvo por intención sincerar el debate y expresó no desconocer que ella es formadora de personas y que posibilita la inclusión de las mismas en la sociedad. Afirmó además que es posible compatibilizar el lucro con estas funciones y advirtió que la eliminación de él redundará en menor diversidad en el sistema educacional.


Deteniéndose en los comentarios del Honorable Senador señor Gómez, recordó que el Tribunal Constitucional es un legislador negativo puesto que tiene como misión impedir que iniciativas aprobadas por la mayoría lleguen a convertirse en leyes si son inconstitucionales.

En relación con este punto, el Honorable Senador Señor Espina, precisó que el Tribunal Constitucional en Chile está establecido desde el año 1970, y su razón de ser es impedir que mayorías circunstanciales que se puedan dar en democracia, puedan afectar Garantías Constitucionales y en este sentido, planteó que este organismo refleja la diversidad política, por lo que su existencia y la posibilidad de recurrir a él cuando alguien entiende que con una ley o un proyecto de ley se vulnera algún derecho constitucional, no debe verse como una arbitrariedad o un resquicio, sino como un organismo diverso que vela por las garantías constitucionales. Añadió que este proyecto afecta el derecho de propiedad de las personas que tienen establecimientos educacionales con fines de lucro. En este sentido, señala que la expropiación en Chile existe y se paga, y esa es una realidad que hay que aceptar, por lo que hacer esta afirmación dista de cualquier intención diferente a ello.


Continuando con sus explicaciones, el señor Delaveau, señaló que, en lo que se refiere al tema del plebiscito, no comparte la idea, ya que usualmente es un instrumento utilizado por los Gobiernos dictatoriales.


Por otro lado, respondiendo a la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, en torno a qué pasaba con los créditos solicitados por los sostenedores aún no pagados y con la infraestructura, precisó que la indemnización no sólo debe ir a los activos sino también al lucro cesante. Recordó que para que la iniciativa de ley fuese constitucionalmente correcta debiese contemplarla, añadiendo que ello involucra recursos públicos y, en consecuencia, corresponde a una iniciativa exclusiva del Presidente de la República, como lo consigna el artículo 65 de la Carta Fundamental.


En otro orden de ideas y dando respuesta a la interrogante del Honorable Senador señor Quintana, dijo que nuestra Carta Constitucional se encuentra lo suficientemente legitimada con las reformas de los años mil novecientos ochenta y nueve y la del año dos mil cinco.


Finalizó su exposición insistiendo en que la iniciativa adolece de una insalvable inconstitucionalidad, que no apunta a mejorar la calidad y que centra su atención en el paciente equivocado al ser la Educación Municipal la que presenta mayores inconvenientes. Agregó que, además, desde el punto de vista de las políticas públicas, es inconsistente con los planes y proyectos de desarrollo desplegados en otras áreas durante los últimos Gobiernos en donde se ha entendido que no importa quién preste el servicio mientras éste se preste de manera satisfactoria. 


12.- CONSEJO DE RECTORES DE UNIVERSIDADES CHILENAS.


El Rector de la Universidad de Santiago, señor Juan Zolezzi, abordó los siguientes temas vinculados al proyecto de ley en debate:


-Propuestas para la Educación superior.


-Propuestas para el sistema universitario.


-Propuesta para las Universidades del Consejo de Rectores.


-Propuesta para las Universidades Estatales.


-Aumento del monto del financiamiento estatal al sistema de educación terciario.


-Condiciones que deben reunir las instituciones de educación superior que reciban recursos fiscales.



-Legislación en pro de la transparencia.


-Mesa de trabajo para la reforma del sistema de Educación superior.


-Tiempo para la definición de las medidas de reforma del sistema de educación superior y tiempo de su implementación.


-Creación de una Subsecretaría de Educación superior responsable de hacer cumplir la ley que rige el sistema de educación superior.


-Acreditación obligatoria para todas las instituciones de educación superior y sus carreras.


-Sugerencias del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas en relación a la reforma del sistema de educación superior.


Añadió que el sector de las Universidades privadas ha crecido enormemente porque, a diferencia de las Universidades tradicionales, no se encuentra limitado. Recordó en este sentido que para estas últimas existe una regulación muy exigente que se traduce en un aporte máximo para financiamiento estudiantil y en un crecimiento máximo del 6% anual. Explicó que esta situación ha traído como consecuencia el crecimiento de las Universidades privadas que no encuentran esa limitación, que pueden cobrar lo que estimen conveniente y además cuentan con el Crédito con Aval del Estado hasta el monto señalado en el arancel de referencia.


Por otra parte, agregó que si se establece un sistema de becas para los tres primeros quintiles, tal como se ha planteado, los alumnos igualmente tendrían que costear la diferencia existente entre el arancel referencial y el arancel real, ya que el crédito con aval del Estado sólo cubre hasta el primero de estos.


Dijo que una manera de solucionar el problema, si se quiere una Educación menos costosa, es que el Estado haga el aporte basal que corresponda para reducir el nivel de aranceles que permite financiar a las Universidades del Estado.


Respecto a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Gómez en torno al arancel referencial y a la regulación de los precios de las distintas carreras, señaló que efectivamente ese puede ser un mecanismo a utilizar en las Universidades del Estado lo que a su vez podría servir para establecer una regulación respecto del mercado.


En cuanto a la interrogante planteada en relación con qué se requeriría para que la Educación fuese gratuita, dijo que esta es una medida arriesgada. Afirmó no creer en la Educación gratuita per se ya que eso podría llevar a que en las mejores Universidades se termine por educar a la población más acomodada. Agregó si compartir la idea de la gratuidad por la vía de becas y créditos.


Ante una consulta en cuanto a si las Universidades del Estado lucran, manifestó que ello es falso ya que todos los dineros que ella obtiene son conocidos por la Contraloría General de la República y ellos provienen de los aportes estatales directos, del de los alumnos y de ingresos que ellas mismas generan como los provenientes de proyectos de asistencia técnica y de investigación.


Agregó, dentro de este tema, que es cierto que las Universidades Estatales tienen Centros de Formación Técnica lo que, aseguró, responde a una imposición del Estado creada durante el Ministerio de la señora Mariana Aylwin. Añadió que ellas se constituyen mediante Sociedades Anónimas, pero ello no implica que persigan fines de lucro ya que ellos quedan dentro de la misma Universidad.


En cuanto al tema de las becas de pedagogía afirmó que es cierto que existen diferencias ya que ellas abarcan hasta el monto señalado el año inmediatamente anterior por la institución y no hasta lo señalado por el arancel de referencia.


Consideró además que los aranceles de las Universidades del Estado son altos y que debieran disminuirse, pero agregó que ellos permiten financiar también la investigación y la extensión de estas casas de estudio.


Respecto al monto de los aportes basales que debiesen existir dijo que no es posible hablar de cifras ya que ellas varían de una Universidad a otra.


Respondiendo a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Letelier, indicó que el Gobierno comprometió aportes basales pero no se ha hablado aún del monto ni de los tiempos de entrega  de éstos como tampoco del de las becas.


Contestando la interrogante del Honorable Senador señor Novoa, en cuanto a la necesaria transparencia que debe existir en el sistema universitario respecto de la información financiera, en especial, en lo que dice relación con la referida a las remuneraciones de los académicos, dijo que debiera incluirse en esa obligación, también, a las Universidades privadas ya que reciben aportes del Estado por medio de las donaciones y dineros provenientes del Crédito con Aval del Estado que es muy difícil de recuperar.


Profundizando este planteamiento, y en lo que respecta al Consejo de Transparencia, añadió que las Universidades del Consejo de Rectores no han tenido ni tienen inconveniente en cumplir con todas las obligaciones que éste les ha impuesto y que la situación de la Universidad de Chile constituye un hecho aislado que no pretende constituir jurisprudencia para las demás casas de estudio. Agregó que lo que sí constituye un tema delicado es el de las remuneraciones de los docentes e investigadores ya que esa es información estratégica que debe mantenerse en reserva.


Refiriéndose a las medidas anunciadas respecto de las ayudas estudiantiles, expresó que ellos han sostenido que ojalá pudieran llegar hasta el séptimo decil y de ahí hacia arriba establecer un sistema de créditos y becas. Recordó, en este punto, que ello está íntimamente relacionado con los aranceles de referencia ya que si ellos no se condicen con la realidad, de todas maneras los alumnos tendrán que solicitar créditos a los bancos.


Aseveró, en cuanto a los recursos, que efectivamente ha habido un retardo en el traspaso de ellos por parte del Ministerio de Educación hacia las Universidades del Estado en el último tiempo.


Por otro lado, abordando el tema relacionado al proyecto de reprogramación de créditos, sostuvo que él constituye una buena iniciativa y que lo importante es que se despache lo más pronto posible ya que repercute profundamente en la recaudación de las Universidades.


Insistió en que la manera de hacer menos costosa la Educación pasa por el tema de los aportes basales que permitirán bajar los aranceles, pero recordó también que ellos deben considerar el tema de la investigación y de la extensión que diferencian a una Universidad de un simple College. 


Finalmente, contestando la pregunta del Honorable Senador señor Navarro en torno a la deserción, declaró que efectivamente ella en algunas carreras históricamente ha sido alta, pero hoy se suma a la existente en otras. Agregó que éste es un tema de interés y que se está trabajando en él, a fin de evitar la grave situación que los alumnos terminen sin título y endeudados.


Acompañó su intervención en un documento en formato Word en donde el tema es abordado de manera más profunda. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


13.- CORPORACIÓN EDUCACIONAL APRENDER.


Su Directora Ejecutiva, la señora Mariana Aylwin, puntualizó que ella dirige una corporación sin fines de lucro en razón de lo cual no le afecta una situación de conflicto de intereses y dijo además no compartir el énfasis puesto en la crisis de la Educación la que calificó como una de crecimiento.


Dentro de ese contexto, recordó que el sistema educacional existente se configuró para aumentar la cobertura lo que se logró con la ayuda de los particulares. Recordó asimismo que el crecimiento de la inversión en Educación ha estado siempre por sobre el crecimiento de la economía.


Manifestó que el problema actual es producto del paso de una Educación de elite a una masificada, que consideró tardía y muy rápida. En relación con ello, sostuvo que los problemas de nuestra Educación son en primer lugar de capital humano; en segundo, de falta de regulación adecuada para asegurar Educación de calidad para todos e impedir los abusos y, por último, de recursos financieros en donde las comparaciones con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) son evidentes.


Con todo, destacó que los resultados en cobertura y en calidad han sido importantes en nuestro país. En efecto, agregó, Chile es el país que tiene mejores estándares de calidad en América Latina, a excepción de Cuba que tienen mejores resultados en algunas mediciones.


Por otro lado, manifestó que nuestro sistema presenta muchas desigualdades. No obstante, dijo que no comparte la afirmación en cuanto a que país cada día es más segregador, porque no sólo hay más alumnos incluidos en el sistema escolar sino que, además, mejoran los resultados de aprendizaje en estudiantes de niveles socio económicos más bajos.


Agregó que revisando los informes de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) se sostiene que Chile ha realizado el paso mencionado de manera exitosa, sin que haya decaído la calidad.


Añadió que, tal como lo sostiene el documento señalado, hoy comienza una nueva etapa que presenta como principales problemas, entre otros, el acceso desigual que tienen los estudiantes, los currículos inflexibles, métodos de enseñanza anticuados y programas de estudios demasiado largos.


Sostuvo además que las movilizaciones estudiantiles dan cuenta de una ciudadanía con expectativas muy altas, dispuesta a luchar por sus derechos y molesta por la desigualdad. Agregó también que la gran mayoría de los chilenos dice sentirse orgulloso por la Educación proporcionada a sus hijos, orgullosos del esfuerzo realizado, pero indignados con un sistema que no apoya éste último.


Acompañó en la oportunidad una encuesta realizada en Abril de 2011 en donde se responde en, primer lugar, a la pregunta acerca de qué nota pondría a la Educación que recibe su hijo y, en segundo lugar, a la interrogante relativa a la calidad de la Educación que entregan diversas instituciones en el país. De ellas  se desprende que existe una valoración del esfuerzo realizado por ellos y de la educación que reciben sus hijos, pero que existe una desvalorización del sistema educacional chileno.


Dejando de lado lo anterior, se refirió también al tema del lucro en la Educación y manifestó que el malestar se ha expresado en la demanda de terminar con el apoyo de financiamiento del Estado a la Educación con fines de lucro apoyado en que ella es un bien público. Agregó que aunque los padres prefieren la educación privada para sus hijos, ésta no ha logrado legitimarse en la sociedad como una educación que persiga una finalidad pública.


Añadió que detrás de esta demanda existen dos variables, una que alega un mayor rol del Estado, fundamentalmente de regulación y protección contra los abusos, y una que apunta a la gratuidad de ella.


En relación con las demandas planteadas, precisó que el punto es dilucidar si ellas se resuelven o no eliminando el lucro. En relación con ello aseveró que, en el mundo de la Educación escolar, la Ley General de Educación implementó mecanismos importantes que serán de mucha ayuda, pero que no se les dará tiempo para demostrarlo dado el apuro por implementar los nuevos.


Consideró, al igual que otros expositores, que en el tema en debate deben conciliarse tres elementos, la igual en el acceso, la diversidad y la calidad.


Por último, respecto a la moción parlamentaria en debate, llamó a plantearse en el ámbito escolar preguntas tales como la implicancia de éste para los sostenedores con fines de lucro, futuro de ellos, cómo llegarán a transformarse en corporaciones sin fines de lucro, qué pasará con la inversión y con la diversidad que aportan. 


En cuanto a las Instituciones de Educación Superior, afirmó que esta medida no la transformará y que existen otras que si pudieran hacerlo como la regulación del costo de aranceles o del mejoramiento de la calidad y aseguró además que Chile necesita definir una mirada estratégica hacia ella.


Respondiendo la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Letelier, señaló que la iniciativa de ley no los afecta ya que ellos son una institución que no persigue fines de lucro.


En cuanto a la interrogante planteada por el Honorable Senador señor Espina, en cuanto a lo que sucederá con los establecimientos particulares subvencionados con fines de lucro en caso que se apruebe este proyecto, dijo que habrá que ver qué sucede con ellos y precisó que existe la posibilidad de que se terminen, otra que cambien a instituciones sin fines de lucro y que se les dé un plazo porque existen deudas de por medio y otra es que el Estado asuma la educación de los alumnos que están en esos colegios.


Respecto a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Navarro, aclaró, primeramente, que en ningún momento dijo que no hubiera segregación en el país, simplemente aclaró que la Educación lo que ha hecho es disminuir la segregación y no aumentarla como consecuencia de las oportunidades que ha brindado.


Por último, dando respuesta a la interrogante planteada por el Honorable Senador señor Gómez, manifestó que los datos que presentó y en base a los que sostuvo que la Educación ha disminuido la segregación corresponden a la prueba Pisa. Insistió, además, que debe valorarse el sistema y hacer los cambios que corresponden, pero de manera coherente y bien hechos para seguir avanzando y no limitarse a aquellos que responden a simples sentimientos y que no resolverán los problemas reales en la Educación.


Concluyó reiterando que las demandas existentes detrás de aquella que solicita poner fin al lucro no se resuelven con el proyecto de ley sino a través de otras medidas a las que no se les ha dado importancia ni en la discusión pública ni en las propuestas del Gobierno.


Acompañó su intervención en un documento en formato Word en donde el tema es abordado de manera más profunda. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


14.- CORPORACIÓN SANTO TOMÁS


Su Rector Nacional, señor Jaime Vatter, abordó los siguientes temas vinculados al proyecto de ley en debate:


-Crecimiento de la Matrícula en Chile en el mundo de la Educación Superior: aporte del Crédito con Aval del Estado en la Cobertura.


-Concentración de la mayoría de la matrícula en Instituciones de Educación Superior no pertenecientes al Consejo de Rectores.


-Cobertura por deciles de ingreso: aumento en los primeros deciles e ingreso.


-Ayudas estudiantiles.


-El Crédito con Aval del Estado en matrícula total de pregrado por tipo de Instituciones de Educación Superior.


-Cobertura de alumnos nuevos en Educación terciaria.


-Corporación Santo Tomás: áreas en donde se encuentra presente. Orientada a segmentos bajo y medio emergente. Cuarta corporación más grande de Chile. Sesenta y ocho mil alumnos de Educación superior, el cuarenta y cinco por ciento en carreras acreditadas. Ochenta por ciento de los alumnos primera generación en educación superior. Sesenta y seis mil titulados. Ofrece carreras técnicas y profesionales. Cuatro mil setecientos treinta y seis alumnos en educación escolar. Metros cuadrados construidos. Incremento de infraestructura.


-Tipo de alumnos que reciben en relación a las demás Instituciones de Educación Superior.


-Distribución por grupo socioeconómico.


-Distribución colegio de procedencia.


-Aporte a la regionalización.


-La discusión de los aranceles: problema mundial. Las universidades del Consejo de Rectores en los últimos años son las que más han subido sus aranceles.


-Preocupaciones y ocupaciones de la Corporación: Calidad. Equidad en el acceso. Información.


Acompañó su intervención en un documento en formato Word en donde el tema es abordado de manera más profunda. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En cuanto a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Espina, señaló que lo que debe preocupar es la calidad y que, en ese sentido, la regulación del lucro no apunta al centro del problema. Consideró asimismo que debiera haber un aporte a los alumnos para ayudar en el financiamiento de la carrera escogida independientemente si la institución a la que ingresan persigue o no fines de lucro.


Afrontando la interrogante planteada por el Honorable Senador señor Navarro, indicó que los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales que tiene esta Corporación se crearon al amparo de la ley y que nada de irregular existe en ellos. Aclaró también que la Universidad, por el contrario, funciona como una institución sin fines de lucro.


Respecto a la pregunta hecha por el Honorable Senador señor Letelier en torno a qué pasaría con sus centros de Formación Técnica e Institutos profesionales si se aprueba el proyecto de ley, manifestó que lógicamente las inversiones se terminarían porque quienes hacen los aportes probablemente destinarían los recursos a otro sector. Destacó, pese a lo sostenido, que el fin último de esta institución no es obtener lucro sino dar una educación de calidad y hacer un aporte a la sociedad.


En cuanto qué ocurriría si existiese la posibilidad que la Universidad funcionara como una institución con fines de lucro, dijo que esa no es una decisión que pase por él. Añadió que la realidad es que hoy funciona como una institución sin fines de lucro tal como lo señala la ley.

En lo relativo a la pregunta hecha por el Honorable Senador señor Navarro, puntualizó que la Universidad Santo Tomás es una de carácter docente, sin perjuicio de tener espacios dedicados a la investigación.


Respondiendo las preguntas formuladas por la Honorable Diputada señora Saa, referidas al régimen de acceso a la Universidad, indicó, en primer lugar, que ellos exigen para el ingreso de los alumnos la prueba de selección universitaria solicitando como mínimo cuatrocientos cincuenta puntos. Añadió además que el promedio de puntaje de ingreso es de quinientos treinta puntos.


En segundo lugar y en relación a la infraestructura, precisó que de los doscientos treinta mil metros construidos la mayoría son de propiedad de la Corporación y no de la Universidad por lo que ésta paga una renta de arrendamiento por ellos al valor de mercado.


Abordando la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Gómez en cuanto a la diferencia de aranceles, aseveró que cada institución los define en relación con los costos que tenga y de acuerdo a la realidad de los alumnos en cada una de las distintas ciudades. Añadió que entre el ochenta y el noventa por ciento de ese arancel, en el caso de la Universidad, es cubierto por el Crédito con aval del Estado, mientras que tratándose de los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales además existe la beca milenio lo que permite disminuir aún más el copago.


15.- CORPORACIÓN EDUCACIONAL EMPRENDER.


Su Presidente, señor Eduardo Gras abordó los siguientes temas:


-Presentación personal y de la Corporación Emprender: Origen. Forma jurídica. Objetivo. Datos académicos. Datos financieros. Datos de vulnerabilidad.


-Observaciones respecto a la situación que vive el país en materia educacional.


-Costo que supone otorgar una educación de calidad.


-Relación gasto calidad.


-El lucro: improcedente cuando los recursos vienen del Estado. Imposible si no es a costa de la calidad.


-Gratuidad de la Educación: una necesidad a lo menos para los tres primeros quintiles.


-Fortalecimiento y mejoramiento de la Educación municipalizada.


-Transformación de los colegios subvencionados con fines de lucro: en sociedades sin fines de lucro o en cooperativas de profesores.


-Antes de centrar el tema en la Educación superior hacerlo en el bajo nivel de sus postulantes.


-Guarderías y Jardines infantiles: aquellos niños que no tienen acceso a ellos parten con grandes desventajas. Indispensable para el futuro de los niños. El acceso a ellos, una responsabilidad moral y ética para toda la sociedad chilena.


-Reforma educacional un proceso largo y complejo: igualdad de oportunidades en cuanto al acceso de una educación de calidad. Tema involucra varias aristas, no sólo financiera.


-Solución política y de responsabilidad de sus actores y también de los actores sociales.


Acompañó su intervención en un documento que fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y que se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Respondiendo a la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Pérez, fue enfático al señalar que con cincuenta mil pesos mensuales resulta imposible financiar una educación de calidad. Agregó que el costo real por alumno es de ochenta mil pesos en una institución que no persigue fines de lucro.


Abocándose a la afirmación hecha por el Honorable Senador señor Espina, afirmó que lo importante es que la libertad de elección pueda ser ejercida por todos y que sea real, añadiendo que en la práctica no lo es.


Por otro lado, respondiendo la pregunta formulada por el referido señor Senador, dijo que en el colegio de Puente Alto comenzaron a hacer un cobro de financiamiento compartido porque su meta de Educación de calidad se estaba viendo seriamente perjudicada por la falta de recursos. Añadió que ese aporte lo único que pretende es nivelar el valor básico para la educación de calidad que pretenden otorgar.


En relación con ese punto, hizo hincapié en señalar que la reforma educacional necesariamente debe ir acompañada de recursos los que redundarán en una mejor calidad de ella.


Por último, abordando la pregunta del Presidente de la Comisión, dijo que la situación en materia educacional es distinta a aquella que se da en materia de viviendas. Afirmó que con la primera podría llegar a hipotecarse el futuro no sólo de un niño sino del desarrollo del país. Dijo además que, si bien la vivienda es una materia de suma importancia, la educación lo es aún más por su especial naturaleza que apunta al conocimiento de las personas que es lo único que los conducirá a un futuro mejor.


16.- CENTRO DE ESTUDIOS PÚBLICOS


Su Subdirector, el señor Harald Beyer trató los siguientes temas:


- Introducción: Última encuesta del Centro de Estudios Públicos, señala que el ochenta por ciento de los encuestados está en contra de la existencia de colegios e instituciones de educación superior que persigan fines de lucro, y añadió que en el año 2006, al sesenta y seis por ciento de la población le parecía bien. 


-Educación escolar: Origen de la Educación escolar con fines de lucro. A partir del año 1981 las asignaciones hechas a estos establecimientos se hacen más estables y en condiciones similares  a la existente para la Educación estatal. Cobertura proporcionada por estos colegios.


La educación estatal representa hoy sólo el 40% de la oferta escolar y 1.200 estudiantes asisten a colegios particulares con fines de lucro. El 68% de estos establecimientos pertenecen a una persona u organización que tiene un solo establecimiento. Gran parte de la población más vulnerable asiste a estos colegios. El 36% de ellos cobra financiamiento compartido. El desempeño de estos establecimientos no difiere mayormente de los que presentan los colegios subvencionados sin fines de lucro ni los municipales. La eliminación de ellos no va a modificar mayormente la calidad. 


-Educación superior: Señaló que se ha producido un aumento considerable del número de estudiantes cursando esta educación. De ellos el 62% asiste a Universidades y el  resto lo hace a Institutos Profesionales o a Centros de Formación Técnica. Existe un tratamiento diferenciado para las Universidades y para los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales. 


Precisó que el aumento de la matrícula se ha dado principalmente en las universidades privadas seguidas por los Institutos Profesionales. Las Universidades del Consejo de Rectores mantienen un proceso selectivo de admisiones. Las nuevas Universidades privadas por lo general reciben a los alumnos con menores puntajes y de menores recursos. Existen instituciones con vocación sin fines de lucro, con vocación con fines de lucro y otras con vocación ambigua. El modelo de mayor cobertura en la Educación superior requiere un sistema de aseguramiento en la calidad más exigente y un esquema que controle la potencial inflación en los valores de los aranceles.


Asimismo, es posible advertir que existe un vacío legal en cuanto a si las personas que aportan a la creación de una Universidad pueden o no recuperar la inversión realizada. 


Acompañó su intervención en un documento que fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y que se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


17.- CENTRO DE ESTUDIOS PARA EL DESARROLLO.


El asesor de esa entidad, el señor Pedro Montt se refirió a los siguientes temas:


- Objetivos que el sistema debe proponer: asegurar calidad. Asegurar creación de capacidades docentes y liderazgo directivo y asegurar diversidad social de la matrícula en los establecimientos.


-Puntos que pueden orientar el debate: Los factores que afectan a la calidad y equidad de la educación y su peso. El arreglo institucional que Chile se ha dado para el sistema educativo, en lo grueso ha permanecido invariante y sólo recientemente se ha intentado modificar. El diagnóstico del Banco Mundial al momento de debatirse el arreglo institucional único que se ha dado Chile. La nueva arquitectura del sistema recién creada sólo afecta el funcionamiento de la cúspide del sistema. El nuevo movimiento demuestra la insuficiencia de ese arreglo y plantea en la práctica una crisis de gobernabilidad del sistema.


-Conclusiones: El proyecto de ley está bien encaminado, pero se requiere plazos largos para lograr una reforma como ésta. El proyecto debiera abordar materias en las que se requiere del concurso del Ejecutivo. El problema del lucro en la Educación superior debe ser resuelto de manera efectiva.


Reconoció, contestando la pregunta planteada por la Honorable Senadora señora Pérez, que el acuerdo logrado el año 2006 no fue suficiente. Sin embargo, agregó que no se puede desconocer que hoy se exige un cambio al sistema educacional y quien debe tomar las riendas de ello es el Gobierno actual, quien no lo ha hecho.


Respecto a la afirmación del Senador señor Novoa, en relación con lo ineficaz que resultaría cambiar el sistema de los colegios subvencionados con fines de lucro, destacó que existen aquí dos temas importantes que lo justifican. En primer lugar, la Educación, como bien superior, que requiere políticas estables y de largo plazo que redundarán en mejor calidad y, en segundo lugar, que los emprendedores que se quieren en educación son aquellos que tienen un proyecto educativo por detrás, que ponen sus fuerzas en él y no los que están pensando en cómo sacar dineros de ella.


Dentro de este último punto señaló que es necesario  además frenar la creación de nuevos colegios subvencionados particulares ya que afirmó que nada justifica la creación de nuevos si la tasa de natalidad en el país disminuye.


Acompañó su intervención en un documento que fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y que se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión


18.- EX MINISTRO DE EDUCACIÓN, EL SEÑOR SERGIO BITAR.


Inició su exposición aseverando que Chile está viviendo un momento histórico no sólo en cuanto al tema de la Educación sino también por la búsqueda reflejada tras él de mayor participación por parte de la ciudadanía.

Explicó que nuestro país ha vivido un proceso de expansión de la Educación y que, dentro de ese contexto, es lógico que lo que hasta ahora haya funcionado no sea capaz de responder a las nuevas necesidades, precisando que, con el modelo actual, no se logrará ni más calidad ni más equidad.


Refiriéndose a las medidas hasta ahora planteadas, esto es aumento de becas y créditos, manifestó que ellas sólo van en beneficio de la educación privada, en circunstancias que las primeras a implementarse deben decir relación con el fortalecimiento de la educación pública que es lo que se quiere conseguir. 


Aseveró que esa modificación al sistema supone un cambio en la lógica del mismo, en donde la Educación sea considerada un bien público y se fortalezca el rol del Estado en ella. Agregó que éste debe asumir un rol conductor, regulador y tomar la responsabilidad de asegurar calidad y cobertura, sin que ello implique estatizar, ya que Chile tiene un sistema mixto.


Indicó también que no cree que la medida que corresponda sea terminar hoy con los colegios subvencionados que poseen fines de lucro porque no hay solución para esos niños en la actualidad.


Asimismo, propuso las siguientes medidas que debieran implementarse: i) la reforma constitucional del artículo 19 números 10 y 11; ii) el nuevo proyecto de educación pública único, nacional, descentralizado, autónomo con supervisión de las agencias de calidad y superintendencias y dependiente del Ministerio de Educación; iii) la recuperación de las Universidades estatales con recursos basales y iv) la sustitución del lucro como motivador.


En relación con este último tema y particularmente en lo que a la Educación escolar particular subvencionada respecta, estimó que gran parte de ella puede operar como instituciones sin fines de lucro en un plazo breve. Agregó, además, que es posible que a quien invierte se le pueda permitir una pequeña rentabilidad sobre esta inversión. Explicó que, de esa manera, no sería el lucro el motor, habría un incentivo para la inversión adicional y la mayoría de los excedentes irían a la Educación. 


Sugirió además que no se permita la creación de nuevos colegios particulares con fines de lucro. Consideró también poner una nueva instancia que revise y apruebe la instalación de nuevos colegios ya que ellos no se justificarían al disminuir la tasa de natalidad. 


Propuso además que, conjuntamente con lo anterior, se comience a trabajar en el nuevo sistema de educación pública que sea capaz de recibir a quien lo necesite y que garantice calidad.


Abordando el tema de las Universidades señaló que, si bien en el papel no persiguen fines de lucro, en la práctica si lo hacen por la vía de las sociedades espejos las que deben ser reguladas y, en cuanto al arancel de referencia, manifestó que debe haber una nueva mirada basada en la vinculación de éste con el financiamiento basal. 


En cuanto a los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales, expresó que debiera aplicárseles el mismo régimen que a las Universidades, como asimismo hacer hincapié en la acreditación.


Agregó que todas las medidas propuestas deben llevarse a cabo gradualmente. Añadió que en el caso del nuevo proyecto de educación pública sería recomendable su puesta en marcha en forma similar a la de la reforma procesal penal, vale decir, por regiones, puesto que eso permitiría observar qué cosas habría que mejorar y así perfeccionarlo a medida que se extiende.


Finalizó su intervención declarando que ojalá el debate sobre el lucro no se prolongue innecesariamente puesto que la sociedad chilena ya está conteste en su eliminación e hizo un llamado a debatir el procedimiento a seguir para que ello no genere un problema mayor en la oferta educacional existente.


19.- CENTRO DE ESTUDIOS DE POLÍTICAS Y PRÁCTICAS EN EDUCACIÓN DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE.

Su Director el Señor Cristián Cox trató los siguientes temas vinculados al proyecto de ley:


-Financiamiento público de educación privada. Perspectiva histórica.


-Cinco criterios de evaluación de las regulaciones actuales: calidad. Equidad-cohesión. Libertad-diversidad. Libertad de emprender. Coberturas.


-Conclusión: el arreglo actual no representa ventajas en términos de calidad, es negativo en términos de equidad y cohesión social, no aporta en términos de libertad-diversidad, sí lo hace en términos de libertad de emprendimiento, pero esto es una justificación insostenible si no produce valores claros. El tema de la cobertura ya lo tenemos resuelto como país. 


-Consecuencias: el tema no es cambiar o no las reglas a los establecimientos con fines de lucro sino cómo hacerlo.


-La complejidad financiera y administrativa de los cambios que se comienzan a discutir, como los requerimientos políticos y técnicos para su diseño y realización, no tienen precedentes en nuestra historia. 


-Propuesta.


Acompañó su intervención en un documento que fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y que se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


20.- INSTITUTO RESPÚBLICA


El Director Ejecutivo señor Julio Isamit, abordó los siguientes temas vinculados al proyecto de ley:


-Introducción. Observaciones respecto del conflicto estudiantil.


-Libertad de Enseñanza: Definición. Cómo se hace realidad. La libertad de Enseñanza, una opción de pocos.


-Sistema de Educación Superior: Características. Datos estadísticos.


-Calidad: El desafío es lograr libertad de enseñanza y calidad de Educación. Tres ideas a tener en consideración. Lo importante son los alumnos,  Universidades de calidad, El problema del lucro.


-Proyecto de ley en debate: En materia de Educación escolar: Afecta la diversidad. Afecta la libertad de elección de los padres en los niveles socioeconómicos bajos. Si el foco es la calidad poco importa si estos establecimientos persiguen o no fines de lucro. 


En materia de Educación superior: transparentar el sistema respecto al lucro. Crítica a la regulación de las sociedades espejo y propuesta. 


Conclusión: La discusión de fondo no está en el proyecto sino en la concepción de libertad de los padres de poder elegir el establecimiento para sus hijos.


Acompañó su intervención con un documento en formato Word, en el que se desarrollan los puntos antes reseñados. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


21.- INSTITUTO LIBERTAD


Su Directora Ejecutiva, señora Najel Klein, y el Asesor de la misma Institución, señor Patricio Gajardo, expusieron respecto de los siguientes temas vinculados al proyecto de ley:


Introducción: Problemas de fondo de la Educación, la calidad de ésta y brecha por ella generada. El lucro, un problema de forma, su eliminación perjudicará a las familias chilenas.


-Proyecto de Ley: Descripción de la Moción Parlamentaria. Aprobación de la iniciativa y su impacto. Efectos que se pueden esperar en los colegios particulares subvencionados.


-Ejes que deben ser discutidos: Calidad de la Educación, Libertad de elección de los padres del proyecto educativo de sus hijos, Sistema de financiamiento de ella y el Sistema Municipalizado.


-Calidad de la Educación: Este es el punto realmente importante. La Superintendencia de Educación Superior y la Agencia de Calidad van en esa dirección. Otro aspecto relevante, la calidad de los docentes. 


-Libertad de Educación: El proyecto limita la opción de los padres y apoderados para elegir el establecimiento educacional de sus hijos.  Colegios que decidan transformarse en particulares pagados, alternativas para los padres. Padres que tendrán que decidir entre un colegio municipal o uno subvencionado sin fines de lucro. El proyecto constituye un acto discriminatorio hacia la clase media y las familias de menos ingresos. Razones dadas para poner fin al lucro y su rebate.


-Sistema de Financiamiento: El argumento que los recursos públicos no pueden destinarse a emprendimientos que tengan ganancias no se sostiene en la realidad, ejemplos de casos en que ello ocurre. Lo relevante es la Educación de calidad y para ello el Estado debe contar con instrumentos para supervisar y sancionar las situaciones que correspondan. Efectos del proyecto en la Educación Técnico Profesional.


-Conclusiones: La moción parlamentaria constituye un retroceso en el avance educacional. No resuelve el problema de las demandas estudiantiles, por el contrario las acrecienta. El lucro debe ser transparentado y fiscalizado en los colegios particulares Subvencionados y en los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales.


La Directora Ejecutiva del Instituto Libertad en su segunda intervención precisó que la intención de esta Institución no es crear temor en la sociedad al advertir que probablemente muchos colegios van a cerrar y, en consecuencia, un millón de niños quedarán sin saber qué hacer, sino sólo hacer presente que la iniciativa de ley no aborda el futuro de ellos.


Agregó que hace falta también en este proyecto partir por sus bases y, en consecuencia, comenzar con la definición de la voz lucro.


En relación al tema de la calidad, recalcó que nada asegura que una vez lograda la transformación de los colegios subvencionados en corporaciones sin fines de lucro se logre ella que es lo que las familias piden y lo que efectivamente genera movilidad social.


Añadió que la propuesta que la Institución trae es que se entregue subvención a aquellos colegios que proporcionen calidad en la Educación entregada manteniendo un sistema mixto.


Deteniéndose en los dichos de la Honorable Diputada señora Saa en relación a la competencia desleal generada por estos colegios hacia la Educación municipal, manifestó que es necesario abordar la realidad en su totalidad. En este sentido puntualizó que en algunas comunas efectivamente muchos estudiantes se fueron a estos colegios particulares subvencionados porque ofrecían modelos distintos al de los colegios municipales que tienen grandes restricciones en relación a sus proyectos. Agregó también que en otras comunas existía un déficit de matrícula a la que los colegios particulares subvencionados lograron dar solución. 


Por último, hizo presente que el modelo educativo debe adaptarse también a las necesidades de la sociedad y, en ese contexto, resulta indispensable fomentar el estudio de carreras técnicas por sobre las universitarias.


Acompañaron su intervención con un documento en formato powerpoint, en el que se desarrollan los puntos antes reseñados. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


22. FACULTAD DE EDUCACIÓN DE LA UNIVERSIDAD DE LAS AMÉRICAS

Su Decana, la señora Pilar Romaguera, abordó los siguientes temas vinculados al proyecto de ley en discusión:


-Contexto: Chile requiere un sistema educacional cuya institucionalidad y regulaciones sean similares a los de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. Ley General de Educación, avances y temas pendientes respecto de la Ley Orgánica Constitucional de Educación. Desafíos del sistema de Educación escolar versus el sistema de Educación superior.


-Institucionalidad del Proyecto de Ley: Norma las atribuciones de la Superintendencia de Educación, en relación a los sostenedores educacionales que reciben recursos estatales. Extiende a los Centros de Formación Técnica y a los Institutos Profesionales la norma jurídica que se aplica a las Universidades.


-Problemas Actuales, Financiamiento en la Educación Superior: Cobertura neta, Alto costo, Error de los promedios en políticas públicas. Sistemas de créditos estudiantiles paralelos.


-Principios: Establece regulaciones equivalentes en el conjunto del sistema educacional. No considera temas complementarios. Significado de regulaciones equivalentes. Datos de gastos en la Educación. 


-Educación Superior en Chile: Estudiantes. Participación.


-Comentarios: Estudiantes. Recursos. Proyectos de Ley.


Acompañó su intervención con un documento en formato powerpoint, en el que se desarrollan los puntos antes reseñados. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


23.- CENTRO DE ESTUDIOS NACIONALES DE DESARROLLO ALTERNATIVO (CENDA).


Sus investigadores señora Roxana Pey y señores Francisco Durán y señor Pablo Jorquera, expusieron el tema “Educación Superior en Chile, análisis de la realidad actual” en donde abordaron los siguientes temas vinculados al proyecto de ley:


-Diagnóstico: Total de ingresos de Educación Superior, aportes de la familia, Estado y otros. Instrumentos de financiamiento estudiantil presentan graves problemas de diseño. Esquema de financiamiento a la demanda incide negativamente en la calidad de la Educación Superior.


-Problemas que se reconocen: Lucro, ya sea encubierto o abierto. Enorme carga financiera en las familias. La Cobertura no ha aumentado desde el año mil novecientos setenta y tres. Diversidad de instituciones no otorga libertad de elección a los estudiantes. Modelo altamente ineficiente e injusto. La Educación superior chilena no conforma un sistema articulado. Propuesta del informe. 


-Institucionalidad: Presenta muchas dificultades que han traído como consecuencia la erosión de los conceptos central del desarrollo de este sistema, eficiencia, calidad y equidad.


-Financiamiento: Principales fuentes de ingreso de las Instituciones de Educación Superior, aranceles y matrículas. Gasto de las familias es superior al del Estado. Pago de las familias en las Universidades privadas más del doble que en las del Consejo de Rectores. Aporte del Estado en estas últimas es mayor. Consecuencias del sistema de financiamiento, discrimina tanto estudiantes como Universidades. Ingresos de explotación, aporte de las familias, de los privados y otros ingresos de explotación.


-Propuestas: Repotenciar el aporte al país de las Universidades. Recuperar la red pública de Educación superior en todos sus niveles. Incorporar una matriz institucional no segmentada. Extender la prohibición efectiva del lucro al sistema.


Recalcó que es evidente que el problema es uno de modelo educativo, de financiamiento a la demanda y de privatización de la Educación. Dentro de ese contexto, insistió en que el lucro es uno de los tantos temas del problema.


En relación a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Navarro, manifestó que la Institución considera indispensable dar fortalecimiento al sistema estatal, público y de calidad de la  Educación en todos sus niveles. En torno al mismo tema, señaló que existen ciertos acuerdos generales sobre ciertas líneas a seguir como son la disminución financiera del aporte de las familias, que el sistema de educación municipal debe ser cambiado para que logre dar los frutos anhelados y que son necesarios más recursos para la Educación.


En relación con el tema del lucro destacó que si bien no existe evidencia empírica que diga que el lucro mejora o empeora la Educación, existen sí cuestiones teóricas que nos advierten que al lucro hay que ponerle límite e incluso prohibirlo.


Con respecto a las preferencias demostradas en la última encuesta del Centro de Estudios Públicos de las familias hacia los colegios subvencionados, destacó que ellas obedecen no a la indiferencia hacia el lucro, sino que principalmente a un tema de distancias ya que generalmente están más próximos a sus casas.


Abordando la pregunta formulada en relación a qué ocurriría las instituciones afectadas por el proyecto de ley, fue enfático en señalar que el Estado debe hacerse cargo de los colegios y revivir el sistema público y respecto de los Centros de Formación Técnica llamó a la replicar el modelo del Centro de Formación Técnica Lota Arauco, único de carácter público en nuestro país. Respecto de las Universidades Estatales solicitó que se hicieran mayores aportes basales a ellas.


Respondiendo a la pregunta del Honorable Senador señor Quintana acerca de si es o no necesaria una reforma tributaria para el aumento de los recursos, expresó que ella es necesaria y que existen los medios para hacerla. Destacó que resulta indispensable el aumento de los recursos estatales que permitan alivianar las cargas de las familias pero agregó que ellos no pueden ir al modelo actual, sino al nuevo modelo educativo.


Añadió que en espera de la aludida reforma tributaria estos dineros pueden obtenerse por medio del término del lucro, explicando que el dinero que hoy va a los bolsillos de privados o a la banca gracias al Crédito con Aval del Estado, puede ser redistribuido y reinvertido en Educación.


Por último, hizo un llamado a responder a las demandas que piden a gritos no sólo el movimiento estudiantil sino toda la ciudadanía.


Acompañaron su intervención con dos documentos, un en formato powerpoint y otro en formato Word, en los que se desarrollan los puntos antes reseñados. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual quedan a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


24.- FEDERACIÓN DE ESTUDIANTES DE LA UNIVERSIDAD CENTRAL 


El Secretario General de Centro de Estudiantes de Sociología de esa casa de estudios señor Marco Velarde, comenzó su exposición afirmando  que se debía prohibir el lucro en la Educación, que es necesario obligar a reinvertir el cien por ciento de las utilidades en ella y terminar de una vez con la práctica de las sociedades espejo.


Manifestó asimismo que el lucro no tiene espacio en materia de Educación al constituir ella un derecho protegido por nuestra Carta Fundamental y por los Tratados Internacionales ratificados por nuestro país y que se encuentran vigentes.


Aseveró que el lucro hoy incide negativamente en la calidad y ha permitido además que exista cierta exclusividad en su ejercicio y añadió además no creer posible que aún hoy, después de tres meses de movilizaciones, se siga defiendo por algunos su continuidad en la Educación.


Agregó además que hoy gran parte de la crisis en esta materia se debe a su existencia y se traduce en mala calidad, bajos resultados en pruebas internacionales, desigualdad en el acceso, escases de financiamiento a las instituciones y excesiva deuda y morosidad de los estudiantes.


Dijo también que su presencia ha hecho que muchas instituciones tengan como fin último la obtención de ganancias en lugar de poner su centro en el proyecto educativo.


Por último, advirtió que tal como la realidad lo demuestra, las universidades que persiguen fines de lucro no tienen investigación ni conexión con el medio en que se desarrollan ni con los estudiantes y muchas veces impiden que estos últimos se organicen. 


Luego, el Presidente de la Federación de Estudiantes de esa casa de Estudios señor Mauricio Carrasco, expuso la situación que les ha afectado, del que da cuenta un documento denominado  “Alianza Estratégica” en el que abordó los siguientes puntos:


-Situación Actual.


-Nueva Organización de la Participación.


-Incorporación de Norte Sur.


-Impacto de Alianza.


-Derechos Políticos.


-Derechos Económicos.


-Fondo de Inversión Privada y Sociedades Filiales.


-Flujos y Excedentes.


Puntualizó que le llama profundamente la atención el hecho que existan hoy algunos Parlamentarios que no entienden el tema en debate. Explicó que la reforma al paradigma educacional por ellos planteada no se reduce sólo al tema de la calidad, ya que los parámetros de ella van cambiando. Enfatizó que lo que sí está claro es que el lucro no constituye ninguna alternativa para lograr esa mayor calidad porque él llevará a que las decisiones siempre se adopten a su luz y se inclinen hacia él y no responderán a las necesidades propias de la Educación que supone gastos y exige investigación.


Acompañó su intervención con un documento en formato powerpoint, en el que se desarrollan los puntos antes reseñados. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Por su parte, la Vocera de esa Federación de Estudiantes, señorita Daniela López inició su intervención señalando que los estudiantes hoy movilizados piden, entre otras cosas, el cumplimiento de la legislación en materia de lucro, agregando que el artículo con la urgencia del inciso segundo del artículo 53 de la  de la Ley General de Educación lo prohíbe de manera explícita.


Dijo además que no comparte el modelo que establece nuestra Constitución Política en donde se protege la Libertad de Enseñanza por sobre el Derecho a la Educación y añadió que el Estado tiene que ser garante y sostenedor de la Educación en nuestro país.


Manifestó asimismo que el lucro ha repercutido negativamente en la calidad de la Educación, a lo que se suma la gran deserción estudiantil y el hecho que nunca haya generado una real movilidad social ni inclusión sino sólo un empobrecimiento de la familia.


25.- CORPORACIÓN APTUS CHILE

Su presidente, señor Tomás Ariztía, al dar inicio a su exposición advirtió que a través de ella en ningún caso pretende defender las ganancias de los privados tal como se ha sostenido por algunos. Agregó que simplemente se trata de buscar los sistemas e incentivos que generen la mejor calidad posible en Educación para los recursos que disponemos.


Hecha la advertencia, hizo presente que una de las principales cualidades del modelo actual de Educación consiste en la amplia cobertura otorgada y remarcó que ella se ha dado principalmente por la inversión privada en el desarrollo de nuevos colegios y por el sistema de financiamiento compartido.


En relación con a ello sostuvo que éste ha sido un negocio extraordinariamente bueno para el Estado ya que el riesgo de hacer los colegios lo asumieron los privados. Agregó además que los resultados por ellos obtenidos fueron mejores o, en el peor de los casos, los mismos que los municipales y que  las familias los prefirieron ampliamente.


Por otro lado, dijo que se ha sostenido como argumento para poner fin a la entrega de recursos fiscales, entre otros, que al haber caído la tasa de natalidad no se necesita la subsistencia de estos incentivos lo que aseguró es completamente falso. Argumentó esta posición señalando que los colegios son entidades locales, la ciudad es dinámica, los barrios envejecen y la ciudad se expande.


Agregó además que carece de sentido la idea de quitar los incentivos cuando no se está conforme ni con los colegios ni con el perfil de sostenedores que tenemos ni municipales ni particulares. Respecto al mismo tema, advirtió que el artículo cuarenta y seis de la Ley General de Educación prohíbe la figura del cambio de sostenedor lo que aseveró es inexplicable en las circunstancias del país.


Por otro lado, abordando el tema de la calidad de los colegios precisó que existen muchos estudios que se inclinan algunos a un lado o a otro, pero destacó que lo importante es que no existe evidencia aplastante en ninguna dirección.


Complementó los datos señalando que la mayoría de los colegios subvencionados cobran entre cero y diez mil pesos de financiamiento compartido y  que funcionan en la actualidad con una subvención real de treinta mil pesos y que, pese a estos escasos recursos, logran ser competitivos.


Afirmó además que el único dato concluyente es que existe una gran dispersión de resultados, puesto que hay colegios buenos, regulares y muy malos en todos los segmentos. A partir de eso, sostuvo que lo que debiera hacerse no es eliminar a un grupo de estos colegios como lo plantea el proyecto, sino ayudar a desarrollarse a aquellos que lo están haciendo bien, apoyar a los regulares y cortar cuanto antes el financiamiento público a los malos.


Manifestó también que urge atraer talento al sistema escolar y utilizó las palabras de José Weinstein para afirmar que las capacidades y competencias de docentes, directivos y sostenedores son finalmente lo que permitirá dar el tan anhelado salto en calidad.


Por otra parte, señaló que su principal preocupación con este proyecto está en que pone en riesgo un fenómeno esperanzador que está surgiendo en el sistema escolar, puesto que certificó que están naciendo en algunos colegios con alto nivel de organización, con capacidad de gestión que con ochenta mil pesos mensuales están dando una oportunidad a la clase media de optar a una calidad equivalente a la de los particulares pagados. Añadió que nada impediría que estos colegios puedan atender muy pronto a los alumnos más vulnerables del país si nos decidiéramos a hacerlo y no pusiéramos barreras de entrada a la creación de mejores colegios como lo es el proyecto en debate.


Finalmente, terminó advirtiendo que no hay una contradicción entre el ochenta por ciento del rechazo al lucro y el setenta por ciento de preferencia de las familias hacia los colegios particulares subvencionados datos de la última encuesta del Centro de Estudios Públicos. Explicó que las familias entienden que estos colegios requieren financiamiento tal como lo reflejó la misma encuesta del año dos mil seis, pero hizo hincapié en que la legislación debe dar garantías de que no existen enriquecimientos a partir de la explotación de colegios malos.


Finalmente, abordó el tema del financiamiento compartido y la idea que plantea terminar con él y subir en forma proporcional la subvención. En este punto dijo que, si bien este sistema postergó por mucho tiempo a los más pobres, hoy ya no es así gracias a la Ley de Subvención Escolar Preferencial que ha permitido emparejar la situación de esos niños con respecto a los de clase media. Agregó que un niño que la recibe hoy aporta más subvención al colegio que asiste que el setenta por ciento de los niños del país. 


Complementó sus dichos señalando que hacer lo que la Concertación propone, vale decir, eliminar el aporte de esos padres que sí pueden pagar es equivalente a aumentar en ciento cincuenta por ciento la subvención escolar preferencial de los mismos niños que la reciben hoy. En otras palabras, explicó que el costo de esa política es renunciar a subir a cien mil pesos la subvención de un niño vulnerable.


Recalcó, por otro lado, que pareciera ser que se quieren resolver todos los problemas de la sociedad en las escuelas y agregó que no podemos pretender cargar todas las expectativas de esta en ellas.


Deteniéndose en los dichos de algunos parlamentarios que sostuvieron que no es posible ganar dinero y dar buena calidad hizo presente que esa no es la realidad en muchos colegios subvencionados y, compartiendo los dichos de la Honorable Senadora señora Von Baer, llamó a concentrarse en la calidad de la Educación y a restringir los recursos públicos a aquellos que no la otorgan.


Agregó que estamos asumiendo con este proyecto que vamos a repartir las eficiencias que un colegio ha logrado gracias a una buena gestión, pero advirtió que esa buena gestión no existe en muchos establecimientos y enfatizó, dentro de ese marco, que lo que es necesario atraer al sistema educativo es eficiencia, calidad de la gestión, talento educativo y capacidad.


Abocándose en las palabras del Honorable Diputado señor Montes quien manifestó que el modelo educativo de nuestro país existe hace treinta años expresó que eso no es real ya que el financiamiento compartido existe hace quince años y la subvención preferencial escolar hace cuatro.


En relación con las palabras del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, quien señaló creer en necesaria la recuperación de la inversión expresó que esa es una buena noticia en medio de todo este proyecto de ley que tanto preocupa a quienes se verán afectados.


Por último, remarcó que pareciera que los fines de lucro son incompatibles con otros intereses y que lo grave de esta situación no consiste en que esos colegios se transformen en Corporaciones sin fines de lucro, sino en que quienes han creado buenos colegios no lo volverán a hacer.


Acompañó su presentación en dos documentos, un en formato Word y otro en formato powerpoint, en los que acompañan más datos en relación a los puntos abordados. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


26.- FACULTAD DE EDUCACIÓN DE LA UNIVERSIDAD ALBERTO HURTADO.

El Decano de dicha Facultad, señor Juan Eduardo García-Huidobro, partió su intervención señalando que espera que se apruebe este proyecto para que se acaben las instituciones que persiguen fines de lucro en la Educación. Enseguida abordó los siguientes aspectos vinculados al proyecto de ley:


-Introducción: Aportar a través de la presentación razones para prohibir el lucro en la Educación subvencionada por el Estado. Si bien existen argumentos empíricos que demuestran la necesidad de oponerse al lucro, el fundamento y los argumentos para oponerse a él son más ético-políticos que técnicos.


-Argumentos Empíricos: las presentaciones anteriores han demostrado que la situación actual que permite el lucro no presenta ventajas en cuanto a mejorar la calidad de la Educación, es negativa para la equidad y la cohesión social y no aporta demasiado en términos de libertad-diversidad del sistema educativo. La Educación con fines de lucro es una rareza en el mundo. Principal problema de nuestro sistema escolar es su segregación. La prohibición del lucro no acarrearía disminución de la diversidad. No resolver el problema actual traería como consecuencia un problema de ingobernabilidad futura del sistema escolar.


-Argumentos Ético-Políticos: La necesaria gratuidad de la Educación obligatoria hasta cuarto año medio excluye el lucro en este tramo. Las razones que se pueden argüir para justificar el aporte de recursos del Estado a los particulares que educan, exigen que la educación particular subvencionada sea gratuita.


-Recomendaciones: El tema del lucro se encuentra intrínsecamente ligado con el mejoramiento de la Educación pública y con la necesidad de terminar con el financiamiento compartido, enfrentar estos tres temas en conjunto. Estas temáticas al ser de gran complejidad técnica y político-administrativa suponen una transición por lo cual es importante planificar los tiempos y cierto escalamiento. Buscar una solución jurídica para emprendimientos que enriquecen el sistema y que por su tamaño están lejos de acceder a las instituciones básicas sin fines de lucro, ejemplo.


Acompañó su presentación en dos documentos, un en formato Word y otro en formato powerpoint en los que se tratan más a fondo los puntos señalados. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


27.- UNIÓN DE PADRES Y APODERADOS DE COLEGIOS CATÓLICOS.

Su Asesor Nacional, señor Juan Morales, abordó los siguientes temas vinculados al proyecto de ley en debate:


-Presentación Institucional.


-Opinión de la Institución en relación al proyecto en debate: El Derecho a la Educación debe ejercerse en un marco legal de libertad de enseñanza que permita a los padres de familia elegir el tipo de Educación que desean para sus hijos. Los padres de familia, para poder hacer la elección deben disponer de diversos proyectos educativos de instituciones públicas y privadas. La Educación de calidad debe asegurarse en todos los establecimientos educacionales y abarcar la totalidad de la población escolar. Es necesario que se trate sin discriminación a las escuelas y colegios en los que se elige educar a los niños. El Estado en diálogo con todos los agentes educativos y las organizaciones de la sociedad civil debe definir la calidad como asimismo sus parámetros de medición y las instancias de supervisión. El financiamiento de la educación debe estar asegurado en el presupuesto de la Nación y ha de contemplar la gratuidad desde las salas cunas hasta la Educación superior de todos los niños pertenecientes a los sectores socioeconómicamente más bajos. Es necesario que se escuche a todos los actores educacionales, sin olvidar a las organizaciones de padres de familia.


-Comentario Final: El diálogo, el mejor camino para encontrar soluciones, y las instituciones que democráticamente se han validado son las llamadas a escuchar las inquietudes y propuestas de la ciudadanía para legislar.


Acompañó su intervención con un documento en formato Word, en el que se desarrollan los puntos antes reseñados. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -


II.- EXPOSICIONES Y FUNDAMENTOS DE LOS SEÑORES SENADORES Y DIPUTADOS RESPECTO DE ESTA INICIATIVA DE LEY.

Sin perjuicio de los juicios y opiniones emitidos por los señores Senadores con ocasión de las sesiones en que se recibió en audiencia a las instituciones y sus representantes, que se han reseñado precedentemente, a continuación se transcriben los fundamentos y juicios de opinión expuestos por los señores Parlamentarios. Para efectos de este informe, en esta parte se trascriben los planteamientos de las señoras y señores Senadores, que no son miembros de la Comisión, y de las señoras y señores Diputados, todos quienes asistieron a las distintas sesiones en que se realizó la discusión en general de este proyecto.


En cuanto a las opiniones expuestas por los miembros de la Comisión, y sin perjuicio de las que se han transcrito precedentemente, de manera directa, o en la forma de respuesta de los invitados a sus consultas, ellas se transcriben enel acápite correspondiente a la Votación en general  y exposición de fundamentos de voto de la iniciativa de ley.


Uno de los autores de la Moción, el Honorable Senador señor Letelier, explicó que el proyecto de ley en informe se inserta en la discusión acerca del rol que le corresponde al Estado en el ámbito de la educación y de la relación que debe tener éste respecto del emprendimiento particular. En esa lógica se busca fijar un criterio en el sentido que a aquel no le corresponde financiar o ayudar a financiar una actividad cuando los excedentes que se producen por su realización son retirados o utilizados para fines particulares. Enfatizó que no es posible mantener una lógica sistémica en materia educacional que permita la existencia de colegios con fines de lucro y que reciban financiamiento fiscal.


Agregó que la educación se juzga por sus resultados, y añadió que quizás el sistema educación más diverso es el estadounidense, que es mixto, en donde existe una parte que es particular o religiosa, y otra que la asume el Estado directamente, caracterizada por ser de naturaleza pública, republicana y de calidad, de tal forma que el dilema, que muchas veces se ha planteado, de diversidad – calidad, es inexistente.


Asimismo hizo presente que el propósito del proyecto dista absolutamente del cierre de colegios o del término del sistema mixto que actualmente opera en el país.


Puntualizó que la función de educar a las personas y la razón que motiva su desarrollo está directamente relacionado con la existencia de un proyecto educativo, y que ello debe ser esencial no sólo al momento de evaluar esta iniciativa, sino también cuando se examina la totalidad del sistema educacional del país.


La Honorable Senadora señora Pérez, quien adhirió a la Moción que diera inicio a este proyecto, señaló que el principal mérito de él es dar luz verde a la discusión respecto de las instituciones de educación superior, y también escolar, que reciben aportes del Estado y su relación con el lucro. Entendió que es necesario que se elabore una agenda de análisis que permita descomprimir la situación por la cual está atravesando el país y precisar que las instituciones que reciben aportes fiscales no pueden estar constituidas como entidades con fines de lucro, o bien, perseguir el mismo.


Asimismo, hizo notar la necesidad de que en la iniciativa se consideren normas transitorias que permitan a las actuales instituciones educaciones con fines de lucro para definir sus futuro operacional y realizar la correspondiente adecuación de sus estatutos.


En este mismo contexto de ideas, puso de relieve que la iniciativa no tiene relación alguna con un supuesto rechazo a la educación privada, ya que este proyecto no afectará de manera alguna a los colegios particulares que actualmente existen el país, que no reciben aportes estatales, que entregan educación de calidad y que son entidades sin fines de lucro.


Añadió que, en todo caso, la discusión de este proyecto no puede estar alejada del tema de la calidad de la educación, ya que aquel es un fin superior que debe existir en toda la educación del país, y que el lucro es un tema de arrastre de muchos años en el sistema educacional chileno, que requiere ser analizado en profundidad. 
Enfatizó que la educación pública debe ser fortalecida y que el Estado debe jugar un rol esencial y fuerte en ella.


En cuanto al tema de la cobertura, expresó que el sistema que se implementó para aumentar ese aspecto cumplió su misión y su ciclo y, en consecuencia,  merece ser revisado. Agregó que una de las aristas de examen es el tema del lucro sin ser por lo demás la principal.


Manifestó que las alternativas hoy se reducen a trabajar en la reforma del modelo educacional o dejarlo como está, asegurando que por esta última opción no es la ruta a seguir cuando generaciones y generaciones de personas educadas en este sistema así lo demandan.


Por otra parte, expresó su oposición a las afirmaciones que se señalan con esta iniciativa se van a cerrar de la noche a la mañana tres mil colegios y se van a quedar sin Educación un millón de niños, ya que ello no es verdadero toda vez que hay quienes tienen realmente proyecto educativo y van a continuar con él de todas maneras y además, porque dentro de la tramitación de este proyecto, habrá tiempo para diseñar una arquitectura interior que permita generar las etapas de transición correspondientes, en especial para los colegios que entregan educación de calidad.


Afirmó también que no es posible que los colegios subvencionados lucren hoy con apenas ochenta mil pesos y que eso pone en juego el tipo de calidad que están entregando. Llamó, en consecuencia, a revisar de manera inmediata uno a uno los colegios para ver si cumplen con los estándares de calidad o no a fin de saber si los recursos del Estado se están invirtiendo bien.


Otra de la adherentes a esta Moción, la Honorable Senadora señora Rincón, enfatizó en la necesidad de discutir a cabalidad los aspectos que regula el proyecto en informe, que cuenta con un importante respaldo social.


Añadió que la iniciativa se inserta, además, en un tema de fondo, que es la profunda desigualdad que existe en el país, siendo la educación una manifestación de aquello. En ese contexto, trajo a colación recientes estudios, que indican que más del 71% de las familias chilenas se encuentran endeudadas con las empresas de retail, y que la deuda en esos casos, supera el 51% de sus ingresos.


Subrayó que en estos últimos 20 años de transó en muchos aspectos, como dio cuenta, en su momento, la Ley General de Educación, que reemplazó a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, y asimismo en el sistema de financiamiento de la educación superior, a través del crédito con aval del Estado, en donde los beneficiados fueron la banca privada. Todo ello, precisó, da cuenta de un resultado que no es satisfactorio, y que requiere ser revisado de manera de lograr la calidad en la educación que se entregue en el país.


En un sentido similar, el Honorable Senador señor Gómez, explicó que este proyecto surge a partir de la inmovilidad del Ejecutivo para enfrentar y discutir los problemas que afectan a la educación en el país, como ha quedado de manifiesto en los últimos meses con las movilizaciones sociales. 


Añadió que los problemas existentes son múltiples y requieren distintas soluciones. A vía ejemplar, señaló que el sistema de educación municipal está en crisis, ya que se ha podido constatar que los dineros entregados por el Estado para la educación no están siendo usados en esa labor.


En esa perspectiva, precisó, este proyecto enfrenta uno de los problemas existentes en el sistema educacional del país, que es el del lucro. Sin embargo, su análisis, necesariamente, debe darse en una perspectiva más amplia, que dice relación con cómo va a ser la educación hacia el futuro, en donde, claramente, la definición debe ser orientada hacia la calidad. Por lo mismo, es necesario conocer la visión del señor Ministro de Educación en esta materia.


Asimismo, hizo presente que se debe enfatizar el aspecto relativo a la calidad, y que no resulta pertinente la instalación de más establecimientos mientras no esté acreditada la calidad de los ya existentes, y que no es posible que existan colegios que lucran sin otorgar una educación de calidad, situación que se ve agravada si ello ocurre con fondos públicos.


Manifestó que lo que se busca es que exista en Chile un sistema nacional de Educación pública y que ese sistema permita la diversidad, el desarrollo de los ciudadanos, que todas las familias en Chile puedan elegir el colegio que quieren para sus hijos y que esa posibilidad de elegir sea real. Añadió en este punto que hoy son las capacidades económicas de las familias las que  determinan si ella existe o no.


Agregó que en la actualidad son seis mil millones de pesos los que se destinan a subvenciones en educación y que el proyecto de calidad y equidad para la Educación no hizo más que poner más dineros para ese mismo saco negro. Afirmó que ese no es el proceso de cambio en Educación que requiere nuestro país.


En relación con los planteamientos de algunos Honorables Senadores quienes han sostenido que este proyecto tendrá como consecuencia necesaria el cierre de los colegios subvencionados con fines de lucro, aclaró que lo que se busca no es cerrarlos, sino que los colegios de mala calidad que existan desaparezcan. Hizo presente además que es imposible que con ochenta mil pesos se otorgue Educación de calidad y lucrar al mismo tiempo.


Por otro lado, refiriéndose a la calidad sostuvo que nuestra realidad es pésima tal como se refleja de los resultados de la prueba SIMCE y que mientras los resultados no alcancen niveles óptimos no hay espacio para el lucro en nuestro modelo educativo.


Finalmente, en relación con mismo tema, observó que la prueba Pisa tiene seis niveles de calificación y que nuestros colegios municipales y subvencionados se encuentran en el nivel segundo de peor a mejor. 


El Honorable Senador señor Espina, abordó las implicancias del proyecto, precisando que se enfrenta un tema que está ideologizado y que los únicos países que han logrado tener un buen sistema educacional son aquellos que han sabido escapar de este debate y construir buenos modelos mixtos educacionales, legislando más allá de la contingencia que un país pueda tener, mirando siempre a largo plazo.



Añadió que de acuerdo a la mayoría de los estudios y análisis que se han efectuado, la educación en nuestro país en los niveles básico y secundario, ya sea pública o privada, no es de calidad, y que, por lo tanto, lo trascendente es lograr ese objetivo. Profundizando en este planteamiento, sostuvo que el tema de la gestión es primordial, ya que es posible constatar que existen varios establecimiento subvencionados que tiene buen desarrollo en este aspecto, y que en cambio, esa mismo punto de análisis en la educación pública arroja un resultado deficitario.


Afirmó compartir la idea de  que el sistema educacional chileno debe aspirar a estar cimentado en los ejes de la calidad, diversidad e integración, y añadió que si eso implica que algunos puedan obtener ganancias de él y realmente garantizar que Chile pudiera tener una educación de ese nivel, nada habría de malo en ello, porque lo que los padres piden es que sus hijos tengan Educación de calidad.


Advirtió que existen otras áreas en Chile en donde aportes de recursos del Estado permiten también obtener ganancias, como por ejemplo en materia de salud con el bono Fonasa, subsidiado por el Estado puede atenderse en un Centro Privado que va a obtener ganancias. 


Agregó que lo mismo ocurre en el caso de la Vivienda en Chile, ellas se construyen por empresas privadas que reciben parte de un subsidio del Estado.


Aseveró eso sí, que hasta el momento la educación particular subvencionada no ha justificado en términos de calidad el hecho que pueda tener ganancias, porque no dan educación de calidad en relación a la educación pública, lo que no implica que tenga que ser eliminada, sino más bien crear las condiciones para mejorarla.



Hizo hincapié en que esta Educación particular subvencionada presenta ciertas ventajas por sobre la subvencionada sin fines de lucro, como por ejemplo que cubre sectores más modestos, es laica contribuyendo a la diversidad, son por regla general pymes.


Compartió la apreciación del Senador Walker, don Ignacio, en el sentido que la regulación de la transición es clave, porque no  se puede permitir que el día de mañana lleguen estos sostenedores señalando que tienen un derecho de propiedad sobre este acuerdo con el Estado y que por tanto se les debe indemnizar.


En cuanto al tema del lucro, afirmó que resulta primordial efectuar su definición en la ley y manifestó su interrogante en cuanto a si es necesario que él esté presente en la educación secundaria. Asimismo, puntualizó que en esta materia el proyecto no es neutro, ya que se sustenta en una hipótesis que es terminar con todo aporte público que se efectúa respecto de a la educación privada con fines de lucro.


En cuanto a la problemática de las “sociedades espejo” relacionadas con las universidades, que serían los mecanismos a través de los cuales se retiran las utilidades que ellas generan, expresó la necesidad de establecer una mejor regulación que la que se plantea en la iniciativa, para, de esta manera, evitar dudas interpretativas respecto a su regulación. Hizo presente la necesidad de concretar una proposición para mejorar el proyecto en lo que se refiere al acceso, transparencia y retiro de ganancias.


A su turno, la Honorable Senadora señora Allende, señaló que efectivamente se está ante una discusión política de fondo, que dice relación con al futuro del sistema educacional en Chile y reconoció el aporte esencial efectuado por los estudiantes para instalar este debate en la agenda del país.


En esa perspectiva, señaló que nuestro país tiene un sistema educacional segregador y el elitista, y por ello esta iniciativa de ley plantea efectuar un giro fundamental para terminar con esas características. En ese sentido, precisó, se requiere que el Estado garantice que la educación es un bien público, de manera de invertir la situación actual, en que el 80% del financiamiento de la educación la realiza la familia del alumno. Ese porcentaje, precisó, debiera ser el aporte que diera el Estado para el financiamiento del sistema.


Concluyó estas observaciones señalando que la educación no puede ser una institución de mercado.


Por su parte, el Honorable Senador Señor Novoa, planteó que este proyecto y el anterior
, incurren en error al suprimir la posibilidad que el sector privado participe en la educación, imposibilitando que fondos públicos puedan llegar al sector privado, y expresó su creencia de que el Estado debe ayudar a los que tienen menos recursos para que puedan estudiar. Añadió que 
un factor significativo en el proceso educativo son las características sociales de los alumnos, ya que se ha podido constatar que los resultados en materia de calidad no son muy distintos ni aparece gran diferencia entre la segregación que se produce con y sin fines de lucro, y lo mismo respecto del copago, por lo que formuló sus dudas en cuanto a que esos problemas que plantea el sistema educativo actual se puedan solucionar o enmendar eliminando el lucro.

En otro orden de materias, manifestó que la transparencia debe regir para todos, y si existen fondos públicos que se invierten en educación, independientemente si son destinados a universidades pública o privadas, se debe saber cuál es el destino de ellos, como asimismo, debe existir la posibilidad de evaluar el rendimiento que se obtiene de esos recursos.


En relación con el funcionamiento de la universidades, señaló que, en su concepto, no se infringe el artículo con la urgencia del inciso segundo del artículo 53 de la  de la Ley General de Educación que exige a las universidades privadas a constituirse como corporaciones si fines de lucro para obtener el reconocimiento oficial del Estado, cuando una casa de estudios debe arrendar un edificio, ya que es evidente que las universidades necesitan medios para poder funcionar.


Concluyó sus planteamientos afirmando que si se llega a perder una capacidad organizativa, como puede ocurrir con la aprobación de este proyecto, quién va a ejercer esa función o rol, por lo que debe tenerse cuidado con el sistema de reemplazo, especialmente en la educación básica y media.


Por su lado, la Honorable Diputada señora Saa señaló que muchos de los colegios subvencionados con fines de lucro, a través de una competencia desleal,  no hicieron más que matar la Educación Pública.


Agregó que a tal punto llegó la concepción mercantilista en materia educacional que, en algún momento, muchos sectores sostuvieron que la subvención ingresaba al patrimonio de los sostenedores y que, en consecuencia, podían hacer con ella lo que quisieran incluso jugarla en el casino.


Afirmó que hoy lo que se busca es dejar atrás esa concepción y pasar a una en que la Educación sea considerada un Derecho y un bien público y que no pueda quedar a merced del mercado.


Por otro lado, indicó que una vez aprobada la ley, lógicamente habrá que estudiar el período de transición y los que realmente quieran educar optarán por transformarse en una Corporación sin fines de lucro. Advirtió asimismo que es inconcebible que este Derecho no sea protegido a través del Recurso de Protección.


Por último hizo un llamado a escuchar las peticiones del movimiento estudiantil y de sus padres a fin de evitar un estallido social.


A su turno, la Honorable Diputada señora Girardi, comenzó su intervención planteando la interrogante para qué queremos la Educación y afirmó que la respuesta está en estrecha relación con el modelo de sociedad que se quiere construir.


En relación a ello recordó la exposición realizada anteriormente por el Instituto Libertad y Desarrollo en la cual su representante sostuvo que el lucro era de toda lógica en la Educación si el estudiante una vez titulado lo que buscaba precisamente era lucrar con su profesión. Puntualizó que si esa es la mirada de sociedad entonces efectivamente el lucro tiene cabida en nuestro modelo educativo.


Mas agregó que si se trabaja desde una visión de la sociedad que busca incluir a todos los seres humanos en las mismas condiciones y con las mismas oportunidades, la Educación juega otro rol, ya no el de lucrar, sino el de posibilitar la participación.


Dentro de eso contexto aseveró que el modelo de Educación que hoy tenemos no permite que todos sean parte de la sociedad, segrega, es competitivo y no es una herramienta que permita superar las desigualdades.


Agregó que si esa es la situación que ha producido el modelo, entonces hay que cambiarlo para que logre su verdadera misión. Añadió que ese cambio pasa además por transformar el rol del Estado que asegure Educación de calidad para todos.


Por otro lado, explicó que no se entiende la diferencia existente en nuestro país en donde se señala expresamente respecto de las Universidades que ellas no pueden perseguir fines de lucro mientras que respecto de la Educación básica y media él es permitido. Fue enfática entonces en precisar que existe un principio detrás de la prohibición que debe replicarse a lo largo de toda la Educación y que da cuenta que ella no es un bien de mercado.


El Honorable Diputado señor Montes dio inicio a su intervención leyendo una cita de Arturo Troncoso, Ministro de Educación durante el Gobierno Militar quien aseguraba que si hay alguna actividad en donde el lucro no debe estar presente es la Educación, en consecuencia, agregaba que no puede ser el motivo que mueve a formar un colegio el de  ganar dinero. Aseveró que Jorge Alessandri y Sergio Diez compartían la misma concepción.

Por otro lado, afirmó que la existencia de colegios que han aportado en la entrega de una Educación de calidad, no puede ser obstáculo para cambiar el modelo educativo que existe en el país hace más de treinta años, que es segregador y no entrega igualdad de oportunidades. Precisó que no es lo mismo discutir un grupo de colegios que han cumplido una importante labor que una política pública para millones de estudiantes que permita poner fin a los vicios existentes.


Por otra parte, remarcó que el problema que se presenta en la actualidad no es sólo de aportes del Estado. Sobre el particular, recordó que en nueve años se ha pasado de dos mil a once mil millones de dólares, sino de modelo de educación en donde el mercado ya no puede seguir jugando el rol que ha tenido hasta ahora.

- - -


- Análisis de la situación que se produciría para los colegios particulares subvencionados, que actualmente reciben aportes del Estado, y que persiguen fines de lucro, en caso de aprobarse el proyecto de ley en informe

Además de los puntos precedentemente transcritos, otro de los temas que preocupó especialmente a los señores Senadores, a la luz de las observaciones planteadas por los invitados, fue el relativo al punto expresado precedentemente.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Pérez afirmó que la iniciativa de ley no implica, en ningún caso, el término de los colegios particulares subvencionados. Lo que si va a ocurrir, y esa es una definición que cada sostenedor deberá plantearse, es que si se puede continuar entregando recursos públicos instituciones con fines de lucro. Sobre el particular, sostuvo que debería establecerse un período de transición para que los colegios decidieran si mantienen esa calidad, o se transforman en entidades sin fines de lucro.


En ese mismo orden de ideas, planteó que un colegio con fines de lucro que recibe subvención puede generar una suerte de competencia desleal hacia los establecimientos municipales, ya que ellos, en muchos casos, deben recibir a los alumnos más vulnerables. Reforzó su planteamiento afirmando que es perfectamente posible preguntarse si un establecimiento tiene fines de lucro, cómo puede entregar una educación adecuada, sin desatender algunas áreas del Plan Educativo, con los montos que recibe por la subvención. Dicho de otra manera, precisó, es difícil compatibilizar, con las sumas que se destinan al fin educacional, el lucro con una educación de calidad.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, en una línea argumental similar a la anterior, expresó que la iniciativa de ley plantea la interrogante con lo que sucederá con los establecimientos que tienen fines de lucro al dejar de recibir la subvención, es decir, el aporte estatal, especialmente, aquellos que se encuentran funcionando en los niveles socioeconómicos más bajos.


En cuanto a la posibilidad de establecer un período de transición para que los colegios puedan adaptarse a la nueva regulación, planteó sus dudas en cuanto a su conveniencia, ya que ello pudiera ser entendido por los estudiantes como una señal de que la calidad de la educación que imparte el establecimiento va a disminuir.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, concordó en la necesidad de establecer un período de transición para enfrentar la situación que se producirá con los actuales establecimientos educaciones que estas organizados como sociedades, es decir, instituciones con fines de lucro, ya que ellos son una parte importante del sistema educacional chileno, con una cobertura de cerca de un millón doscientos mil alumnos, con 3.256 establecimientos. Añadió que nadie ha pensado en volver a la situación existente en el país a principios del siglo anterior, en que sólo existían instituciones estatales o religiosas. 

- - -


Finalmente, la Comisión celebró una última sesión, destinada a la discusión en general del proyecto, a la cual fue invitado, especialmente, el señor Ministro de Educación, con el objeto de conocer la opinión gubernamental respecto de esta iniciativa. Dicha sesión, conforme lo dispone el artículo 5° A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se realizó con la asistencia de público.


III.- EXPOSICIÓN DEL SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN.

Inició su exposición señalando que el Gobierno tiene la convicción de que este proyecto de ley responde a una aspiración legítima de los Honorables Senadores que lo han presentado y adherido a él en cuanto a progresar en materia educativa. Pero, agregó, y sin perjuicio de ello, este proyecto no sólo presenta problemas que hacen imposible, desde un punto de vista jurídico y financiero, su implementación, sino que, además, no produce efectos positivos en lo que se refiere a la calidad de la Educación y tiene, como contrapartida, efectos claramente negativos.


En relación con el sistema educacional del país, afirmó que el Gobierno no es partidario de un Estado docente, sino una “sociedad docente”, es decir, un sistema en que la educación no debe estar monopolizada por el Estado, sino que debe existir un esquema de provisión mixta donde participe tanto el primero como los particulares. En cuanto a estos últimos, subrayó, es fundamental que puedan intervenir no sólo aquellos que están inspirados por motivos religiosos o por la filantropía, sino también, por el ánimo del emprendimiento. Añadió que, de no ser así, quedaríamos restringidos, probablemente, sólo a las escuelas públicas y a las parroquiales. Sostuvo que su participación es fundamental para que exista un ámbito donde puedan desarrollarse iniciativas laicas que aporten diversidad al proyecto educativo. 


En ese mismo orden de ideas, agregó que el Ejecutivo cree en el derecho de todo niño, niña y adolescente a acceder a una educación de calidad en los distintos niveles que integran nuestro estamento educativo; en el derecho y en deber preferente de los padres de educar a sus hijos; en la libertad de enseñanza y, también, en el derecho de los particulares de crear y administrar establecimientos educacionales. Insistió en que es bueno para el sistema que exista una pluralidad de modelos educativos y que el Estado colabore a que exista ella. Dentro de este contexto, indicó que este último tiene que tener una preocupación esencial en velar por la calidad de la educación que se imparte y también por la información con que los padres ejercen esa libertad.


Continuando con su exposición, hizo presente que resultaba necesario hacer una radiografía de los colegios particulares subvencionados.


En relación con ello, señaló que, de los más de once mil establecimientos educacionales que existen en el país, aproximadamente cinco mil setecientos son municipales, cinco mil ochocientos son particulares subvencionados y setecientos cincuenta, colegios particulares pagados. Agregó que de los cinco mil ochocientos particulares subvencionados, cuatro mil quinientos están constituidos como sociedades comerciales,  representando una matrícula de cerca de un millón doscientos cincuenta mil alumnos. Destacó también que cerca del 90% de los sostenedores que están detrás de estos colegios particulares subvencionados que persiguen fines de lucro tienen solamente un colegio y que, a su turno, el 63% por ciento de ellos son educadores. Remarcó además que si se comparan los colegios subvencionados sin fines de lucro y aquellos constituidos como sociedades comerciales, el 36% por ciento de estos últimos cobra financiamiento compartido, cifra que es inferior a aquella que cobran los segundos.


Proporcionó, asimismo, el antecedente que los colegios particulares subvencionados con fines de lucro atienden una mayor proporción de alumnos prioritarios o vulnerables que los sin fines de lucro.


A continuación, y en lo referido a si constituía un avance en calidad de la Educación el poner en tela de juicio a estos cuatro mil quinientos establecimientos educacionales, aseveró que la convicción del Gobierno es que no se avanza. Fundamentó esta afirmación manifestando que no tiene sentido eliminarlos o asfixiarlos si se considera que dentro de ellos hay algunos que dan calidad. Complementó sus dichos declarando que de hacerlo no se ataca el problema donde está radicado y la aclaró que la solución está en sacar del sistema de manera implacable a todo aquel establecimiento educacional que no dé una educación de calidad sin importar cuál sea su inspiración o configuración jurídica y fomentar a todos los  establecimientos buenos. Recalcó que la mala calidad no tiene excusas y la buena calidad no debe tener topes, techos ni barreras de ningún tipo.


Por otra parte, remarcó que es importante consignar que, si bien nuestro sistema educacional tiene múltiples deficiencias, está dando importantes pasos. Ejemplificó esta aseveración enunciando que tiene buenos indicadores en cobertura tanto a nivel escolar como superior y que el sector de la educación preescolar debe seguir aumentando tanto en el primero como en el segundo nivel de transición. Recordó, en relación con este último punto, que el Gobierno ha planteado como meta que el primer y segundo quintil esté con un 100% de cobertura en kínder en el año 2014 y en prekinder el año 2018.


En relación con la calidad de la educación escolar, expresó que si bien existen muchos desafíos por delante, el sistema ha evolucionado notablemente. Para respaldar la afirmación dio a conocer los resultados de nuestro país en los test Pisa y Timss. Señaló que en el año 1999 en Ciencias nuestro país obtuvo 420 puntos, mientras que en el año 2009, diez años después, 447 puntos. Agregó que, en la prueba de Matemáticas del primer año citado, marcó nuestro país 392 puntos, en tanto que el segundo de los años mencionados saltó a 421 puntos. Añadió, por último, que en lectura mientras el año 1999 el país logró 410 puntos, el año 2009 alcanzó cuatrocientos 409 puntos. Aseguró que todos estos indicadores han puesto a nuestro país  a la vanguardia dentro de Latinoamérica, pero aseveró que con eso no se puede estar satisfecho porque lo que se pretende es estar en un nivel de vanguardia y privilegio con los países desarrollados a lo largo del mundo.


Continuando con su exposición y ante la interrogante de si todos los desafíos que quedan en Educación se resolvían no dando aportes estatales a los colegios particulares subvencionados constituidos como sociedades comerciales, afirmó que ello no era así y aseveró que los avances en materia de calidad no vienen dados por poner en tela de juicio el funcionamiento de estos cuatro mil quinientos establecimientos. Insistió en que sólo se lograrán las metas sacando los malos colegios y fortaleciendo los buenos y, en ambos casos, sin importar cuál sea su ropaje jurídico. Recalcó, dentro de esta idea, que la iniciativa de ley compromete colegios buenos, los que aseguró, no pueden ser tocados.


Enfatizó que la línea en la que es necesario avanzar es en aquella que sirve de sustrato a la discusión, esto es, en la de la calidad, el buen uso de los recursos públicos y la transparencia. Dentro de ese marco, recordó que la Ley de Aseguramiento de la Calidad establece dos instituciones fundamentales que si permitirán progresos sustantivos en estos planos,  la Superintendencia de Educación y la Agencia de calidad.


Respecto a esta primera institución que se espera esté en funcionamiento el segundo semestre del año 2012, dijo que estará facultada para exigir a todo sostenedor que reciba aportes públicos una cuenta pública anual donde queden claramente graficados sus ingresos y sus gatos. Explicó que, de existir dudas respecto de la veracidad de los antecedentes entregados, este organismo tendrá la facultad de pedir auditorías y aplicar procedimientos sancionatorios. Añadió, asimismo, que tendrá la facultad de recibir reclamos de cualquier persona directamente afectada a fin de iniciar procedimientos sancionatorios. Declaró que estos  permitirán revocar el reconocimiento oficial lo que deja inhabilitado para recibir recursos públicos como asimismo, establecer la inhabilitación temporal o perpetua de un sostenedor que sea sorprendido en cualquier tipo de infracción grave a estas normas de transparencia y buen uso de recursos públicos. Por último, señaló que se le otorga, como norma residual, la facultad de nombrar un administrador provisional a fin de velar por la sana transición de este establecimiento que ha defraudado la fe pública de manera que no se vean afectados a los alumnos.


Por otro lado, continuó, la Agencia de Calidad tendrá la misión de evaluar a todos los establecimientos respecto al cumplimiento de ciertas metas y niveles de aprendizaje y otros indicadores de calidad. Manifestó que, a partir de esa evaluación, se ordenará a cada uno de los establecimientos de acuerdo al grado de cumplimiento de estos estándares de aprendizaje y que se difundirá estos resultados de manera que los padres puedan tomar decisiones informadas. Agregó que, respecto de aquellos colegios que queden mal evaluados, esta agencia dará, en primera instancia, instrucciones y apoyo pedagógico para que el establecimiento se recupere y si ello no ocurre, recalcó, el establecimiento podrá, en segunda instancia, informar a los padres acerca de ello y les dará un subsidio de transporte a fin de posibilitar el cambio de colegio hacia otro que esté cumpliendo las normas de calidad. Añadió, por último, que si el establecimiento no remonta en el plazo establecido en la ley se le quitará el reconocimiento oficial lo que le impedirá recibir subvención estatal por su funcionamiento.


Por otra parte, se refirió a los resultados de la última encuesta del Centro de Estudios Públicos en donde se establece una preferencia muy marcada hacia el rechazo del lucro. En relación con ello, sostuvo que es necesario saber leer las encuestas y que mucho tiene que ver la forma en que se formula la pregunta  en el resultado que arroja. En ese sentido, añadió que existen temas que dejan a la luz que las inclinaciones pueden no ser tan claras como se están leyendo. Afirmó que el primero de ellos es que, en el año 2006, se formuló la pregunta de manera diferente y se obtuvieron resultados distintos. Aseguró que esto permite entender a su vez el segundo tema y que es porqué la inconsistencia de esta encuesta  expresada en que el 70% de los consultados es partidario de enviar a sus hijos a un colegio particular subvencionado que la mayoría de las veces persigue fines de lucro. En consecuencia, advirtió que lo que se pregunte, cómo se pregunte y qué se pregunte puede hacer una diferencia sustancial respecto a lograr determinar cuáles son las preferencias de los chilenos.


Agregó asimismo que si existieran evidencias que permitieran decir que eliminar los colegios subvencionados con fines de lucro nos va a hacer avanzar algo respecto de la calidad de la Educación de los más pobres, el proyecto sería de toda lógica y justificación, no obstante, fue enfático en advertir que esta iniciativa de ley no permite avanzar ni un ápice en la materia. Insistió en que la iniciativa de ley lo que hace es simplemente eliminar un grupo de colegios sin importar si son buenos o malos y sostuvo que al mismo resultado, desde el punto de vista de la calidad, se llegaría si se eliminaran los colegios subvencionados sin fines de lucro. 


En cuanto a los efectos nocivos del proyecto, señaló que, en primer lugar, arriesga la cobertura de nuestro sistema escolar ya que no se sabe qué ocurrirá con 4.500 establecimientos educacionales. Agregó que algunos han sostenido que se transformarán en instituciones sin fines de lucro, pero dijo que si esa fuese la voluntad de estos sostenedores se habrían constituido desde sus inicios de esa manera.


En segundo lugar, manifestó que este proyecto pone en riesgo un 35% de la matrícula escolar abarcando a más de un millón doscientos mil alumnos ya que nada dice respecto a los efectos ni a su implementación.


En tercer lugar, expresó que limita el derecho de los padres a elegir entre distintos alternativas educacionales. Hizo presente que la pluralidad de los proyectos educativos es clave en una sociedad que quiera privilegiar la diversidad. Hizo énfasis, en este punto, en que la subvención escolar no sólo busca entregar a los padres en situación más vulnerable los recursos económicos para que puedan educar a sus hijos, sino que también permite distribuir con mayor igualdad la capacidad de escoger.


Advirtió, luego de todas las apreciaciones realizadas hacia el proyecto, que pareciera ser que la mala calidad tiene excusas cuando está inspirada en la filantropía o en la religión. 


Finalmente, se detuvo en las Instituciones de Educación Superior Técnico Profesionales en donde dijo hay cerca de cuatrocientos mil alumnos.  Señaló, en relación con ellas, que  este proyecto también va en la dirección incorrecta ya que Chile tiene que remontar un déficit de proporciones en materia de técnicos profesionales. Recordó que estimaciones de la Sociedad de Fomento Fabril advierten que faltan cerca de seiscientos mil técnicos profesionales en nuestro país.


Comentó, además, que cerca del 71% de la matrícula de alumnos que están estudiando en Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales lo hacen en Instituciones que están constituidos como Sociedades Comerciales. 


Agregó que este proyecto que tiene por finalidad eliminar los aportes estatales a los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales constituidos como sociedades anónimas no aporta en la idea de avanzar hacia una mayor cobertura de este sector como se requiere, sino que por el contrario,  la compromete.


Concluyó su exposición señalando que, en suma, y por las razones expuestas, cree que el proyecto, con independencia de las inspiraciones legítimas que están detrás de quienes son los autores y adherentes de esta Moción, no logra ese propósito, sino  que por el contrario, lo compromete. 


Asimismo, recordó que el año 1854 el Estado comenzó a entregar recursos públicos a los privados para fomentar la creación  de escuelas pensando en la cobertura y  el año 1920 se consignó el concepto de subvención escolar para establecimientos educacionales persiguieran o no ganancias. Dentro de este contexto, advirtió que lo que se pretende hoy es poner el tercer piso fundamental que requiere nuestro sistema que es velar por la calidad y agregó que esa es la misión de la Ley sobre Aseguramiento de la Calidad ya promulgada.


IV.- VOTACIÓN EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO.

Concluida la exposición del señor Ministro de Educación, el Presidente de la Comisión, señor Quintana, declaró cerrado el debate, y ofreció el uso de la palabra a los integrantes de la misma, quienes fundamentaron el voto respecto de la idea de legislar, efectuado diversas precisiones sobre la materia.


Se hace presente que, para los efectos de este informe, los planteamientos que se trascriben a continuación dan cuenta tanto de las opiniones que los Senadores integrantes de la Comisión expusieron en esta oportunidad, como, asimismo, otras ideas que fueron exponiendo en la distintas sesiones que se celebraron para ocuparse de la discusión en general del proyecto de ley .


El Honorable Senador señor Cantero, planteó que su apoyo a esta iniciativa tiene por finalidad abrir la discusión respecto del tema del lucro en la educación con un sentido de oportunidad, ya que no es posible ni aceptable seguir dilatando la discusión acerca de esta materia. Puntualizó que los tiempos del Gobierno en este tema han sido indeseables y lentos.


En ese mismo orden de ideas, llamó la atención en cuanto a la necesidad de definir el lucro, ya que en la forma que en la actualidad se ha entendido ha generado una muy mala imagen. Ese tema, añadió, debe estar bien regulado y transparentado. Enfatizó que no tiene una opinión contraria al lucro a todo evento, pero si está convencido en la necesidad de analizar este tema con prontitud, ya que la situación que se está viviendo en el país no permite mayor dilación.


En relación con otro de los temas que se ha planteado con ocasión de la discusión de esta iniciativa, esto es, el de la calidad y equidad de la educación, señaló que debe existir absoluta claridad en cuanto a que con cincuenta mil pesos no se logran esos propósitos, y que lo referido al financiamiento compartido genera un desequilibrio notable en materia educacional.


Asimismo, se mostró contrario a la los juicios que se han emitido en el sentido de que con este proyecto de ley se quiere destruir la educación particular subvencionada, ya que ello es absolutamente ajeno a esta iniciativa legal. Por lo mismo, hizo presente la necesidad de terminar con ese tipo de planteamientos. Aseveró que no está disponible para quitarle la subvención a ese sector de la educación particular, pero si es partidario de establecer un financiamiento basal o subvención diferencial.


Finalizó sus opiniones, señalando, como lo ha expuesto en variadas oportunidades, que está absolutamente de acuerdo con la existencia de ciertos bienes públicos, que van más allá de la regulación que el mercado pueda hacer de ellos, como son, en primer orden, la educación y la salud.


Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio comenzó su intervención destacando que existe una percepción errada respecto del objetivo del proyecto ya que no se pretende terminar con la Educación privada en nuestro país, sino sólo discutir la forma jurídica que debiera adoptar un establecimiento educacional en cuanto persona jurídica de derecho privado.


Argumentó que la cuestión central que motiva no sólo el proyecto, sino todo el movimiento social que se ha desarrollado en los últimos meses en relación con la educación, dice relación con la calidad de ella, en el sentido, que es posible observar que existe buena y mala educación. En ese contexto, añadió, el proyecto que ocupa a la Comisión tienen por finalidad realizar un cambio radical en el sistema chileno, en el sentido de definir si es adecuado o no que un establecimiento que recibe fondos del Estado pueda perseguir fines de lucro. Añadió, sobre el particular, que se destinan más de cinco mil millones de dólares al año para el pago de las subvenciones, por lo que el tema es esencial.

En segundo lugar, recalcó que tampoco se busca por esta vía terminar con el sistema de subvenciones, ya que por el contrario, lo que se quiere es aumentar ese subsidio, de ser posible, hasta tal punto que se haga innecesario el financiamiento compartido.


En tercer lugar, indicó que no existe una contradicción entre el 80% de los encuestados que se opone al lucro según la encuesta del Centro de Estudios Públicos y el 60% que quiere llevar a sus hijos a un establecimiento subvencionado. Explicó, en este punto, que si se les afirma a esas personas que en esos establecimientos de educación no se van a perseguir fines de lucro y además no tendrán que pagar financiamiento compartido logra entenderse la encuesta.


En cuarto lugar, manifestó que, a través del proyecto en debate, no se pondrá fin al interés de privados de intervenir en la creación de nuevos proyectos educativos si se da en el proyecto una buena definición de lucro en donde se permita recuperar la inversión. Y ratificó que el proyecto de ley no es en contra del lucro, sino que tiene por finalidad evitar el lucro con fondos públicos, por lo que, se hace necesario, subrayó, definir el concepto de lucro, ya que ello no debe decir relación o referirse al derecho que le asiste a un privado que invierte en un establecimiento a recuperar la inversión realizada, pero si al hecho que no es admisible que se subsidie una derecho como la educación con fondos públicos.


En quinto lugar, se detuvo en la propuesta hecha por la Concertación en respuesta a las demandas estudiantiles. Señaló que en ella se ha planteado que el que recibe fondos públicos no pueda seleccionar alumnos ni tampoco pueda perseguir fines de lucro. Recordó asimismo, tal como sostuvo momentos antes, que en ella han planteado subir la subvención hasta hacer innecesario el financiamiento compartido.


Por otro lado, abordó el tema de la Educación pública. Indicó en este punto que dos proyectos, que ahora son leyes, apuntaron en ese sentido. Por un lado, el proyecto de calidad y equidad de la Educación- la ley N° 20.501- en donde se inyectaron ciento setenta y ocho mil millones de pesos al 90% de la Educación Pública y, por otro, el proyecto de Aseguramiento de la Calidad de la Educación aprobado casi por unanimidad en el Senado – la ley N° 20.529 -  en donde se establece un rol rector del Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación y la Agencia de calidad. Dijo que estas normativas constituyen el marco regulatorio para esta materia tan desregulada. 


Destacó, finalmente, que esta es una tarea conceptual o normativa más que técnica o empírica y puntualizó asimismo que existen dos temas que habrá que tener siempre presentes en el estudio de este proyecto, el de la diversidad y el de las pymes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro, destacó que en ningún momento del debate ha aparecido la palabra “crisis”, que es la situación por la que se atraviesa actualmente, tanto a nivel político como social. Agregó que la aprobación cercana al 20% que ostenta el Presidente de la República en las encuestas y las movilizaciones estudiantiles extendidas por más de tres meses a lo largo del país da cuenta de ello. Dentro de ese contexto, señaló que se tiene la obligación moral de enfrentar esta problemática, pero no sólo a la luz de un debate ideológico. 


Agregó que este proyecto constituye una de las medidas para abordar esta crisis, pero hizo presente en que no se puede continuar en esta etapa, en donde el diagnóstico ya está claro e hizo hincapié en la necesidad de pasar a la solución. Añadió que el tema debe ser afrontado de manera rápida y no en los tiempos propios del Gobierno ni del Congreso ya que esa espera podría llevar a un reventón social.


Por otro lado, afirmó que no es posible que hoy se hable de transparentar el lucro por parte del Gobierno cuando nuestra legislación lo prohíbe para las universidades y puntualizó, al igual que otros parlamentarios, que en ningún caso se busca, por medio de esta iniciativa, poner fin al sistema mixto de Educación que conoce nuestro país.


Destacó también que hoy se gastan seis mil millones de pesos en una Educación que no asegura calidad y que no tiene eficiencia.


En ese orden de ideas, señaló que es esencial definir el modelo de financiamiento de educación que se quiere proponer en Chile, precisando que no existe un modelo como el actual que se repita en otro país.


Finalmente, recalcó la necesidad de abordar la discusión respecto del modelo educacional que necesita el país, de manera de ver cuál es el sistema que mejorará nuestro nivel educacional, ya que el actual, no ha podido lograr los objetivos que todo sistema requiere.


La Honorable Senadora señora Von Baer recalcó que en el debate en torno a la iniciativa de ley las posiciones se han ido acercando. Señaló que todos concuerdan que las subvenciones del Estado son fondos que éste entrega para la Educación, que las familias están sobre endeudadas y que el financiamiento es poco.


Explicó que el proyecto no afecta a los colegios privados, tampoco a los colegios subvencionados sin fines de lucro, en donde el 85% responde a colegios pertenecientes a proyectos educativos de carácter religioso.


Deteniéndose en los establecimientos que sí toca el proyecto, esto es, los subvencionados con fines de lucro, preguntó qué respuesta da esta iniciativa a los padres de un millón doscientos mil alumnos que escogieron esos colegios; qué va a ocurrir con los colegios que son hoy un aporte en calidad y qué sucederá con la diversidad que ellos aportan en el ámbito educacional.


Hizo presente, además, que en este tema, y refiriéndose a la Ley Sistema Nacional de  Aseguramiento de la Calidad de la Educación – ley N° 20.259 - que existe un marco regulatorio que no sabemos aún cómo funciona.


Por otro lado, manifestó que el real problema está en la calidad y que es ahí donde debe ponerse toda la atención. El tema de la calidad, añadió, es la cuestión central que está inmersa en el sistema educacional chileno, la cual debe estar presente en todos los niveles.


Agregó también que existe abuso, y ese es el verdadero mal del sistema chileno, de parte de aquellos colegios subvencionados por el Estado que entregan una educación de mala calidad, pero afirmó que no se ha demostrado la relación directa supuestamente existente entre lucro y mala calidad y precisó que la mala calidad resulta aún más grave cuando utilizando los dineros públicos o los de las familias de los alumnos, no se brinda una educación adecuada a la necesidades del ser humano.


Por último, señaló que otro problema de fondo que merece atención es el del financiamiento de la Educación. Aseveró que el Estado aporta muy pocos recursos a ella y que las subvenciones no alcanzan. Afirmó que, en consecuencia, se debe aumentar el aporte estatal y estudiar la posibilidad de implementar otros mecanismos de financiamiento como los basales que posibilite al país tener una educación pública, bien financiada, que permita a los padres elegir y que se caracterice principalmente por su calidad.


Concluyó sus planteamientos afirmando que es indispensable legislar mirando la realidad del país y aseveró que, en ese sentido, el proyecto de ley no regula la situación que se producirá para los 4.000 colegios particulares subvencionados con fines de lucro que existen en el sistema educacional, que dan educación a más de 1.200.000 niños.


El Honorable Senador señor Quintana, hizo hincapié en que a través de este proyecto de ley sólo se busca impedir aportes estatales a instituciones educacionales que persiguen fines de lucro y, de ningún modo, cerrar establecimientos, expropiar o cambiar la provisión mixta que tiene nuestro sistema de educación. La iniciativa surge, agregó, a raíz de la constatación de la existencia de un lucro desmedido. En ese sentido, puntualizó, el principal mérito de este proyecto dice relación con la posibilidad de abrir la discusión respecto del fin del lucro, y por lo mismo, la iniciativa si puede afectar de manera importante a aquellas instituciones que solamente buscan el lucro con la actividad que desarrollan, careciendo, realmente, de un proyecto educativo y que, la iniciativa no surtirá efecto alguno respecto de los establecimientos educacionales que imparten educación de calidad. Sobre el particular, recordó las palabras del señor Eduardo Gras, quien al ser invitado a una de las sesiones de la Comisión, aseveró que no se puede con ochenta mil pesos entregar educación de calidad y lucrar al mismo tiempo, ya que si eso ocurre es porque lo primero no se está cumplimiento.


Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que el debate desarrollado por la Comisión, aun cuando se trata de un aspecto trascedente, no se refiere directamente a la calidad de la educación, ya que éste se llevó acabo al discutir la Ley sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad.  Sin embargo, precisó, esa iniciativa, como la que está contenida en la ley N° 20.501, sobre calidad y equidad de la educación, serán letra muerta si no hay una definición conceptual del lucro.


Subrayó  que esta discusión se refiere al tema del lucro, y en especial, cuando existen aportes estatales, y afirmó que todavía hay muchos que creen posible su existencia en materia de Educación. Para avalar esta tesis, añadió, lo comparan a la educación con la situación que se presenta en materia de viviendas. En este punto recalcó que la educación genera movilidad social y que no puede ser sustraída y, por lo tanto, no son comparables.


Añadió que muchos han puesto por sobre el Derecho a la Educación la Libertad de Enseñanza, pero advirtió que, incluso dentro de ella, la situación es desigual ya que hay muchos que no tienen la posibilidad de elegir el establecimiento en el que quieren educar a sus hijos.


En este mismo orden de materias, precisó que el proyecto de ley, a pesar de lo que algunos han afirmado, no pone en riesgo la subsistencia del sistema mixto que actualmente caracteriza a nuestra educación. Recalcó, al igual que otros parlamentarios, que la iniciativa no implica de manera alguna el cierre de colegios, sino que simplemente se cambia la calidad jurídica de los sostenedores. Sin perjuicio de lo anterior, puntualizó que es necesario reforzar la presencia de lo público, ya que existen comunas, como la de Alto Hospicio, en donde el Estado prácticamente desaparece. 



En relación con los efectos que producirá la iniciativa en relación con los Centros de Formación Técnica, señaló que el 14% de ellos no se encuentran acreditados, situación que debe ser analizada con rigurosidad.


Agregó que la inexistencia, por ahora, de una regulación del período de transición no puede ser fundamento para dejar la situación tal cual como está, en donde el Estado engorda los bolsillos de particulares con dineros destinados a la Educación. El proyecto debe recibir, durante la discusión en particular, los necesarios ajustes en esta materia.


Concluyó sus planteamientos puntualizando que el Gobierno, por intermedio de su Ministro de Educación- como se ha reseñado precedentemente – en esta oportunidad no ha evadido la discusión respecto del modelo educativo que quiere desarrollar, ya que se ha señalado no ser partidario de un Estado docente, pero sí de una sociedad docente, en donde es posible integrar la educación pública y la educación privada, y en éste último ámbito, donde es admisible, también, aquella que se genera en el ejercicio del derecho al emprendimiento.


- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el siguiente:


PROYECTO DE LEY:


Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005:


1.- Agrégase en la letra f) del artículo 10, después de la expresión “legislación vigente.”, la siguiente frase “En ningún caso podrán acceder a ese financiamiento establecimientos que persigan fines de lucro”.




2.- Intercálase en el párrafo 2º de la letra a) del artículo 46, después de la expresión “recursos estatales” y antes de la palabra “deberán” la frase “los que, en ningún caso, podrán perseguir fines de lucro”,




3.- Agrégase el siguiente artículo 53 bis, nuevo: 




“Artículo 53 bis. Las corporaciones sin fines de lucro establecidas conforme a la presente ley no podrán sostener vínculos contractuales, societarios, financieros o comerciales con sociedades que involucren a quienes integren los órganos de dirección, administración, ejecución y control de la corporación, y/o terceros relacionados societariamente o por vínculo de parentesco, hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo grado por afinidad. Esta incompatibilidad será absoluta y su violación será causa suficiente para poner término al reconocimiento oficial otorgado por el Estado”.




4.- Agrégase al artículo 64 el siguiente inciso tercero, nuevo: 




“Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, que reciban aportes del Estado, en forma directa o indirecta, no podrán, de forma alguna, tener o perseguir fines de lucro”.




5.- Incorpórase el siguiente artículo 64 bis, nuevo.




“Artículo 64 bis. 
Cualquier norma en contrario a lo dispuesto en este cuerpo legal se entenderá derogada”.

- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 11, 16, 18, 22, 23, 30 y 31 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn( Jovino Novoa Vásquez) y señores Carlos Cantero Ojeda (Lily Pérez San Martín), Alejandro Navarro Brain (José Antonio Gómez Urrutia) e Ignacio Walker Prieto


Sala de la Comisión, a 5 de septiembre de 2011.

                                                   (Fdo.): Francisco Javier Vives D.,

                                                         Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, LAGOS Y LETELIER, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL RELATIVO A CONVOCATORIA A PLEBISCITOS

(7905-07)

El primer antecedente en el Derecho Occidental del instituto del plebiscito lo encontramos ya en el Derecho Romano con la Lex Hortensia del 286 a.C., en virtud de la cual para resolver los conflictos existentes entre plebeyos y patricios se declaró la obligatoriedad de los plebiscitos para todo el pueblo romano.

En efecto la voz plebiscito proviene precisamente de “lebe, plebeyos, pueblo”, en tanto “scito” se origina del latín tener en cuenta. Es concebido por la doctrina constitucional como una especie de referéndum facultativo y consultivo, donde el pronunciamiento popular constituye una forma de legitimación de las decisiones del poder político, en tanto el “referéndum o referendo” es una elección, originada en los cantones Suizos, a través de la cual el cuerpo electoral de un país, nación, región o grupo expresa su voluntad respecto a un asunto o decisión, que sus representantes constitucionales o legales someten a su consulta.

Muchos países latinoamericanos han incluido la figura jurídica en sus constituciones, como una forma de que la gente tenga una participación más directa en el proceso político y en aspectos constitucionales que son trascendentes para sus naciones. Las constituciones que destacan en éste ámbito son la de Perú, Panamá, Brasil, Colombia, México y Uruguay.

En tanto a nivel mundial Suiza es sin duda el mayor referente en los mecanismos de democracia directa, práctica aplicada histórica desde fines de la Edad Media y recurrente y mayoritariamente por este país en la época moderna. En dicho país existen dos tipos de referéndum: los constitucionales, que forman parte integral del proceso de ratificación legislativa, y los facultativos, que dependen de una petición formulada por un número determinado de ciudadanos dentro de un plazo previsto. Estos últimos no pueden ser convocados por el Parlamento o por el Gobierno: en este sentido, el plebiscito en Suiza no es un instrumento del gobierno central. Por eso, sus resultados no son indicativos sino obligatorios: adquieren fuerza de ley.

En nuestro sistema jurídico la Constitución contempla la figura del plebiscito para 2 instancias:

En el ámbito o de las decisiones comunales que se ha reconocido explícitamente la consulta no vinculante o plebiscito comunal (Artículo 118 inciso quinto), herramienta que se ha utilizado en la práctica por diversos municipios.

En el ámbito de las reformas constitucionales, el plebiscito aparece consagrado en el capítulo XV, (artículo 128 inciso cuarto) de la Constitución, más bien como una herramienta a la que puede recurrir el Ejecutivo cuando el Legislativo no aprueba una determinada reforma constitucional que ha sido observada por el Presidente de la república y dichas observaciones no han sido acogidas por el Parlamento. Así, para el caso en que, los parlamentarios insistan en el proyecto de reforma constitucional observado y aprobado por ellos, por las dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, el Ejecutivo deberá promulgarlo, a menos que consulte a la ciudadanía mediante plebiscito.

Este mecanismo jamás ha tenido aplicación ni bajo el imperio de la Constitución de 1980 ni bajo la de 1925 por las dificultades que entraña llegar a configurar dichos escenarios políticos.

Dada la insuficiente aplicación de este importante instrumento democrático en nuestro sistema y el estadio de madurez cívica y democrática que ha evidenciado en pueblo chileno exigiendo mayor y mejor democracia y participación en las decisiones que atañen a todos, es que se erige como un imperativo instituir de manera ampliada la institución del plebiscito para el fortalecimiento del régimen democrático y republicano chileno.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente,

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único: Modifícase el Capítulo XV de la Constitución Política de la República en el sentido siguiente:

1.- Agrégase en el epígrafe a continuación de la expresión “Reforma de la Constitución” la frase “y Plebiscitos”.

2.- Agrégase los siguientes artículos nuevos:

“Artículo 130. Se podrá convocar a plebiscito además en las situaciones siguientes:

1.- Cuando haya de proponerse o llevarse a cabo una reforma política o legislativa que altere significativamente las instituciones del Estado o el estado de derecho.

2.- Cuando haya de tomarse o se hayan adoptado medidas, acciones o decisiones gubernativas particulares que generen gran conmoción, alarma o rechazo público.

3.- Cuando el Fisco haya de efectuar inversiones que comprometan significativamente el patrimonio de la Nación.

4.- Cuando pueda ser declarado algún estado de excepción constitucional o la declaratoria de guerra.”

“Artículo 131. La convocatoria a plebiscito podrá efectuarse por los órganos constitucional y legalmente facultados para ello o por la ciudadanía.

La ciudadanía podrá solicitar al Presidente de la República que convoque a plebiscito cuando cuente con el respaldo de la voluntad, debidamente acreditada, de una cantidad representativa de los ciudadanos con derecho a sufragio.

“Artículo 132. El plebiscito podrá ser vinculante o facultativo, nacional o regional.

Una ley orgánica constitucional regula las competencias, requisitos, tiempo y forma en que deberá llevarse a cabo el plebiscito así como las demás materias relacionadas con su aplicación.”

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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(7906-07)

Crecientemente, la tarea soberana del legislador se enfrentará a escenarios nacionales e internacionales marcados por mayores grados de incertidumbre y complejidad.

Desde la perspectiva de la ciudadanía, como también desde los parlamentarios, el acto clave -la decisión del voto- involucrará y exigirá mayores niveles de conocimiento, analizar y distinguir información que tenga bases sólidas y el entendimiento multi y trans disciplinario de disyuntivas que irán abriendo el futuro.

Existe una preocupación del Congreso por aclarar al interior de sí mismo y con el mundo ciudadano los impactos que estos avances pueden tener en las personas si es que no existe la comprensión, los mecanismos y las regulaciones pertinentes que permitan dar un orden a futuro a las relaciones sociales e incentivar el aprendizaje continuo que estos cambios implican.

Constatamos la incomodidad latente que manifiesta la ciudadanía y también el Congreso respecto de cómo los descubrimientos científicos y tecnológicos inventan y reinventan el futuro de las personas y las estructuras sociales en ciclos cada vez más cortos.

La naturaleza de asuntos de mayor complejidad requiere de una visión renovada y abierta a la participación, como ha sido una respuesta en otros países (ver anexo).

El parlamento deberá resolver y legislar sobre materias que requieren del apoyo experto en diversas disciplinas y el aporte de actores legítimos que sufrirán el impacto de sus decisiones.

Para ello se propone:

Crear en el Congreso un Consejo de Futuro que vincule la labor parlamentaria con los mundos del conocimiento: ciencias básicas, humanidades y ciencias sociales, técnicas y tecnologías, reflexión artística, investigación médica y otros.
Proponemos que el Congreso cuente con un foro de interacción permanente e intelectualmente autónomo que se haga cargo de la cabal y profunda compresión de los temas de futuro, comprensión que elimine las brechas entre el conocimiento experto, la experiencia de los ciudadanos y la decisión legislativa lo que permitirá modernizar y robustecer nuestra democracia.
Artículo único: Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

1) Intercálase en el inciso segundo del artículo 3°, entre la expresión “Auditoría Parlamentaria” y la letra “y” que le sigue, la expresión “, de un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología”.

2) Agrégase, a continuación del artículo 66 B, el siguiente Título, nuevo:

“Título VIII

Del Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología

Artículo 67. El Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología es un órgano bicameral, de carácter asesor, encargado de:
1) Analizar, debatir y evaluar las consecuencias sociales, económicas y medioambientales de las innovaciones científicas y las nuevas tecnologías;

2) Proponer al Gobierno la elaboración de políticas públicas que fomenten programas, planes y proyectos destinados a la innovación científica y tecnológica.

3) Sugerir cambios normativos y administrativos que permitan fomentar el desarrollo científico y tecnológico del país y corregir sus consecuencias negativas.

4) Recibir las proposiciones que personas naturales o jurídicas realicen en el ámbito de la innovación científica y tecnológica.

5) Fomentar el debate público sobre las repercusiones sociales, éticas y políticas de la ciencia y tecnología moderna.

Artículo 68. El Consejo estará integrado por:
1.- El Presidente del Senado.

2.- El Presidente de la Cámara de Diputados.

3.- Dos Senadores y dos Diputados elegidos por cada Cámara, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.

4.- Tres investigadores que hayan sido distinguidos con el Premio Nacional de Ciencias Exactas; o con el Premio Nacional de Ciencias Naturales o el Premio de Ciencias Aplicadas y Tecnológicas. Estos serán elegidos por el Comité Ejecutivo del Consejo de Rectores.

5.- El Director de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT).

6.- Un representante de la Academia Chilena de Ciencias.

7.- Un representante del Consejo de Sociedades Científicas de Chile.

8.- Un representante de la Academia Chilena de Ciencias Sociales, Políticas y Morales.

Las sesiones del Consejo tendrán el carácter de públicas y serán presididas por el Presidente del Senado. En su ausencia, presidirá el Presidente de la Cámara de Diputados.

El Consejo sesionará, a lo menos, cada dos meses y serán convocadas por su Presidente dentro de los primeros quince días del mes correspondiente. Las sesiones extraordinarias serán citadas por el Presidente del Consejo, de propia iniciativa o a solicitud de la mayoría de sus integrantes.

El Consejo no podrá sesionar ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de, al menos, siete de sus integrantes. Sus acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros presentes.

Artículo 69. El Consejo tendrá una Secretaría Ejecutiva que estará a cargo del Director de la Biblioteca del Congreso Nacional. Dicha Secretaría levantará acta de cada sesión que celebre el Consejo, debiendo dejar constancia en ella de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales. Dichas actas serán públicas.
La Secretaría Ejecutiva será la encargada de poner en ejecución los acuerdos adoptados por el Consejo y de organizar las audiencias, reuniones o actividades que determine el Consejo.

El Consejo podrá invitar a sus sesiones a personas naturales o jurídicas y a cualquier autoridad o funcionario del Estado que estime pertinente y recabar de los mismos los antecedentes, documentos o informes, que considere indispensables para realizar su cometido.

Un reglamento elaborado por una Comisión Bicameral compuesta por igual número de Senadores y Diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen Interior del Senado y de la de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, establecerá las demás disposiciones concernientes a la organización y funcionamiento del Consejo.

El referido Reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.

3) Sustituyese, en el Título Final, la denominación “Artículo 66 C”; “Artículo 67”; “Artículo 68”; “Artículo 69” y “Artículo 70”, por “Artículo 70”; “Artículo 71”; “Artículo 72”; “Artículo 73” y “Artículo 74”, respectivamente.

Artículo transitorio.- El mayor gasto que genere el Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología durante el ejercicio presupuestario en que éste comience a operar, se financiará con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto de la Biblioteca del Congreso Nacional.
(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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(7907-04)

En Chile la educación se reconoce como un derecho reconocido constitucionalmente a todas las personas (art. 19 N°10), garantizándose sólo la libertad de enseñanza (art. 19 N°11). Ello, muy propio del régimen neoliberal instaurado por la Constitución de 1980, no es más que una declaración programática o de buenas intenciones que al contemplar este derecho junto a los demás de naturaleza económica y social lo consagró desprovisto de la garantía constitucional de orden procesal para hacerlo efectivo, cual es la acción de amparo o protección, con que sí cuentan muchos de los demás derechos constitucionales entre ellos la libertad de enseñar.

Bajo el vigencia de la Constitución de 1925 se reconocía ya la libertad de enseñanza (modelo público y privado), pero el constituyente agregaba que "la educación pública es una atención preferente del Estado; La educación primaria se establece como obligatoria; se crea una nueva Superintendencia de educación pública, a cuyo cargo estará la inspección de la enseñanza nacional y su dirección, bajo la autoridad del gobierno. Las municipalidades cumplían un rol importante en cuanto cuidar de las escuelas primarias y demás servicios de educación que se paguen con fondos municipales." (Equidad, calidad y derecho a la educación en Chile: Hacia un nuevo rol del Estado, BCN, Serie Estudio N° 9 / 2007).

Con la instauración del nuevo régimen neoliberal en los 80' y plenamente vigente en la materia hasta nuestros días, la educación no sólo no fue más que un derecho de papel consagrado en la nueva Constitución sino que se constituyó en un muy buen negocio en todos sus niveles y modalidades, facilitado por la legislación que le dio ejecución.

"El día 10 de marzo de 1990, es decir, un día antes de que el gobierno militar hiciera entrega del mando al gobierno democráticamente elegido de Patricio Aylwin, fue publicada en el Diario Oficial la Ley 18.962 del Ministerio de Educación, llamada Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (LOCE). Esta Ley fija los requisitos mínimos que deben cumplir los niveles de enseñanza básica y media, regulando el deber del Estado en cuanto velar por su cumplimiento. Esta definición encabeza la Ley y muestra cómo el Estado se desprende del rol histórico que le había cabido hasta 1973, aceptando ser solamente un "guardián" del cumplimiento correcto de las normas y no como interventor directo en el proceso educativo. La LOCE, de todas maneras, hace legal aquello que venía operando de facto en la educación chilena como política oficial del gobierno militar.

La LOCE plantea que la educación es un derecho de todas las personas y le confiere a los padres de familia la responsabilidad (derecho y deber) de educar a sus hijos mientras el Estado procura asegurar que existan alternativas. En este sentido, un Estado que se asume ajeno el proceso mismo de la educación no puede por tanto ofrecer calidad de la educación, que es lo que se ha insistido en asegurar como derecho en el debate actual.

Más controversial aún es la afirmación de que el Estado tiene el deber de resguardar especialmente la libertad de enseñanza. Bajo esa premisa, la educación es entendida como un producto de consumo, regido por la lógica del mercado, y aunque luego se especifica que el Estado debe financiar un sistema gratuito destinado a asegurar el acceso de la población a la enseñanza básica, al ser traspasado una parte importante del financiamiento a las municipalidades, diferenciadas en recursos, estas no pueden competir en igualdad de condiciones." (Equidad, calidad y derecho a la educación en Chile: Hacia un nuevo rol del Estado, BCN, Serie Estudio N° 9 / 2007)

Así, el Estado abandonó la administración fiscal de la educación secundaria la que pasó a un régimen municipal desfinanciado y virtualmente quebrado hasta nuestros días y el sector privado masificó su oferta de una educación de baja calidad, desregulada, sin control ni supervisión estatal, cara y además subvencionada, lo que ha permitido la proliferación de un abundante número de nuevos emprendedores "sostenedores", muchos de ellos inescrupulosos, que han lucrado con cargo a los subsidios que otorga el Estado.

El corolario de esta situación ha sido una educación primaria y secundaria desfinanciada, abandonada por el Estado de mala calidad, salvo contadas excepciones, versus una educación privada segmentada y elitista, inaccesible para la mayor parte de la población y, en el caso de la subvencionada, de mala calidad o de una calidad que no es evaluada por el sistema de subvenciones.

En el caso de la educación superior la proliferación de instituciones que ha originado este nuevo mercado explica muy bien lo lucrativo del negocio.

En el año 2011 participaron del sistema 156 instituciones, de las cuales 58 corresponden a Universidades, 39 a Institutos Profesionales y 59 a Centros de Formación Técnica.

Según la investigación de María Olivia Monckeberg, "El Negocio de las Universidades en Chile", publicada el año 2007:

"Detrás de las fachadas de casas o edificios que se llaman universidades, suelen esconderse actividades y operaciones que poco o nada tienen que ver con la academia, la investigación universitaria o la formación de científicos y profesionales: las inmobiliarias, las "prestaciones de servicios", las sociedades anónimas cerradas o limitadas que esconden su verdadera actividad y otras formas habituales ya en ese ambiente, configuran un panorama donde el lucro -aunque se le cambie de nombre - es motor y protagonista central".

Según la autora, estas entidades tienen "una doble dimensión: para unos es simplemente ganar dinero como sea, y la educación pasa a ser simplemente una mercancía o un servicio que se otorga a cambio de un elevado arancel que pagan los alumnos clientes. Para otros, el negocio tiene un sentido de más largo plazo y se entronca con la "misión" de generar una sociedad acorde con los postulados de quienes la controlan".

"Por ley en Chile las universidades son corporaciones o fundaciones sin fines de lucro. Sin embargo, en la realidad, las universidades privadas obtienen cuantiosas utilidades, mientras sus verdaderos dueños usan diversos subterfugios para lograr captar más dinero, provenientes de elevados aranceles que pagan los "estudiantes clientes", para seguir haciendo funcionar la máquina de esta peculiar industria".

En similitud a los establecimientos de educación escolar, las entidades superiores no sólo operan como verdaderas empresas privadas, sino que se han hecho de franquicias y beneficios que como tales no podrían tener, tales como las rebajas tributarias derivadas de donaciones, aportes estatales destinados a la educación y créditos preferentes de la banca.

Siguiendo a Monckeberg, "para los donantes, esas casas de estudio a las que entregan suculentas sumas de dinero, son confiables para encargarles la formación de las élites que dirigirán el país del futuro"; "los bancos irrumpen como nuevos protagonistas en este escenario". "Un hito en esa línea lo marcó la posibilidad de otorgar créditos con aval del Estado a estudiantes de las universidades privadas"; "las universidades han llegado a estar entre los principales anunciadores publicitarios en los últimos años, en la medida que aumenta la masticación de la educación superior. Las sumas que "invierten" en publicidad sólo son sobrepasadas por las que gastan los supermercados y grandes tiendas".

En cuanto al financiamiento de estas corporaciones, el grueso de los flujos que perciben provienen del financiamiento particular aportado por los propios estudiantes y sus familias, pero tienen asimismo acceso al denominado Aporte Fiscal Indirecto (AFI); pero, además, junto a los Institutos Profesionales y a los Centros de Formación Técnica, acceden a recursos en el Fondo de Investigación Científica y Tecnológica (FONDECYT) y a los provenientes de donaciones en el marco de la Ley N° 18.681. A partir de marzo de 1997, también pueden acceder al sistema de financiamiento privado que consiste en un crédito a los alumnos en la banca privada, avalado en parte por el Estado a través de Corfo, destinado mayoritariamente al pago de matrículas y aranceles de pregrado (CAE).

Así, resulta manifiesta y evidente la necesidad de instaurar un nuevo régimen constitucional para la educación en Chile que al menos en una primera fase haga efectivo, realizable y exigible el "derecho a la educación" a nivel constitucional, en todos sus niveles y sin más requerimientos que contar con las aptitudes y capacidades personales para acceder y mantenerse en ella; elimine o derogue de la Carta Fundamental todas aquellos conceptos y principios de corte neoliberal de que fue provista en la materia y que han permitido y justificado el desarraigo del Estado de su función pública educacional y el lucro indiscriminado financiado por todos los chilenos; e incorpore los conceptos y principios propios de un Estado comprometido con la función pública que le corresponde en la educación de nuestros niños y jóvenes.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único: Refórmase la Constitución Política de la República en el siguiente sentido:

1) Modifícase el art. 19 N°10° de la siguiente forma:

1.1. Intercálese en su inciso tercero entre las expresiones "Corresponderá al Estado" y "otorgar especial protección al ejercicio de este derecho.", la palabra "garantizar".

1.2. Intercálese en su inciso sexto entre las expresiones "Corresponderá al Estado, asimismo," y "fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles;" la expresión "garantizar el acceso igualitario y"

2) Modifícase el art. 19 N°11° de la siguiente forma:

1.1 Reemplázase en su inciso 1° su punto aparte "." por una coma "," y agrégase a continuación la siguiente expresión "y el deber de prestar, en igualdad de condiciones, una educación de calidad".

1.2. Deróganse sus incisos 2° y 3°.

1.3. Intercálese en su inciso quinto entre las expresiones "Una ley orgánica constitucional establecerá" y "los requisitos mínimos que deberán exigirse" la expresión "las limitaciones a que se sujetará el ejercicio de este derecho y".

1.4. Reemplázase, a continuación de la expresión "enseñanza básica", la letra "y" por una coma "," y agrégase a continuación de la palabra "media", la expresión "y superior,"

3) Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:

Agrégase a continuación de la expresión "9° inciso final," el guarismo "10°,".

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES CANTERO, ESPINA, LARRAÍN FERNÁNDEZ Y QUINTANA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE TRANSPARENCIA DE INSTITUCIONES EDUCATIVAS QUE RECIBAN APORTES DEL ESTADO 

(7913-04)

1. Fundamentos.- Los establecimientos educativos de Chile que reciben de un modo u otro recursos del Estado, desde las universidades públicas y privadas, a los Institutos Profesionales, Centros de Formación Técnica, escuelas públicas y privadas con y sin fines de lucro, y jardines infantiles, son depositarías de la fe pública.
Utilizan recursos de todos los chilenos, y los apoderados y estudiantes depositan en ellos sus esperanzas sobre el futuro.

Independientemente de la creación de las Superintendencias, cuyo propósito será el de fiscalizar las normativas existentes, e independientemente de lo que eventualmente podamos acordar respecto al lucro en la educación, me parece un imperativo que éstas entidades deban, a la brevedad, transparentar el origen y destino de sus recursos, de la misma manera que lo hacen las sociedades anónimas abiertas, cuya normativa las obliga a hacerlo precisamente para defender los intereses del público que deposita en ellos su confianza al adquirir parte de su patrimonio accionario.

Durante el gobierno anterior se dio un gran paso adelante en el país a través de la Ley de Transparencia, la cual entró a regir en abril del año 2009, obligando a todas las instituciones públicas -que también son depositarías de la Fe pública- a ejercer lo que se denomina Transparencia, esto es; su obligación de depositar en su sitio web u otros mecanismos, un conjunto de informaciones relevantes, de manera que los ciudadanos puedan consultarla sin necesidad de solicitarla.

2. Ideas Matrices.- El presente proyecto tiene por objeto exigir que los establecimientos educativos en Chile que reciban recursos del Estado, ya sea de manera directa como subvencionados, avales del Estado o donaciones con descuento tributario, deben ejercer Transparencia.
Esta ley contendrá las sanciones de grado mínimo a máximo, siendo la máxima la suspensión de los aportes del Estado. Se solicitará al Ministerio de Educación la implementación y aplicación de esta Ley, cuya fiscalización dé cumplimiento será traspasada posteriormente a la Superintendencia correspondiente una vez que esté operando adecuadamente.

De esta manera, daremos un paso vital para despejar legítimas dudas que ha expresado la ciudadanía, y obtendremos valiosa información que nos permitirá tomar con calma decisiones de gran envergadura respecto al modelo educativo chileno, que no podemos adoptar de un día para otro sin contar con información precisa al respecto. Por otro lado, estoy segura que apoderados y estudiantes podrán de esta manera poner con tranquilidad su futuro en manos de nuestras instituciones educativas, en la tranquilidad de que el Estado está siendo garante de la transparencia del uso de sus recursos.

De igual manera, a través de los nuevos sistemas de acreditación de la Educación Superior, la Superintendencia de Educación, y la Agencia de la Calidad, los ciudadanos podrán contar con la seguridad de que las instituciones educativas de todo nivel estén cumpliendo a cabalidad con todas las normativas vigentes y asegurando los estándares de calidad educativa indispensables. De esta manera el Estado cumplirá con su responsabilidad de velar por la adecuada calidad de la educación de todos los chilenos.

Es sobre la base de estos antecedentes entregados que se propone lo siguiente:

Proyecto de ley

Artículo Único.- Todos los establecimientos educativos en Chile, que reciban recursos del Estado, ya sea de manera directa como subvencionados, avales del Estado o donaciones con descuento tributario, están obligados poner a disposición de la ciudadanía la siguiente información:
1. El origen y monto de todos los recursos recibidos durante un año calendario, incluyendo aportes del Estado, matrículas, donaciones u otros.

2. El destino de sus recursos, incluyendo gastos corrientes, inversiones, y eventuales repartos de utilidades, de acuerdo a formatos preestablecidos que distinguirán con claridad los recursos dedicados a actividades educativas, de investigación y de cualquier otra naturaleza.

3. Un balance y estado de resultados auditado, que para el caso de establecimientos de pequeña magnitud tendrá un formato simplificado.

4. Las transacciones con entes relacionados con sus dueños, en exactamente los mismos términos que se indican en la Ley de Sociedades Anónimas.

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, LETELIER Y PIZARRO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA EL TRANSPORTE DE DESECHOS HACIA VERTEDEROS CLANDESTINOS

(7908-15)

Considerando:

1. Que la actual legislación de tránsito, sanitaria y penal presenta serios vacíos en lo referente a dotar de medios compulsivos a la autoridad para combatir el tráfico ilícito de basura y la operación de vertederos y rellenos sanitarios ilegales.

2. Que las sanciones administrativas contempladas en nuestra legislación son insuficientes para disuadir a los contraventores de las normas sanitarias que regulan la puesta en marcha, operación o explotación de los vertederos o rellenos sanitarios, infringiéndose en forma permanente y reiterada.

3. Que la operación de vertederos o rellenos sanitarios ilegales es un problema grave en las ciudades, especialmente en las grandes urbes, que pone en riesgo la salud de la población y el medio ambiente.

4. Que se han formado verdaderas asociaciones ilícitas que operan como "mafias" en sitios eriazos, abandonados o fuera de los límites de la ciudad, recibiendo en ellos toda clase de basuras, desechos y residuos sin ningún control de la autoridad.

5. Que es de normal ocurrencia el tráfico vehicular ilícito con miras a trasportar y acopiar ilícitamente residuos de todo tipo con el fin de burlar el sistema formal existente y obtener menores costos en estas operaciones ilegales.

6. Que esta situación ha generado la proliferación de una gran cantidad de vertederos clandestinos en las afueras de las grandes ciudades sin que ello haya podido ser abordado con éxito por la autoridad sanitaria.

7. Que la comunidad se ve indefensa frente a este tipo de agresiones.

Por estas consideraciones es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único.- Introdúcese la siguiente letra h) al art. 192 de la Ley 18.290 del Tránsito:

"Transporte, conduzca, traslade o deposite basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales.

Igual sanción será aplicada al que mantuviere, administrare, operare o explotare los sitios antes señalados.

Si las basuras, residuos o desechos fueren tóxicos, peligrosos, infecciosos, corrosivos, combustibles, inflamables o pusieren en grave riesgo la salud de la población o el medio ambiente, la pena se podrá elevar en uno o dos grados.

Se considerará como agravante de este delito la realización de actos de agresión, obstrucción o entorpecimiento de las actividades de fiscalización de las autoridades competentes".

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.

15
MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR LARRAÍN FERNÁNDEZ, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES COLOMA Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE PROHIBICIÓN DE PESCA DE ARRASTRE DE FONDO

(7909-03)

La pesca de arrastre de fondo marino consiste en la utilización de redes de pesca, que pueden llegar a ser de varios kilómetros de largo, que se arrastran por el fondo del mar con el objeto de capturar diversas especies marinas, principalmente peces y crustáceos demersales y bentónicos, que son aquellos que viven asociados a dicho fondo.

De acuerdo a un estudio llamado “Pesca de Arrastre, Arrasando la Vida Marina” de Oceana, entre otros informes, al operar en contacto directo con el suelo marino, las redes de arrastre y los aparejos que van unidos a ellas remueven ese sustrato, tal como un arado lo hace con la tierra, y aplastan indiscriminadamente a todos los organismos que se le interponen, como algas, plantas, animales antiquísimos de lento crecimiento, corales, esponjas, etc. Además, al escarbar el fondo, el arrastre destruye el refugio de diversos organismos que, de esta forma, quedan expuestos a depredadores. Lo anterior, sin perjuicio de la alternación de los flujos de materia y energía, elementos que determinan las condiciones físicas para que se desarrolle la vida.

A mayor abundamiento, las redes capturan con una bajísima selectividad, pescando todo lo que se cruce por las redes, como tiburones, tortugas, aves marinas, focas, ballenas, delfines y muchas otras especies, que constituyen la llamada fauna acompañante o bycatch de la especie de pesca objetivo, las que se desechan posteriormente en el mar.

Así por ejemplo, cuando se pesca el camarón nailon, el porcentaje de bycatch es de 81,20%; en el caso del langostino amarillo, el porcentaje de bycatch es de 68,8%; en el caso de la merluza común, el porcentaje de bycatch es de un 25%.

En consecuencia, se trata de un sistema de pesca que produce desastrosos efectos en el ecosistema marino y sólo para utilizar un porcentaje de lo que captura.

En Chile, la pesca de arrastre de fondo se practica en todas las pesquerías costeras y serían ocho las especies sujetas a ser capturadas por artes de arrastre de fondo exclusivamente, lo que conlleva la pesca de unas 225 especies marinas.

Cabe destacar que la Ley General de Pesca y Acuicultura reconoce la gravedad de la pesca de arrastre, pero lo hace desde un enfoque distinto, que es proteger la pesca artesanal. Ello, por cuanto la pesca de arrastre de fondo afecta la cuota de pesca de los demás pescadores habilitados para pescar en la misma área, ya que, como se ha dicho, las redes se llevan parte de sus cuotas de pesca como pesca acompañante, la que después desechan.

Es por ello que la Ley General de Pesca y Acuicultura prohíbe la pesca con redes y con sistemas de arrastre de fondo en áreas reservadas a la pesca artesanal, esto es, en una franja del mar territorial de cinco millas marinas medidas desde las líneas de base normales, a partir del límite norte de la República y hasta el paralelo 41° 28,6 de latitud sur, y alrededor de las islas oceánicas, y en la playa de mar y en las aguas interiores del país. En esta misma zona prohíbe además cualquier tipo de pesca con redes.

Dicha protección es correcta, pero estimamos que también debe protegerse el ecosistema marino chileno, por lo que se propone agregar a la Ley General de Pesca y Acuicultura que prohíba en las demás áreas de pesca los sistemas de arrastre de fondo, permitiéndose en éstas sólo la pesca con redes selectivas de extracción, que no tengan rodillos ni portalones.

En consideración a lo anteriormente expuesto, por tanto, someto a la discusión del Honorable Senado el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único.- Agrégase al inciso segundo del artículo 49 del Decreto 430, de 2010, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.892, de 1989 y sus modificaciones, Ley General de Pesca y Acuicultura, la siguiente frase final:

"En las demás áreas de pesca del país, prohíbese el empleo de sistemas de arrastre de fondo".

(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

� El Profesor Zapata entregó una separata de la Revista Chilena de Derecho Privado, N° 7, págs. 1237-158 (diciembre 2006), que se agrega al expediente y queda a disposición de los señores Senadores que deseen consultarla. Ella contiene un artículo del profesor Rodrigo Barcia Lehmann titulado “Sobre la capacidad de los adolescentes para recibir la denominada píldora del día después”.


� Boletín N° 4.921-11.


� No están obligados a declarar como testigos los eclesiásticos, abogados, escribanos, procuradores, médicos y matronas, sobre hechos que se les hayan comunicado confidencialmente, con ocasión de su estado, profesión u oficio.





� Impone a los que ejerciendo alguna de las profesiones que requieren título, revelen los secretos que por razón de ella se les hubieren confiado, las mismas penas que se aplican al empleado público que descubriere los secretos de un particular, que ha conocido en razón de su cargo.





� Son comisiones regionales formadas tres médicos cirujanos designados por el Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, llamadas a calificar el grado de invalidez de un trabajador, para los efectos de pensionarse por esa causal.


� “5.- Tratar datos con fines estadísticos y mantener registros o bancos de datos respecto de las materias de su competencia. Tratar datos personales o sensibles con el fin de proteger la salud de la población o para la determinación y otorgamiento de beneficios de salud. Para los efectos previstos en este número, podrá requerir de las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, la información que fuere necesaria. Todo ello conforme a las normas de la ley �N° 19.628 y sobre secreto profesional.”.





� Se anexa al presente informe.


� Análisis conjunto de las curvas de peso, estatura y masa corporal, para evaluar cualitativa y cuantitativamente el  crecimiento. (H. Thibault, S. Boulard, M. Colle, M.-F. Rolland-Cachera. Crecimiento pondoestatural normal. EMC (Elsevier Masson SAS), Pediatría, 4-002-F-63, 2009; �HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�http��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�://��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�www��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�.��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�em��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�-��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�consulte��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�.��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�com��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�/��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�es��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�/��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�article��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�/214332#��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�N��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�104��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�A��HYPERLINK "http://www.em-consulte.com/es/article/214332#N104A5"�5�).


� Ley General de Educación.


� La sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 28 de julio de 2009, recaída en el proyecto de ley que estableció la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04), dispuso, en su considerando octavo, que solamente los artículos 11, incisos segundo y siguientes, 12 y 16 de dicha iniciativa, no “legislan sobre materias propias de la leyes orgánicas constitucionales referidas en los considerandos cuarto y quinto” (sic). De conformidad a lo anterior, todas las demás disposiciones de dicha legislación tienen dicho carácter normativo.


� Sanfuentes, Andrés, “Comportamiento Universitario y Políticas de Financiamiento”, en El financiamiento de la educación superior: Antecedentes y Desafíos. CEP, Noviembre de 1990.


� Arraigada R., Patricio: “El Financiamiento de la Educación Superior 1960-1988”. FLACSO, 1989.


� Leiva, Alicia, “El financiamiento de la educación superior, Diagnóstico y análisis de una experiencia”, Chile 21, 2002.


� Ídem.


� Se trata del proyecto de ley respecto del sistema de crédito universitario con aval del Estado, correspondiente al Boletín N° 7.669-04





� Se refiere a la ley N° 20.529, que establece el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, publicada el 27 de agosto de 2011.


� Se refiere al Boletín N° 7.660-04, que contiene el proyecto de ley sobre requisitos de funcionamiento de universidades no estatales, en relación con el lucro (“sociedades espejo”).





